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— Manifestaciones del señor senador García. 


+ Por moción del señor senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de 
sus palabras a la Embajada de la República 
Argentina en Uruguay y, por su intermedio, 
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—Proyecto de ley por el que se establecen mo- 
dificaciones a la Ley n.” 18485, normas com- 
plementarias y concordantes. 
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» Se aprueba en general y en particular, salvo 
los artículos desglosados 6.%, 7.9, 9, 13 y 18, 
que se tratarán en la próxima sesión como 
primer punto del orden del día. 


16) Llamado a sala a los señores ministros de 
Economía y Finanzas; de Industria, Energía 
y Minería; de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente; de Transporte 
y Obras Públicas, y de Trabajo y Seguridad 
JE AAA 175 


+ Por moción de los señores senadores Delgado, 
Mieres, Amorín y Bianchi, el Senado resuelve 
convocarlos, en régimen de comisión general, 
en fecha a determinar. 


18) Prórroga de la hora de finalización de la 
A A 188 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 30 de octubre de 2017 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria mañana miércoles 1. de noviembre, a las 09:30, 
a fin de informarse de los asuntos entrados y considerar 
el siguiente 

Orden del día 


1%) Discusión general y particular de un proyecto 
de ley por el que se establecen modificaciones a la Ley 
n.* 18485, de 11 de mayo de 2009, sobre Partidos Políticos, 
normas complementarias y concordantes. 

Carp. n.* 865/2017 - rep. n.* 532/17 y anexo I 


2.) Informe de la Comisión especial de partidos polí- 
ticos, financiación y publicidad electoral relacionado con 
un proyecto de minuta de comunicación sobre normas que 
regulan el funcionamiento y la financiación de los partidos 
políticos. 

Carp. n.* 919/2017 - rep. n.* 533/17 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


3.2) por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a enajenar 
los padrones n.”% 6177 y 7751, ubicados en el predio con 
frente a la rambla Costanera Sur de Montevideo, conocido 
como Predio Mauá, con el fin de construir una terminal 
fluviomarítima. 

Carp. n.* 754/2017 - rep. n.* 493/17 
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+ Por moción del señor senador De León, el Se- 
nado resuelve prorrogar la hora de finaliza- 
ción de esta sesión. 


24) Partidos Políticos. Minuta de comunicación... 226 


—Proyecto de minuta de comunicación por el 
que se regula su funcionamiento y financia- 
ción. 


+ Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


» Se resuelve el envío al Poder Ejecutivo de la 
versión taquigráfica de todo lo debatido sobre 
el tema, junto con la minuta de comunica- 
ción. 


25) Levantamiento de la sesióN.........oooomommmomso 257 


* Por moción del señor senador De León, el 
Senado resuelve levantar la sesión. 


4.) por el que se aprueba el Acuerdo de cooperación 
en materia de defensa entre la República Oriental del 
Uruguay y el Reino de España, suscrito en la ciudad de 
Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 26 de 
marzo de 2015. 

Carp. n- 822/2017 - rep. n.* 513/17 


5.2) por el que se aprueba el 4cuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la Federación de Rusia sobre cooperación en materia de 
defensa, suscrito en la ciudad de Moscú, Federación de 
Rusia, el 16 de febrero de 2017. 

Carp. n.* 843/2017 - rep. n.* 514/17 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Amorín, Asiaín, 
Ayala, Besozzi, Bianchi, Bordaberry, Camy, Carámbula, 
Cardoso, Carrera, De León, Delgado, Gallicchio, 
Gandini, García (Javier), Garín, Heber, Lacalle Pou, 
Martínez Huelmo, Mieres, Moreira, Mujica, Otheguy, 
Passada, Payssé, Pesce, Pintado y Tourné. Y a partir de 
las 13:19, la señora senadora Argimón. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Aviaga, 
Coutinho, Larrañaga y Michelini; y con aviso, la señora 
senadora Alonso. A partir de las 13:19 se retira con licencia 
el señor senador Lacalle Pou. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:31). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
presidente de la república solicita la autorización prescrip- 
ta por el artículo 170 de la Constitución de la república, 
para ausentarse del país por más de cuarenta y ocho horas 
a partir del día 12 de noviembre del corriente, con motivo 
de la visita oficial que realizará a Ciudad de México, Esta- 
dos Unidos Mexicanos. 

—HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR LUEGO 
DE LEÍDOS LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


La Presidencia de la Asamblea General destina mensa- 
jes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los siguientes 
proyectos de ley: 


* por el que se modifican algunas disposiciones del 
Decreto Ley n.” 15322, de 17 de setiembre de 1982, Siste- 
ma de Intermediación Financiera, y de las Leyes n.” 17613, 
de 27 de diciembre de 2002, sobre Fortalecimiento del 
Sistema Bancario; n. 18387, de 23 de octubre de 2008, 
sobre Declaración Judicial del Concurso y Reorganización 
Empresarial; y n.* 18401, de 24 de octubre de 2008, Carta 
Orgánica del Banco Central del Uruguay. 

—A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


Por el que se autoriza la salida del país del buque ROU 
01 Uruguay, su plana mayor, tripulación y alumnos aspiran- 
tes de la Escuela Naval, a efectos de realizar la Operación 
Esnal II, entre el 12 y 22 de diciembre de 2017, efectuando 
escala en el puerto Itajaí, República Federativa del Brasil; 


* por el que se autoriza la salida del país del buque 
ROU 04 General Artigas, su plana mayor y tripulación, 
a efectos de realizar la campaña antártica Operación An- 
tarkos XXXIV, entre el 15 de noviembre de 2017 y el 30 
de marzo de 2018, efectuando escala en el puerto de Punta 
Arenas, República de Chile. 

—A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


Por el que se concede una pensión graciable a la señora 
Vani Hebar Leal Morales. 

—A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


El Poder Ejecutivo remite copia de una resolución por 
la que se designa en el Directorio del Instituto Uruguayo 
de Meteorología, en el cargo de vicepresidente, al señor 
Gabriel Ernesto Aintablian Menonli. 

—TÉNGASE PRESENTE. 
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Asimismo, remite los siguientes mensajes: 


* por el que solicita, de conformidad con lo estableci- 
do en el artículo 187 de la Constitución de la república y 
en el artículo 18 de la Ley n. 18401, de 24 de octubre de 
2008, la venia correspondiente a fin de designar en calidad 
de presidente en el Directorio de la Corporación de Pro- 
tección del Ahorro Bancario, al economista Daniel Oscar 
Dominioni Ghiggia. 

-HA SIDO REPARTIDO POR DISPOSICIÓN RE- 
GLAMENTARIA. A LA COMISIÓN DE ASUNTOS 
ADMINISTRATIVOS. 


Por el que solicita, de conformidad con lo estableci- 
do por el numeral 13 del artículo 168 de la Constitución 
de la república, la venia correspondiente para designar en 
el cargo de fiscal letrado departamental, escalafón N, a la 
doctora María Lucía Nogueira D'Argento; 


* por el que solicita, de conformidad con lo estableci- 
do por el numeral 10 del artículo 168 de la Constitución de 
la república, la venia correspondiente para destituir de su 
cargo a un funcionario del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal; 


* por el que solicita, de conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 10 del artículo 168 de la Constitución de 
la república, la venia correspondiente para destituir de su 
cargo a una funcionaria del Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS. 


Por el que solicita la venia correspondiente, de con- 
formidad con lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 
168 de la Constitución de la república, a fin de acreditar en 
calidad de representante permanente de la república ante 
la Asociación Latinoamericana de Integración (Aladi) y 
la Secretaría del Mercado Común del Sur (Mercosur), a la 
señora Ana Inés Rocanova Rodríguez. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


Por los que comunica la promulgación de los siguientes 
proyectos de ley: 


* por el que se otorga el grado de mayor en situación 
de retiro al señor capitán (BFA) Bartolo Alejandro Aguilar 
Fernández; 


* por el que se designa Libertad Grizelda Lausarot 
Guigou el liceo n.? 1 de Ciudad del Plata, departamento de 
San José, dependiente del Consejo de Educación Secunda- 
ria, Administración Nacional de Educación Pública; 


* por el que se designa Pedro Benito Solari la escuela 
n.” 105, departamento de Salto, dependiente del Consejo 
de Educación Inicial y Primaria, Administración Nacional 
de Educación Pública; 
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* por el que se designa Rita Cincunegui de Biassini 
la escuela rural n.” 33 de Pueblo Biassini, departamento 
de Salto, dependiente del Consejo de Educación Inicial y 
Primaria, Administración Nacional de Educación Pública; 


* por el que se designa Maestra Ofelia Martínez de 
Patetta la escuela n.” 154 de Costa Azul, departamento de 
Canelones, dependiente del Consejo de Educación Inicial y 
Primaria, Administración Nacional de Educación Pública; 


* por el que se establecen modificaciones a la Ley 
n.* 19293, de 19 de diciembre de 2014, Código del Proceso Penal; 


* por el que se declara ciudad la zona del Municipio 18 
de Mayo, situada en el departamento de Canelones, y se 
designa a dicha ciudad 18 de Mayo. 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite 
informe de la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Pórtland, en respuesta a un pedido de informes 
solicitado por el señor senador Pablo Mieres, relacionado 
con los mecanismos de control para las compras de crudo. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA AL SEÑOR 
SENADOR MIERES. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite informe 
de la Universidad de la República, en respuesta a un pedi- 
do de informes solicitado por el señor senador Sebastián 
da Silva el 15 de junio de 2016, relacionado con la adquisi- 
ción de vehículos oficiales. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA AL SEÑOR 
DA SILVA. 


El Ministerio del Interior remite respuesta a un pedido 
de informes solicitado por el señor senador Luis Lacalle 
Pou, relacionado con el Fondo de Tutela Social Policial es- 
tablecido en el artículo 161 de la Ley n.* 19355, de 19 de 
diciembre de 2015. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA AL SEÑOR 
SENADOR LACALLE POU. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente remite respuesta a dos pedidos de infor- 
mes solicitados por la señora senadora Carol Aviaga, rela- 
cionados con la situación de la búsqueda de petróleo en el 
territorio nacional por la empresa petrolera Schuepbach. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA 
SEÑORA SENADORA AVIAGA. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un pro- 
yecto de ley por el que se designa Arquitecto Juan Pablo 
Terra el edificio sede de la Dirección Nacional de Vivien- 
da, dependiente del Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente, situado en la ciudad de 
Montevideo. 

—A LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y ORDENA- 
MIENTO TERRITORIAL. 
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Asimismo, comunica que ha aprobado un proyecto de 
ley por el que se transforma una Fiscalía Letrada Nacional 
en una Fiscalía Especializada en Crímenes de Lesa Hu- 
manidad. 

—AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVESE. 


La Comisión especial de partidos políticos, financia- 
ción y publicidad electoral eleva informado un proyecto 
de ley por el que se establecen modificaciones a la Ley 
n.” 18485, de 11 de mayo de 2009, sobre Partidos Políticos, 
normas complementarias y concordantes. 


Asimismo, eleva informado un proyecto de minuta de 
comunicación por el que se solicita al Poder Ejecutivo la 
remisión de una iniciativa por la cual se establezcan nor- 
mas que regulen el funcionamiento y la financiación de los 
partidos políticos. 

—HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión ele- 
va informado un proyecto de ley por el que se establecen 
normas relacionadas con la violencia hacia las mujeres ba- 
sada en género. 

—REPÁRTASE E INCLÚYASE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE UNA PRÓXIMA SESIÓN. 


El señor senador Pablo Mieres solicita al Cuerpo auto- 
rización para hacer uso de la palabra por treinta minutos 
en el homenaje a los protagonistas de la tragedia de los 
Andes. Aprobado para realizarse en la sesión ordinaria del 
día miércoles 8 de noviembre del corriente. 

-SE VA A VOTAR LUEGO DE LEÍDOS LOS ASUN- 
TOS ENTRADOS. 


La Junta Departamental de Flores remite copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por la 
señora edila Irle Amir, relacionadas con el proyecto de ley 
presentado por el señor senador Javier García, por el que 
se declara de interés para la salud pública la enseñanza 
curricular, en el sistema educativo nacional de nivel medio 
y superior, de las técnicas de resucitación cardiopulmonar 
básica. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA AL SEÑOR 
SENADOR GARCÍA. 


La Junta Departamental de Paysandú remite copia de 
las siguientes versiones taquigráficas: 


e de las palabras pronunciadas por el señor edil Jorge 
Genoud, relacionadas con la votación de la renuncia del 
exvicepresidente Raúl Sendic; 


e de las palabras pronunciadas por la señora edila Ana 
María Silveira relacionadas con la solicitud de audiencia 
con el intendente por parte de integrantes de la Comisión 
Social de Viviendas Dos Avenidas. 

—TÉNGANSE PRESENTES. 
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De las palabras pronunciadas por la señora edila Sole- 
dad Díaz, relacionadas con la denuncia realizada por un 
peón rural de Salto. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA CO- 
MISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y SEGURIDAD 
SOCIAL». 


4) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyec- 
to presentado. 
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(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
senador Daniel Bianchi presenta, con exposición de mo- 
tivos, un proyecto de ley por el que se modifica el inciso 
final del numeral 2 del literal c) del artículo 35 del llamado 
Acto Institucional n.” 9, de 23 de octubre de 1979, en la 
redacción dada por el artículo 5.” de la Ley n.” 15900, de 
21 de octubre de 1987, y por la Ley n.* 16195, de 16 de julio 
de 1991, relacionado con la vigencia de los subsidios en 
actividades públicas. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Montevideo, 26 de Octubre de 2017 


Señora Presidenta de la 


CÁMARA DE SENADORES 

Lucía Topolansky 

PRESENTE 

Pp n ley 16.195 de 
ACTIVIDADES PÚBLICAS 


MODIFÍCASE LA VIGENCIA DE LOS SUBSIDIOS 


Artículo Único.- Modifícase el inciso final del numeral 2 del literal c) del artículo 
35 del llamado acto institucional N” 9, del 23 de octubre de 1979, en la 
redacción dada por el artículo 5” de la ley 15.900, de 21 de octubre de 1987, 
y por la ley 16,195 de 16 de julio de 1991, el que quedará redactado de la 
siguiente forma: 


"Los titulares de los referidos cargos que no hubieren configurado causal 
jubilatoria anticipada al momento de desvinculación de los mismos tendrán 
derecho a percibir durante un período equivalente al triple del que ocuparon 
aquéllos y hasta un máximo de seis meses a contar desde la fecha del cese 
en los mismos, un subsidio equivalente al 85% (ochenta y cinco por ciento) 
del total de haberes del cargo en actividad. Dicho subsidio estará sujeto a 
montepío, será servido por el organismo donde se hubieran prestado tales 
servicios y el periodo de su percepción se computará a todos los efectos 
como tiempo trabajado. El reingreso a la Administración Pública del 
beneficiario significará el cese automático del derecho a continuar 
percibiendo el subsidio". 
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Exposición de motivos: 


El artículo 35 (inciso final del numeral 2 del literal c) del llamado acto 
institucional No.9, del 23 de octubre de 1979, dispuso un subsidio del 85% del 
total de haberes del cargo en actividad, para aquellos titulares de los cargos 
políticos o de confianza que no hubieren configurado causal jubilatoria 
anticipada al momento de desvinculación de los mismos, estableciendo un 
plazo máximo de percepción de dicho subsidio de 1 año.- 


Por ley 15.900 (artículo 5 in fine) de 21/10/1987, se modificó el plazo del 
subsidio mencionado, extendiéndose el límite a tres años. 


Finalmente por ley 16.195 de 16/07/1991, vigente hasta la fecha, se redujo el 
plazo máximo de percepción, al original de un año, 


Teniendo en cuenta que en la actividad privada, los trabajadores mensuales 
desde el año 1944 (ley 10.489 de 06/06/1944), tienen derecho a una 
indemnización por despido de un máximo de 6 meses de su salario, en los 
casos de desvinculación no voluntaria e igual período de seguro de desempleo 
(ley 15.180 de 20/08/1981, modificada por ley 18.399 de 24/10/2008); el plazo 
máximo del subsidio vigente para los cargos políticos o de confianza debería 
reducirse a seis meses, considerando los mismos requisitos ya establecidos en 
la ley 16.195.- 


Sin otro particular, le saluda muy atentamente 


Daniel Bianchi 
Senador 
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5) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido 
de informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
senador Carlos Camy, de conformidad con lo establecido 
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en el artículo 118 de la Constitución de la república, soli- 
cita se curse un pedido de informes con destino al Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería y, por su intermedio, 
a la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones 
Eléctricas, relacionado con la facturación del ente a la In- 
tendencia de San José por concepto de consumo de ener- 
gía eléctrica. 
—OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 19 de octubre de 2017 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Sra. Lucia Topolansky 

Presente. - 


De mi mayor consideración: 


Al amparo del artículo 118 de la Constitución de la República realizo la siguiente 
exposición de motivos relativo a la Facturación de los servicios de energía por parte de 
UTE y el cobro por cuenta y orden de la intendencia de la nueva tasa de Alumbrado 
Público vigente a partir del 1? de enero de 2017, en este caso específico en el 
Departamento de San José. 

Según el artículo 679 de la Ley N” 19.355 de 19 de diciembre de 2015 (Presupuesto 
Nacional 2015 - 2019), que derogó el artículo 12 de la Ley N” 18.860 de 23 de diciembre 
de 2011 se establece: 


Sustitúyense los créditos presupuestales establecidos en la ley derogada en el inciso 
precedente, por una partida anual de $ 500.000.000 (quinientos millones de pesos 
uruguayos) expresada a valores de enero 2015, con cargo a la Financiación 1.1 “Rentas 
Generales”, que será distribuida entre los Gobiernos Departamentales de acuerdo a los 
criterios que establezca la Comisión Sectorial prevista en el literal B) del inciso quinto del 
artículo 230 de la Constitución de la República que contemplarán, entre otros, los 
siguientes aspectos: 


A) Asumir hasta el 40% (cuarenta por ciento) de la facturación mensual que 
realice la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas (UTE) 
por concepto de ALUMBRADO PUBLICO correspondiente a las zonas del 
alumbrado público que se encuentren debidamente medidas con instalaciones 
aprobadas por el correspondiente Gobiermo Departamental y por UTE. En 
ningún caso se abonará por energía reactiva, la que será, integramente, de 
cargo de los Gobiernos Departamentales. 


B) Incentivar el mantenimiento de planes ejecutados y el desarrollo de aquellos que 
procuren el uso eficiente de la energía de acuerdo a los establecido en el artículo 
2* de la Ley N* 18.597 de 21 de setiembre de 2009. 


1 de noviembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 11-C.S. 


C) Las luminarias que cumplan con los requisitos de eficiencia energética 
establecidos. 


A los efectos de asumir las erogaciones autorizadas en cada oportunidad, se deberá 
constatar que cada Gobierno Departamental se mantenga al día con los pagos de la 
facturación que haya realizado el ente, correspondiente a su porcentaje de polencia y 
energía asociada, así como la energía reactiva correspondiente. 


Asimismo, 7] erdos necesari ara UTE realice, por 


cuenta y orden del Gobierno Departamental y conjuntamente con la facturación, el cobro 
de un precio o tributo, que deberá guardar razonable equivalencia con los egresos que 


deba realizar el Gobierno Departamental por consumos de energía del alumbrado público, 
mantenimiento y extensión del servicio, en los plazos que se establezcan en los 
compromisos de gestión previstos en la presente ley. 


Petitori 


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 118 de la Constitución de la República, solicito 
a usted elevar el presente pedido de informes al Directorio de la Administración Nacional 
de Usinas y Trasmisiones Eléctricas — U.T. E. - a efectos de suministrar la información 
solicitada en los numerales indicados, aportando en todos los casos la documentación y/o 
respaldo informático respectivo: 


1. CONSUMO DE ENERGIA ELECTRICA. 


1.1. Para el Ejercicio 2016 se solicita indicar cuál fue la facturación de U.T.E. a la 
Intendencia Departamental de San José, discriminada de la siguiente forma: 
+ Montos totales por mes 
+ Consumos mensuales de servicios eléctricos de Oficinas y Dependencias 


+ Consumos mensuales por concepto de servicios de Alumbrado Público, y 
dentro de este concepto indicar cuánto corresponde a energía por Conteo, 
energía Reactiva y energía Medida. 


1.2. Para el Ejercicio 2017 al cierre del mes de setiembre, indicar la misma 
información solicitada en el numeral 1.1. 


1.3. Indicar cuál es la intervención y/o asesoramiento de UTE respecto al 


12-C.S. 


2. 


2.1. 


2.2. 


2.3. 
24. 
2.5. 
2.6. 


2.7. 


Sin otro particular, lo saludo cordialmente. 
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cumplimiento de lo establecido en los literales B) y C) del Artículo 679 de la Ley 
N” 19.555 mencionado ut supra. 


COBROS POR U.T.E. DE CONSUMOS ELÉCTRICOS POR CUENTA Y ORDEN 
D INTENDENCIA DEPARTAMENTAL DE JOSE. 


En el marco del acuerdo firmado por la Intendencia Departamental de San José 
según lo dispuesto en el Inciso final del artículo 679 de la Ley N” 19.355 de 19 de 
diciembre de 2015 se solicita indicar para el Ejercicio 2017 lo siguiente: 


Cantidad de Medidores de consumo de Energía que tiene registrados UTE en el 
Departamento de San José. 


Cantidad de Medidores de consumo de Energía que tienen asociado el cobro 
de la Tasa de Alumbrado Público creada por el Decreto Departamental N* 3136 
de 29 de agosto de 2016. 


Discriminar en lo posible dentro de los medidores que tienen asociado el cobro 
de la Tasa de Alumbrado, cual es el valor de la tasa asociado. 


Montos mensuales de Enero a Setiembre inclusive, que UTE recaudó por 
cuenta y orden de la Intendencia de San José. 


Montos transferidos a la Intendencia de San José por concepto de la Tasa de 
Alumbrado Público. 


Cuál es el plazo estipulado de envío por parte de UTE a la Intendencia de San 
José de los montos recaudados por concepto de la Tasa de Alumbrado Público. 


Establecer si en el Ejercicio 2017 existieron o existen atrasos en los envios de 


lo recaudado por concepto de la Tasa de Alumbrado Público / 
J 


y 
Senador de la República 
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6) SOLICITUD DE AUTORIZACIÓN DEL SEÑOR 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA 
AUSENTARSE DEL TERRITORIO NACIONAL 
POR MÁS DE CUARENTA Y OCHO HORAS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase la nota remitida por 
el señor presidente de la república, relacionada con la au- 
torización de la que se dio cuenta en los asuntos entrados. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 23 de octubre de 2017 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


Tengo el honor de dirigirme a la señora presidente a 
los efectos de solicitar la autorización prescripta por el 
artículo 170 de la Constitución de la república, en virtud 
de que me ausentaré del territorio nacional por más de 
cuarenta y ocho horas a partir del 12 de noviembre de 2017, 
con motivo de la visita oficial que realizaré a la ciudad de 
México, Estados Unidos Mexicanos. 


Saludo a la señora presidente con mi más alta consi- 
deración. 


TABARÉ VÁZQUEZ. Presidente de la república. 
Período 2015-2020». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 


18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se comunica que, al haber- 
se votado la autorización de la salida del país del señor 
presidente de la república por más de cuarenta y ocho ho- 
ras, asumirá la presidencia del senado la señora senadora 
Patricia Ayala; y que, habiendo presentado nota de desis- 
timiento el señor Julio Baráibar, informando que por esta 
vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, queda 
convocado el señor Ricardo Alcorta, a quien ya se ha to- 
mado la promesa de estilo. 


8) A CUARENTA Y CINCO AÑOS DE LA 
TRAGEDIA DE LOS ANDES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Corresponde votar la auto- 
rización solicitada por el señor senador Mieres para hacer 


CÁMARA DE SENADORES 13-C.S. 


uso de la palabra por treinta minutos en el homenaje pre- 
visto para la sesión del día 8 de noviembre del corriente. 


(Se vota). 


—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- En la 
sesión ordinaria del 18 de octubre no se registraron ina- 
sistencias. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo e 
Inclusión del día 9 de octubre faltaron con aviso los seño- 
res senadores Cardoso y Tourné. 


A la sesión de la Comisión especial para el análisis del 
estado de situación de la trata de personas en el Uruguay 
y la generación del correspondiente marco legislativo 
del 9 de octubre faltaron con aviso los señores senadores 
Carámbula y Tourné. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura 
del 11 de octubre faltaron con aviso los señores senadores 
Amorín y Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, Co- 
mercio, Turismo y Servicios del 11 de octubre faltó con 
aviso el señor senador Amorín. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras Pú- 
blicas del 11 de octubre faltó con aviso el señor senador 
Coutinho. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del día 12 de octubre faltaron con aviso los señores sena- 
dores Alonso, Mieres y Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del día 12 de octubre faltó con aviso el 
señor senador Mieres. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del día 12 de 
octubre faltó con aviso la señora senadora Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial del 17 de octubre faltó con aviso la señora 
senadora Aviaga. 
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A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del 19 de octubre faltaron con aviso los 
señores senadores Mieres y Passada. 


A la sesión de la Comisión especial de partidos polí- 
ticos, financiación y publicidad electoral del 19 de octu- 
bre faltaron con aviso los señores senadores Coutinho y 
Mieres. 


A la sesión de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción del día 31 de octubre faltó con aviso el señor senador 
Silveira. 


A la sesión de la Subcomisión para el estudio del pro- 
yecto de ley de contrato de seguros del 31 de octubre faltó 
con aviso el señor senador Mieres. 


10) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 1. de noviembre de 2017 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 

Por la presente y de acuerdo con la Ley n.* 17827, de 14 
de setiembre de 2004, solicito se me conceda licencia, por 
motivos personales, el día 1. de noviembre del corrien- 
te año. 

Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Rafael Michelini. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

—19 en 21. Afirmativa. 

Se comunica que el señor Felipe Michelini ha presen- 
tado nota de desistimiento, informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Antonio Gallicchio, a quien ya 


se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 30 de octubre de 2017 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.” 17827, de 14 
de setiembre de 2004, por motivos personales, para el día 
miércoles 1.” de noviembre del corriente. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidenta muy 
atentamente. 
Germán Coutinho. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se comunica que los señores José Amy y Gustavo Cer- 
sósimo han presentado nota de desistimiento, informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocada la señora Viviana 
Pesce, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 30 de octubre de 2017 


Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 

De mi consideración: 

De acuerdo con la Ley n.” 17827, solicito a usted me 
conceda licencia los días 1. 6, 7 y 8 de noviembre por 
motivos personales. 

Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Carol Aviaga. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
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21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor José Luis Falero ha presen- 
tado nota de desistimiento, informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Carmen Asiaín, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 1. de noviembre de 2017 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia el día martes 7 de no- 
viembre de 2017, por motivos personales. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
20 en 21. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Rafael Paternain, Vir- 
ginia Cardozo y Federico Preve han presentado nota de 
desistimiento, informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda con- 
vocada la señora Carmen Beramendi, a quien ya se ha to- 
mado la promesa de estilo. 


11) CORIÚN AHARONIÁN 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la me- 
dia hora previa. 


Tiene la palabra la señora senadora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señora presidenta: hace unos 
días solicité intervenir en esta media hora previa para re- 
ferirme a Coriún Aharonián, recientemente desaparecido. 


Pero quiero adelantar que sobre el final de esta inter- 
vención, en reconocimiento de la también reciente partida 
de Daniel Viglietti, solicitaré que en el día de hoy se reali- 
ce un minuto de silencio en homenaje a su memoria, y que 
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oportunamente se planifique, en la instancia de coordina- 
ción de bancadas, el merecido tributo. 


Como decía, solicité recordar en esta sesión a Coriún 
Aharonián. Si bien no lo conocí personalmente, han sido 
múltiples las instancias en las cuales pude, por su obra 
y por su militancia, reconocer y apreciar enormemente 
a un hombre tan importante en varias disciplinas, como 
fue Coriún. Autor de obras de cámara, de obras orques- 
tales y piezas de música electroacústica, escribió también 
artículos, ensayos y libros. Dictó clases en la Universidad 
de la República y fue director honorario del Centro Nacio- 
nal de Documentación Musical Lauro Ayestarán e investi- 
gador emérito del Sistema Nacional de Investigadores de 
Uruguay. 


Aharonián llevó una vida prolífica y generosa por don- 
de se la mire. Fue un hombre apasionado por el arte y por 
la enseñanza; un hombre clave en la escena musical, tanto 
a nivel local como latinoamericano, y una persona que se 
hizo querer. 


Decía el personaje colombiano Eduardo Herrera —doc- 
tor en Endomusicología, egresado de la Universidad de 
lllinois— que Aharonián fue una de las figuras más im- 
portantes de la composición musical erudita, uruguaya 
y latinoamericana. Dijo, asimismo, que su música buscó 
entretejer aspectos de ética política, dando particular aten- 
ción al rol del compositor en la sociedad latinoamericana 
poscolonial. 


Por su parte, un artista de la talla de Jorge Drexler con- 
fesó: «Los dos años de taller de composición de cancio- 
nes que hice con Coriún fueron la experiencia de apren- 
dizaje estético y humano más importante que tuve en mi 
vida. Ahí aprendí para qué escribía canciones, con qué 
herramientas lo hacía y desde dónde». Y continúa: «Era 
un maestro de la paradoja. Siempre desconcertante y sor- 
prendente. Siempre sincero y generoso. También era un 
ejemplo de ética artística: siempre sistemático, minucioso 
y respetuoso. Pero sobre todo, era su amor lo que lo des- 
armaba a uno: sus abrazos eran una entidad en sí misma. 
[...] Ahí quedan sus libros. Ahí quedan sus prodigiosos 
discoteca —¡qué maravilla!- y archivo, que espero sepa- 
mos guardar y, sobre todo, consultar. [...] ¡Qué solos nos 
quedamos!». 


Esas fueron las palabras de Jorge Drexler en la despe- 
dida al maestro. 


Coriún mantenía vivas sus raíces armenias. Fue un ac- 
tivista de la primera línea por la justicia en todo sentido; 
también para el reconocimiento del Genocidio Armenio, 
el primero del siglo xx. Recordemos que Uruguay se con- 
virtió en el primer país en reconocerlo, mediante un acto 
jurídico, como figura de genocidio. 


Coriún escribió que el pueblo armenio fue la primera 
víctima de genocidio en este siglo. Sirve recordarlo, por- 
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que los genocidios siguen produciéndose como si tal cosa, 
y es probable que recordar la barbarie ocurrida ayude a 
crear algo de conciencia que establezca de algún modo un 
freno para la que pueda venir. 


Al evocar con estas palabras la vida de este gran hom- 
bre, me permito citar a Jaime Roos, quien al despedir a 
Coriún dejó, en su estilo, un mensaje tan justo como sen- 
tido: «Adiós, querido amigo y maestro. Nada hubiera sido 
igual sin tu presencia». 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la familia de Coriún Aharonián y a la colectivi- 
dad armenia. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por la señora senadora. 


(Se vota). 


23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) DANIEL VIGLIETTI 


SEÑORA PRESIDENTE.- La señora senadora Xavier 
había solicitado que, luego de finalizar su exposición, el 
Senado se pusiera de pie y guardara un minuto de silencio 
en homenaje a la memoria de Daniel Viglietti, reciente- 
mente fallecido. 


Se va a votar. 
(Se vota). 
23 en 25. Afirmativa. 


La Mesa invita a los señores senadores y a la barra a 
ponerse de pie y guardar un minuto de silencio. 


(Así se hace). 


13) ATAQUE AL MONUMENTO MEMORIAL DEL 
HOLOCAUSTO 


SEÑORA PRESIDENTE. Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Martínez 
Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señora presidenta: 
en momentos en que participábamos de la 137? Asam- 
blea de la Unión Interparlamentaria, aquí, en Montevideo, 
unos desconocidos atacaron con pintadas el monumento 
Memorial del Holocausto, ubicado en la rambla Presidente 
Wilson, frente al Club de Golf. Esas pintadas niegan el 
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Holocausto y pretenden atenuar los crímenes diabólicos 
del nazismo. 


Uruguay sancionó oportunamente la Ley n. 17817, que 
declaró de interés nacional la lucha contra el racismo, la 
xenofobia y toda otra forma de discriminación, verdaderos 
flagelos, todos estos, de tipo moral y social. 


Esa ley fue producto del mejor sentir de nuestro país, 
pero también el resultado de la incidencia de toda la co- 
munidad internacional expresada en un buen número de 
convenciones y tratados ratificados por la república. 


La propia ley dispone la existencia de una Comisión 
Honoraria contra el Racismo, la Xenofobia y toda otra 
forma de Discriminación, que tiene varios cometidos. El 
primero de ellos es analizar la realidad nacional en esta 
materia y, eventualmente, proponer nuevas disposiciones 
al respecto. Un punto muy importante de la ley es difundir 
y monitorear la legislación penal que nos hemos dado al 
respecto, porque en el Código Penal uruguayo el racismo, 
la xenofobia y la discriminación son considerados delitos 
contra la paz pública —ese no es un detalle menor en todo 
este asunto—, tal como se expresa en sus artículos 149 bis 
y 149 ter. 


Con esa medida el Parlamento marcó un rumbo claro 
y contundente en la custodia de principios fundamenta- 
les. Sin duda, en ella hallamos una firme determinación 
en defensa de los derechos humanos, pero el Parlamen- 
to también ha coadyuvado a crear y fortalecer un sistema 
educativo que concurra en el sentido de promover real- 
mente el pluralismo, el diálogo, la tolerancia y el respeto 
interreligioso e interétnico. 


La propia ley dispone competencias para diseñar e im- 
pulsar campañas educativas tendientes a la preservación 
del pluralismo social, cultural y religioso, así como a la 
eliminación de actitudes racistas, xenofóbicas o discrimi- 
natorias, y el pleno respeto a la diversidad. 


En estos temas tan sensibles nunca debemos bajar la 
guardia; ese es el único modo de preservar la paz y de 
ganar la confianza de nuestros ciudadanos, que tienen que 
ver a sus parlamentarios unidos y comprometidos en esta 
lucha por la justicia y la igualdad. 


Por otra parte, la Ley n.” 18768 declaró el 27 de enero 
de cada año como el Día de Recordación de las Víctimas 
del Holocausto, para honrar la memoria y la dignidad de 
las víctimas. Además, el articulado de esa ley consideró de 
interés general la divulgación de la Resolución 60/7 de las 
Naciones Unidas, relativa a la recordación del Holocausto, 
que crea un programa que rechaza el negacionismo parcial 
o total del Holocausto como hecho histórico. Por medio de 
esa ley, Uruguay ha adoptado y divulgado ese programa, 
que también censura y condena todas las manifestaciones 
de intolerancia religiosa, incitación, acoso o violencia con- 
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tra personas o comunidades, basadas en el origen étnico o 
las creencias religiosas, se den en el lugar que se den. 


Sin duda alguna, el aspecto educativo de este asunto es 
muy importante. Para aquellos que alteran la paz pública, 
instigando al odio racial —como en el caso de las pinta- 
das—, étnico o religioso, es necesario que se hagan saber, 
se difundan y se publiciten, por la vía que corresponda, los 
alcances claros y terminantes que nuestro Código Penal 
marca sobre estos delitos, a los efectos de dar a conocer la 
posición de nuestro país y qué castigo deben tener quienes 
los cometen. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al Ministerio de Educación y Cultura, al Ministe- 
rio del Interior, al Ministerio de Relaciones Exteriores, a 
las Juntas Departamentales, a la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, al Comité 
Central Israelita del Uruguay, a la Presidencia de la Unión 
Interparlamentaria y a la Comisión de Derechos Humanos 
de la Cámara de Representantes. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 


21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14) ATENTADO TERRORISTA EN LA CIUDAD 
DE NUEVA YORK 


SEÑORA PRESIDENTE.-- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador García. 


SEÑOR GARCÍA.- Señora presidenta: en la tarde de 
ayer hubo otro atentado terrorista, esta vez en la ciudad de 
Nueva York. Desgraciadamente, esta noticia ya no nos es 
extraña porque casi todas las semanas nos enteramos de 
que en alguna parte del mundo se produce un atentado de 
estas características. La particularidad que tiene el del día 
de ayer es que, si bien es lejano por la distancia, es muy 
cercano por el origen de muchas de sus víctimas. Por lo 
que se sabe hasta el momento, fallecieron cinco ciudada- 
nos argentinos y hay más personas graves, entre ellas, otro 
argentino. 


Por supuesto que todos los atentados —no hace falta 
mencionarlo— son repudiables pues representan la barba- 
rie quizás en su máxima expresión, o la miseria humana 
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graficada de la peor forma. En este caso, se suma la cer- 
canía de las víctimas de este atentado, pertenecientes a un 
pueblo, como el argentino, con el que a lo largo de la histo- 
ria hemos tenido encuentros y desencuentros: encuentros 
que han sellado nuestra unidad y desencuentros que no 
han logrado borrar esa hermandad que nos une. 


Por lo tanto, señora presidenta, solicito que la versión 
taquigráfica de esta parte de mi intervención sea remitida 
a la Embajada de la República Argentina en Uruguay y, 
por su intermedio, al Gobierno argentino y a su pueblo. 


Vinculado con este tema —aunque esto es de resorte 
interno—, quiero plantear una reflexión en cuanto a que te- 
nemos algunos debes en nuestro trabajo parlamentario, ya 
que mantenemos dos proyectos de ley relacionados con la 
necesidad de una legislación antiterrorista: uno remitido 
por el Poder Ejecutivo y el otro de autoría del senador La- 
calle Pou. Esto nos involucra a todos; sabido es que hemos 
tenido otras prioridades —importantes todas— pero, sin 
duda, este tema también representa una prioridad, y creo 
que con la mayor premura deberíamos analizar la necesi- 
dad de tratar estas iniciativas, a fin de que el país tenga una 
legislación antiterrorista. Como todos sabemos, este fenó- 
meno bárbaro no tiene fronteras, y no hace muchos años 
lo hemos vivido muy de cerca en la República Argentina. 
Desgraciadamente, nadie puede afirmar que en el futuro 
—¡Dios quiera que no!- no nos vaya a golpear cerca y, por 
lo tanto, es importante estar preparados para ello. 


Tal como planteé, solicito que la versión taquigráfica 
de la primera parte de mi intervención tenga el trámite 
mencionado. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 


21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


15) PARTIDOS POLÍTICOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden 
del día con la consideración del asunto que figura en pri- 
mer término: «Proyecto de ley por el que se establecen 
modificaciones a la Ley n.” 18485, de 11 de mayo de 2009, 
sobre Partidos Políticos, normas complementarias y con- 
cordantes. (Carp. n.* 865/2017 - rep. n.? 532/17 y anexo 1)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 865/2017 - rep. n* 532/17 
CÁMARA DE SENADORES 


Comisión Especial Partidos Políticos, 


Financiación y Publicidad Electoral 
de la Cámara de Senadores 


Proyecto de ley 


CAPÍTULO | 
DE LA FACULTAD DE LOS PARTIDOS POLITICOS DE FIJAR CONTRIBUCIONES 
ESPECIALES PARA SU FINANCIAMIENTO 


Artículo 1*.- Agrégase al artículo 42 de la Ley N” 18.485, de 11 de mayo de 2009, los 
siguientes incisos: 

* Las autoridades nacionales de los partidos políticos podrán establecer una 
contribución especial para su financiamiento, a cargo de las personas que 
ocupen cargos electivos, políticos y de particular confianza que estén afiliadas al 
partido, o que hayan sido propuestas por el partido 


La contribución no podrá superar el 15% (quince por ciento) de la retribución 
líquida (nominal menos descuentos legales) que perciba la persona en el cargo 
en que fue designada. Ejercida la facultad prevista en el inciso anterior, será 
obligatoria la contribución y se hará efectiva la retención de la retribución 
mensual que percibe el funcionario, salvo manifestación expresa por escrita en 
contrario. 


Una vez dispuesta la contribución, las autoridades nacionales de los partidos 
políticos deberán comunicarla a los órganos u organismos que correspondan, a 
efectos de que procedan a la retención respectiva y al depósito en la cuenta 
bancaria identificada por el partido político. 


El incremento de la alícuota fijada precedentemente, requerirá, en todo caso, 
el consentimiento expreso del funcionario a quien se le deba retener. 


Las retenciones de haberes no podrán afectar el minimo intangible previsto por 
el artículo 3* de la Ley N* 17.829, de 18 de setiembre de 2004, en la redacción 
dada por el artículo 34 de la Ley N* 19.210, de 29 de abril de 2014 y por el artículo 
1” de la Ley N* 19.536, de 27 de setiembre de 2017, 


A los efectos de esta ley se consideran cargos electivos, políticos y de 
particular confianza, los declarados tales por las leyes nacionales y que 
pertenezcan al Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, entes autónomos, servicios 
descentralizados, gobiernos departamentales, municipios y personas de derecho 
público no estatal, con exclusión de los cargos que revistan en la Corte Electoral, 
Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Poder Judicial y 
Fiscalia General de la Nación”. 


Artículo 2”.- Sustitúyese el literal B) del artículo 1% de la Ley N* 17,829, de 18 de 
setiembre de 2004, en la redacción dada por el artículo 32 de la Ley N* 19.210, de 29 
de abril de 2014, por el siguiente: 


“B) Cuota sindical y contribución especial para el financiamiento de los partidos 
políticos de las personas que revistan en cargos electivos, políticos y de 
particular confianza”. 
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CAPÍTULO Il 
DEL FINANCIAMIENTO PÚBLICO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 


Artículo 3”.-. Sustitúyese el artículo 2” de la Ley N” 19.485, de 11 de mayo de 2009, 
por el siguiente: 


ARTICULO 2”. *A tales efectos el Estado contribuirá a solventar los gastos de los 
partidos políticos en su funcionamiento; los que pudieren demandarles la 
participación en elecciones internas, nacionales, departamentales y municipales 
(numerales 9 y 12 del artículo 77 de la Constitución de la República) y, cuando 
correspondiere, también contribuirá a cubrir los gastos en que pudieren incurrir los 
candidatos participantes en una segunda elección (inciso primero del artículo 151 
de la Constitución de la República), y el incentivo a la participación política de las 


mujeres”. 


Artículo 4?.- Agrégase al artículo 32 de la Ley N* 18.485, de 11 de mayo de 2009, el 
siguiente párrafo in fine: 


“Todas las transacciones en dinero, que constituyan ingresos, deberán ser 
realizadas por medio de pago electrónico conforme a lo dispuesto en el artículo 1? 
de la Ley N* 19.210, de 29 de abril de 2014." 


? - Agrégase al artículo 19 de la Ley N* 18.485, de 11 de mayo de 2009, el 
siguiente párrafo in fine: 


“Los precandidatos a Presidente en las elecciones internas de los partidos 
políticos previas a las nacionales, deberán rendir cuentas de los fondos públicos 
recibidos así como de las restantes obligaciones establecidas en este Capítulo en 
cuanto le fueran aplicables”. 


CAPÍTULO Il 
DEL FINANCIAMIENTO PRIVADO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 


Artículo 6”.- Los partidos políticos, sectores intemos y las listas de candidatos solo 
podrán recibir aportes, donaciones y contribuciones, sea en dinero o en especie, de 
personas físicas debidamente identificadas. 


Sección 1 — Para las campañas electorales 


Artículo 7”.- Sustitúyese el artículo 31 de la Ley N* 18.485, de 11 de mayo de 2009, 
por el siguiente: 


“ARTICULO 31. Las donaciones que reciban los partidos políticos o sectores 
internos o listas de candidatos a efectos de sus campañas electorales internas, 
nacionales, departamentales y municipales, sean en dinero o en especie, no 
podrán exceder para cada uno de ellos y por cada donante, la cantidad de 300.000 
U) (trescientas mil unidades indexadas), las que deberán ser siempre nominativas. 


Se entenderá por donación nominativa aquella en donde quede registrada con 
toda precisión el nombre y demás datos que identifiquen al donante, todo ello 
sujeto a la protección de datos personales conforme a lo dispuesto por la Ley N* 
18.331, de 11 de agosto de 2008. 
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Cuando los aportes sean realizados por los candidatos a cargos electivos, sea 
en dinero o en especie, los límites serán: 


A) Para candidatos a la Presidencia y Vicepresidencia de la República 
hasta 400.000 Ul (cuatrocientas mil unidades indexadas). 


B) Para candidatos a cargos de Senadores, Diputados e Intendentes 
Departamentales hasta 300.000 Ul (trescientas mil unidades 
indexadas). 


C) Para candidatos a cargos legislativos departamentales hasta 
200,000 Ul (doscientas mil unidades indexadas). 


D) Para candidatos a los municipios hasta 100.000 Ul (cien mil unidades 
indexadas). 


Todas las donaciones en dinero deberán ser realizadas por medio de pago 
electrónico conforme a lo dispuesto en el artículo 1” de la Ley N* 19.210, de 29 de 
abril de 2014. 


Cuando se efectúe una donación de servicios, materiales o de otra especie que 
no sea en dinero, además del nombre del donante, se identificará especificamente 
el objeto de la donación y se asentará en los registros contables un valor estimado 
de la misma mediante certificación contable. Para estos casos y de forma 
excepcional, la Corte Electoral podrá reglamentar otros mecanismos que permitan 
la individualización e identificación fehaciente de todos los datos relativos a la 
donación y al donante. 


En ningún caso tales donaciones podrán deducirse a efectos fiscales. 


La ley reputa como período para la recaudación de fondos para las campañas 
electorales el comprendido entre el 1* de enero del año correspondiente a las 
elecciones nacionales y el 30 de junio del año siguiente”. 


Sección 2 — Para el funcionamiento permanente. 


Artículo 8*.- Sustitúyese el artículo 43 de la Ley N* 18,485, de 11 de mayo de 2009, 
por el siguiente: 


“ARTICULO 43.- Las donaciones que reciban los partidos políticos, sus sectores 
internos o listas de candidatos para su funcionamiento permanente, sea en dinero 
o en especie, deberán provenir Únicamente de personas fisicas debidamente 
identificadas. Estas no podrán exceder la cantidad de 100.000 Ul (cien mil 
unidades indexadas) por cada donante en el año civil y deberán ser siempre 
nominativas. Todo ello sujeto a la protección de datos personales, conforme a lo 
dispuesto por la Ley N* 18.331, de 11 de agosto de 2008. 


Cuando el donante fuere integrante de un órgano nacional o departamental del 
partido político, o tuviere la calidad de Senador, Diputado, Intendente, Edil, 
Concejal o Ministro, podrá triplicar el monto establecido en el inciso anterior. Sin 
perjuicio de la contribución dispuesta en el artículo 42 de la presente ley, las cuales 
podrán ser acumulativas. 
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Los fondos de los partidos políticos deberán depositarse en un banco a nombre 
del partido político, del sector interno o de la lista de candidatos y a la orden de 
las autoridades que se determinen en su carta orgánica o en sus bases 
constitutivas. 


Todas las donaciones en dinero deberán ser realizadas por medio de pago 
electrónico, conforme a lo dispuesto en el artículo 1? de la Ley N* 19.210, de 29 
de abril de 2014”. 


CAPÍTULO IV 
PROHIBICIONES 


.- Sustitúyese el artículo 45 de la Ley N* 18.485, de 11 de mayo de 2009, 


por el siguiente: 


“Los partidos políticos o sus sectores internos o listas de candidatos no podrán 
aceptar directa o indirectamente, contribuciones, aportes o donaciones de 
cualquier tipo cuando provengan de: 


A) 
B) 
C) 


D 


— 


E) 


F 


— 


Personas anónimas. 
Organizaciones delictivas o asociaciones ilícitas. 


Personas jurídicas, de consorcios o de cualquier otra entidad, asociación 
u organización, aun cuando carezca de personería jurídica, sea que tenga 
objeto civil, comercial, profesional, político, religioso, gremial, sindical u 
otro de cualquier tipo, tenga o no fin de lucro, sean nacionales o 
extranjeras. 


Estados, gobiernos y gobernantes extranjeros. 


Personas en situación de subordinación administrativa o relación de 
dependencia, cuando éstas se realicen por imposición o abuso de la 
superioridad jerárquica. 


Personas públicas no estatales y personas jurídicas de derecho privado 
cuyo capital social esté constituido en su totalidad o parcialmente por 
participaciones, cuotas sociales o acciones nominativas propiedad del 
Estado, o de personas públicas no estatales. 


G) Personas fisicas que presten servicios de comunicación audiovisual 


conforme a lo dispuesto en la Ley N* 19.307, de 29 de diciembre de 2014. 
La remisión de deuda actual o futura, total o parcial, por la prestación de 
servicios de comunicación en forma desigual entre los partidos políticos, 
configurará una donación encubierta prohibida por la ley y operará la 
caducidad de la autorización para prestar servicios de comunicación 
audiovisual, de pleno derecho, en los términos de la Ley N” 19.307, de 29 
de diciembre de 2014. 
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CAPÍTULO V 
PUBLICIDAD DEL ESTADO 


Artículo 10.- Durante el período electoral queda prohibida la realización de publicidad 
por parte del Estado, a través de cualquiera de sus órganos u organismos, así como de 
las personas públicas estatales menores 


Exceptúase únicamente la que refiera a campañas de información a la ciudadanía 
sobre temas o situaciones puntuales y de interés general, la que deberá ser supervisada 
por el Consejo de Comunicación Audiovisual. 


CAPÍTULO VI 
PUBLICIDAD DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 
FUERA DE LOS PERÍODOS ELECTORALES 


Artículo 11 - Sustitúyese el artículo 2? de la Ley N* 17.045, de 14 de diciembre de 
1998, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 2”.- Entiéndase por publicidad electoral aquella que se realiza a 
través de piezas elaboradas especializadamente, con criterios profesionales y 
comerciales. Quedan excluidas de esta definición y, por lo tanto, de las 
limitaciones establecidas en el artículo precedente, la difusión de información 
sobre actos políticos y actividades habituales del funcionamiento de los partidos, 
así como la realización de entrevistas periodísticas. 


Se autoriza la publicidad en formatos diferentes a los de la publicidad electoral, 
fuera de los períodos de campañas electorales, en el horario central, con la 


finalidad de convocatorias a congresos, celebraciones, homenajes, eventos, actos 
y otras actividades partidarias puntuales”, 


PUBLICIDAD EN LOS PERÍODOS ELECTORALES 
.- Sustitúyese el artículo 1% de la Ley N* 17.045, de 14 de diciembre de 
1998, en la redacción dada por el artículo único de la Ley N* 17.818, de 6 de setiembre 
de 2004, por el siguiente: 
“ARTÍCULO 1.- Los partidos políticos podrán iniciar su publicidad electoral en los 
medios de radiodifusión, televisión abierta, televisión para abonados y prensa 
escrita solo a partir de: 
1)Diez días para las elecciones internas. 
2)Treinta días para las elecciones nacionales. 
3)Quince días en caso de realizarse segunda vuelta. 


4)Treinta días para las elecciones depanamentales y municipales”. 


Artículo 13.- Sustitúyense los artículos 142 y 143 de la Ley N” 19.307, de 29 de 
diciembre de 2014, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 142 (Del acceso gratuito a la publicidad electoral).- Declárase de 
interés general para el fortalecimiento del sistema democrático republicano el 
otorgamiento de publicidad gratuita en los servicios de televisión abierta, los 
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servicios de televisión para abonados en sus señales propias y las señales de 
televisión establecidas en Uruguay que sean difundidas o distribuidas por servicios 
para abonados con licencia para actuar en nuestro país. 


Los servicios referidos sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley N” 17.045, de 14 
de diciembre de 1998, otorgarán espacios gratuitos en las campañas electorales 
correspondientes a las elecciones de: 


A) Los miembros de ambas Cámaras del Poder Legislativo y del Presidente y 
Vicepresidente de la República, así como la de cualquier órgano para cuya 
constitución o integración las leyes establezcan el procedimiento de la 
elección por el Cuerpo Electoral previsto en el inciso primero del numeral 
9%) del artículo 77 de la Constitución de la República, en adelante 
denominadas "elecciones nacionales”. 


B) Los Intendentes, de los miembros de las Juntas Departamentales y de las 
demás autoridades locales electivas previsto en el inciso tercero del 
numeral 9") del artículo 77 de la Constitución de la República, en adelante 
denominadas "elecciones departamentales y locales”. 


C) Senadores y Representantes luego de la disolución de las Cámaras, según 
el artículo 148 de la Constitución de la República, si se realizare, en 
adelante denominadas "elecciones legislativas complementarias”. 


D) Presidente y Vicepresidente de la República, en caso de la segunda 
elección prevista en el inciso primero del artículo 151 de la Constitución de 
la República, si se realizare, en adelante denominada "elección 
complementaria de Presidente y Vicepresidente de la República”. 


E) Carácter interno de los partidos politicos previstas en el numeral 12) del 
artículo 77 de la Constitución de la República y en la Ley N* 17.063, de 24 
de diciembre de 1998, en adelante denominadas "elecciones internas”: las 
elecciones internas de candidatura presidencial y órganos deliberativos 
nacionales con funciones electorales, que se denominan en adelante 
"elecciones internas nacionales” y las elecciones internas de órganos 
deliberativos departamentales con funciones electorales que se 
denominan "elecciones internas departamentales”. 


Durante el periodo electoral definido por el artículo 1? de la Ley N* 17.045, de 14 
de diciembre de 1998, en la redacción dada por el artículo único de la Ley N” 
17.818, de 6 de setiembre de 2004, el tiempo y espacio destinado a mensajes 
publicitarios, referido en el artículo 139 de esta ley, se extenderá a veinte minutos. 
En dicho periodo, los espacios gratuitos para realizar publicidad electoral tendrán 
Una duración igual a diez minutos del espacio destinado a mensajes publicitarios, 
por cada hora de transmisión que se realice en el horario de dieciocho a veintitrés 
horas. 


En el restante horario de transmisión y espacio destinado a publicidad, la 
adquisición de minutos para publicitar la campaña electoral de los partidos 
políticos, se realizará en forma exclusiva por la Corte Electoral. Esta podrá 
adquirir, del tiempo destinado a mensajes publicitarios, la cantidad solicitada por 
cada partido político, a dichos efectos no podrá hacerse distinción alguna en el 
precio de contratación, el cual deberá ser acordado previamente entre los medios 
de comunicación y la Corte Electoral. 
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Se prohibe a los partidos políticos la adquisición, en forma directa o indirecta, y 
a cualquier título, de publicidad o propaganda electoral en televisión abierta o por 
cable. 


En el caso previsto en el literal B) del presente artículo, la obligación rige para 
los servicios comprendidos en el área autorizada correspondiente a la respectiva 
circunscripción única departamental. La reglamentación del Poder Ejecutivo podrá 
extender esta obligación a otro u otros departamentos contiguos. 


ARTÍCULO 143 (Distribución entre los lemas).- En los casos de elecciones 
nacionales y elecciones legislativas complementarias, los espacios gratuitos serán 
distribuidos entre los lemas de la siguiente manera: 


- 45% (cuarenta y cinco por ciento) en forma igualitaria entre los lemas que hayan 
comparecido en la elección anterior y tengan representación parlamentaria. 


- 50% (cincuenta por ciento) en proporción directa a los votos obtenidos por cada 
lema en las elecciones nacionales inmediatas anteriores. 


- 5% (cinco por ciento) para los nuevos partidos, con un tope máximo para cada 
uno de ellos, igual al partido con menor representación parlamentaria. 


En el caso de elección complementaria de Presidente y Vicepresidente de la 
República el tiempo se distribuirá en partes iguales entre ambas fórmulas 
presidenciales. 


En el caso de elecciones departamentales y locales, los espacios gratuitos serán 
distribuidos entre los lemas de la siguiente manera: 


- 45% (cuarenta y cinco por ciento) en forma igualitaria entre los lemas con 
representación departamental. 


- 50% (cincuenta por ciento) en proporción directa a los votos obtenidos por cada 
lema en las elecciones departamentales inmediatamente anteriores. 


- 5% (cinco por ciento) para los nuevos partidos, con un tope máximo para cada 
uno de ellos, igual al partido con menor representación departamental. 


Para el caso de las elecciones internas, los espacios gratuitos serán distribuidos 
entre los lemas de idéntica forma a la establecida precedentemente. 


En todas las elecciones nacionales, legislativas complementarias, 
departamentales y locales, e internas, para la distribución de los espacios entre 
los lemas se aplicará el resultado del escrutinio del procedimiento establecido por 
el artículo 5” de la Ley N” 7.912, de 22 de octubre de 1925. 


La distribución de los espacios entre los lemas será efectuada por el Consejo de 
Comunicación Audiovisual.” 
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CAPÍTULO VII 
TRANSPARENCIA 


Artículo 14.- Incorpórase al artículo 10 de la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 
1998, un segundo inciso: 


"Los precandidatos a Presidente a las elecciones internas, Presidente de la 
República y Vicepresidente en las elecciones nacionales, a Intendente 
Departamental y sus suplentes, así como los primeros tres candidatos al Senado 
y los dos primeros candidatos a Diputados y legislativos departamentales de cada 
lista, así como también los candidatos a Concejal, deberán formular declaración 
jurada de bienes e ingresos a cualquier título con una anticipación no menor a 
sesenta días de la elección interna, nacional, departamental o municipal, según 
corresponda”. 


CAPÍTULO VII 
ESTADOS CONTABLES, RENDICIÓN DE CUENTAS Y CONTRALOR 


Articulo 15. (Estados contables).- Sin perjuicio de la obligación de llevar libros 
dispuesta por el artículo 51 de la Ley N” 18.485, de 11 de mayo de 2009, los partidos 
políticos deberán elaborar estados contables, en los cuales deberán estar claramente 
identificados los ingresos y sus fuentes, así como sus egresos. 


Los estados contables se llevarán de acuerdo a las normas contables que emita 
especificamente la Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas, creada por 
el Poder Ejecutivo en el marco del artículo 91 de la Ley N* 15.060, de 4 de setiembre 
de 1989, la cual deberá funcionar para estos casos con un representante de la Corte 
Electoral y un representante de cada lema partidario registrado ante la misma. 


(Contralor).- Los partidos políticos deberán presentar sus estados 
contables, al 1” de marzo de cada año ante el Tribunal de Cuentas. El Tribunal de 
Cuentas deberá visar los estados contables auditados de los partidos políticos al 1” de 
junio de cada año. Ambos términos son improrrogables. 


Una vez visados y dentro de los treinta días siguientes, los partidos políticos deberán 
presentar los estados contables ante la Corte Electoral, la cual podrá realizar auditorías 
a partir de lo que surja de dicha documentación, 


Artículo 17. (Registro y publicidad).- Los partidos políticos deberán registrar sus 
estados contables visados, en el Registro de Estados Contables a cargo del órgano 
estatal de control, en el plazo y en los términos que determine la reglamentación. 


Artículo _18. (Rendición de cuentas electoral).- El 1” de agosto siguiente a cada 
elección departamental y municipal, los partidos políticos deberán presentar ante la 
Corte Electoral, una rendición de cuentas detallada de los ingresos recibidos en el 
periodo establecido por el inciso final del artículo 31 de la Ley N* 18,485, de 11 de mayo 
de 2009, para la recaudación de fondos destinados a las campañas electorales, asi 
como de sus egresos en el mismo periodo. 


La Corte Electoral podrá realizar auditorías a partir de estas rendiciones de cuentas. 


Esta obligación es adicional y sin perjuicio de las que se establecen en los articulos 
precedentes de este Capítulo. 
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CAPÍTULO IX 
SANCIONES 


Artículo 19.- Corresponde a la Corte Electoral el control del cumplimiento de las 
obligaciones que se establecen en los artículos 4*, 6%, 7%, 8%, 9? y 18 de la presente ley, 
por parte de los partidos políticos, la supervisión y el ejercicio de la potestad 
sancionatoria a su respecto. 

Las violaciones a las obligaciones y prohibiciones previstas en los artículos 
mencionados serán consideradas infracciones, podrán ser calificadas por la Corte 
Electoral como muy graves, graves y leves, en función de los principios de gradualidad 
y proporcionalidad y de la gravedad del acto u omisión ilícita y serán sancionadas por 
ésta atento a lo que se dispone en el artículo siguiente. 


Artículo 20.- La Corte Electoral podrá aplicar a los partidos políticos las siguientes 
multas: 


A) Por la comisión de infracciones muy graves: multas que podrán ascender hasta 
seis veces el valor del aporte, donación o contribución ilícitamente aceptada o 
del gasto no registrado o hasta 300.000 UI (trescientas mil unidades indexadas). 


B) Por la comisión de infracciones graves: multas que podrán ascender hasta tres 
veces el valor del aporte, donación o contribución ilícitamente aceptada o del 
gasto no registrado o hasta 200.000 Ul (doscientas mil unidades indexadas). 


C) Por la comisión de infracciones leves: multas que podrán ascender hasta el valor 
del aporte, donación o contribución ilícitamente aceptada o del gasto mo 
registrado o hasta 100.00 UI (cien mil unidades indexadas). 


El valor de las multas podrá ser descontado de los derechos de reposición de los 
gastos de campaña que pudieren corresponder a los partidos políticos por su 
participación en las elecciones internas, nacionales, departamentales y municipales, así 
como de cualquier otro fondo al que por ley pudieren acceder. 


.- Corresponde al Consejo de Comunicación Audiovisual creado por el 
artículo 66 de la Ley N” 19.307, de 29 de diciembre de 2014, la supervisión y el control 
del cumplimiento de las obligaciones que se establecen en el artículo 1% de la Ley 
N? 17.045, de 14 de diciembre de 1998, en la redacción dada por el artículo único de la 
Ley N* 17.818, de 6 de setiembre de 2004 y en los artículos 10 a 13 de la presente ley, 
por parte de los partidos políticos, los sectores internos, las listas de candidatos y los 
candidatos a cualquier cargo electivo. 


Cuando el Consejo de Comunicación Audiovisual constate una violación de las 
obligaciones previstas por los artículos precedentes, por parte de los partidos políticos, 
los sectores internos, las listas de candidatos y los candidatos a cualquier cargo electivo, 
deberá comunicarla dentro de las veinticuatro horas siguientes a la Corte Electoral. 


Las violaciones a estas obligaciones serán consideradas infracciones y podrán ser 
calificadas por la Corte Electoral como graves y leves, en función de los principios de 
gradualidad y proporcionalidad y de la gravedad del acto u omisión ¡licita y serán 
sancionadas por ésta atento a lo siguiente: 


A) Por la comisión de infracciones graves: multas que podrán ascender hasta 
300.000 UI (trescientas mil unidades indexadas) 
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B) Por la comisión de infracciones leves: multas que podrán ascender hasta 
100.000 Ul (cien mil unidades indexadas). 


Artículo 22.- El Consejo de Comunicación Audiovisual podrá aplicar las sanciones 
previstas en los artículos 181 a 183 de la Ley N” 19.307, de 29 de diciembre de 2014, 
al prestador de servicios de radio, televisión y de otros servicios de comunicación, que 
hubiese concurrido con el partido político, el sector interno, la lista de candidatos o el 
candidato a cualquier cargo electivo en la comisión de la infracción a las obligaciones 
que se indican en el artículo 21 de la presente ley. 


Artículo _23.- Corresponde al órgano estatal de control la fiscalización del 
cumplimiento de la obligación de los partidos políticos de registrar los estados contables 
visados, establecida por el artículo 17 de la presente ley. 


El incumplimiento de la obligación establecida por el artículo 17 de esta ley, será 
considerada una infracción. 


El órgano estatal de control tendrá respecto de los partidos políticos, la misma 
potestad sancionatoria prevista respecto de los obligados a registrar los estados 
contables en el artículo 24 de la Ley N” 18,930, de 17 de julio de 2012, en la redacción 
dada por el artículo 215 de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015. 


.- Las multas que apliquen la Corte Electoral, el Consejo de Comunicación 
Audiovisual y el órgano estatal de control constituirán título ejecutivo. 


Artículo 25.- Créase el Fondo para el Fortalecimiento Democrático de los Partidos 
Políticos, que será administrado por la Corte Electoral. Se integrará con la totalidad de 
lo recaudado por concepto de multas aplicadas por la Corte Electoral y por el Consejo 
de Comunicación Audiovisual, en ejercicio de la potestad sancionatoria que se prevé en 
la presente ley. 


Lo recaudado contribuirá a solventar los aportes del Estado para financiar los gastos 
de las elecciones descriptos en el artículo 20 de la Ley N* 18.485, de 11 de mayo de 
2009 


El monto de lo recaudado por las multas que aplique el órgano estatal de contro! se 
destinará a financiar el Registro de Estados Contables a su cargo. 


Artículos 26.- La persona fisica o jurídica o la organización o entidad sin personería 
jurídica que realice una donación, aporte o contribución en dinero o en especie, que 
contrarie lo dispuesto por esta ley, quedará inhibida de integrar el Registro Unico de 
Proveedores del Estado por un periodo de cinco años. 


CAPÍTULO X 
ESTATUTO DE LOS EMPLEADOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 


Artículo 27.- Las personas que se desempeñen en relación labora! subordinada, en 
forma habitual y al servicio de los partidos políticos y sectores internos, estarán 
amparadas en la normativa laboral y de previsión social. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las personas que se desempeñen 
realizando tareas de confianza política para los partidos políticos y sectores internos, no 
se encontrarán comprendidos en el régimen de limitación del horario de trabajo. Estos 
lo harán por el término que determine el partido político o sector interno, y no más allá 
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de sus respectivos mandatos, no generando derecho a percibir ningún tipo de 
indemnización por su cese. 


Artículo 28.- Las personas que realicen tareas zafrales para los partidos políticos, 
sublemas, sectores partidarios o candidatos a algún cargo electivo, serán consideradas 
como jornaleros, rigiéndose por las disposiciones de la Ley N* 12.597, de 30 de 
diciembre de 1958. 


CAPÍTULO XI 
DEROGACIONES 


Artículo 29.- Derógase toda otra norma que se oponga con lo dispuesto por la 
presente ley. 


Sala de la Comisión, 19 de octubre de 2017. 


ENRIQUE PINTADO 
Miembro Informante 


CONSTANZA MOREIRA 


JOSÉ MUJICA 


MARCOS OTHEGUY 


JULIO SILVEIRA 
con salvedades 


MÓNICA XAVIER 
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Proyecto de ley con exposición de motivos de las señoras Senadoras 
Patricia Ayala, Constanza Moreira, Ivonne Passada, Daniela Payssé, 
Sandra Lazo, Lucía Topolansky, Daisy Tourné y Mónica Xavier y los 
señores Senadores Andrés Berterreche, Marcos Carámbula, 
Leonardo de León, Antonio Gallicchio, Rubén Martínez Huelmo, 
Marcos Otheguy y Enrique Pintado 
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Montevideo, ¡2 de 4: de 2017 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 157 
del Reglamento de la Cámara de Senadores, me dirijo a Usted a los efectos de 
presentar el Proyecto de Ley que se adjunta por el cual se establecen 
modificaciones a la Ley de Partidos Políticos No. 18.485, de 11 mayo de 2009 y 
normas complementarias y concordantes. 


Senadores que firman 


6, Alcciecmo 
- o dl 


> 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
| - INTRODUCCIÓN. 


Actualmente, el financiamiento de los partidos politicos es considerado 
uno de los tópicos de mayor relevancia para el buen funcionamiento y para la 
transparencia del sistema democrático republicano de gobierno, que es el 
adoptado por Artículo 82 de nuestra Constitución y asi se ha instalado en la 
opinión pública regional e intemacional. 


En diversos países de la región ha aumentado en forma exponencial las 
denuncias sobre supuestos actos de corrupción y su posible vinculación con los 
fenómenos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y otros actos de 
macro criminalidad, asociados « la actividad política. 


En nuestro país, se han sancionado varias normas legales para prevenir 
y reprimir esta compleja problemática, a saber: 


a) la transparencia y el derecho al acceso de la información pública (Ley 
N* 18.331 de 17 de octubre de 2008); 


b) al financiamiento de los partidos políticos (Ley N” 18,485 del 11 de 
mayo de 2009); 


c) al combate de los hechos y actos de corrupción en el Sector Público 
(Ley N* 17.060 de 23 de diciembre de 1998; Ley N* 19.340, de 28 de agosto de 
2015, que crea la Junta de Transparencia y Ética Pública como un Servicio 
Descentralizado y las Leyes N” 19.208 y 19.149, entre otras, que amplían la 
obligación de formular declaraciones juradas); 


d) a la prevención del lavado de activos y financiamiento del terrorismo 
(Decreto Ley N” 14.294, Ley 17.835 de 23 de septiembre de 2004, Ley N* 
18.914, de 30 de julio de 12 y Ley N” 18.494, de 5 de junio de 2009), 


e) la trasparencia en la gestión financiera de los sujetos de Derecho 
Privado (artículo 24 de la Ley N” 18.930 de 17 de julio de 2012, en la redacción 
dada por el artículo 215 de la Ley N* 19.355 de 19 de diciembre de 2015); 
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f) la identificación de los beneficiarios finales de las personas, 
estructuras y organizaciones jurídicas privadas (Leyes N” 18.930 de 17 de junio 
de 2012, N” 19,288 de 26 de septiembre de 2014 y N* 19,484 del 5 de enero 
de 2017) 


No obstante el avance legislativo verificado en nuestro país en materia 
de trasparencia en general, se entiende necesario y conveniente la sanción de 
una nueva normativa que establezca reglas aún más precisas respecto de los 
actos obligatorios, permitidos y prohibidos para los partidos políticos, que 
aumente los controles y determine los procedimientos exigibles, que asegure la 
transparencia de la información derivada de los ingresos y egresos de los 
partidos, sirviéndose de las herramientas tecnológicas y jurídicas de la 
inclusión financiera. 


Resulta indiscutible, que la suerte de la efectividad de la normativa que 
se propone y el mensaje dirigido a la opinión pública, estarán indefectiblemente 
ligados al compromiso y la responsabilidad individual y colectiva de todos los 
actores del sistema político. 


En lo que dice relación con la publicidad de los partidos políticos, sea en 
periodos electorales y fuera de ellos, resulta imprescindible establecer reglas 
claras y transparentes a los efectos de asegurar en la mayor medida posible las 
condiciones de igualdad y de equidad entre todos los integrantes del sistema 
político, individuales y colectivos y la mayor difusión posible de los programas 
de gobierno, atento a lo dispuesto por el Artículo 77 literal 11) de la 
Constitución. Lo señalado evidencia que la regulación de esta cuestión es de 
interés general, dado que contribuye al fortalecimiento de los partidos políticos, 
pilar fundamental del sistema de democrático representativo de gobierno de 
nuestro país y por lo tanto, a la consolidación del Estado de Derecho y de la 
República. 

Atendiendo a estos objetivos, es que se propone al plenario de la 
Cámara de Senadores el siguiente proyecto de ley. 


Il- ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES Y LEGISLATIVOS 
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En relación al financiamiento de los partidos políticos, no hay en nuestra 
Constitución una previsión directa sobre el tema, más allá que de modo 
indirecto si se consagran normas que inciden al respecto. 


En primer lugar, hay principios constitucionales de necesaria aplicación, 
especialmente, los relativos a la igualdad y no discriminación (articulo 8? de la 
Carta). 


En segundo lugar, el artículo 77 de la Constitución dispone, en su literal 
11), que el Estado debe velar por asegurar a los partidos políticos la más 
amplia libertad, en todo el extenso sentido del término y que los partidos deben 
dar máxima publicidad a sus programas de principios para que la ciudadanía 
pueda conocerlos ampliamente, lo que requiere necesariamente además de la 
actividad proactiva de los partidos, que el Estado facilite las herramientas y los 
medios para la difusión de forma equitativa. 


En la evolución de nuestro ordenamiento jurídico, no es sino hasta la Ley 
No. 17.799 de 12 de agosto de 2004, que se establecieron una serie de 
disposiciones que obligaron a los candidatos a Presidente de la República y al 
primer candidato de cada lista al Senado a rendir una declaración jurada y 
pública ante la Corte Electoral, que conste de los siguientes puntos: a) monto 
total gastado y a gastar en la campaña electoral; b) nómina de los 
contribuyentes (las donaciones innominadas no podrán superar el 10% del 
presupuesto total de la campaña); c) monto máximo que se acepta a cada 
persona física o jurídica contribuyente; d) detalle estimativo de lo gastado en 
publicidad oral, escrita, televisiva, en vía pública, en otros tipos de publicidad, 
en impresión en listas e imprenta y en infraestructura de locales y transporte. 
Similares obligaciones se imponía a los candidatos a Intendente. 


El incumplimiento de tales obligaciones tenía como consecuencia que no 
se abonarían las contribuciones del Estado al partido político al que pertenezca 
el infractor. 


Más adelante en el tiempo, la Ley No. 18,485, de 11 de mayo de 2009, 
consagró una Ley de Partidos Políticos con un alcance mayor a la 
anteriormente citada, regulando la constitución y el nombre de los partidos 
políticos; las campañas electorales y su financiamiento público y privado; los 
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controles; el financiamiento público permanente; las prohibiciones y sanciones; 
el régimen de contabilidad y rendición de cuentas. 


En cuanto al acceso de los partidos a los medios de comunicación 
(prensa, radio y televisión), para la propaganda política, esta ha sido encarada 
de manera parcial en la legislación uruguaya. En este sentido, la ley No. 
17.045, de 14 de diciembre de 1998 reglamentó el acceso de los partidos 
políticos respecto a los medios de comunicación públicos. El artículo 142 de la 
Ley No. 19.307, de 29 de diciembre de 2014, reguló el acceso gratuito de 
publicidad electoral en servicios de radio y televisión abierta, servicios de 
televisión para abonados en sus señales propias y señales de televisión 
establecidas en Uruguay que sean difundidas o distribuidas por servicios para 
abonados con licencia para actuar en nuestro país. Por su parte, el artículo 143 
del mismo cuerpo normativo, declarado inconstitucional por la Suprema Corte 
de Justicia (Sentencia N” 87/2016 de 11 de abril de 2016), previó la distribución 
de la publicidad electoral gratuita entre los diversos lemas del sistema político. 


Finalmente, cabe dar cuenta que en el derecho constitucional uruguayo, 
la mujer y el hombre poseen iguales derechos políticos. Tanto el hombre como 
la mujer pueden ser ciudadanos legales o naturales (arts. 73, 74 y 75), y por 
tanto, electores y elegibles en absoluta posición de igualdad, según lo 
dispuesto por el artículo 77 de la Constitución. 


Il — CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO DE LEY. 


Por lo expuesto, este proyecto de Ley pretende aportar reglas claras y 
precisas respecto de lo siguiente: 


En primer lugar, respecto de recaudación de fondos para el 
financiamiento por los partidos políticos, de las contribuciones, aportes y 
donaciones de terceros y de los propios candidatos a los partidos, sea en 
campaña electoral o fuera de ella, estableciéndose limites a los montos y la 
identificación de los aportantes. 


En segundo lugar, respecto de la profesionalización del modo en que se 
deberán contabilizar los ingresos y egresos que reciban los partidos políticos, 
en campaña electoral y fuera de ésta, y a su debida publicidad. 
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En tercer lugar, respecto del incentivo a la participación efectiva de las 
mujeres en los partidos políticos y en ocupación efectiva de cargos electivos, 
en pos de la igualdad constitucional referida ut supra. 


En cuarto lugar, respecto del acceso a los medios de comunicación para 
la difusión de los programas de principios de los partidos políticos y 
actividades, sea en campaña electoral como fuera de ésta. 


En quinto lugar, respecto al control sobre los partidos políticos en cuanto 
al cumplimiento de los diferentes aspectos establecidos en el presente proyecto 
y en las Leyes a las cuales se remite el mismo, a la determinación de los 
órganos competentes para dicho control y a un sistema de sanciones para el 
caso de su incumplimiento, constituyéndose un sistema articulado y coordinado 
que tiene por finalidad garantizar el eficaz cumplimiento de las normas que se 
proponen. 


En definitiva, este proyecto de Ley pretende agregar valor, a partir de los 
diferentes aspectos regulados, al sistema democrático republicano de gobierno, 
en beneficio del Cuerpo Electoral -es decir y grosso modo de la ciudadanía- 
que es quien ejerce directa e indirectamente la Soberanía radicada en la 
Nación. 
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PROYECTO DE LEY POR EL CUAL SE ESTABLECEN MODIFICACIONES A 
LA LEY DE PARTIDOS POLÍTICOS No. 18.485 DE 11 DE MAYO DE 2009 Y 
OTRAS 


CAPÍTULO | 


DE LA FACULTAD DE LOS PARTIDOS POLITICOS DE FIJAR 
CONTRIBUCIONES ESPECIALES PARA SU FINANCIAMIENTO 


Artículo 1”. Las autoridades nacionales de los partidos políticos podrán 
establecer una contribución especial para su financiamiento, a cargo de las 
personas que ocupen cargos electivos, políticos y de particular confianza que 
estén afiliadas al pártido, o que hayan sido propuestas por el partido. 


La contribución no podrá superar el quince por ciento (15%) de la retribución 
líquida (nominal menos descuentos legales) que perciba la persona en el cargo 
en que fue designada. Será obligatoria la contribución y se hará efectiva la 
retención de la retribución mensual que percibe el funcionario, si mediare 
consentimiento expreso y escrito de la persona. 


Una vez dispuesta la contribución y autorizada la retención. las autoridades 
nacionales de los partidos politicos daberán comunicaria a los órganos u 
organismos que correspondan, a efectos de que procedan a la retención 
respectiva y al depósito en la cuenta bancaria identificada por el partido 
político. 

El incremento de la alícuota fijada precedentemente, requerirá, en todo caso, el 
consentimiento expreso del funcionario a quien se le deba retener. 


Las retenciones de haberes no podrán afectar el mínimo intangible previsto por 
el art. 3 de la ley No. 17. 829 de 18 de setiembre de 2004, en la redacción dada 
por el art. 34 de la Ley No. 19.210, de 29 de abril de 2014. 


A los efectos de esta ley se consideran cargos electivos, políticos y de 
particular confianza, los declarados tales por las leyes nacionales y que 
pertenezcan al Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados, Gobiernos Departamentales, Municipios y Personas de 
Derecho Público no Estatal, con exclusión de los cargos que revistan en la 
Corte Electoral, Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Poder Judicial, y Fiscalía General de la Nación. 


Artículo 2: Sustitúyese el literal B del Articulo 1* de la Ley No. 17.829, de 18 
de sotiembre de 2004, en la redacción dada por el art. 32 de la ley No. 19.210, 
de 29 de abril de 2014, por el siguiente 


"B) Cuota Sindical y Contribución especial para el financiamiento de los 
partidos políticos de las personas que revistan en cargos electivos, políticos y 
de particular confianza. * 
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CAPITULO Il 
DEL FINANCIAMIENTO PÚBLICO DE LOS PARTIDOS POLITICOS 


Artículo 3*. Sustitúyese el art. 2* de la Ley No. 18.485, de 11 de mayo de 
2009, por el siguiente: 


ARTICULO 2”. “A tales efectos el Estado contribuirá a solventar 
los gastos de los partidos políticos en su funcionamiento; los que pudieren 
cemandarles la participación en elecciones nacionales, departamentales y 
municipales (numeral 9* del articulo 77 de la Constitución de la República); y. 
cuando correspondiera, también contribuirá a cubrir los gastos en que pudieren 
incurrir los candidatos participantes en una segunda elección (inciso primero 
del artículo 151 de la Constitución de la República)”. 


Artículo 4%. Agrégase el artículo xx a la Ley No. 18,485, de 11 de mayo de 
2009, el siguiente párrafo in fine 


“Todas las transacciones, ya sean ingresos o egresos, deberán ser 
realizadas por medio de pago electrónico conforme lo dispuesto en artículo 1 
de ley 19.210, de 29 de abril de 2014.” 


Artículo 5.- Agregase a la Ley 18.485 el artículo xx. “Serán de aplicación los 
artículos 15, 16 y 34 de la presente ley y demás normas concordantes y 
complementarias, a las elecciones internas de los partidos políticos previas a 
las nacionales. 


Artículo 6”. Sustitúyese el art 20 de la Ley No. 18.485, de 11 de mayo de 
2009, por el siguiente: 


ARTICULO 20. “La contribución del Estado para los gastos de la elección 
nacional, será el equivalente en pesos uruguayos al valor de 87 Ul (ochenta y 
siete unidades indexadas) por cada voto válido emitido a favor de las 
candidatures a la Presidencia de la República y, para el caso de la segunda 
elección, será una suma equivalente a 10 Ul (diez unidades indexadas). 


Para las elecciones departamentales, el valor será equivalente a 13 Ul 
(trece unidades indexadas) por cada voto válido emitido a favor de cada una de 
las candidaturas a Intendente Departamental. 


Para las elecciones municipales el valor será equivalente a 6 Ul (seis 
unidades indexadas) por cada voto válido emitido a favor de cada una de las 
candidaturas a las autoridades locales. 


Para las elecciones internas la contribución del Estado ascenderá a 7 Ul 
(siete Unidades Indexadas) por cada voto válido emitido a favor de las 
candidaturas. 


Artículo 7”. Sustituyese el art. 25 de la Ley No. 18.485, de 11 de mayo de 
2009, por el siguiente: 


38-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


ARTICULO 25. "La contribución del Estado dispuesta en el articulo 20 de la 
presente ley será depositada en el Banco de la República Oriental del Uruguay 
en una cuenta especial. 


El Banco de la República Oriental del Uruguay deposilará en las cuentas 
especiales abiertas por cada lema, las cantidades correspondientes a las 
personas indicadas en los articulos 21 a 24 de la presente ley, según 
correspondiere, mediando información de la Corte Electoral sobre los 
resultados de las elecciones. 


Las autondades partidarias habilitadas podrán hacerse representar ante 
el Banco de la República Oriental del Uruguay a los efectos de la percepción de 
las sumas mencionadas, mediante carta poder con la firma certificada 
notarialmente, 


Dichas autoridades partidarias destinarán internamente las sumas que 
conciernan a cada candidato, según corresponda.” 


CAPITULO ill 
DEL FINANCIAMIENTO PRIVADO DE LOS PARTIDOS POLITICOS 


Artículo 8”. Los partidos políticos, sectores internos y las listas de candidatos 
solo podrán recibir aportes, donaciones y contribuciones, sea en dinero o en 
especie, de personas físicas debidamente identificadas. 


sección 1*- Para las campañas ele 


Artículo 9”.- Sustitúyese el art. 31 de la Ley No. 18.485, de 11 de mayo de 
2009, por el siguiente: 


ARTICULO 31. “Las donaciones que reciban los partidos políticos o sectores 
internos o listas de candidatos a efectos de sus campañas electorales 
nacionales, departamentales y municipales, sean en dinero o en especie, no 
podrán exceder para cada uno de ellos y por cada donante, la cantidad de 
300.000 Ul (trescientas mil unidades indexadas), las que deberán ser siempre 
nominativas. 

Se entenderá por donación nominativa aquella en donde quede registrada con 
toda precisión el nombre y demás datos que identifiquen al donante, todo ello 
sujeto a la protección de datos personales conforme a lo dispuesto por la Ley 
No. 18.331, de 11 de agosto de 2008. 


Cuando los aportes sean realizados por los candidatos a cargos electivos, sea 
en dinero o en especie, los limites serán: 

a) Para candidatos a la Presidencia y Vice Presidencia de la República 
hasta 400,000 Ul (cuatrocientas mil unidades indexadas); 


b) Para cendidatos a cargos de Senadores, Diputados e Intendentes 
Departamentales hasta 300.000 UI (trescientas mil unidades indexadas); 
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c) Para candidatos a cargos legislativos departamentales hasta 200.000 Ul 
(doscientas mil unidades indexadas); 

ad) Para candidatos a las Alcaldías hasta 100.000 Ul (cien mil unidades 
indexadas). 


Todas las donaciones en dinero deberán ser realizadas por medio de pago 
electrónico conforme lo dispuesto en artículo 1* de ley 19.210, de 29 de abril de 
2014. 


Cuando se efectúe una donación de servicios, materiales o de otra especie que 
no sea en dinero, además del nombre del donante, se identificará 
especificamente el objeto de la donación y se asentará en los Registros 
Contables un valor estimado de la misma mediante certificación contable. Para 
estos casos y de forma excepcional, la Corte Electoral podrá reglamentar otros 
mecanismos que permitan la individualización e identificación fehaciente de 
todos los datos relativos a le donación y al donante. 

En ningún caso tales donaciones podrán deducirse a efectos fiscales. 


La ley reputa como período para la recaudación de fondos para las campañas 
electorales el comprendido entre el día 1* de enero del año correspondiente a 
las elecciones nacionales y el día 30 de junio del año siguiente 


Sección 2* - Para el funcionamiento permanente. 
Artículo 10”.- Sustitúyese el art. 43 de la Ley No. 18.485, de 11 de mayo de 
2009, por el siguiente: 


"ARTICULO 43.- Las donaciones que reciban los Partidos políticos, sus 
sectores internos o listas de candidatos para su funcionamiento permanente no 
podrán exceder la cantidad de 100.000 Ul (cien mil unidades indexadas) por 
cada donante en el año civil y deberán ser siempre nominativas. Todo ello 
sujeto a la protección de datos personales, conforme a lo dispuesto por la ley 
18.331, de 11 de agosto de 2008. 


Los fondos de los partidos políticos deberán depositarse en un banco estatal a 
nombre del partido político, del sector interno o de la lista de candidatos y a la 
orden de las autoridades que se determinen en su carta orgánica o en sus 
bases constitutivas. 


CAPITULO IV 
PROHIBICIONES. 


Artículo 11”.- Sustitúyese el art. 45 de la Ley No. 18.485, de 11 de mayo de 
2009, por el siguiente: 


"Los partidos políticos o sus sectores internos o listas de candidatos no 
podrán aceptar directa o indirectamente, contribuciones, aportes o donaciones 
de cualquier tipo cuando provengan de: 


A) Personas anónimas. 
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B) Organizaciones delictivas o asociaciones ilícitas. 

C) Personas jurídicas, de consorcios o de cualquier otra entidad, asociación u 
organización, aun cuando carezca de personería jurídica, sea que tenga objeto 
civil, comercial, profesional, político, religioso, gremial, sindical u otro de 
cualquier tipo, tenga o no fin de lucro, sean nacionales o extranjeras. 


D) Estados, gobiernos y gobernantes extranjeros. 

E) Personas en situación de subordinación administrativa o relación de 
dependencia, cuando éstas se realicen por imposición o abuso de la 
superioridad jerárquica, 

F) Personas públicas no estatales y personas jurídicas de derecho privado 
cuyo capital social esté constituido en su totalidad o parcialmente por 
participaciones, cuotas sociales o acciones nominalivas propiedad del Estado, 
o de personas públicas no estatales. 

G) Personas físicas que presten servicios de comunicación audiovisual 
conforme a lo dispuesto en la Ley No. 19.307, de 29 de diciembre de 2014. La 
remisión de deuda actual o futura, total o parcial, por la prestación de servicios 
de comunicación en forma desigual entre los partidos políticos, configurará una 
donación encubierta prohibida por la ley y operará la caducidad de la 
autorización para prestar servicios de comunicación audiovisual, de pleno 
derecho, en los términos de la ley No. 19.307, de 29 de diciembre de 2014. 


CAPITULO V 
INCENTIVO PARA LA PARTICIPACIÓN DE LAS MUJERES 


Artículo 12.- Los montos referidos en el artículo 20 de la Lay N* 18.485 se 
incrementarán en un 15% (quince por ciento) cuando las listas de candidatos a 
Ediles, Diputados, Senadores, Intendentes Departamentales y Presidente de la 
República sean encabezadas por mujeres. 


En la información que la Corte Electoral remita a la Contaduría General de la 
Nación y al Banco de la República Oriental del Uruguay, se deberá especificar 
los casos en los que cumplieron con las condiciones establecidas 
precedentemente y los montos resultantes serán entregados a las personas 
indicadas en los artículos 21 al 23 de la Ley N* 18.485, según correspondiere. 


Artículo 13.- La partida descrita en el artículo 39 de la Ley N* 18.485 se 
incrementará: 


a) en un veinte por ciento (20%), en el caso de los sectores y listas 
encabezados por mujeres que hayan sido proclamadas por la Corte Electoral y 
ocupen efectivamente su cargo; y 


b) en un diez por ciento (10%), por cada mujer titular electa y proclamada por la 
Corte Electoral y que efectivamente ocupe su cargo. 


En caso de corresponder, ambos porcentajes de incremento se aplicarán 
acumulativamente. 
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La Corte Electoral deberá controlar anualmente el debido cumplimiento de los 
requisitos establecidos en los literales a) y b), para la asignación de los 
incrementos. 


CAPÍTULO VI 
PUBLICIDAD DEL ESTADO 


Artículo 14.- Durante el período electoral queda prohibida la realización de 
publicidad por parte del Estado, a través de cualquiera de sus órganos u 
organismos, así como de las Personas públicas estatales menores 


Exceptúase únicamente la que refiera a campañas de información a la 
ciudadanía sobre temas o situaciones puntuales y de interés general, la que 
deberá ser supervisada por el Consejo de Comunicación Audiovisual. 


CAPÍTULO Vil 


PUBLICIDAD DE LOS PARTIDOS POLITICOS FUERA DE LOS PERÍODOS 
ELECTORALES 


Artículo 15.- Sustituyese el artículo 2* de la ley 17.045, de 14 de diciembre de 
1998, por el siguiente: 


"Entiéndase por publicidad electora! aquella que se realiza a través de piezas 
elaboradas especializadamente, con criterios profesionales y comerciales 
Quedan excluidas de esta definición y, por lo tanto, de las limitaciones 
establecidas en el articulo precedente, la difusión de información sobre actos 
políticos y actividades habituales del funcionamiento de los partidos, así como 
la realización de entrevistas periodísticas. 

Se autoriza la publicidad en formatos diferentes a los de la publicidad electoral, 
fuera de los períodos de campañas electorales, en el horario central, con la 
finalidad de convocatorias a congresos, celebraciones, homenajes, eventos, 
acíos y otras actividades partidarias puntuales. 


PUBLICIDAD EN LOS PERIODOS ELECTORALES 


Artículo 16.- Sustituyese el artículo 1 de la Ley 17.045, de 14 de diciembre de 
1998, en la redacción dada por el articulo único de la Ley 17818, de 6 de 
setiembre de 2004, el que quedará redactado de la siguiente forma: 

“Artículo 1.- Los partidos políticos podrán iniciar su publicidad electoral 
en los medios de radiodifusión, televisión abierta, televisión para abonados y 
prensa escrita, en internet y en cualquier medio de comunicación, sólo a partir 
de: 


1) Diez días para las elecciones internas. 
2)Treinta días para las elecciones nacionales. 
3)Quince días en caso de realizarse segunda vuelta. 


41-C.S. 


42-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


4)Treinta días pare las elecciones departamentales. * 


Articulo 17.- Sustituyense los articulos 142 y 143 de la Ley 19.307 del 29 de 
diciembre de 2014, por la siguiente redacción: 


Artículo 142 (Del acceso gratuito a la publicidad electoral).- Declárase de 
interés general para el fortalecimiento del sistema democrático republicano el 
otorgamiento de publicidad gratuita en los servicios de radio y televisión 
abierta, los servicios de televisión para abonados en sus señales propias y las 
señales de televisión establecidas en Uruguay que sean difundidas o 
distribuidas por servicios para abonados con licencia para actuar en nuestro 
país. 


Los servicios referidos sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley N* 17.045, de 
14 de diciembre de 1998, otorgarán espacios gratuitos en las campañas 
electorales correspondientes a las elecciones de: 


A) los miembros de ambas Cámaras del Poder Legislativo y del. 
Presidente y Vicepresidente de la República, así corno la de 


cualquier órgano para cuya constitución o integración las leyes establezcan el 
procedimiento de la elección por el Cuerpo Electoral previsto en el inciso 
primero del numeral 9 del artículo 77 de la Constitución de le República, en 
adelante denominadas "elecciones nacionales”; 


B) los Intendentes, de los miembros de las Juntas Departamentales y de las 
demás autoridades locales electivas previsto en el inciso tercero del numeral 9 
del artículo 77 de la Constitución de la República, en adelante denominadas 
"elecciones departamentales y locales”, 


C) de Senadores y Representantes luego de la disolución de las Cámaras, 
según el artículo 148 de la Constitución de la República, si se realizare, en 
adelante denominadas "elecciones legislativas complementanas”; 


D) da Presidente y Vicepresidente de la República, en caso de la segunda 
elección prevista en el inciso primero del artículo 151 de la Constitución de la 
República, si se realizare, en adelante denominada “elección complementaria 
de Presidente y Vicepresidente de la República". 


E) carácter interno de los partidos políticos previstas en el numeral 12 del 
artículo 77 de la Constitución de la República y en la Ley N* 17.063, de 24 de 
diciembre de 1998, en adelanto denominadas "elecciones internas”, las 
elecciones internas de candidatura presidencial y órganos deliberativos 
nacionales con funciones electorales, que se denominan en adelante 
“elecciones intemas nacionales” y las elecciones internas de órganos 
deliberativos departamentales con funciones electorales que se denominan 
"elecciones internas departamentales”. 
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Durante el periodo electoral definido por el articulo 1 de la Ley 17.045 en la 
redacción dada por la Ley 17.818, el tiempo y espacio destinado a mensajes 
publicitarios, referido en el articulo 139 de esta ley, se extenderá a veinte 
minutos. En dicho periodo, los espacios gratuitos para realizar publicidad 
electoral tendrán una duración igual a diez minutos del espacio destinado a 
mensajes publicitarios, por cada hora de transmisión que se realice en ol 
horario de 18 a 23 horas. 


En el restante horario de transmisión y espacio destinado a publicidad, la 
adquisición de minutos para publicitar la campaña electoral de los partidos 
políticos, se realizará en forma exclusiva por la Corte Electoral. Esta podrá 
adquirir, del tiempo destinado a mensajes publiciterios, la cantidad solicitada 
por cada partido polílico, a dichos efectos no podrá hacerse distinción alguna 
en el precio de contratación, el cual deberá ser acordado previamente entre los 
medios de comunicación y la Corte Electoral. 


La reglamentación determinará la distribución a asignarse entre los lemas. 


Se prohibe a los partidos políticos la adquisición, en forma directa o indirecta, y 
a cualquier título, de publicidad o propaganda electoral en televisión abierta O 
por cable. 


En el caso previsto en el literal B) del presente artículo, la obligación rige para 
los servicios comprendidos en el área autorizada correspondiente a la 
respectiva circunscripción única departamental. La reglamentación del Poder 
Ejecutivo podrá extender esta obligación a otro u otros departamentos 
contiguos. 
Artículo 143 (Distribución entre los lemas)- En los casos de elecciones 
nacionales y elecciones legislativas complementarias, los espacios gratuitos 
során distribuidos entre los lemas de la siguiente manera: 

- 45% (cuarenta y cinco por ciento) en forma igualitaria entre los lemas con 
representación parlamentaria 

- 50% (cincuenta por ciento) en proporción directa a los votos obtenidos por 
cada lema en las elecciones nacionales inmediatas anteriores. 


- 5% (cinco por ciento) para los nuevos partidos, con un tope máximo para 
cada uno de ellos, igual al partido con menor representación parlamentana. 


En el caso de elección complementaria de Presidente y Vicepresidente de la 
República el tiempo se distribuirá en partes iguales entre ambas fórmulas 
presidenciales. 


En el caso de elecciones departamentales y locales, los espacios gratuitos 
serán distribuidos entre los lemas de la siguiente manera: 

- 45% (cuarenta y cinco por ciento) en forma igualitana entre los lemas con 
representación departamental 
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- 50% (cincuenta y cinco por ciento) en proporción directa a los votos 
obtenidos por cada lema en las elecciones departamentales inmediatamente 
anteriores. 


- 5% (cinco por ciento) para los nuevos partidos, con un tope máximo para 
cada uno de ellos, igual al partido con menor representación departamental. 


Para el caso de las elecciones internas, los espacios gratuitos serán 
distribuidos entre los lemas de idéntica forma a la establecida 
precedentemente. 


En todas las elecciones nacionales, legislativas complementarias, 
departamentales y locales, e internas, para la distribución de los espacios entre 
los lemas se aplicará el resultado del escrutinio del procedimiento establecido 
por el artículo 5” de la Ley N* 7.912, de 22 de octubre de 1925. 


La distribución de los espacios entre los lemas será efectuada por el Consejo 
de Comunicación Audiovisual, 


CAPÍTULO Vil 
TRANSPARENCIA 


Artículo 18.- Incorpórese al artículo 10% de la Ley No 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998, un segundo inciso: 


“Los candidatos a las elecciones internas, Presidente de la República y 
Vicepresidente en las elecciones nacionales, a Intendente Departamental y 
sus suplentes, así como los primeros tres candidatos al Senado y los dos 
primeros candidatos a diputados y legislativos departamentales de cada lista, 
así como también los candidatos a Alcalde, deberán formular declaración 
Jurada de bienes e ingresos a cualquier título con una anticipación no menor a 
sesenta días de la elección interna, nacional, departamental o municipal, según 
corresponda.” 


CAPÍTULO IX 
ESTADOS CONTABLES, RENDICIÓN DE CUENTAS Y CONTRALOR. 


Artículo 19 (Estados contables).- Sin perjuicio de la obligación de llevar Libros 
dispuesta por el articulo 51 de la Ley N* 18.485, los partidos políticos deberán 
elaborar estados contables, en los cuales deberán estar claramente 
identificados los ingresos y sus fuentes, así como sus egresos. 


Los estados contables se llevarán de acuerdo a las normas contables que 
emita especificamente la Comisión Permanente de Normas Contables 
Adecuadas, creada por el Poder Ejecutivo en el marco del artículo 91 de la Ley 
N” 16.060, del 4 de septiembre de 1989, la cual deberá funcionar para estos 
casos con un representante de la Corte Electoral y un representante de cada 
lema partidario registrado ante la misma. 


1 de noviembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 45-C.S. 


Artículo 20 (Contralor).- Los partidos políticos deberán presentar sus estados 
contables, con dictamen de auditoria externa, al 1* de marzo de cada año ante 
el Tribunal de Cuentas El Tribuna! de Cuentas deberá visar los estados 
contables auditados de los partidos políticos al 1* de junio de cada año. Ambos 
términos son improrrogables. 

Una vez visados, y dentro de los 30 días siguientes, los partidos políticos 
deberán presentar los estados contables ante la Corte Electoral, la cual podrá 
realizar auditorías selectivas a partir de lo que surja de dicha documentación. 


Artículo 21 (Registro y publicidad). Los partidos políticos deberán registrar sus 
estados contables visados y con dictamen de auditoría externa, en el Registro 
de Estados Contables a cargo del órgano estatal de control (Auditoria Interna 
de la Nación), en el plazo y en los términos que determine la reglamentación. 


Artículo 22 (Rendición de cuentas electoral) El 1* de agosto siguiente a cada 
elección departamental y municipal. los partidos políticos deberán presentar 
ante la Cone Electoral, una rendición de cuentas detallada de los ingresos 
recibidos en el periodo establecido por el artículo 31 de la Loy No. 18.485, de 
11 de mayo de 2009, en la redacción dada por el artículo ..... de esta Loy, para 
la recaudación de fondos para las campañas electorales, así como de sus 
egresos en el mismo perlodo. 


La Corte Electoral podrá realizar auditorías selectivas a partir de estas 
rendiciones de cuentas. 


Esta obligación es adicional y sin perjuicio de las que se establecen en los 
artículos precedentes de este Capítulo 
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CAPÍTULO X 
SANCIONES 


Artículo 23. Corresponde a la Corte Electoral el control del cumplimiento de las 
obligaciones que se establecen en los Artículos 4, 8, 9, 10, 11 y 22 de la 
presente Ley, por parte de los partidos políticos, la supervisión y el ejercicio de 
la potestad sancionatoria a su respecto. 


Las violaciones a las obligaciones y prohibiciones previstas en los artículos 
mencionados serán consideradas infracciones, podrán ser calificadas por la 
Corte Electoral como muy graves, graves y leves, en función de los principios 
de gradualidad y proporcionalidad y de la gravedad del acto u omisión ilícita y 
serán sancionadas por ésta atento a lo que se dispone en el artículo siguiente. 


Artículo 24, La Corte Electoral podrá aplicar a los partidos políticos las 
siguientes multas: 


a) Por la comisión de infracciones muy graves: multas que podrán ascender 
hasta seis veces el valor del aporte, donación o contribución ilícitamente 
aceptada o del gasto no registrado o hasta 300000 Ul (trescientas mil 
undades indexadas). 


b) Por la comisión de infracciones graves: multas que podrán ascender hasta 
tres veces el valor del aporte, donación o contribución ¡liciamente aceptada o 
del gasto no registrado o hasta 200000 Ul (doscientas mil unidades 
indexadas). 


c) Por la comisión de infracciones leves: multas que podrán ascender hasta el 
valor del aporte, donación o contribución ilícitamente aceptada o del gasto no 
registrado o hasta 100.00 Ul (cien mil unidades indexadas). 


El valor de las multas podrá ser descontado de los derechos de reposición de 
los gastos de campaña que pudieren corresponder a los partidos políticos por 
su participación en las elecciones nacionales o departamentales y en las 
elecciones internas, así como de cualquier otro fondo al que por Ley pudieren 
acceder, 


Artículo 25. Corresponde a Consejo de Comunicación Audiovisual creado por 
el artículo 66 de la Ley N* 19.307, de 29 de diciembre de 2014, la supervisión y 
el control del cumplimiento de las obligaciones que se establecen en la Ley N* 
17.045 del 14 de diciembre de 1998, en la redacción dada por la ley 17.818 del 
6 de setiembre de 2004 y en los articulos 14 a 17 de la presente Ley, por parte 
de los partidos políticos, los sectores internos, las listas de candidatos y los 
candidatos a cualquier cargo electivo. 


Cuando el Consejo de Comunicación Audiovisual constate una violación de las 
obligaciones previstas por los articulos precedentes, por parte de los partidos 
políticos, los sectores internos, las listas de candidatos y los candidatos a 
cualquier cargo electivo, deberá comunicarla dentro de las 24 horas siguientes 
a la Corte Electoral. 
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Las violaciones a estas obligaciones serán consideradas infracciones y podrán 
ser calificadas por la Corte Electoral como graves y leves, en función de los 
principios de gradualidad y proporcionalidad y de la gravedad del acto u 
omisión ilícita y serán sancionadas por ésta atento a lo siguiente: 

a) Por la comisión de infracciones graves: multas que podrán ascender hasta 
300.000 Ul (trecientas mil unidades indexadas) 


b) Por la comisión de infracciones leves: multas que podrán ascender hasta 
100.000 Ul (cien mil unidades indexadas). 


Articulo 26. El Consejo de Comunicación Audiovisual podrá aplicar las 
sanciones previstas en los articulos 181 a 183 la Ley N* 19.307, de 29 de 
diciembre de 2014 la supervisión, al prestador de servicios de radio, televisión y 
de otros servicios de comunicación, que hubiese concurrido con el partido 
político, el sector interno, la lista de candidatos o el candidatoa cualquier cargo 
electivo en la comisión de la infracción a las obligaciones que se indican en el 
artículo 25 de la presente Ley. 


Artículo 27. Corresponde al órgano estatal de contro! (Auditoria Interna de la 
Nación) el contro! de cumplimiento de la obligación de registrar los estados 
contables visados establecida por el Artículo 21 de la presente Ley, por parte 
de los partidos políticos. 


El incumplimiento de la obligación establecida por el Artículo 21 de la Ley, será 
considerada una infracción y quedará sometida al mismo régimen sancionatorio 
y alas consecuencias jurídicas que dispone el articulo 24 de la Ley N* 18.930 
de 17 de julio de 2012, en la redacción dada por el artículo 215 de la Ley N* 
19.355 de 19 de diciembre de 2015. 


El órgano estatal de control (Auditoria Interna de la Nación) tendrá respecto de 
los partidos políticos, la misma potestad sancionatoria prevista respecto de los 
obligados a registrar los estados contables en el artículo 24 de la Ley N* 18.930 
de 17 de julio de 2012, en la redacción dada por el artículo 215 de la Ley N* 
19.355 de 19 de diciembre de 2015, 


Articulo 28. Las multas que apliquen la Corte Electoral, el Consejo de 
Comunicación Audiovisual y el órgano estatal de control (Auditoria Interna de la 
Nación) constituirán titulo ejecutivo. 


Artículo 29. Créase el Fondo para el Fortalecimiento Democrático de los 
Partidos Políticos, el cual será administrado por la Corte Electoral. El Fondo se 
nutrirá del cien por ciento (100%) de lo percibido por las multas que apliquen la 
Corte Electoral y por el Consejo de Comunicación Audiovisual, en ejercicio de 
la potestad sancionatoria que se prevé en la presente Ley. 


El cien por ciento (100%) de las multas que aplique el órgano estatal de control 
(Auditoria Interna de la Nación) se destinará a financiar el Registro de Estados 
Contables a su cargo. 


Artículos 30. La persona fisica o jurídica o la organización u entidad sin 
personería jurídica que realice una donación, aporte o contribución en dinero o 
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en especie, que contrario lo dispuesto por esta Ley, quedará imhibida de 
integrar el Registro Único de Proveedores del Estado por un período de cinco 
años. 


CAPÍTULO XI 
ESTATUTO DE LOS EMPLEADOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 


Artículo 31. Será aplicable a las personas que realicen tareas de confianza 
política para los partidos políticos, sectores internos o candidatos a algún cargo 
electivo, las normas laborales y de previsión social. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no generaran derecho a 


percibir horas extras y quedan excluidos del derecho a percibir indemnización 
por despido cuando culmine su labor. 


Artículo 32. Las personas que realicen tareas zafrales para los partidos 
políticos. sub lemas, sectores partidarios o candidatos a algún cargo electivo, 
serán considerados como jornaleros. rigiéndose por las disposiciones de la ley 
n* 12.597 de fecha... 


CAPITULO XII 
DEROGACIONES 


Artículo 33. Derogase los artículos 24, 44, 52 a 54 de la Ley No. 18.485, de 11 
de mayo de 2009, así como toda otra norma que se oponga con lo dispuesto 
por la presente Ley.- > 
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Disposiciones citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


Artículo 77 - Todo ciudadano es miembro de la soberanía de la Nación; como 
tal es elector y elegible en los casos y formas que se designarán. 


El sufragio se ejercerá en la forma que determine la Ley, pero sobre las bases 
siguientes: 


1% 


2%) 


3e 


a 


4") 


5%) 


Inscripción obligatoria en el Registro Cívico. 


Voto secreto y obligatorio. La Ley, por mayoría absoluta del total de 
componentes de cada Cámara, reglamentará el cumplimiento de esta 
obligación. 


Representación proporcional integral. 


Los magistrados judiciales, los miembros del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo y del Tribunal de Cuentas, los Directores de los Entes 
Autónomos y de los Servicios Descentralizados, los militares en actividad, 
cualquiera sea su grado, y los funcionarios policiales de cualquier 
categoría, deberán abstenerse, bajo pena de destitución e inhabilitación de 
dos a diez años para ocupar cualquier empleo público, de formar parte de 
comisiones o clubes políticos, de suscribir manifiestos de partido, autorizar 
el uso de su nombre y, en general ejecutar cualquier otro acto público o 
privado de carácter político, salvo el voto. No se considerará incluida en 
estas prohibiciones, la concurrencia de los Directores de los Entes 
Autónomos y de los Servicios Descentralizados a los organismos de los 
partidos que tengan como cometido específico el estudio de problemas de 
gobierno, legislación y administración. 


Será competente para conocer y aplicar las penas de estos delitos 
electorales, la Corte Electoral. La denuncia deberá ser formulada ante ésta 
por cualquiera de las Cámaras, el Poder Ejecutivo o las autoridades 
nacionales de los partidos. 


Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, en todos los casos se pasarán 
los antecedentes a la Justicia Ordinaria a los demás efectos a que hubiere 
lugar. 


El Presidente de la República y los miembros de la Corte Electoral no 
podrán formar parte de comisiones o clubes políticos, ni actuar en los 
organismos directivos de los partidos, ni intervenir en ninguna forma en la 
propaganda política de carácter electoral. 
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6%) Todas las corporaciones de carácter electivo que se designen para 
intervenir en las cuestiones de sufragio deberán ser elegidas con las 
garantías consignadas en este artículo. 


7%) Toda nueva ley de Registro Cívico o de Elecciones, así como toda 
modificación o interpretación de las vigentes, requerirá dos tercios de votos 
del total de componentes de cada Cámara. Esta mayoría especial regirá 
sólo para las garantías del sufragio y elección, composición, funciones y 
procedimientos de la Corte Electoral y corporaciones electorales. Para 
resolver en materia de gastos, presupuestos y de orden interno de las 
mismas, bastará la simple mayoría. 


ge 


o 


La Ley podrá extender a otras autoridades por dos tercios de votos del total 
de componentes de cada Cámara, la prohibición de los numerales 4* y 5%. 


9 


o 


La elección de los miembros de ambas Cámaras del Poder Legislativo y 
del Presidente y del Vicepresidente de la República, así como la de 
cualquier órgano para cuya constitución o integración las leyes establezcan 
el procedimiento de la elección por el Cuerpo Electoral, a excepción de los 
referidos en el inciso tercero de este numeral, se realizará el último 
domingo del mes de octubre cada cinco años, sin perjuicio de lo dispuesto 
en los artículos 148 y 151. 


Las listas de candidatos para ambas Cámaras y para el Presidente y 
Vicepresidente de la República deberán figurar en una hoja de votación 
individualizada con el lema de un partido político. 


La elección de los Intendentes, de los miembros de las Juntas 
Departamentales y de las demás autoridades locales electivas, se realizará 
el segundo domingo del mes de mayo del año siguiente al de las elecciones 
nacionales. Las listas de candidatos para los cargos departamentales 
deberán figurar en una hoja de votación individualizada con el lema de un 
partido político. 


10) Ningún Legislador ni Intendente que renuncie a su cargo después de 
incorporado al mismo, tendrá derecho al cobro de ninguna compensación 
ni pasividad que pudiera corresponderle en razón del cese de su cargo, 
hasta cumplido el periodo completo para el que fue elegido. Esta 
disposición no comprende a los casos de renuncia por enfermedad 
debidamente justificada ante Junta Médica, ni a los autorizados 
expresamente por los tres quintos de votos del total de componentes del 
Cuerpo a que correspondan, ni a los Intendentes que renuncien tres meses 
antes de la elección para poder ser candidatos. 


11) El Estado velará por asegurar a los partidos políticos la más amplia libertad. 
Sin perjuicio de ello, los partidos deberán: 
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a) ejercer efectivamente la democracia interna en la elección de sus 
autoridades; 


b) dar la máxima publicidad a sus Cartas Orgánicas y Programas de 
Principios, en forma tal que el ciudadano pueda conocerlos 
ampliamente. 


12) Los partidos políticos elegirán su candidato a la Presidencia de la República 
mediante elecciones internas que reglamentará la ley sancionada por el 
voto de los dos tercios del total de componentes de cada Cámara. Por 
idéntica mayoría determinará la forma de elegir el candidato de cada 
partido a la Vicepresidencia de la República y, mientras dicha ley no se 
dicte, se estará a lo que a este respecto resuelvan los órganos partidarios 
competentes. Esa ley determinará, además, la forma en que se suplirán las 
vacantes de candidatos a la Presidencia y la Vicepresidencia que se 
produzcan luego de su elección y antes de la elección nacional. 


Artículo 82.- La Nación adopta para su Gobierno la forma democrática 
republicana. 


Su soberanía será ejercida directamente por el Cuerpo Electoral en los casos 
de elección, iniciativa y referéndum, e indirectamente por los Poderes 
representativos que establece esta Constitución; todo conforme a las reglas 
expresadas en la misma. 


52-C.S. CÁMARA DE SENADORES 1 de noviembre de 2017 


Ley N' 12.597, 
de 30 de diciembre de 1958 


INDEMNIZACIONES POR DESPIDO 


SE ESTABLECE UN REGIMEN PARA GRADUAR LAS COMPENSACIONES 
QUE CORRESPONDEN 
A LOS TRABAJADORES A JORNAL O A DESTAJO Y AL PERSONAL DE 
SERVICIO DOMESTICO 


Artículo 1*.- Los trabajadores a jornal o a destajo comprendidos en los 
beneficios de las leyes N* 10,489, de 6 de junio de 1944, y N* 10,570, de 15 de 
diciembre de 1944, y concordantes, que no hayan computado doscientos 
cuarenta (240) jornales anuales, pero sí más de cien (100) en uno o más de los 
años tomados para graduar la indemnización, tendrán derecho a una 
indemnización parcial calculada a razón del salario de dos días por cada 
veinticinco trabajados en el año o años en que no computaron doscientos 
cuarenta jornales. 


Al solo efecto del cómputo de los jornales se calculará año a año, partiendo 
del día del despido hacia atrás. 


Artículo 2*.- Los servicios prestados se computarán desde el día del ingreso 
al establecimiento hasta el día del despido. 


Artículo 3%.- Las fracciones de año se computarán a razón del salario de dos 
días cada veinticinco (25) trabajados, aunque la fracción no llegue a cien (100) 
jornales. 


Artículo 4*.- Los promedios de las cantidades variables se obtendrán 
dividiendo el total ganado en el último año o fracción, si no computare un año, 
por los días efectivamente trabajados en el mismo período. 


Artículo 5*.- A los efectos previstos en las leyes citadas en el artículo 1%, se 
considera que existe derecho a jubilación solamente cuando el trabajador tiene 
más de diez años de servicios reconocidos o que puedan ser reconocidos por la 
Caja respectiva y cuarenta (40) años de edad, o cuando tenga derecho a 
jubilación por leyes especiales. Los subsidistas de paro se beneficiarán de las 
indemnizaciones mayores que correspondan, según las mismas leyes citadas. 


Artículo _6*.- Los trabajadores a jornal o salario fijo, recibirán las 
indemnizaciones correspondientes tomando como base su salario normal 
vigente el día del despido, aunque dicho salario rija en esa fecha por efecto de 
una tarifa de salarios con efecto retroactivo. Si la indemnización fue pagada al 
producirse el despido, corresponderá efectuar su reliquidación. 


Artículo 7*.- El personal del servicio doméstico tiene derecho a indemnización 
por despido, pero para ello se requiere una antiguedad mínima de un año 
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continuado de labor al servicio del empleador, rigiendo en lo pertinente todas las 
disposiciones de la presente ley. 


Artículo 8*.- Las indemnizaciones por despido que de conformidad con las 
leyes citadas en el artículo 1? y la presente, corresponda pagar por sentencia 
ejecutoriada serán aumentadas con un recargo del uno por ciento (1%) mensual. 


Artículo 9?.- A todos los efectos previstos en la presente ley y en las citadas 
en el artículo 1% de la misma, se considerarán jornadas trabajadas los días que 
el trabajador ha percibido su salario en todo o en parte, con motivo de accidentes 
de trabajo, enfermedad profesional, vacación anual o feriados pagados. 


Artículo 10.- Todo trabajador que fuera despedido por notoria mala conducta, 
no tendrá derecho a indemnización por despido. El empleador deberá probar los 
hechos constitutivos de la notoria mala conducta. 


Artículo 11.- En los juicios de indemnización por despido, se litigará en papel 
común y no se colocarán timbres de ninguna especie, incluso por los apoderados 
o letrados que actúen. 
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Decreto Ley N* 14.294, 
de 31 de octubre de 1974 


LEY DE ESTUPEFACIENTES. 


CAPITULO | 


Artículo 1*.- Será monopolio del Estado la importación y exportación de las 
sustancias contenidas en las listas | y Il de la Convención Unica de Nueva York 
de 1961, ratificada por la ley 14.222 de 11 de julio de 1974, así como de las 
sustancias contenidas en la lista | del Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas 
realizado en Viena, Austria, en febrero de 1971, y aquellas que conforme a los 
estudios o dictámenes de la autoridad sanitaria nacional o recomendaciones de 
Organismos Internacionales, el Poder Ejecutivo resuelva incluir, excluir o 
trasladar en las mismas. 


Artículo 2*.- El Poder Ejecutivo determinará, a propuesta del Ministerio de 
Salud Pública, las condiciones en que hará efectivo ese monopolio que estará a 
cargo de dicha Secretaría de Estado y cuyo producido se dedicará a la asistencia 
y rehabilitación de los drogadictos. 


Artículo _3”.- Quedan prohibidos la plantación, el cultivo, la cosecha y la 
comercialización de cualquier planta de la que puedan extraerse estupefacientes 
y otras sustancias que determinen dependencia física o psíquica, con las 
siguientes excepciones: 


A) Cuando se realicen con exclusivos fines de investigación científica o para 
la elaboración de productos terapéuticos de utilización médica. Las plantaciones 
o cultivos, en tal caso, deberán ser autorizados previamente por el Ministerio de 
Salud Pública y quedarán bajo su control directo. 


Tratándose especificamente de cannabis, las plantaciones o cultivos 
deberán ser autorizados previamente por el Instituto de Regulación y Control de 
Cannabis (IRCCA), y quedarán bajo su control directo, sin perjuicio de los 
contralores que la legislación vigente otorga a los organismos correspondientes 
en el ámbito de sus respectivas competencias. 


B) La plantación, el cultivo y la cosecha así como la industrialización y 
expendio de cannabis psicoactivo con otros fines, siempre que se realice en el 
marco de la legislación vigente y con autorización previa del IRCCA, quedando 
bajo su control directo. 


Se entiende por cannabis psicoactivo a las sumidades floridas con o sin 
fruto de la planta hembra del cannabis, exceptuando las semillas y las hojas 
separadas del tallo, incluidos sus aceites, extractos, preparaciones de potencial 
uso farmacéutico, jarabes y similares, cuyo contenido de tetrahidrocannabinol 
(THC) natural, sea igual o superior al 1% (uno por ciento) de su volumen. 
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C) La plantación, el cultivo y la cosecha así como la industrialización y 
comercialización de cannabis de uso no psicoactivo (cáñamo). Las plantaciones 
o cultivos, en tal caso, deberán ser autorizados previamente por el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y quedarán bajo su control directo. 


Se entiende por cannabis de uso no psicoactivo (cáñamo) a las plantas o 
piezas de la planta de los géneros cannabis, las hojas y las puntas fioridas, que 
no contengan más de 1% (uno por ciento) de THC, incluyendo los derivados de 
tales plantas y piezas de las plantas. 


Las semillas de variedades de cáñamo no psicoactivo a utilizar no podrán 
superar el 0,5% (cero con cinco por ciento) de THC. 


D) La plantación, el cultivo, la cosecha, el acopio para fines de investigación 
así como la industrialización para uso farmacéutico, siempre que se realice en el 
marco de la legislación vigente y acorde a lo que establezca la reglamentación, 
debiendo contar con autorización previa del IRCCA quedando bajo su control 
directo. 


E) La plantación, el cultivo y la cosecha domésticos de plantas de cannabis 
de efecto psicoactivo destinados para consumo personal o compartido en el 
hogar. Sin perjuicio de ello se entiende destinados al consumo personal o 
compartido en el hogar, la plantación, el cultivo y la cosecha domésticos de hasta 
seis plantas de cannabis de efecto psicoactivo y el producto de la recolección de 
la plantación precedente hasta un máximo de 480 gramos anuales. 


F) La plantación, el cultivo y la cosecha de plantas de cannabis de efecto 
psicoactivo realizados por clubes de membresía, los que serán controlados por 
el IRCCA, Dichos clubes deberán ser autorizados por el Poder Ejecutivo de 
acuerdo a la legislación vigente, y en la forma y condiciones que establecerá la 
reglamentación que se dicte al respecto. 


Los clubes de membresía deberán tener un mínimo de quince y un máximo 
de cuarenta y cinco socios. Podrán plantar hasta noventa y nueve plantas de 
cannabis de uso psicoactivo y obtener como producto de la recolección de la 
plantación un máximo de acopio anual proporcional al número de socios y 
conforme a la cantidad que se estableciere para el uso no medicinal de cannabis 
psicoactivo. 


G) El IRCCA otorgará licencias de expendio de cannabis psicoactivo a las 
farmacias (de acuerdo con el Decreto-Ley N* 15.703, de 11 de enero de 1985 y 
sus leyes modificativas) conforme las condiciones establecidas en la legislación 
vigente y el procedimiento y requisitos que estableciere la reglamentación. 


El expendio de cannabis psicoactivo para consumo personal requerirá que se 
acredite en el registro correspondiente según lo establecido en el artículo 8? de 
la presente ley, conforme a las estipulaciones legales, en tanto el expendio para 
uso medicinal requerirá receta médica. 
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El expendio de cannabis psicoactivo para uso no medicinal no podrá superar 
los 40 gramos mensuales por usuario. 


Toda plantación no autorizada deberá ser destruida con intervención del Juez 
competente. El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de los literales 
precedentes, inclusive los mecanismos de acceso a las semillas, el que siendo 
destinado a plantaciones de cannabis psicoactivo para consumo personal en el 
marco de la legislación vigente, se considerará en todos los casos como 
actividad lícita. Dicha reglamentación es sin perjuicio de los contralores que la 
legislación vigente establece para toda plantación o cultivo que se realice en 
territorio nacional, en lo que resultare aplicable. Asimismo, la reglamentación 
establecerá los estándares de seguridad y las condiciones de uso de las licencias 
de cultivos para los fines previstos en los literales precedentes. 


La marihuana resultante de la cosecha y el cultivo de las plantaciones 
referidas en los literales B), D) y E) del presente artículo no podrá estar prensada. 


Fuente: Ley N* 19.172, de 20 de diciembre de 2013, articulo 5”. 


Artículo 4%- Solamente podrán adquirir del Estado las sustancias 
determinadas en el artículo 1%, los dueños de droguerías o laboratorios 
autorizados por el Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 5*%.- Las sustancias a que se refiere el artículo 1% así como las drogas 
sicotrópicas de las listas Il, III y IV del Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas 
realizado en Viena, Austria, en febrero de 1971, solamente podrán ser utilizadas 
con fines terapéuticos o de investigación científica. No podrán ser vendidas, 
entregadas o suministradas sin la previa presentación de la receta médica, 
odontológica o veterinaria original, de acuerdo a la reglamentación que se 
dictará 


Las recetas deberán conservarse por el término de dos años por lo menos. 


En lo que respecta a las sustancias de la lista | del referido Convenio de Viena, 
se tendrán especialmente en cuenta las previsiones del artículo 7% del mismo. 


Artículo 6*.- La importación y exportación de las sustancias contenidas en las 
listas ll, 111 y IV del Convenio de Viena, Austria, de febrero de 1971, así como la 
de los preparados comprendidos en las listas lll y IV de la Convención Unica de 
Nueva York de 1961, solamente podrán realizarse previa autorización del 
Ministerio de Salud Pública, la que se otorgará en un formulario especial para 
cada importación o exportación, en el que se indicará la denominación 
internacional de la sustancia, la designación de la misma en la lista nacional, la 
cantidad que ha de importarse o exportarse, la fórmula farmacéutica, nombre y 
dirección del importador y exportador y el período dentro del cual ha de 
efectuarse la operación. 


Antes de concederse una autorización de exportación se exigirá la 
presentación de la documentación que acredite la autorización de importación 
por parte de las autoridades competentes del país de destino. 
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Artículo 7”.- Quedan prohibidas las exportaciones dirigidas a un apartado 
postal o a un Banco o a una persona distinta de la designada en la autorización 
correspondiente. 


Las sustancias que entren en tránsito en el territorio nacional deberán ir 
acompañadas de una autorización de exportación. 


Todo cambio de destino de las mercaderías que fuere solicitado se considerará 
como una exportación. 


Artículo 8*.- No se considerará importación o exportación ¡legal el transporte 
en buques, aeronaves, autobuses o ferrocarriles internacionales de cantidades 
limitadas de sustancias de las listas anexas necesarias para la prestación de 
primeros auxilios o para casos urgentes en el curso del viaje pero el Ministerio 
de Salud Pública o el Ministerio del Interior, en su caso, deberán efectuar los 
respectivos controles a fin de evitar su utilización con fines ilícitos. 


Artículo 9% - Las sustancias comprendidas en el control establecido por esta 
ley, podrán ser libradas al público por los establecimientos habilitados por el 
Ministerio de Salud Pública los que deberán documentar su venta mensualmente 
y por duplicado en planillas especiales que proporcionará la autoridad sanitaria. 


Artículo 10.- Las droguerías, farmacias y laboratorios que empleen las 
sustancias contenidas en las listas | y Il de la Convención Unica de Nueva York 
de 1961, en sus preparaciones y específicos destinados a conservarse, en 
depósito o para la venta, anotarán en un libro rubricado y sellado por las 
autoridades de Salud Pública, la compra de esas sustancias, la clase y cantidad 
empleada en sus elaboraciones y las operaciones de venta de estas sustancias, 
así como de las preparaciones y de los específicos efectuados con ellas. 


La droguerías solamente podrán expender esas sustancias y preparaciones a 
las farmacias, mediante orden firmada por los gerentes farmacéuticos. 


Los laboratorios expenderán sus específicos y preparados a las droguerías y 
farmacias, con estas sustancias, mediante orden firmada por sus directores 
técnicos. 


Artículo 11.- Solamente las farmacias podrán vender, entregar o suministrar 
al público en cualquier forma las sustancias a que se refiere el artículo 5”, así 
como las preparaciones y específicos a que se refiere el artículo anterior, en las 
condiciones que se establecerán en la reglamentación. 


Los laboratorios podrán entregar originales a los profesionales, previa 
presentación de las recetas respectivas. 


Artículo 12.- Las sociedades privadas de asistencia médica colectiva podrán 
proceder a la entrega de las drogas especificadas en el artículo 5%, así como de 
las preparaciones y específicos a que se refiere el artículo 10, a sus asociados, 
procedentes de los stocks que puedan tener a esos efectos. 
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La entrega se hará previa presentación de las respectivas recetas médicas y 
bajo la responsabilidad profesional de un químico farmacéutico. 


Las sustancias comprendidas en la lista | del Convenio de Viena, de febrero 
de 1971, quedan excluidas del uso establecido en el inciso anterior. 


Artículo 13.- Los armarios o vitrinas donde se guarden o conserven las 
distintas drogas mencionadas en el artículo 5%, así como la documentación que 
corresponde conforme a la reglamentación que se dictará, permanecerán 
cerrados con llave bajo la responsabilidad del funcionario actuante. 


Artículo 14.- El Ministerio de Salud Pública organizará, dentro del plazo de 
noventa días de promulgada la ley, un registro de profesionales médicos, 
médicos veterinarios y odontólogos, con sus nombres, domicilios, teléfonos 
particulares y de consultorio y con una copia autenticada de su firma. 


El folleto conteniendo dichos datos será vendido a precio de costo a todos los 
laboratorios, farmacias y droguerías, quienes tendrán la obligación de poseerlo 
a los efectos de controlar la posible falsificación de recetas vinculadas a las 
drogas especificadas en el artículo 5*. 


Este folleto será revisado anualmente en el mes de enero y distribuido en las 
mismas condiciones del párrafo anterior antes de la terminación del referido mes. 
El uso del recetario por parte de los técnicos recibidos con posterioridad a la 
última publicación del registro de profesionales se regirá, hasta el momento de 
la siguiente publicación por el Reglamento que al efecto dicte el Poder Ejecutivo. 


Artículo 15.- El Poder Ejecutivo podrá modificar o ampliar el contenido de las 
listas y tablas a que refiere la presente ley, incluyendo o excluyendo sustancias 
o trasladándolas de una a otra, con los asesoramientos previos que en ella se 
determinan. 


Las listas y tablas a que refiere la presente ley, se consideran partes 
integrantes de la misma. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, articulo 2”. 
CAPITULO ll 
Artículo 16.- Será competencia del Ministerio de Salud Pública: 


A) La prevención primaria de las toxicomanías a través de campañas 
educativas y de medidas profilácticas. 


B) La prevención secundaria mediante la detención precoz de la 
drogadicción. 


C) La asistencia, curación y rehabilitación social del toxicómano. 
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D) La tipificación, calificación, incorporación y pasaje a las distintas listas 
anexas de aquellas drogas que producen dependencia física o síquica. 


E) El contralor del tráfico de dichas drogas desde su importación procesado 
en los laboratorios, comercialización en droguerías y su definitiva venta al público 
consumidor, 


F) La elaboración de las estadísticas y producción de los informes que 
imponen las Convenciones Internacionales suscritas por la República. 


Artículo 17.- Créase la Unidad Ejecutora denominada "Comisión Nacional de 
Lucha contra las Toxicomanías" que dependerá directamente del Ministerio de 
Salud Pública. 


Artículo 18.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías estará 
integrada por un siquiatra de la Dirección de Salud Mental, un epidemiólogo de 
la División de Higiene y un químico farmacéutico de la División Técnica 
especialmente versados en la materia. Serán designados por el Ministerio de 
Salud Pública y durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su 
actuación por cuatro años más. 


La Comisión se dictará su propio Reglamento y contará con una Secretaria 
permanente que deberá ser integrada, instalada y equipada por el Ministerio de 
Salud Pública. 


Artículo 19.- Corresponde a la Comisión Nacional de Lucha contra las 
Toxicomanías: 


A) Preparar programas y planes de prevención y tratamiento de las 
toxicomanías, los que, previa aprobación por el Ministerio de Salud 
Pública, serán ejecutados por las dependencias del mismo, de acuerdo a 
sus respectivas competencias técnicas. 


B) Supervisar el desarrollo de dichos programas. 


C) Proponer al Ministerio de Salud Pública las modificaciones a las 
disposiciones legales y reglamentarias vigentes que estime necesarias. 


D) Promover la creación de policlínicas especializadas y de centros de 
tratamiento y rehabilitación del drogadicto en cada departamento. 


E) Asegurar el tratamiento reservado de todo toxicómano que lo solicitare. 
Cuando éste se efectúe en los establecimientos de Administración de los 
Servicios de Salud del Estado, el mismo se regulará por las disposiciones 


que rigen a dicho órgano para el resto de las prestaciones. 
Fuente: Ley N* 16.736, de 05 de enero de 1996, articulo 401. 


F) Coordinar su labor con la Dirección General de Represión del Tráfico 
llícito de Drogas del Ministerio del Interior, el Ministerio de Educación y 
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Cultura, el Consejo del Niño y Dirección Nacional de Aduanas, de 
acuerdo con las reglamentaciones que dicte el Poder Ejecutivo. 


G) Evaluar el resultado de los programas que se ejecutaron. 


Artículo 20.- A los efectos de la preparación de programas de educación 
popular, la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías podrá organizar 
las encuestas e investigaciones que se considere necesarias, de acuerdo con 
las reglamentaciones respectivas. 


Los organismos públicos y privados deberán prestar la más amplia 
colaboración para la preparación y desarrollo de dichos programas. 


Las personas jurídicas que fueren omisas en prestar la debida colaboración 
podrán perder los auxilios o subvenciones que recibieren del Estado. 


Artículo 21.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías 
organizará al comienzo de cada año escolar previo acuerdo con las autoridades 
respectivas, cursos para educadores con el fin de prepararlos para colaborar en 
la prevención de la drogadicción en los establecimientos de enseñanza. Sólo 
podrán concurrir a dichos cursos los educadores autorizados por el Consejo 
Nacional de Educación y el Consejo del Niño. 


Artículo 22.- Los Directores de Centros de Enseñanza están obligados a 
comunicar a la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías los casos 
de uso o tráfico, en el ámbito escolar, de las sustancias reguladas por la ley. 


El incumplimiento de esta obligación será considerado falta grave y podrá dar 
mérito a la destitución o al cierre del establecimiento si fuere privado. 


Artículo 23.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías llevará 
un registro en el que figurarán todos los casos de toxicomanía con especificación 
de las drogas utilizadas y de las circunstancias en que se consumieren sin que 
figure en ningún paso el nombre de los drogadictos. 


Las autoridades policiales y judiciales así como los médicos, deberán remitir a 
la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías los antecedentes de los 
casos en que intervinieran. 

El Registro de Toxicomanía será de carácter secreto. 

CAPITULO lll 

Artículo 24.- Serán cometidos del Ministerio del Interior: 

A) La prevención control y represión de todas aquellas acciones que 
constituyan una importación, exportación, producción, fabricación tráfico 


comercialización o uso ¡ilegal de las sustancias reguladas por la presente 
ley. 
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B) La colaboración en el plano internacional para asegurar la eficacia de una 
acción solidaria en la lucha contra la delincuencia vinculada a la 
toxicomanía. 


Artículo 25.- Créase la Comisión Honoraria y la Dirección General de 
Represión del Tráfico Ilícito de Drogas que dependerán del Ministerio del Interior, 


Artículo 26.- La Comisión Honoraria de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas 
estará integrada por tres miembros designados por el Poder Ejecutivo. Dos de 
ellos, por lo menos, deberán ser profesionales universitarios de notoria versación 
en la materia y, el tercero una persona designada por el Ministerio del Interior a 
propuesta de la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías. 


Artículo 27 .- La Comisión Honoraria tendrá como cometidos: 


A) Establecer las normas generales a las cuales deberá ajustarse la 
actividad de la Dirección General. 


B) Proyectar las disposiciones que considere necesarias para asegurar la 
eficiencia de la actuación del Estado en la prevención y represión del 
tráfico ilícito de drogas. 


C) Asesorar a la Dirección General en todos los asuntos que ésta estime 
oportuno someterle a estudio. 


D) Evaluar semestralmente conjuntamente con la Dirección General, los 
programas y acciones que se cumplan. 


E) Coordinar la acción con la Comisión Nacional de Lucha contra las 
Toxicomanías. 


Artículo 28.- El Director General será designado por el Poder Ejecutivo, a 
propuesta fundada del Ministerio del Interior. Deberá ser ratificado en su cargo 
cada dos años previa consulta a la Comisión Honoraria. 

Percibirá idéntica remuneración que el Director General de Institutos Penales. 

El Ministerio del Interior tomará las providencias necesarias para la instalación 
y equipamiento de los servicios que se crean, en un plazo no superior a los 
sesenta días a partir de la publicación de la presente ley. 


Artículo 29.- Será competencia de la Dirección General de Represión del 
Tráfico Ilícito de Drogas: 


A) La formación de una Brigada Nacional Antidrogas. 


B) La selección y entrenamiento de su personal. 


62-C.S. CÁMARA DE SENADORES 1 de noviembre de 2017 


C) La formación de un Registro en que figuren todos aquellos delincuentes 
cuya actividad ¡lícita a nivel nacional o internacional se relacione con la 
materia de esta ley. 


D) La organización de un laboratorio destinado al análisis de las sustancias 
sospechosas. 


E) La supervisión del control aduanero que deberá efectuarse por personal 
especializado. 


F) La preparación del personal afectado al contralor aduanero. 


G) La colaboración internacional en la lucha contra el uso indebido de 
sustancias estupefacientes o sicotrópicas. 


H) La producción de todos aquellos informes que correspondan conforme a 
las Convenciones suscritas por la República. 


CAPITULO IV 


Artículo 30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier manera las 
materias primas o las sustancias, según los casos, capaces de producir 
dependencia psíquica o física, contenidas en las listas a que refiere el artículo 
1”, precursores químicos y otros productos químicos, contenidos en las Tablas 
1 y 2 de la presente ley, así como los que determine el Poder Ejecutivo según la 
facultad contenida en el artículo 15 de la presente ley, será castigado con pena 
de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria. 


Quedará exento de responsabilidad el que produjere marihuana mediante la 
plantación, el cultivo y la cosecha de plantas de cannabis de efecto psicoactivo 
en los términos de lo dispuesto en el artículo 3” de la presente ley. El destino a 
que refiere el literal E) del artículo 3* será valorado, en su caso, por el Juez 
competente y con arreglo a las reglas de la sana crítica, en caso que se 
superaren las cantidades allí referidas. 


Fuente: Ley N* 19.172, de 20 de diciembre de 2013, articulo 6*. 


Artículo 31.- El que sin autorización legal, importare, exportare, introdujere en 
tránsito, distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para su consumo, 
fuere depositario, almacenare, poseyere, ofreciere en venta o negociare de 
cualquier modo, alguna de las materias primas, sustancias, precursores 
químicos y otros productos químicos mencionados en el artículo anterior y de 
acuerdo con lo dispuesto en este, será castigado con la misma pena prevista en 
dicho artículo. 


Quedará exento de responsabilidad el que transportare, tuviere en su poder, 
fuere depositario, almacenare o poseyere una cantidad destinada a su consumo 
personal, lo que será valorado por el Juez conforme a las reglas de la sana 
crítica. 
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Sin perjuicio de ello, se entenderá como cantidad destinada al consumo 
personal hasta 40 gramos de marihuana. Asimismo, tampoco se verá alcanzado 
por lo dispuesto en el primer inciso del presente artículo el que en su hogar 
tuviere en su poder, fuere depositario, almacenare o poseyere la cosecha de 
hasta seis plantas de cannabis de efecto psicoactivo obtenidas de acuerdo con 
lo dispuesto en el literal E) del artículo 3” de la presente ley, o se tratare de la 
cosecha correspondiente a los integrantes de un club de membresía conforme 
con lo previsto por el literal F) del artículo 3% de la presente ley y la 
reglamentación respectiva. 


Fuente: Ley N* 19.172, de 20 de dciembre de 2013, artículo 7”, 


Artículo 32.- El que organizare o financiare alguna de las actividades delictivas 
descritas en la presente ley, aun cuando éstas no se cumplieran en el territorio 
nacional, será castigado con pena de veinte meses de prisión a dieciocho años 
de penitenciaría. 


Fuente: Ley N* 17,016, de 22 de octubre de 1998, artículo 3”. 


Artículo 33.- El que, desde el territorio nacional, realizare actos tendientes a 
la introducción ¡legal a países extranjeros de las sustancias mencionadas en la 
presente ley, será castigado con pena de veinte meses de prisión a ocho años 
de penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, articulo 3”. 


Artículo _34.- El que sin autorización legal, a título oneroso o gratuito, 
suministrare, aplicare o entregare las sustancias mencionadas en la presente 
ley, o promoviere, indujere o facilitare su consumo, será castigado con pena de 
veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaría. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, articulo 3*. 


Artículo 35.- El que violare las disposiciones de la presente ley en materia de 
importación, exportación, producción, elaboración, comercialización o suministro 
de las sustancias y preparados contenidos en las Listas !Il de la Convención 


Unica de Nueva York de 1951, así como las comprendidas en las Listas ll, 111 y 
IV del Convenio de Viena, será castigado con pena de doce meses de prisión a 
cuatro años de penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 17,016, de 22 de octubre de 1998, artículo 3”. 


Artículo 35-BIS.- Cuando las actividades delictivas descritas en los artículos 
30 a 34 tengan por objeto material todas aquellas formas de cocaína en su 
estado de base libre o fumable, incluida la pasta base de cocaina, la pena a 
aplicar tendrá un mínimo de tres años de penitenciaria. 


Cuando las actividades delictivas descritas en el artículo 35 tengan por objeto 
material todas aquellas formas de cocaína en su estado de base libre o fumable, 
incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo de dos 
años de penitenciaria. 
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En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, el Juez de la causa, previa 
vista fiscal, podrá disponer excepcionalmente la aplicación de las medidas 
sustitutivas previstas por la Ley N” 17.726, de 26 de diciembre de 2003, siempre 
y cuando se cumplan, en forma acumulativa, las siguientes condiciones: 


A) Que el imputado no tenga antecedentes penales por haber cometido 
delitos a título de dolo. 


B) Que a criterio del Juez la sustancia incautada represente desde el punto 
de vista cuantitativo, una cantidad menor. 


C) Que el imputado no le haya vendido dicha sustancia a menores de edad. 


Al dictar la sentencia de condena, previa realización de las evaluaciones 
correspondientes, tomando en cuenta el proceso de rehabilitación del imputado, 
el Juez de la causa podrá disponer la continuación de las medidas mencionadas 
en el inciso anterior, hasta el cumplimiento de la pena, cometiéndose al Ministerio 
de Desarrollo Social, al Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados y a la 
Oficina de Supervisión de Libertad Asistida, el seguimiento del imputado y su 
familia. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N* 19.007, de 16 de noviembre de 2012, articulo 4”, 


CAPITULO IV 


Artículo 36.- Se aplicará pena de cuatro a quince años de penitenciaria, en 
los casos siguientes: 


1% Cuando la entrega, la venta, la facilitación o el suministro de las 
sustancias a que se refiere el artículo 1% se efectuaren a una persona menor de 
veintiún años o privada de discernimiento o voluntad. 


2%) Si a consecuencia del delito, el menor de edad o la persona privada de 
discernimiento o voluntad sufrieren una grave enfermedad. 


Si sobreviniere la muerte, se aplicará pena de cinco a veinte años de 
penitenciaria. 


39) Cuando la sustancia fuese suministrada o aplicada sin consentimiento de 
la víctima. 


4%) Cuando el delito se cometiere mediante ejercicio abusivo o fraudulento 
de una profesión sanitaria, o de cualquier otra profesión sujeta a autorización o 
vigilancia en razón de salud pública. 


5”) Cuando el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un 
establecimiento de enseñanza o sanitaria de hospitales, cárceles, sedes de 
asociaciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto o lugar donde se 


1 de noviembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 65-C.S. 


realicen espectáculos o reuniones de carácter público, cualquiera sea su 
finalidad. 


Artículo 37.- El delito tentado se castigará con la misma pena que 
corresponda al delito consumado. 


El acto preparatorio será castigado con la tercera parte de la pena que 
correspondería por el delito consumado, pero el Juez podrá elevarla hasta la 
mitad, tomando en cuenta la gravedad del hecho cometido y la personalidad del 
agente. 


Artículo 38.- Si el infractor ejerciera una profesión o arte que haya servido de 
medio para cometer el delito o lo haya facilitado será condenado también a la 
pena de inhabilitación especial por un término que estará comprendido entre el 
de la condena principal y diez años. 


Artículo 39.- Inmediatamente después de procesado, el autor de un delito 
cometido bajo la acción de las sustancias reguladas por esta ley será sometido 
al correspondiente tratamiento bajo control de la Comisión Nacional de Lucha 
contra las Toxicomanías. 


Si fuese declarado inimputable, el Juez, al dictar sentencia, impondrá medidas 
de seguridad curativas que se cumplirán en un establecimiento público o privado 
o en forma ambulatoria, pero siempre bajo el control de la Comisión Nacional de 
Lucha contra las Toxicomanías, la que deberá ser oída a los efectos de régimen 
del cese de las medidas. 


Si el autor fuese imputable, terminado el internamiento hospitalario, cumplirá 
la prisión preventiva, o la pena, en su caso, en los establecimientos penales. 


Queda facultado el Juez para descontar, al aplicar la pena, el tiempo de 
internación hospitalaria. 


Artículo 40.- El que fuere sorprendido consumiendo sustancias 
estupefacientes o usando indebidamente sicofármacos o en circunstancias que 
hagan presumir que acaba de hacerlo o portando estupefacientes para su uso 
personal, deberá ser puesto a disposición del Juzgado Letrado de Instrucción de 
Turno, a fin de que éste ordene un examen del detenido por el médico de la 
Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías y por el médico forense, 
quienes deberán producir su informe dentro de las veinticuatro horas. Si del 
examen resultare tratarse de un drogadicto, el Juez impondrá el tratamiento en 
un establecimiento público o privado o en forma ambulatoria, pero siempre sujeto 
a los controles médicos que establezca la referida Comisión Nacional. 


El cumplimiento de esta medida, así como su cese, quedará sometido al 
sistema de garantías establecido en la ley 9.581, de 8 de agosto de 1936. 


Artículo 41.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías 
procurará que en todas las situaciones de internación se conjuguen las 
necesidades de una labor terapia científicamente encarada con la producción 
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manual, intelectual, o artística de elementos susceptibles de procurar ingresos 
monetarios, de los cuales un tercio se verterá a beneficio del servicio asistencial, 
un tercio para gastos personales del enfermo y un tercio será entregado a la 
familia a su cargo o, si no la tuviera, depositado en una cuenta personal que se 
abrirá especialmente a esos efectos. 


Artículo 42.- Serán igualmente confiscados (Artículo 105, apartado a) del 
Código Penal) los bienes de cualquier naturaleza que la gente haya adquindo 
con dinero proveniente de las acciones descritas por los artículos 30 a 37 de la 
presente ley, siempre que no hayan sido legalmente enajenados a terceros de 
buena fe y sin perjuicio de los gravámenes legítimos que pudieran afectarles. 


Artículo 43.- Cuando los autores, coautores, cómplices o encubridores de 
alguno de los delitos previstos en esta ley fueren extranjeros, serán expulsados 
del territorio nacional, una vez cumplida la pena correspondiente. 


Todo, sin perjuicio de su extradición, cuando procediere. 
Artículo 44. - Derógase el artículo 223 del Código Penal. 
CAPITULO V 


Artículo 45.- Los médicos veterinarios y odontólogos que incurran en 
infracción de alguna de las disposiciones de la presente ley o de su 
reglamentación, siempre que no constituya delito, serán suspendidos en el 
ejercicio profesional por el Ministerio de Salud Pública por diez días la primera 
vez, veinte días la segunda y treinta días la tercera, pudiéndose llegar al retiro 
definitivo del título habilitante para ejercer la profesión en el territorio nacional, a 
partir de la cuarta infracción. 


CAPITULO VI 


Artículo 46.- El intemamiento voluntario y el que se realiza a solicitud de 
parientes, y aun el compulsivo, previsto en el artículo 40, quedarán sometidos a 
los requisitos y garantías que establece la ley 9.581, de 8 de agosto de 1936. 


CAPITULO VII 


Artículo 47.- Considérase peligroso para la salud síquica la difusión de 
términos que sirvan para designar directa o indirectamente a las drogas 
especificadas en el articulo 1* de la presente ley. 


Artículo 48.- Los funcionarios dependientes de la Dirección General de 
Represión del Tráfico Ilícito de Drogas y los de la Inspección General de 
Farmacias, podrán penetrar en cualquier momento en los locales abiertos al 
público, en casas de comercio, café, bares, casas de huéspedes u otras 
análogas y ambientes comunes de pensiones y hoteles, a fin de comprobar si 
existen, ¡legítimamente, sustancias reguladas por la presente ley. 
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Artículo 49.- Queda prohibida la difusión, por cualquier medio, de los nombres, 
retratos u ocupaciones que sirvan para identificar a los drogadictos. 


La violación de esta disposición podrá dar lugar a la clausura del medio de 
difusión hasta por treinta días. Dicha medida la podrá imponer el Poder Ejecutivo. 


Artículo _50.- Toda autoridad pública que proceda a incautar sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas y preparados que hayan constituido el objeto 
material de alguno de los delitos previstos en la presente ley deberá, sin perjuicio 
del cumplimiento de las funciones propias de su competencia y cometidos: 


A) Levantar un acta con la comparecencia de dos testigos y en la que deberá 
consignarse: 


1) Fecha, lugar y circunstancias en que se produjo la incautación. 


2) Nombre completo, cargos y dependencias de los funcionarios actuantes; 
nombre completo, nacionalidad, sexo, edad y número de documento de 
identidad y del pasaporte de los detenidos. 


3) Una descripción de las sustancias incautadas con indicación de la cantidad, 
peso, tipo de envase que las contiene y de cualquier otra especificación que 
sirva para su adecuada individualización. 


B) Introducir las sustancias incautadas en un nuevo envase que se precintará y 
enviará inmediatamente al Instituto Técnico Forense conjuntamente con una 
copia autenticada del acta referida en el literal precedente, para la pericia técnica 
y su posterior remisión al Juzgado competente. 


C) Remitir a la Justicia competente el acta prevista en el literal A) dentro de las 
veinticuatro horas de ocurrido el hecho. 


D) Dejar debida constancia de todas las actuaciones en que haya tomado 
intervención, así como del recibo detallado y fiel del envío de las sustancias 
remitidas al Instituto Técnico Forense. 


El Juzgado actuante en cuanto determine que las sustancias incautadas no 
son necesarias para el esclarecimiento del delito, así lo hará saber a la Comisión 
Nacional de Lucha contra las Toxicomanías, a los efectos que ésta disponga, 
según el caso, su destino si tuvieren uso terapéutico o de investigación científica; 
o, disponer en vez, su destrucción. De disponerse la destrucción de tales 
sustancias, la misma se efectuará en la sede del Instituto Técnico Forense en 
presencia de un funcionario de la citada Comisión y de un escribano público del 
Ministerio de Salud Pública, debiéndose labrar el acta correspondiente. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, articulo 4”. 
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CAPITULO VIII 


Artículo 51.- El Poder Ejecutivo deberá proceder a la reglamentación de la 
presente ley dentro de los sesenta días de su promulgación. 


Dispondrá del mismo término para poner en funcionamiento los organismos 
que por ella se crean. 


Artículo 52.- La presente ley entrará en vigor a los sesenta días de su 
publicación. 


.- Quedan derogadas las disposiciones que se opongan a esta ley 
y especialmente la ley 9.692, de 11 de setiembre de 1937. 


CAPITULO 1X 


Artículo 54.- El que convierta o transfiera bienes, productos o instrumentos 
que procedan de cualquiera de los delitos tipificados por la presente ley o delitos 
conexos, será castigado con pena de veinte meses de prisión a diez años de 
penitenciaria. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, articulo 5”. 


Artículo 55.- El que adquiera, posea, utilice, tenga en su poder o realice 
cualquier tipo de transacción sobre bienes, productos o instrumentos que 
procedan de cualquiera de los delitos tipificados por la presente ley o de delitos 
conexos, o que sean el producto de tales delitos, será castigado con una pena 
de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5*. 


Artículo _56.- El que oculte, suprima, altere los indicios o impida la 
determinación real de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el 
movimiento o la propiedad reales de tales bienes, o productos u otros derechos 
relativos a los mismos que procedan de cualquiera de los delitos tipificados por 
la presente ley o delitos conexos, será castigado con una pena de doce meses 
de prisión a seis años de penitenciaria. 


Fuente: Agragado/s por: Lay N” 17.016, de 22 de octubre de 1998, articulo 5*. 


Artículo 57.- El que asista al o a los agentes de la actividad delictiva en los 
delitos previstos en la presente ley o delitos conexos, ya sea para asegurar el 
beneficio o el resultado de tal actividad, para obstaculizar las acciones de la 
Justicia o para eludir las consecuencias jurídicas de sus acciones, o le prestare 
cualquier ayuda, asistencia o asesoramiento, será castigado con una pena de 
doce meses de prisión a seis años de penitenciaria. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5*. 


Artículo 58.- La finalidad de obtener un provecho o lucro para sí o para un 
tercero, de los delitos previstos en los artículos 56 y 57 de la presente ley, será 
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considerada una circunstancia agravante y en tal caso, la pena podrá ser elevada 
en un tercio. 


Fuente: Agragado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 59.- Cuando la comisión de cualquiera de los delitos previstos por la 
presente ley se hubiere consumado mediante la participación en el o en los 
delitos de una asociación o de un grupo delictivo organizado o mediante el 
recurso a la violencia o el empleo de armas o con utilización de menores de edad 
O incapaces, la pena será aumentada hasta la mitad. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5? 


Artículo 60.- Son circunstancias agravantes especiales de los delitos previstos 
en la presente ley: 


1) Que alguna de la o las víctimas de los delitos tipificados en la presente ley 
fuere menor de dieciocho años, fuere incapaz o estuviere privada de 
discernimiento o voluntad. 


2) Cuando la sustancia fuere suministrada o aplicada sin el consentimiento de 
la víctima. 


3) Cuando el delito se cometiere mediante el ejercicio abusivo, fraudulento o 
ilegal de una profesión sanitaria. 


4) Cuando el delito se cometiere en el interior o a la entrada de un 
establecimiento de enseñanza o sanitario, o de hospitales, cárceles, sedes e 
instalaciones de instituciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto o 
lugar donde se realicen espectáculos o reuniones de carácter público cualquiera 
sea su finalidad. 


5) Cuando del hecho resultaren lesiones o la muerte de la víctima. 
Fuente: Agragado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


.- El dolo, en cualquiera de los delitos previstos en la presente ley, 
se inferirá de las circunstancias del caso de acuerdo con los principios generales. 


El Juez interviniente deberá fundamentar la convicción moral que se ha 
formado al respecto, tanto en el auto de procesamiento como en el que no lo 
decrete, así como en la sentencia sea ésta o no condenatoria. 

Fuente: Agregado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 
CAPITULO X 
Artículo 62 (Medidas cautelares).- 


62.1. (Universalidad de la aplicación). El tribunal penal competente adoptará 
por resolución fundada, de oficio o a solicitud de parte, en cualquier estado de la 
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causa e incluso en el presumario, las medidas cautelares necesarias para 
asegurar la disponibilidad de los bienes sujetos a eventual decomiso como 
consecuencia de la comisión de cualquiera de los delitos previstos en la presente 
ley o delitos conexos con éstos. 


En el caso de que las medidas cautelares sean adoptadas durante la etapa 
presumarial, éstas caducarán de pleno derecho si, en un plazo de dos años 
contados desde que las mismas se hicieron efectivas, el Ministerio Público no 
solicita el enjuiciamiento. 


62.2. (Procedencia). Las medidas cautelares se adoptarán cuando el tribunal 
penal competente estime que son indispensables para la protección del derecho 
del Estado de disponer de estos bienes una vez decomisados y siempre que 
exista peligro de lesión o frustración del mismo por la demora del proceso. 


En ningún caso se exigirá contracautela pero el Estado responderá por los 
daños y perjuicios causados por las medidas cautelares adoptadas, si los bienes 
afectados no son finalmente decomisados. 


La Junta Nacional de Drogas podrá requerir al Ministerio Público que solicite la 
adopción de medidas cautelares sobre los bienes y productos del delito que le 
pudieran ser adjudicados por sentencia. 


62.3. (Facultades del tribunal). El tribunal penal competente podrá: 


a) apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer otra si la entiende más 
eficiente; 

b) establecer su alcance y término de duración; y 

c) disponer la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar adoptada. 


62,4. (Recursos). Las medidas se adoptarán en forma reservada y ningún 
incidente o petición podrá detener su cumplimiento. 


Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas adoptadas en 
forma completa y concreta con motivo de su ejecución, se le notificarán una vez 
cumplidas. 


La providencia que admita, deniegue o modifique una medida cautelar será 
recurrible mediante recursos de reposición y apelación, pero la interposición de 
los mismos no suspenderá su ejecución. 


62.5. (Medidas específicas). El tribunal penal competente podrá disponer las 
medidas que estime indispensables, entre otras, la prohibición de innovar, la 
anotación preventiva de la litis, los embargos y secuestros, la designación de 
veedor o auditor, la de interventor o cualquier otra que sea idónea para el 
cumplimiento de la finalidad cautelar. 


La resolución que disponga una intervención fijará su plazo y las facultades del 
interventor debiéndose procurar, en lo posible, la continuidad de la explotación 
intervenida. El tribunal fijará la retribución del interventor la cual, si fuere 
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mensual, no podrá exceder de la que percibiere en su caso un gerente con 
funciones de administrador en la empresa intervenida, la que se abonará por el 
patrimonio intervenido y se imputará a la que se fije como honorario final. 


62.6. (Medidas provisionales). El tribunal penal competente podrá adoptar, 
como medida provisional o anticipada, el remate de los bienes que se hubieran 
embargado o, en general, se encontraren sometidos a cualquier medida cautelar, 
que corran riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse o desvalorizarse o cuya 
conservación irrogue perjuicios o gastos desproporcionados a su valor. 


En estos casos, el tribunal penal competente podrá disponer su remate y 
depositar el producto en unidades indexadas u otra unidad de medida que 
permita asegurar la preservación del valor, a la orden del tribunal y bajo el rubro 
de autos. 


62.7. La autoridad judicial competente para conocer en los delitos previstos en 
el presente Decreto-Ley, podrá autorizar mientras se sustancia el procedimiento, 
el uso de los bienes, productos e instrumentos que hayan sido incautados en 
favor de las instituciones que puedan ser beneficiarias del Fondo de Bienes 
Decomisado-Decreto N* 339/2010, de 18 de noviembre de 2010, 


Previamente se le deberá dar vista a la Junta Nacional de Drogas como 
destinatarios finales de los mismos en caso de decomiso. La concesión del uso 
debe recaer en bienes que, por su naturaleza, sea conveniente mantenerlos en 
funcionamiento, corran riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse O 
desvalorizarse O cuya conservación ¡rogue perjuicios O gastos 
desproporcionados a su valor. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 
Ley N* 18.494, de 05 de junio de 2009, articulo 2”. 
Inciso 7*) agregado/s por: Ley N* 19.149, de 24 de octubre de 2013, artículo 48. 


Artículo 63. (Decomiso).- 


63.1. (Concepto). El decomiso es la privación con carácter definitivo de algún 
bien, producto o instrumento, por decisión del tribunal penal competente a 
solicitud del Ministerio Público, como consecuencia jurídica accesoria de la 
actividad ilícita. La providencia ejecutoriada que lo disponga constituirá título de 
traslación del dominio y se inscribirá en los Registros Públicos correspondientes. 


63.2. (Ambito objetivo). En la sentencia definitiva de condena por alguno de los 
delitos previstos en la presente ley o delitos conexos, el tribunal penal 
competente dispondrá, a solicitud del Ministerio Público, el decomiso de: 


a) los estupefacientes y sustancias psicotrópicas prohibidas que fueran 
incautadas en el proceso; 

b) los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o la actividad 
preparatoria punible; 

c) los bienes y productos que procedan del delito; 

d) los bienes y productos que procedan de la aplicación de los provenientes del 
delito, comprendiendo: los bienes y productos en los que se hayan transformado 
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o convertido los provenientes del delito y los bienes y productos con los que se 
hayan mezclado los provenientes del delito hasta llegar al valor estimado de 
éstos; 

e) los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos 
provenientes del delito, 


63.3. (Decomiso por equivalente) Cuando tales bienes, productos e 
instrumentos no pudieran ser decomisados, el tribunal penal competente 
dispondrá el decomiso de cualquier otro bien del condenado por un valor 
equivalente o, de no ser ello posible, dispondrá que aquél pague una multa de 
idéntico valor. 


63.4. (Decomiso de pleno derecho). Sin perjuicio de lo expresado, el tribunal 
penal competente, en cualquier etapa del proceso en la que el indagado o 
imputado no fuera habido, librará la orden de prisión respectiva y transcurridos 
seis meses sin que haya variado la situación, caducará todo derecho que el 
mismo pueda tener sobre los bienes, productos o instrumentos que se hubiesen 
cautelarmente incautado, operando el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
inmovilización de activos al amparo de lo edictado por el artículo 6” de la Ley 
N?* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no ofrecieran prueba de 
que los mismos tienen un origen diverso a los delitos previstos en la presente ley 
o delitos conexos en un plazo de seis meses, caducará todo derecho que 
pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, operando el decomiso de pleno 
derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
incautación de fondos o valores no declarados, al amparo de lo edictado por el 
artículo 19 de la Ley N* 17,835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no 
ofrecieran prueba que los mismos tienen un origen diverso a los delitos previstos 
en la presente ley o delitos conexos en un plazo de seis meses, caducará todo 
derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, operando el 
decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que se produjere el hallazgo de bienes o productos 
provenientes de delitos tipificados en la presente ley o delitos conexos, si en el 
plazo de seis meses no compareciere ningún interesado, operará el decomiso 
de pleno derecho. 


63.5. (Ambito subjetivo). El decomiso puede alcanzar los bienes enumerados 
en los incisos anteriores de los que el condenado por alguno de los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos sea el beneficiario final y respecto 
de cuya ilegítima procedencia no haya aportado una justificación capaz de 
contradecir los indicios recogidos en la acusación, siempre que el valor de los 
mencionados bienes sea desproporcionado respecto de la actividad lícita que 
desarrolle y haya declarado. Podrán ser objeto de decomiso el dinero, los bienes 
y los demás efectos adquiridos en un momento anterior a aquél en que se ha 
desarrollado la actividad delictiva del reo, siempre que el tribunal penal 
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competente disponga de elementos de hecho aptos para justificar una conexión 
razonable con la misma actividad delictiva. 


A los fines del decomiso se considerará al condenado por los delitos previstos 
en la presente ley o conexos con éstos, beneficiario final de los bienes, aun 
cuando figuren a nombre de terceros o de cualquier otro modo posea, a través 
de persona física o jurídica intermedia. 


La determinación y el alcance objetivo y subjetivo del decomiso serán resueltos 
por el tribunal penal competente. 


63.6. En los casos de fallecimiento del procesado, los bienes que hayan sido 
incautados serán decomisados cuando se pudiera comprobar la ilicitud de su 
origen o del hecho material al que estuvieran vinculados, sin necesidad de 
condena penal. 


Fuente. Agregado/s por. Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 
Ley N* 18,494, de 05 de junio de 2009, articulo 2”. 
Inciso 6*) agregado/s por: Ley N* 19.149, de 24 de octubre de 2013, artículo 47. 


Artículo 64.- Lo dispuesto en los artículos 62 y 63 regirá sin perjuicio de los 
derechos de los terceros de buena fe. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 65.- Todos los que alegaren tener un interés legítimo sobre los 
bienes, productos o instrumentos, podrán comparecer ante el Juez de la causa, 
el que los escuchará en audiencia de conformidad con los principios del debido 
proceso legal, con noticia de la defensa en su caso, y del Ministerio Público, los 
que podrán comparecer en ese acto, 


Fuente. Agregado/s por. Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 66.- El Juez deberá disponer la devolución al tercerista, de los bienes, 
productos o instrumentos correspondientes, cuando, a su juicio, resulte 
acreditada su buena fe. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 67.- Toda vez que se confisquen bienes, productos o instrumentos, 
conforme con lo dispuesto en la presente ley, que no deban ser destruidos ni 
resulten perjudiciales para la población, el Juez de la causa los pondrá a 
disposición de la Junta Nacional de Drogas, que tendrá la titularidad y 
disponibilidad de los mismos. Dicho organismo determinará el destino, pudiendo 
optar según las características de los bienes, productos o instrumentos por lo 
que sea más conveniente y oportuno al caso concreto: 


A) Retenerlos para uso oficial en los programas y proyectos a cargo de la 
misma. 


B) Transferir los mismos o el producido de su enajenación, a cualquier entidad 
pública que haya participado directa o indirectamente en su incautación o en la 
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coordinación de programas de prevención o represión en materia de drogas y de 
prevención de lavado de activos. 


Fuente: Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículo 95. 


C) Transferir esos bienes, productos o instrumentos, o el producto de su venta, 
a cualquier entidad pública o privada dedicada a la prevención del uso indebido 
de drogas, el tratamiento, la rehabilitación y la reinserción social de los afectados 
por el consumo. 


La Secretaría Nacional de Drogas solicitará al Ministerio de Economía y 
Finanzas el refuerzo de los créditos presupuestales asignados, en función de las 
recaudaciones reales producidas por estos conceptos. Los refuerzos solicitados 
podrán tener destino tanto para gastos de funcionamiento como de inversión. (*) 


Fuente: Reincorporado por: Ley N” 18.588 de 13/09/2009 artículo 1 (en la redacción dada por Ley 17.930 
artículo 68). 


CAPITULO XI 


Artículo 68.- El Poder Ejecutivo creará un registro en el que obligatoriamente 
deberán inscribirse quienes produzcan, fabriquen, preparen, importen, exporten, 
distribuyan, usen, tengan en su poder, sean depositarios, almacenen, ofrezcan 
en venta o negocien de cualquier modo precursores químicos y otros productos 
químicos incluidos en las Tablas 1 y 2. 


Sólo podrán efectuar las operaciones y actividades previstas en el inciso 
precedente con precursores químicos y otros productos químicos incluidos en 
las Tablas a que refiere dicho inciso precedente, quienes hayan obtenido la 
correspondiente autorización del Poder Ejecutivo, 


Fuente. Agregado/s por: Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 69.- A los efectos de la presente ley se consideran precursores 
químicos las sustancias que pueden utilizarse en la producción, fabricación y 
preparación de estupefacientes o sustancias psicotrópicas incorporables en su 
estructura molecular al producto final, resultando fundamentales para dichos 
procesos. 


A los efectos de la presente ley se consideran otros productos químicos las 
sustancias que, no siendo precursores químicos -tales como solventes, reactivos 
o catalizadores- pueden utilizarse en la producción, fabricación, extracción o 
preparación de estupefacientes o sustancias psicotrópicas. 


Fuente: Agragado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 70.- Las personas físicas o jurídicas que deban cumplir con la 
obligación prevista en el artículo 68 deberán llevar y conservar registros de 
inventario, producción, fabricación, adquisición y distribución de las sustancias y 
productos incluidos en las Tablas 1 y 2 del anexo en la forma que determine la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 
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Dicha reglamentación establecerá las cantidades máximas de cada uno de los 
productos incluidos en la Tabla 2 que en cada actividad estarán exceptuados del 
régimen que se regula en la presente ley. 


Fuente: Agragado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


CAPITULO XII 


Artículo 71.- Las instituciones o empresas que realicen actividades de 
intermediación financiera comprendidas en el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982, los Bancos regulados por la Ley N* 16.131, de 12 de 
setiembre de 1990, las Casas de Cambio a que refiere el artículo 56 de la Ley 
N? 16.696, de 30 de marzo de 1995, y en general las personas físicas o jurídicas 
sujetas a control del Banco Central del Uruguay deberán ajustarse a las 
reglamentaciones que dicten el Poder Ejecutivo o el mencionado Banco Central 
con la finalidad de prevenir la conversión, transferencia u ocultación de bienes, 
productos o instrumentos procedentes de cualesquiera de las actividades 
previstas como delitos por la presente ley. 


Las transgresiones de los preceptos contenidos en dichas reglamentaciones 
podrán determinar, según los casos y cuando correspondiera, la aplicación de 
las sanciones o medidas administrativas previstas en el Decreto-Ley N* 15,322, 
de 17 de setiembre de 1982, con la redacción dada por la Ley N* 16,327, de 11 
de noviembre de 1992. 


Lo anterior es sin perjuicio de la facultad del Juez de apreciar, cuando pudiera 
corresponder, de acuerdo con los criterios y procedimientos previstos en la 
presente ley, la eventual responsabilidad penal que pudiera caber a los 
directores, gerentes, administradores, mandatarios, síndicos o fiscales de las 
referidas instituciones, empresas o sociedades a que refiere el inciso primero. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 72.- De conformidad con la reglamentación que dicte el Banco Central 
del Uruguay, las instituciones de intermediación financiera y las que no siéndolo 
y en lo pertinente- desarrollen actividad financiera, no podrán mantener cuentas 
sin la debida identificación de sus titulares. 


Las instituciones a las que refiere el inciso precedente deberán registrar y 
verificar por medios eficaces la identidad, representación, domicilio, capacidad 
legal, ocupación u objeto social -según los casos- de las personas fisicas y 
jurídicas que sean titulares de cuentas en las mismas, de conformidad con la 
reglamentación que dicte el Banco Central del Uruguay. 


Fuente: Agragado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 73.- Las instituciones a que refiere el artículo anterior deberán llevar 
y mantener, en las condiciones que establezca la reglamentación del Banco 
Central del Uruguay, registros y correspondencia comercial que permitan la 
reconstrucción de las transacciones financieras que superen el monto que 
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establezca dicha reglamentación y una base de datos que permita acceder 
rápidamente a la información sobre operaciones financieras. 


Fuente: Agragado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 74.- El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del Banco Central del 
Uruguay, coordinará programas de capacitación del personal que corresponda, 
relacionados con las actividades a que refiere la presente ley en el Capítulo XI! 
y, en lo que refiere a las materias de que se ocupa el Capítulo XIII, coordinará 
programas de capacitación en materia de cooperación jurídica internacional con 
el asesoramiento de la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de 
Justicia del Ministerio de Educación y Cultura. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


CAPITULO XIII 


Artículo 75.- Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional 
provenientes de autoridades extranjeras competentes de acuerdo a la ley del 
Estado requirente para la investigación o enjuiciamiento de los delitos previstos 
en la presente ley o de delitos conexos, que refieran al auxilio jurídico de mero 
trámite, probatorio, cautelar o de inmovilización, confiscación, decomiso o 
transferencia de bienes, se recibirán y darán curso por la Dirección de 
Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia del Ministerio de Educación y 
Cultura. Dicha Dirección, de conformidad con los respectivos Tratados 
Internacionales vigentes y normas de fuente nacional en la materia, remitirá 
directamente y sin demoras las respectivas solicitudes de cooperación penal 
internacional a las autoridades jurisdiccionales o administrativas con función 
jurisdiccional nacionales competentes, según los casos, para su 
diligenciamiento, de acuerdo al ordenamiento jurídico de la República. 


Fuente: Agragado/s por: Ley N* 17,016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 76.- Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional y 
documentación anexa recibidas por la citada Dirección vía diplomática, consular 
o directamente, quedarán eximidas del requisito de legalización y deberán ser 
acompañadas, en su caso, de la respectiva traducción al idioma español. 


Fuente: Agregado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 77.- 

1. Los Tribunales nacionales competentes para la prestación de la cooperación 
penal internacional solicitada, la diligenciarán de oficio con intervención del 
Ministerio Público de acuerdo a las leyes de la República y verificarán: a) que la 
solicitud sea presentada debidamente fundada, b) que la misma identifique la 
autoridad extranjera competente requirente proporcionando nombre y dirección 
de la misma, y c) que, cuando corresponda, sea acompañada de traducción al 
idioma español de acuerdo a la legislación nacional en la materia. 


2. En los casos de cooperación penal internacional, la misma se prestará por 
los Tribunales nacionales, debiéndose examinar por el Juez, si la conducta que 
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motiva la investigación, enjuiciamiento o procedimiento, en el Estado requirente, 
constituye o no delito, conforme al Derecho nacional. 


3.- En los casos de solicitudes de cooperación penal relativas a registros, 
levantamiento del secreto bancario, embargo, secuestro y entrega de cualquier 
objeto, comprendidos, entre otros, documentos, antecedentes o efectos, el 
Tribunal nacional actuante diligenciará la solicitud si determinara que la misma 
contiene toda la información que justifique la medida solicitada. Dicha medida se 
someterá a la ley procesal y sustantiva de la República. 


4. Las solicitudes de cooperación penal internacional podrán ser rechazadas 
por los Tribunales nacionales encargados de su diligenciamiento, cuando 
concluyan que las mismas afectan en forma grave, concreta y manifiesta el orden 
público, así como la seguridad u otros intereses esenciales de la República. 


Fuente: Agragado/s por: Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 78.- Las autoridades o particulares pertenecientes a los Estados 
requirentes de cooperación no podrán llevar a cabo en el territorio de la 
República actuaciones que, conforme a la legislación nacional, sean de 
competencia de las autoridades del país. 


Fuente. Agregado/s por. Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 79.- Cuando los datos necesarios para el cumplimiento de la solicitud 
de cooperación penal internacional sean insuficientes o confusos, el Tribunal 
actuante podrá requerir la ampliación o aclaración de los mismos a la autoridad 
extranjera requirente vía Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de 
Justicia, la que trasmitirá de forma urgente la solicitud de ampliación o aclaración. 
En los casos en que la solicitud de cooperación penal internacional no se cumpla 
en todo o en parte, este hecho, así como las razones que motivaran su 
incumplimiento, serán comunicadas de inmediato por el Tribunal actuante a la 
autoridad extranjera requirente a través de la precitada Dirección del Ministerio 
de Educación y Cultura. 


Fuente: Agragado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5”. 


Artículo 80.- La legislación interna de la República será la encargada de 
regular eventuales responsabilidades por daños que pudieran emerger de actos 
de sus autoridades en ocasión de la prestación de cooperación penal 
internacional requerida por autoridades extranjeras. 


La República Oriental del Uruguay se reserva el derecho de repetir contra los 
Estados requirentes por eventuales indemnizaciones que pudieren emanar del 
diligenciamiento de solicitud de cooperación jurídica internacional. 


El pedido de cooperación penal internacional formulado por una autoridad 
extranjera importará el conocimiento y aceptación por dicha autoridad de los 
principios enunciados en los incisos precedentes, todo lo cual se hará saber a la 
requirente, por la mencionada Dirección de Cooperación del Ministerio de 
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Educación y Cultura, una vez recepcionado por esta última el respectivo pedido 
de cooperación. 


Fuente: Agragado/s por: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5*. 


CAPITULO XIV 
Artículo 81.- Derogado por: Ley N” 17.835, de 23 de setiembre de 2004, 
artículo 22. 
Artículo 82.- Derogado por: Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, 
artículo 22, 


Artículo 83.- Derogado por: Ley N* 17,835, de 23 de setiembre de 2004, 
artículo 22. 
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Ley N* 16.060, 
de 4 de setiembre de 1989 


LEY DE SOCIEDADES COMERCIALES 
CAPITULO | - DISPOSICIONES GENERALES 
SECCION X - DE LA DOCUMENTACION Y CONTABILIDAD 


Artículo 91.- Norma especial.- La reglamentación establecerá las normas 
contables adecuadas a las que habrán de ajustarse los estados contables de las 
sociedades comerciales. 


Podrá excluir de esta obligación a las sociedades comerciales en las que 
la totalidad de sus activos se encuentren radicados en el exterior. 


Asimismo, podrá autorizar para estas sociedades, el empleo de todos los 
medios técnicos disponibles en reemplazo o complemento de los libros 
obligatorios impuestos a los comerciantes. 


Fuerte: Ley N” 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 100. 
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Ley N* 17.045, 
de 14 de diciembre de 1998 


REGULACION DE LA PUBLICIDAD ELECTORAL 


Artículo 1*.- Los partidos políticos podrán iniciar su publicidad electoral en los 
medios de radiodifusión, televisión abierta, televisión para abonados y prensa 
escrita, sólo a partir de: 


1) Treinta días para las elecciones internas. 

2) Treinta días para las elecciones nacionales. 

3) Quince días en caso de realizarse una segunda vuelta. 
4) Treinta días para las elecciones departamentales. 


Fuente: Ley N* 17.818, de 06 de setiembre de 2004, artículo 1? 


Artículo 2*.- Entiéndese por publicidad electoral aquella que se realiza a 
través de piezas elaboradas especializadamente, con criterios profesionales y 
comerciales. Quedan excluidas de esta definición -y, por lo tanto, de las 
limitaciones establecidas en el artículo precedente- la difusión de información 
sobre actos políticos y actividades habituales del funcionamiento de los partidos, 
así como la realización de entrevistas periodísticas. 


Artículo 3*.- El Canal 5 y el Sistema Nacional de Televisión (SODRE), los 
canales que retransmiten su señal y las radioemisoras pertenecientes al Sistema 
Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos (SODRE) otorgarán, en forma 
gratuita a cada candidato presidencial de los partidos políticos con 
representación parlamentaria, un espacio en horario central de cinco minutos al 
inicio de la campaña electoral de la elección nacional y quince minutos al final de 
la misma, para hacer llegar su mensaje a la población. 


El mensaje será emitido, para todos los candidatos, a la misma hora, en días 
hábiles, utilizando para el mensaje inicial los primeros días hábiles habilitados 
para la publicidad electoral y para el mensaje final, los días permitidos para la 
actividad política más cercanos a la elección. 


En ambos casos los espacios se asignarán por sorteo entre los candidatos. 


Artículo 4*.- Todos los candidatos presidenciales de los partidos políticos con 
representación parlamentaria, así como aquellos partidos que en las elecciones 
internas hayan alcanzado un porcentaje igual al 3% (tres por ciento) de los 
habilitados para votar, dispondrán para la elección nacional de octubre de dos 
minutos diarios de publicidad en horario central, en los medios indicados en el 
artículo anterior, durante el tiempo habilitado para la publicidad política 
establecido en el artículo 1? de la presente ley. 


Artículo 5% - En caso de producirse una segunda vuelta electoral los medios 
indicados en la presente ley deberán otorgar un espacio de quince minutos a 


1 de noviembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 81-C.S. 


cada una de las candidaturas que participen en ella, con iguales condiciones a 
las establecidas para las elecciones nacionales del mes de octubre, a fin de 
brindar a la población su mensaje. 


Este espacio también podrá ser utilizado por el candidato presidencial para 
que otros lemas, partidos o sectores expresen sus apoyos en la segunda vuelta 
electoral. 


Artículo 6%.- Las consultas o encuestas de votos realizadas el día del acto 
comicial sólo podrán ser difundidas una vez culminado el horario de votación 
dispuesto por la Corte Electoral. 


Lo preceptuado en el inciso anterior será de aplicación en las elecciones 
internas de los partidos políticos dispuestas en el numeral 12) del articulo 77 de 
la Constitución de la República; en las elecciones nacionales y departamentales; 
en los plebiscitos y referéndum. 


Artículo 7*.- El control de lo dispuesto en la presente ley será realizado por la 
Corte Electoral. 
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Ley N* 17.060, 
de 23 de diciembre de 1998 


Ley cristal - Funcionarios públicos 


CAPITULO V - DECLARACIÓN JURADA DE BIENES E INGRESOS DE LAS 
AUTORIDADES Y FUNCIONARIOS PUBLICOS 


Artículo 10.- El Presidente y el Vicepresidente de la República, los Ministros 
de Estado, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, los 
Senadores, los Representantes Nacionales y los Intendentes Municipales 
deberán formular una declaración jurada de bienes e ingresos a cualquier título, 


1 de noviembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 83-C.S. 


Ley N* 17.799, 
de 12 de agosto de 2004 


DECLARACIÓN JURADA DE LOS CANDIDATOS DE LOS PARTIDOS 
POLÍTICOS 


Artículo 19.- Al 15 de octubre de 2004 los candidatos a Presidente de la 
República y el primer candidato de cada lista al Senado, deberán rendir una 
declaración jurada y pública ante la Corte Electoral, que conste de lo siguiente: 


1) Monto total gastado y a gastar en la campaña electoral de la fórmula 
presidencial y de la nómina de la lista de Senadores en su caso. Deberá 
indicarse los montos gastados y a gastar por cada nómina de Senadores 
en el caso de la fórmula presidencial y de Diputados en el caso que 
acompañen las listas al Senado. 


2) Nómina de los contribuyentes, no pudiendo sobrepasar las donaciones 
innominadas el 10% (diez por ciento) del presupuesto total de la campaña. 


3) Monto máximo que se acepta por cada persona física o jurídica 
contribuyente. 


4) Detalle estimativo de lo gastado en: 
A) Publicidad oral. 
B) Publicidad escrita. 
C) Publicidad televisiva. 
D) Publicidad en vía pública. 
E) Otros tipos de publicidad. 
F) Impresión de listas e imprenta. 


G 


ue 


Infraestructura de locales y transportes. 


El no cumplimiento de lo preceptuado en este artículo aparejará que no 
se abonen las sumas de contribuciones del Estado al partido al que pertenezca 
el infractor. 
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Artículo 2*.- Al 2 de mayo de 2005 los candidatos a Intendente deberán 
realizar la declaración jurada prevista en el artículo 1%, indicándose lo gastado y 
a gastar por cada lista que acompañe la candidatura a Intendente. 
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Ley N* 17.829, 
de 18 de setiembre de 2004 


REGIMEN DE RETENCIONES A LOS SALARIOS Y PASIVIDADES 


Artículo 1%.- En las retenciones sobre retribuciones salariales y 
pasividades tendrán prioridad las dispuestas por Juez competente destinadas a 
servir pensiones alimenticias y luego, por su orden, las siguientes: 


A) Retenciones por concepto de servicio de garantía de alquileres provisto por 
la Contaduría General de la Nación, por las compañías de seguros 
autorizadas a funcionar por el Banco Central del Uruguay o por cualquier 
otra entidad habilitada al efecto. 


B) Cuota sindical. 


C) Cuotas correspondientes a créditos otorgados por la División Crédito Social 
del Banco de la República Oriental del Uruguay. 


D) Cuotas correspondientes a créditos concedidos por el Banco Hipotecario 
del Uruguay, la Agencia Nacional de Vivienda y la Comisión Honoraria pro 
Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre (MEVIR - Doctor Alberto 
Gallinal Heber). 


E) Cuotas correspondientes a la contratación de seguros de vida colectivos 
con el Banco de Seguros del Estado u otras compañias de seguros 
autorizadas a funcionar por el Banco Central del Uruguay. 


F) Cuotas de afiliación a instituciones de asistencia médica colectiva u otras 
instituciones de asistencia médica de régimen de prepago. 


G) Cuotas correspondientes a Créditos de Nómina otorgados por las 
instituciones habilitadas a tales efectos y a actos cooperativos realizados 
por sus socios en Cooperativas de Consumo con autorización legal a 
retención de haberes. 


Quedan incluidas dentro de lo previsto en el literal D) anterior las 
retenciones solicitadas por el Ministerio de Defensa Nacional derivadas de los 
préstamos con destino a vivienda otorgados al personal del Inciso en actividad, 
retirados, pasivos y pensionistas. 


En caso de concurrencia de operaciones en un mismo nivel de prioridad, 
prevalecerá la operación comunicada con anterioridad ante la empresa o entidad 
obligada a retener. La reglamentación establecerá la fecha que corresponda a 
las operaciones de tracto sucesivo con comunicación mensual, 


Fuente: Ley N* 19.210, de 29 de abril de 2014, artículo 32. 


Artículo 2*.- Entre las demás retenciones sobre retribuciones salariales y 
pasividades que presenten las cooperativas y las asociaciones civiles habilitadas 
a tales efectos, el orden de prioridad estará dado por la antigúedad en que la 
institución que ordena la retención hubiere hecho valer el derecho de fuente 
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legal, en cada empresa u organismo público o privado que oficie como agente 
de retención. 


Cuando la retención se origine en el otorgamiento de un crédito en efectivo 
o en el financiamiento en cuotas de la venta de productos o prestación de 
servicios, dicha operación se denominará Crédito con Retención de Haberes. En 
estos casos, las instituciones solo podrán hacer uso de dicho derecho de fuente 
legal en aquellas operaciones cuya tasa de interés implícita, en los términos 
definidos en la Ley N* 18.212, de 5 de diciembre de 2007, a la fecha de 
concreción de la operación, no supere en un porcentaje mayor a 30% (treinta 
por ciento) la tasa media de interés de los créditos al consumo a que hace 
referencia el literal A) del inciso tercero del artículo 12 de la mencionada ley, 
considerando monedas y plazos similares. En el caso de créditos hipotecarios 
de vivienda, se tomará como referencia la tasa media de interés de los créditos 
para vivienda informada por el Banco Central del Uruguay (BCU), 


Las instituciones a las que refieren los incisos anteriores del presente 
artículo también podrán ofrecer créditos sin hacer uso de dicho derecho de 
fuente legal, en cuyo caso serán de aplicación los topes máximos de interés 
previstos en el artículo 11 de la Ley N* 18.212, modificativas y concordantes, 
computados sobre la tasa media de interés de los créditos al consumo a que 
hace referencia el literal B) del inciso tercero del artículo 12 de la mencionada 
ley. En el caso de créditos hipotecarios de vivienda se tomará como referencia 
la tasa media de interés de los créditos para vivienda informada por el BCU. 


Fuente. Ley N” 19.210, de 29 de abril de 2014, artículo 33. 


Artículo 3%.- Ninguna persona física podrá percibir por concepto de 
retribución salarial o pasividad una cantidad en dinero inferior al 30% (treinta por 
ciento) del monto nominal, deducidos los impuestos a las rentas y sus 
correspondientes anticipos, y las contribuciones especiales de seguridad social. 
Dicho porcentaje se elevará a 35% (treinta y cinco por ciento) a partir del 1* de 
enero de 2015, a 40% (cuarenta por ciento) a partir del 1? de enero de 2016, a 
45% (cuarenta y cinco por ciento) a partir del 1” de enero de 2017 y a 50% 
(cincuenta por ciento) a partir del 1” de enero de 2018. En el caso de las 
retenciones previstas en el literal A) del artículo 1* de la presente ley y de las 
correspondientes a los actos cooperativos a los que refiere el literal G) del 
mismo, dicho porcentaje se mantendrá en 30% (treinta por ciento). 


Fuente. Ley N” 19.210, de 29 de abril de 2014, articulo 34. 


Artículo 4?.- Ninguna empresa o institución pública o privada podrá 
efectuar retenciones sobre retribuciones salariales o pasividades que no cuenten 
con autorización legal. 


Artículo _5%.- Se requerirá expreso consentimiento del titular de las 
retribuciones salariales y de pasividades a que hace referencia esta norma, para 
poder efectuar las retenciones que se establecen en la legislación. 


Se exceptúan de esta disposición todas las retenciones preceptuadas por 
Juez competente. 
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Artículo 6*.- Las instituciones de cualquier naturaleza que cuenten con 
autorización legal para disponer retenciones sobre salarios y pasividades, 
podrán ejercer únicamente dicha facultad respecto de operaciones 
expresamente incluidas en su normativa habilitante. 


Artículo 7*.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del tercer 
mes de su publicación en el Diario Oficial. 
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Ley N* 18,485, 
de 11 de mayo de 2009 


PARTIDOS POLÍTICOS 
SE DICTAN NORMAS QUE REGULAN SU FUNCIONAMIENTO 
Capítulo | 
De los Partidos Políticos 
Sección 1* 


Disposiciones generales 


Artículo_1%.- Declárase de interés nacional para el afianzamiento del 
sistema democrático republicano la existencia de partidos políticos y su libre 
funcionamiento. 


Artículo 2".- A tales efectos el Estado contribuirá a solventar los gastos de 
los partidos políticos en su funcionamiento; los que pudieren demandarles la 
participación en elecciones nacionales y departamentales (numeral 9” del 
artículo 77 de la Constitución de la República); en las elecciones internas 
(numeral 12 del artículo 77 de la Constitución de la República); y, cuando 
correspondiere, también contribuirá a cubrir los gastos en que pudieren incurrir 
los candidatos participantes en una segunda elección (inciso primero del artículo 
151 de la Constitución de la República). 


Artículo _3%- A los efectos de esta ley, los partidos políticos son 
asociaciones de personas sin fines de lucro, que se organizan a los efectos del 
ejercicio colectivo de la actividad política en todas sus manifestaciones (artículo 
39 de la Constitución de la República). 


Ningún partido político podrá ser patrimonio de persona, familia o grupo 
económico alguno. 


Cada partido político se dará la estructura intema y modo de 
funcionamiento que decida, sin perjuicio de las disposiciones de carácter general 
establecidas en la Constitución y leyes de la República. 


Artículo 4%.- Los partidos políticos deberán estar inscriptos en la Corte 
Electoral, de conformidad con el reglamento que a esos efectos dictará dicho 
organismo. 


También deberán inscribirse los sectores internos y sus listas electorales 
que, al amparo de la carta orgánica respectiva, existan dentro de cada partido 
político. 
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Artículo 5% - El patrimonio de los partidos políticos y el de sus sectores 
internos, cuando correspondiere, se integrará con los bienes y recursos que 
autoricen su carta orgánica y que no prohíba la ley. 


Los bienes adquiridos con fondos partidarios, del sector interno o a título 
gratuito, deberán inventariarse y, en su caso, escriturarse a nombre del partido 
político o del sector, y estarán exonerados de todo tributo nacional siempre que 
se encontraren afectados, en forma exclusiva, a las actividades específicas del 
partido político o del sector interno. 


La adquisición, gravamen, enajenación o ejercicio del derecho de 
propiedad de todo inmueble de los partidos políticos o sus sectores internos, 
estarán exentos de todo tributo nacional, 


Artículo 6%.- Los sectores intemos, agrupaciones políticas o listas de 
carácter nacional o departamental podrán abrir cuentas bancarias en cualquier 
institución del sistema financiero nacional, para el cumplimiento de sus fines, 
estando exonerados de todo tributo a esos efectos. 


Sección 2* 
De la constitución de los partidos políticos 


Artículo 7*.- Las personas que quieran fundar un partido político deberán 
comparecer ante la Corte Electoral y presentar: 


1%) Acta original de fundación o copia autenticada de la misma, en la cual 
deberá constar, necesariamente, el nombre del partido político, 
estatuto y nómina de las autoridades partidarias provisorias. 


2%) Las firmas de por lo menos el 0,5 %o del total de ciudadanos 
habilitados para votar en la última elección nacional, los que 
manifestarán expresamente su adhesión al partido político proyectado 
y su programa de principios. 


3%) Domicilio legal. 
4) Carta de principios. 


5%) Nombramiento de dos o más delegados ante la Corte Electoral a los 
efectos de la prosecución del trámite. 


Artículo 8*.- Presentada la solicitud de inscripción se efectuarán 
publicaciones durante 5 (cinco) días hábiles en el Diario Oficial, en otro de 
circulación nacional y en una página electrónica oficial, en las que se dará cuenta 
del nombre del partido político o del lema, sus autoridades partidarias provisorias 
y el domicilio legal en el que se tendrá a disposición de los interesados el 
programa de principios y los estatutos. 
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Cualquier ciudadano o persona inscripta en el Registro Cívico Nacional que 
tuviere objeciones para hacer deberá efectuarlas ante la Corle Electoral dentro 
de 10 (diez) días corridos perentorios a contar desde la última publicación. 


Recibida la objeción se dará traslado a los interesados, los cuales 
dispondrán de diez días corridos perentorios para su evacuación, a partir de la 
notificación personal a los apoderados de acuerdo con lo previsto en el artículo 
anterior. 


Evacuado el traslado o vencido el plazo, la Corte Electoral deberá resolver 
la controversia, de acuerdo con los procedimientos establecidos en el artículo 
326 de la Constitución, dentro de los 15 (quince) días hábiles perentorios 
siguientes. Si vencido el término no hubiese resolución, la o las objeciones se 
tendrán por rechazadas 


Si la o las objeciones fuesen acogidas, se dará noticia a los interesados 
para que, en caso de ser posible, se efectúen las correcciones correspondientes 
o en su imposibilidad se rechace la inscripción, todo esto con noticia a los 
interesados. 


Contra la resolución de la Corte Electoral sólo cabe el recurso de reposición 
el que deberá plantearse dentro de los 5 (cinco) días hábiles siguientes a la 
notificación y resolverse dentro de los 10 (diez) días corridos siguientes a su 
interposición. 


Resueltos los recursos o vencido el término para su interposición, la Corte 
Electoral dispondrá de 15 (quince) días hábiles perentorios para dar por 
aceptada la inscripción y así lo hará saber a los interesados. 


La inscripción aceptada del partido político le otorga a éste personería 
jurídica a los efectos de los objetivos de la presente ley. 


Artículo 9*.- La solicitud de inscripción de un partido político podrá hacerse 
en cualquier momento. Para poder participar en la elección nacional siguiente 
deberá hacerse con la antelación que determine la Corte Electoral. 


Sección 3* 
Del nombre de los partidos políticos 


Artículo 10.- Cada partido político se identificará con el nombre que desee. 
No obstante, no podrán utilizar nombres originales o sus derivados que 
representen símbolos o denominaciones que puedan confundirse con partidos 
políticos preexistentes. 


Artículo 11.- Únicamente el partido político podrá usar su propio nombre 
como lema en elecciones nacionales o departamentales y en las elecciones 
internas. Asimismo, podrá prescindir de éste utilizando un lema distinto a su 
denominación, sin que ello implique renuncia alguna ni posibilidad de uso del 
nombre por terceros. Sin embargo, cada partido político deberá registrarse con 
un solo nombre y solamente éste gozará de protección legal. El mismo será 
siempre de alcance nacional y no podrá ser exclusivamente departamental. 


1 de noviembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 91-C.S. 


La referencia al "lema" debe entenderse en el sentido establecido en el 
artículo 9? de la Ley N* 7.812, de 16 de enero de 1925. 


La utilización del nombre del partido político estará siempre sujeta a lo que 
decidan sus autoridades partidarias. 


Sección 4*? 
De la constitución de fundaciones 


Artículo 12.- Los partidos políticos, sus sectores internos o agrupaciones 
electorales podrán constituir o participar en fundaciones con la única finalidad de 
promover actividades académicas, culturales, educativas y de difusión de ideas, 
así como la financiación de estudios y proyectos sobre la realidad nacional, 
regional e internacional. 


Para las situaciones no previstas en la presente sección las fundaciones 
constituidas al amparo de lo dispuesto en el inciso anterior se regularán de 
acuerdo con el régimen establecido en la Ley N* 17.163, de 1* de setiembre de 
1999. 


Artículo _13.- Estas fundaciones, a efectos de cumplir con los fines 
previstos en el artículo anterior, podrán captar recursos provenientes de: 


A) El Estado uruguayo, cuando así lo determine la ley. 
B) El propio partido político patrocinante. 


C) Fundaciones nacionales o internacionales. 
D) Organismos de cooperación internacional. 
E) Personas físicas o jurídicas con las limitaciones de la presente ley. 


Artículo 14.- Las fundaciones reguladas en la presente sección no podrán 
donar o ceder recursos financieros a los partidos políticos y tendrán prohibida la 
captación de recursos con fines de publicidad electoral. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 12 de la 
presente ley, en caso de liquidación de la fundación, los bienes remanentes 
nunca podrán ser destinados a un partido político. 


Capítulo Il 
De las campañas electorales 
Sección 1* 
De los responsables de campaña 


Artículo 15.- Los candidatos presidenciales resultantes de las elecciones 
internas o de las convenciones correspondientes deberán presentar ante la 
Corte Electoral, al menos 30 (treinta) días antes de la fecha establecida para la 
elección nacional, el programa de gobierno o plataforma electoral con el que se 
presentan ante la ciudadanía. 


92-C.S. CÁMARA DE SENADORES 1 de noviembre de 2017 


Dentro de los 10 (diez) días de recibidos los programas respectivos la Corte 
Electoral deberá proceder a su publicación en el Diario Oficial y en una página 
electrónica oficial. 


Artículo 16.- Los candidatos referidos en el artículo precedente deberán 
designar, dentro del plazo de 15 (quince) días contados a partir de su 
proclamación, un comité de campaña integrado por tres responsables del mismo 
como mínimo. 


Los miembros del comité de campaña serán responsables, conjunta y 
solidariamente por la observancia de la presente ley, dentro de las competencias 
que la misma les atribuye, y cesarán en sus actividades una vez transcurridos 
120 (ciento veinte) dias de haber dado cumplimiento a la presentación de la 
rendición de cuentas establecida en el artículo 34 de la presente ley. 


Artículo _17.- El comité de campaña deberá llevar registros contables 
específicos de la campaña electoral, en los que se registren todas las 
contribuciones recibidas -cualquiera sea su origen o naturaleza, pública o 
privada- y los gastos efectuados, con la documentación respectiva que respalde 
la información registrada. 


Toda cesión de derechos sobre las contribuciones del Estado deberá 
quedar registrada en la contabilidad de la campaña. 


El comité de campaña estará obligado a informar sobre todas las 
donaciones y contribuciones que se perciban, con indicación de su origen, que 
remitirá a la Corte Electoral 30 (treinta) días antes de cada elección. 


Artículo 18.- Los responsables de campaña de las listas de candidatos a 
Senadores, Diputados y Ediles serán los dos primeros titulares de las mismas y 
deberán cumplir con las obligaciones que, para el comité de campaña, se 
establecen en el artículo 17 de la presente ley. 


Artículo 19.- Los candidatos a Intendentes deberán cumplir con todas las 
obligaciones establecidas para los candidatos a la Presidencia de la República 
contenidas en esta sección. 


Sección 2* 
Del financiamiento público 


Artículo 20.- La contribución del Estado para los gastos de la elección 
nacional, será el equivalente en pesos uruguayos al valor de 87 Ul (ochenta y 
siete unidades indexadas) por cada voto válido emitido a favor de las 
candidaturas a la Presidencia de la República y, para el caso de la segunda 
elección, será una suma equivalente a 10 Ul (diez unidades indexadas). 


Para las elecciones departamentales, el valor será equivalente a 13 Ul 
(trece unidades indexadas) por cada voto válido emitido a favor de cada una de 
las candidaturas a Intendente Municipal. 
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En las elecciones internas la contribución del Estado ascenderá a 13 Ul 
(trece unidades indexadas) por cada voto válido emitido a favor de las 
candidaturas. 


Artículo 21 - La suma total que corresponda a cada candidatura a la 
Presidencia de la República será distribuida en la forma y en los porcentajes 
siguientes: 


A) 


B) 


C) 


El 20% (veinte por ciento) será entregado al candidato a la 
Presidencia de la República 


El 40% (cuarenta por ciento) será distribuido entre todas las listas de 
candidatos a Senadores del lema, entregándose el importe 
correspondiente al primer titular de cada una de ellas. La distribución 
se hará en forma proporcional a los votos obtenidos por cada lista al 
Senado. 


El 40% (cuarenta por ciento) será distribuido entre todas las listas de 
candidatos a la Cámara de Representantes del lema, entregándose el 
importe correspondiente al primer titular de cada una de ellas. La 
distribución se hará en forma proporcional a los votos obtenidos por 
cada lista a la Cámara de Representantes. 


Artículo 22.- La suma total que corresponda a cada candidato o candidata 
en la segunda elección será entregada a cada uno de ellas o ellos. 


Artículo 23.- La suma total que corresponda a las candidaturas a la 
Intendencia Municipal de cada lema será distribuida en la forma y los porcentajes 
siguientes: 


A) El 60% (sesenta por ciento) será entregado a los candidatos a 


B) 


Intendente Municipal del lema, en forma proporcional a los votos 
recibidos. 


El 40% (cuarenta por ciento) será distribuido entre todas las listas de 
candidatos a las Juntas Departamentales del lema, entregándose el 
importe correspondiente al primer titular de cada una de ellas. La 
distribución se hará en forma proporcional a los votos obtenidos por 
cada lista. 


Artículo 24.- La suma total que corresponda a cada candidatura en la 
elección interna será distribuida en la forma y en los porcentajes siguientes: 


A) 


B) 


El 40% (cuarenta por ciento) será entregado al postulante a candidato 
a Presidente en la lista. 


El 40% (cuarenta por ciento) será distribuido entre todas las listas de 
candidatos al órgano nacional que apoyaron esa precandidatura, 
entregándose el importe correspondiente al primer titular de cada una 
de ellas. La distribución se hará en forma proporcional a los votos 
obtenidos por cada lista. 
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C) El 20% (veinte por ciento) será distribuido entre todas las listas de 
candidatos al órgano departamental que apoyaron esa 
precandidatura, entregándose el importe correspondiente al primer 
titular de cada una de ellas. La distribución se hará en forma 
proporcional a los votos obtenidos por cada lista. 


Artículo 25.- La contribución del Estado dispuesta en el artículo 20 de la 
presente ley será depositada en el Banco de la República Oriental del Uruguay 
en una cuenta especial. 


El Banco de la República Oriental del Uruguay entregará las cantidades 
correspondientes a las personas indicadas en los artículos 21 a 24 de la presente 
ley, según correspondiere, mediando información de la Corte Electoral sobre los 
resultados de las elecciones. 


Dichas personas podrán hacerse representar ante el Banco de la República 
Oriental del Uruguay a los efectos de la percepción de las sumas mencionadas, 
mediante carta poder con la firma certificada notarialmente. 


Artículo 26.- La entrega del 80% (ochenta por ciento) de las cantidades 
que establecen los artículos 21 a 24 de la presente ley se efectuará dentro de 
los 15 (quince) días siguientes a la realización de la elección. 


El complemento del 20% (veinte por ciento) se entregará dentro de los 30 
(treinta) días siguientes a la proclamación por la Corte Electoral de los resultados 
del acto eleccionario, quedando pendiente el pago hasta tanto se cumplan los 
requisitos establecidos en la Sección 4* de la presente ley. 


Artículo 27.- Las personas indicadas en los artículos 21 a 24 de la presente 
ley podrán ceder total o parcialmente sus derechos a la percepción de las 
cantidades que les correspondan a favor del Banco de la República Oriental del 
Uruguay o de instituciones o empresas privadas o personas físicas. 


Las cesiones de derechos deberán ser notificadas por los cesionarios al 
Banco de la República Oriental del Uruguay en la forma que éste determine. 


Artículo 28.- Dentro de los 60 (sesenta) días que preceden a la elección, 
el Banco de la República Oriental del Uruguay podrá adelantar a los candidatos 
mencionados en el artículo 20 de la presente ley, hasta un 50% (cincuenta por 
ciento) de las sumas que presumiblemente deberán recibir, de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 21 a 24 de la presente ley, según correspondiere. 


Para la determinación del monto de aquel porcentaje el Banco de la 
República Oriental del Uruguay tendrá en cuenta, en primera instancia, el 
número de votos obtenidos en la elección anterior, nacional o departamental, 
según correspondiere, por dichos partidos políticos o sectores internos o listas 
de candidatos. 


En segundo término, cuando así correspondiere o le fuere más favorable al 
beneficiario, el porcentaje de votos obtenidos en la elección interna. 


1 de noviembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 95-C.S. 


Los anticipos dispuestos en el inciso primero del presente artículo no 
devengarán intereses. 


El Banco de la República Oriental del Uruguay comunicará a la Corte 
Electoral a sus efectos, el detalle y el monto de los anticipos que efectúe. 


El citado banco, por resolución fundada, podrá no efectuar anticipos cuando 
entienda que los elementos de juicio de que dispone no son suficientes para 
establecer el cálculo presuntivo a que refiere el inciso primero del presente 
artículo. 


Artículo 29.- Las sumas que adelantare el Banco de la República Oriental 
del Uruguay en función de lo dispuesto en el artículo anterior se descontarán del 
monto total de la contribución a percibir por los beneficiarios. 


Artículo 30.- En caso que las sumas definitivas a percibir por concepto de 
la contribución establecida en la presente ley no fueran suficientes para cubrir 
los importes adelantados, el Banco de la República Oriental del Uruguay, para 
cobrar el saldo, ejercerá las acciones que por derecho correspondan. 


Sección 3* 
Del financiamiento privado 


Artículo 31.- Las donaciones que reciban los partidos políticos o sectores 
internos o listas de candidatos a efectos de sus campañas electorales no podrán 
exceder para cada uno de ellos y por cada donante, la cantidad de 300.000 Ul 
(trescientas mil unidades indexadas) y deberán ser siempre nominativas. Se 
entenderá por tales aquéllas en donde queden registrados con toda precisión el 
nombre y demás datos identificatorios del donante. 


Cuando se registre una donación de servicios o materiales, además del 
nombre del donante, se asentará un valor estimado de los mismos. 


En ningún caso tales donaciones podrán deducirse a efectos fiscales. 


Cuando el aporte sea realizado por un candidato a un cargo electivo éste 
podrá triplicar el monto establecido en el inciso primero. Dicho límite no regirá 
para el primer titular de cada lista. 


Artículo 32.- Todo aporte o contribución a la campaña electoral de las 
preceptuadas en la presente ley debe ser depositado en cuenta bancaria abierta 
especialmente para la financiación de la misma. 


Sección 4* 
De los controles en la campaña electoral 


Artículo 33.- El comité de campaña estará obligado a presentar a la Corte 
Electoral, 30 (treinta) días antes de celebrarse la elección nacional, un 
presupuesto inicial de campaña en donde se detallarán los gastos e ingresos 
previstos en términos generales así como los detalles de las donaciones 
recibidas hasta la fecha. 
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Artículo 34.- Dentro de los 90 (noventa) días posteriores a la celebración 
del acto eleccionario, el comité de campaña deberá presentar a la Corte Electoral 
una rendición de cuentas definitiva en la que se especificarán los ingresos y 
egresos de la campaña, así como el origen de los fondos utilizados. 


Los candidatos que participen de la segunda vuelta electoral harán un 
complemento de esa rendición de cuentas teniendo 30 (treinta) días adicionales 
del plazo preceptuado. 


Artículo 35.- Las mismas obligaciones deberán ser cumplidas por los 
responsables de campaña de las listas al Senado, a la Cámara de 
Representantes y a las Juntas Departamentales. 


Artículo _36.- Las rendiciones de cuentas presentadas ante la Corte 
Electoral tendrán carácter público y podrán ser consultadas por cualquier 
persona, sin limitación alguna. Asimismo se publicará un resumen de la rendición 
de cuentas en el Diario Oficial y en una página electrónica oficial. 


Artículo 37.- Sólo se autorizarán los pagos de saldos de contribuciones del 
Estado, de acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 26 de la 
presente ley, a los partidos políticos que hayan presentado su rendición de 
cuentas. 


Artículo 38.- Los responsables de campaña que omitan el envío de la 
rendición de cuentas dentro de los plazos establecidos por esta ley serán 
sancionados con una multa de 5.000 Ul (cinco mil unidades indexadas) por cada 
día de atraso, hasta que se verifique la entrega. La multa será aplicada por la 
Corte Electoral la cual estará facultada, en caso que el responsable sancionado 
no la haga efectiva, a proceder a retener los montos de las sumas que la lista 
infractora tuviere a percibir del Estado por su participación en las elecciones o 
de las contribuciones permanentes. 


Capítulo 111 
De los costos de funcionamiento 
Sección 1* 
Del financiamiento público permanente 


Artículo 39.- El Estado aportará a los partidos políticos con representación 
parlamentaria una partida anual equivalente al valor de 4 Ul (cuatro unidades 
indexadas) por cada voto obtenido en la última elección nacional. La misma se 
hará efectiva a través del Poder Legislativo en doce cuotas mensuales, iguales 
y consecutivas, estimadas en unidades indexadas. 


La autoridad partidaria distribuirá mensualmente las partidas recibidas 
entre los sectores y listas de candidatos (ambos con representación 
parlamentaria), dejando para el funcionamiento del partido político un monto que 
nunca podrá ser inferior al 20% (veinte por ciento). 
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Artículo 40.- Los gastos previstos en los artículos 20 y 39 de la presente 
ley serán financiados con cargo a Rentas Generales. 


Sección 2” 
Del financiamiento privado 


Artículo 41.- Las donaciones de las personas físicas o jurídicas a los 
partidos políticos, sectores internos o listas de candidatos, para su 
funcionamiento permanente, se realizarán en las condiciones y con las 
excepciones que se establecen en esta ley. Las donaciones deberán quedar 
registradas en la contabilidad de los partidos políticos, sectores internos o listas 
de candidatos y en ningún caso podrán deducirse a efectos fiscales. 


Cuando se registre una donación de servicios o materiales, además del 
nombre del donante, se asentará un valor estimado de los mismos. 


Artículo _42.- Las donaciones de las personas fisicas a los tesoros 
partidarios o a los sectores internos para el funcionamiento de los mismos 
tendrán el carácter de descuento legal de sus haberes cuando mediare 
autorización expresa del mismo. 


Artículo _43.- Las donaciones que reciban los partidos políticos, sus 
sectores internos o listas de candidatos no podrán exceder la cantidad de 
300.000 Ul (trescientas mil unidades indexadas) por cada donante en el año civil, 
Las mismas deberán ser siempre nominativas, salvo las excepciones 
establecidas en el artículo anterior, entendiéndose por tales aquéllas en las que 
queden registrados con toda precisión el nombre y demás datos identificatorios 
del donante. 


Cuando el donante fuere integrante de un órgano nacional o departamental 
del partido político, sector interno o lista de candidatos, o tuviere la calidad de 
Senador, Diputado, Intendente, Edil o Ministro, podrá triplicar el monto 
establecido en el inciso anterior. 


Los fondos de los partidos políticos deberán depositarse en un banco a 
nombre del partido político, del sector interno o de la lista de candidatos y a la 
orden de las autoridades que se determinen en su carta orgánica o en sus bases 
constitutivas. 


Artículo _44.- Las empresas concesionarias de servicios públicos que 
mantengan relaciones contractuales con el Estado, formalizadas mediante 
contratación directa o adjudicación de licitación, podrán realizar donaciones o 
contribuciones a los partidos políticos, sus sectores internos o listas de 
candidatos, por un monto que no exceda las 10.000 Ul (diez mil unidades 
indexadas) anuales. 


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente podrán ceder a título gratuito 
servicios o materiales especificos de su giro. 


Para aquellas contribuciones o donaciones reguladas en la Sección 3* del 
Capítulo || de la presente ley se regirán por los límites allí establecidos. 
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Capítulo IV 
Prohibiciones y sanciones 
Sección 1* 
Prohibiciones 


Artículo 45.- Los partidos políticos o sus sectores internos o listas de 
candidatos no podrán aceptar directa o indirectamente: 


A) Contribuciones o donaciones anónimas, con excepción de aquellas 
que no superen las 4.000 Ul (cuatro mil unidades indexadas). En 
ningún caso la suma de donaciones anónimas podrá exceder el 15% 
(quince por ciento) del total de ingresos declarados en la rendición 
de cuentas anual. 


B) Contribuciones o donaciones de organizaciones delictivas O 
asociaciones ilícitas. 


C) Contribuciones o donaciones de empresas concesionarias o 
adjudicatarias de obras públicas. 


D) Contribuciones o donaciones de asociaciones profesionales, 
gremiales, sindicales o laborales de cualquier tipo. 


E) Contribuciones o donaciones de gobiemos, entidades extranjeras o 
fundaciones. 


F) Contribuciones o donaciones de personas en situación de 
subordinación administrativa o relación de dependencia que se 
realicen por imposición o abuso de su superioridad jerárquica. 


G) Contribuciones o donaciones provenientes de personas públicas no 
estatales. 


Sección 2* 
Sanciones 


Artículo 46.- Los partidos políticos, sectores internos o listas de candidatos 
que contravengan las disposiciones establecidas en la Sección anterior, serán 
sancionados con una multa equivalente al doble del monto de la donación o 
contribución ilícitamente aceptada o del gasto no registrado. Dicho monto podrá 
ser descontado de los derechos de reposición de los gastos de campaña que 
pudieren corresponder por su participación en comicios nacionales oO 
departamentales y en las elecciones internas, así como de aquellos fondos a los 
que pudieren acceder por la aplicación del artículo 39 de la presente ley. 


En caso de violación de lo dispuesto en el artículo 44 y literales A), B), C), 
D) y G) del artículo 45 de la presente ley, los donantes serán sancionados con 
una multa cuyo monto podrá ser entre dos y diez veces el valor de lo ilícitamente 
donado. 
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Artículo 47.- Ante el incumplimiento reiterado por parte de algún partido 
político, sectores internos o listas de candidatos de las disposiciones 
establecidas en la presente ley, la Corte Electoral podrá disponer la suspensión, 
hasta por un año, de la entrega de las partidas establecidas en el artículo 39 de 
la presente ley. 


Artículo _48.- En el caso de trasgresión de la prohibición prevista en el 
artículo 44 y literal C) del artículo 45 de la presente ley, la Corte Electoral lo 
comunicará al órgano estatal que haya concedido el servicio o adjudicado la 
obra, el cual atendiendo al interés del Estado, deberá: 


A) Si se tratare de obra, determinar que en el futuro la empresa, o ésta y 
sus directivos responsables, no serán tenidos en cuenta para nuevas 
adjudicaciones. 


B)  Sise tratare de concesión de servicio, declararla precaria o extinguida 
dentro de los ciento ochenta días de recibida la comunicación de la 
Corte Electoral, sin perjuicio de la sanción prevista en el literal anterior. 


Artículo 49.- Las sanciones a que refiere el presente texto serán aplicadas 
por la Corte Electora!, la cual procederá de oficio o por denuncia fundada de 
parte. 


La resolución firme que contenga la sanción con cantidad líquida, 
constituirá -en su caso- título ejecutivo. 


Artículo 50.- Recibida la denuncia o resuelta de oficio la iniciación de los 
procedimientos, la Corte Electoral dispondrá las diligencias indagatorias y 
probatorias que estime convenientes. A dichos efectos queda relevado el secreto 
bancario previsto en el artículo 25 del Decreto-Ley N* 15.322, de 15 de setiembre 
de 1982, para los involucrados en la denuncia, debiendo la Corte Electoral 
solicitar al Juez Letrado en lo Civil el levantamiento del mismo. Una vez relevado 
el secreto bancario, deberán las instituciones financieras brindar todas las 
informaciones que les sean requeridas por la Corte Electoral, relacionadas con 
las cuentas bancarias de los partidos políticos, sectores internos, listas de 
candidatos, de sus dirigentes y de los particulares y empresas donantes. 


Concluidas las mismas se dará vista a los interesados -denunciantes y 
denunciados- por el término de 10 (diez) días, los que podrán solicitar diligencias 
ampliatorias y serán oídos previamente a dictarse resolución. 


Si al cabo de la averiguación se entendiere que existe mérito para ello, los 
antecedentes se remitirán de oficio a la Justicia penal. 
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Capítulo V 
De la contabilidad y rendición de cuentas 


Artículo 51.- Sin perjuicio de los libros y documentos que determine la carta 
orgánica, cada partido político deberá llevar en forma regular los siguientes libros 


autenticados por la Corte Electoral: 
A) De inventario. 
B) De caja y diario, bajo contralor y firma de profesional idóneo. 


C) De contribuciones y donaciones. 


Artículo 52.- Los partidos políticos deberán presentar a la Corte Electoral, 
dentro de los 120 (ciento veinte) días de vencido el año civil, rendición de cuentas 
detallada de los ingresos y egresos producidos durante el ejercicio. 


Artículo 53.- La Corte Electoral dispondrá, luego de recibida la rendición 
de cuentas, su publicación por el término de un día, en el Diario Oficial y en una 
página electrónica oficial. 


Artículo 54.- En el caso de que un partido político no envíe su rendición de 
cuentas dentro del plazo previsto en el artículo 52 de la presente ley, la Corte 
Electoral suspenderá el pago establecido en el artículo 39 de la presente ley 
hasta que se cumpla con lo dispuesto en dicho artículo. 


Decreto N* 137/010, 
de 23 de abril de 2010 


FUNCIONAMIENTO DE LOS PARTIDOS POLITICOS. 


REGLAMENTACION DEL ARTICULO 39 DE LA LEY N* 18.485 


Reglamentario/a de: Ley N* 18.485, de 11 de mayo de 2009, artículo 39. 


VISTO: lo establecido por el artículo 39 de la Ley N* 18.485 de 11 de mayo de 2009; 


RESULTANDO: l) que la referida norma dispone que el Estado aportará a los partidos 
políticos con representación parlamentaria una partida anual equivalente a cuatro 
Unidades Indexadas por cada voto obtenido en la última elección nacional, 
debiéndose hacer efectiva la misma a través del Poder Legislativo en doce cuotas 
iguales, mensuales y consecutivas; 


11) que por Oficio N* 5357 de 23 de diciembre de 2009 la Corte Electoral comunicó los 
resultados oficiales a los que corresponde atenerse; 


CONSIDERANDO: que es necesario establecer la reglamentación que haga posible 
la liquidación correspondiente, cuya erogación será de cargo de Rentas Generales; 


ATENTO: a lo expuesto y a lo dispuesto en la disposición legal precitada; 
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EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
DECRETA: 


Artículo 1*.- Establécese como fecha de nacimiento de la obligación por parte del 
Estado de realizar el aporte establecido en el artículo 39 de la Ley N” 18.485 de 11 
de mayo de 2009, la del 1? de junio de 2009. 


Artículo 2.- La partida anual en Unidades Indexadas correspondiente a cada partido 
con representación parlamentaria se calculará multiplicando por cuatro el número de 
votos obtenidos por cada partido conforme el comunicado remitido por la Corte 
Electoral referido en el Resultando 11) del presente decreto. 


Artículo 3.- A los efectos del cálculo del importe de cada una de las doce cuotas 
mensuales en que habrá de hacerse efectiva la referida partida anual, se tomará el 
valor de la Unidad Indexada correspondiente al último día del mes inmediato anterior 
a aquel en que deba realizarse el pago. El Poder Legislativo comunicará al Ministerio 
de Economía y Finanzas el número de cuenta en la cual se depositarán los fondos. 


- El monto a abonarse por el periodo 1* de junio de 2009 a 14 de febrero 
de 2010, será calculado considerando para cada uno de los meses el valor de la 
Unidad Indexada conforme viene de expresarse en el artículo tercero que antecede, 
sobre la base del resultado de la elección nacional de octubre de 2004 y se abonará 
en una sola partida en el mes de abril de 2010. 


Artículo 5.- Comuníquese a la Asamblea General, a la Corte Electoral y publíquese. 
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Ley N* 18,494, 
de 5 de junio de 2009 


CONTROL Y PREVENCIÓN DE LAVADOS DE ACTIVOS Y 
DEL FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO 


MODIFICACIONES 


2 - Sustitúyense los artículos 1% 2%, 3, 6%, 7%, 8%, 14, 16 y 19 de 
la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 1*.- Todas las personas físicas o jurídicas sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay estarán obligadas a informar las transacciones, 
realizadas o no, que en los usos y costumbres de la respectiva actividad 
resulten inusuales, se presenten sin justificación económica o legal evidente 
o se planteen con una complejidad inusitada o injustificada. También deben 
ser informadas las transacciones financieras que involucren activos sobre 
cuya procedencia existan sospechas de ilicitud, a efectos de prevenir el delito 
de lavado de activos tipificado en los artículos 54 y siguientes del Decreto- 
Ley N” 14.294, de 31 de octubre de 1974 -incorporados por el artículo 5? de 
la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998- y de prevenir asimismo el delito 
tipificado en el artículo 16 de la presente ley. En este último caso, la 
obligación de informar alcanza incluso a aquellas operaciones que -aun 
involucrando activos de origen lícito- se sospeche que están vinculadas a las 
personas físicas o jurídicas comprendidas en el artículo 16 de la presente ley 
o destinados a financiar cualquier actividad terrorista. 


La información deberá comunicarse a la Unidad de Información y Análisis 
Financiero (UIAF) del Banco Central del Uruguay, en la forma que éste 
reglamentará. 


La obligación de informar comprenderá asimismo a: ¡) las empresas que 
presten servicios de arrendamiento y custodia de cofres de seguridad, de 
transporte de valores y de transferencia o envío de fondos, ii) los fiduciarios 
profesionales y ¡i¡) las personas físicas o jurídicas que, en forma profesional, 
presten desde Uruguay asesoramiento en materia de inversiones, 
colocaciones y otros negocios financieros a clientes, cualesquiera sea su 
residencia o nacionalidad. La supervisión de la actividad de estos sujetos 
obligados estará a cargo del Banco Central del Uruguay. 


El incumplimiento de la obligación de informar determinará la aplicación, 
según las circunstancias del caso, de las sanciones y medidas 
administrativas previstas en el Decreto-Ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 
1982, con la redacción dada por la Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 
1992 y las modificaciones introducidas por las Leyes N* 17,523, de 4 de 
agosto de 2002 y N* 17.613, de 27 de diciembre de 2002". 
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"ARTÍCULO 2”.- Con las mismas condiciones también estarán sujetos a la 
obligación establecida en el artículo anterior: 


1) los casinos, 


II) las inmobiliarias y otros intermediarios en transacciones que involucren 
inmuebles, 


II) los escribanos, cuando lleven a cabo operaciones para su cliente, 
relacionadas con las actividades siguientes: 


a. compraventa de bienes inmuebles; 
b. administración del dinero, valores u otros activos del cliente; 
c. administración de cuentas bancarias, de ahorro o valores; 


d. organización de aportes para la creación, operación o administración 
de sociedades; 


e. creación, operación o administración de personas jurídicas u otros 
institutos jurídicos y 


f. compraventa de establecimientos comerciales. 
IV) los rematadores, 


V) las personas físicas o jurídicas dedicadas a la compra y la venta de 
antiguedades, obras de arte y metales y piedras preciosos, 


VI) los explotadores de zonas francas, con respecto a los usos y actividades 
que determine la reglamentación; 


VII) las personas físicas o jurídicas que a nombre y por cuenta de terceros 
realicen transacciones o administren en forma habitual sociedades 
comerciales. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer, por vía reglamentaria, los 
requisitos que deberán cumplir estos sujetos obligados, para el registro de 
transacciones, el mantenimiento de los respectivos asientos y la debida 
identificación de los clientes. Cuando los sujetos obligados participen en un 
organismo gremial que por el número de sus integrantes represente 
significativamente a la profesión u oficio de que se trate, el organismo de 
control en materia de lavado de dinero y financiamiento del terrorismo podrá 
coordinar con dichas entidades la mejor manera de instrumentar el 
cumplimiento por parte de los agremiados o asociados de sus obligaciones 
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en la materia. Si no existieran dichas entidades, el órgano de control podrá 
crear comisiones interinstitucionales cuya integración, competencia y 
funcionamiento serán establecidos por la reglamentación. 


El incumplimiento de las obligaciones previstas en el presente artículo 
determinará la aplicación por parte del Poder Ejecutivo de una multa mínima 
de 1.000 Ul (mil Unidades Indexadas) y una multa máxima de 20:000,000 UI 
(veinte millones de Unidades Indexadas) según las circunstancias del caso, 
la conducta y el volumen de negocios habituales del infractor y previo informe 
de la Unidad de Información y Análisis Financiero del Banco Central del 
Uruguay”. 


"ARTÍCULO 3”.- La comunicación será reservada. Ningún sujeto obligado, 
incluyendo las personas relacionadas contractualmente con él, podrá poner 
en conocimiento de las personas participantes o de terceros las actuaciones 
e informes que sobre ellas realicen o produzcan, en cumplimiento de la 
obligación impuesta en los artículos 1?, 2? y 17 de la presente ley. 


Una vez recibido el reporte, la Unidad de Información y Análisis Financiero 
podrá instruir a quien lo haya formulado sobre la conducta a seguir con 
respecto a las transacciones de que se trate y a la relación comercial con el 
cliente. Si en el plazo de tres días hábiles la Unidad no imparte instrucciones, 
el obligado podrá adoptar la conducta que estime más adecuada a sus 
intereses. 


Toda vez que la Unidad de Información y Análisis Financiero reciba un 
reporte de operación sospechosa deberá guardar estricta reserva respecto 
de la identidad del sujeto obligado que lo haya formulado, así como de la 
identidad del firmante del mismo. Esta información sólo será revelada a 
instancias de la justicia penal competente, por resolución fundada, cuando 
ésta entienda que resulta relevante para la causa". 


"ARTÍCULO 6”.- La Unidad de Información y Análisis Financiero, por 
resolución fundada, podrá instruir a las instituciones sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay para que impidan, por un plazo de hasta setenta 
y dos horas, la realización de operaciones sospechosas de involucrar fondos 
cuyo origen proceda de los delitos cuya prevención procura la presente ley. 
La decisión deberá comunicarse inmediatamente a la Justicia Penal 
competente, la cual, consideradas las circunstancias del caso, determinará 
si correspondiere, sin previa notificación, la inmovilización de los activos de 
los participes. La resolución que adopte el Juez Penal competente, sea 
disponiendo o denegando la inmovilización de los fondos, será comunicada 
a la Unidad de Información y Análisis Financiero, la que a su vez deberá 
ponerla en conocimiento de las instituciones sujetas al control del Banco 
Central del Uruguay involucradas”. 


"ARTÍCULO 7*.- Sobre la base del principio de reciprocidad, el Banco Central 
del Uruguay, a través de la Unidad de Información y Análisis Financiero, 
podrá intercambiar información relevante para la investigación de los delitos 
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de lavado de activos y financiación del terrorismo con las autoridades de 
otros Estados que, ejerciendo competencias homólogas, lo soliciten 
fundadamente. Con esa finalidad, podrá además suscribir memorandos de 
entendimiento. Para este efecto, sólo se podrá suministrar información 
protegida por normas de confidencialidad si se cumplen los siguientes 
requisitos: 


A) El organismo requirente se comprometerá a utilizar la información al solo 
y específico objeto de analizar los hechos constitutivos del lavado de 
activos originados en delitos precedentes que estén incluidos en el 
artículo 8%, así como del delito previsto por el artículo 16 de la presente 


ley; 


B) respecto a la información y documentación que reciban, tanto el 
organismo requirente como sus funcionarios, deberán estar sometidos a 
las mismas obligaciones de secreto profesional que rigen para la Unidad 
de Información y Análisis Financiero y sus funcionarios; 


Cc 


-r 


los antecedentes suministrados sólo podrán ser utilizados en un proceso 
penal o administrativo en el Estado requirente, previa autorización de la 
Justicia Penal del país requerido, que se otorgará de acuerdo con las 
normas de cooperación jurídica internacional”. 


"ARTÍCULO 8".- Los delitos tipificados en los artículos 54 a 57 del Decreto- 
Ley N* 14 294, de 31 de octubre de 1974, se configurarán también cuando 
su objeto material sean los bienes, productos o instrumentos provenientes de 
delitos tipificados por nuestra legislación vinculados a las siguientes 
actividades: 


1. crímenes de genocidio, crímenes de guerra y de lesa humanidad 
tipificados por la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006; 


2. terrorismo; 
3. financiación del terrorismo; 


4. contrabando superior a U$S 20,000 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América); 


5. tráfico ilícito de armas, explosivos, municiones o material destinado a su 
producción; 


6. tráfico ilicito de Órganos, tejidos y medicamentos; 


7. tráfico ilícito y trata de personas; 
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8. extorsión; 

9. secuestro; 

10. proxenetismo; 

11. tráfico ilícito de sustancias nucleares; 

12. tráfico ilícito de obras de arte, animales o materiales tóxicos; 
13. estafa; 

14. apropiación indebida; 


15. los delitos contra la Administración Pública incluidos en el Título IV del 
Libro Il del Código Penal y los establecidos en la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998 (delitos de corrupción pública); 


16. quiebra fraudulenta; 
17. insolvencia fraudulenta; 


18. el delito previsto en el artículo 5% de la Ley N* 14.095, de 17 de noviembre 
de 1972 (insolvencia societaria fraudulenta); 


19. los delitos previstos en la Ley N* 17.011, de 25 de setiembre de 1998 y 
sus modificativas (delitos marcarios); 


20. los delitos previstos en la Ley N* 17.616, de 10 de enero de 2003 y sus 
modificativas (delitos contra la propiedad intelectual); 


21. las conductas delictivas previstas en la Ley N* 17.815, de 6 de setiembre 
de 2004, en los artículos 77 a 81 de la Ley N* 18.250, de 6 de enero de 
2008 y todas aquellas conductas ilícitas previstas en 
el ProtocoloFacultativo de la Convención de los Derechos del Niño sobre 
venta, prostitución infantil y utilización en pornografía o que refieren a 
trata, tráfico o explotación sexual de personas; 


22. la falsificación y la alteración de moneda previstas en los artículos 227 y 
228 del Código Penal”. 


"ARTÍCULO 14.- Decláranse de naturaleza terrorista los delitos que se 
ejecutaren con la finalidad de intimidar a una población u obligar a un 
gobierno o a una organización internacional, a realizar un acto o a abstenerse 
de hacerlo mediante la utilización de armas de guerra, explosivos, agentes 
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químicos o bacteriológicos o cualquier otro medio idóneo para aterrorizar a la 
población, poniendo en peligro la vida, la integridad física, la libertad o la 
seguridad de un número indeterminado de personas. La conspiración y los 
actos preparatorios se castigarán con la tercera parte de la pena que 
correspondería por el delito consumado". 


"ARTÍCULO 16.- El que organizare o, por el medio que fuere, directa o 
indirectamente, proveyere o recolectare fondos para financiar una 
organización terrorista o a un miembro de ésta o a un terrorista individual, 
con la intención que se utilicen o a sabiendas que serán utilizados, en todo o 
en parte, en las actividades delictivas descritas en el artículo 14 de la 
presente ley, independientemente de su acaecimiento y aun cuando ellas no 
se desplegaren en el territorio nacional, será castigado con una pena de tres 
a dieciocho años de penitenciaria”. 


"ARTÍCULO 19.- Todas las personas físicas o jurídicas sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay que transporten dinero en efectivo, metales 
preciosos u otros instrumentos monetarios a través de la frontera por un 
monto superior a U$S 10.000 (diez mil dólares de los Estados Unidos de 
América) deberán comunicarlo al Banco Central del Uruguay, en la forma en 
que determinará la reglamentación que éste dicte. 


Toda otra persona que transporte dinero en efectivo, metales preciosos u 
otros instrumentos monetarios a través de la frontera por un monto superior 
a U$S 10.000 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) deberá 
declararlo a la Dirección Nacional de Aduanas, en la forma que determinará 
la reglamentación. 


El incumplimiento de esta obligación determinará, para los sujetos 
comprendidos en el inciso primero del presente artículo, la aplicación de las 
sanciones establecidas en el artículo 1? de la presente ley; para los señalados 
en el inciso segundo, la imposición de una multa por parte del Poder 
Ejecutivo, cuyo máximo podrá ascender hasta el monto de la cuantía no 
declarada, consideradas las circunstancias del caso. 


Constatado el transporte de fondos o valores en infracción a lo dispuesto en 
el presente artículo, la autoridad competente procederá a su detención, 
adoptará inmediatamente las medidas pertinentes a efectos de la instrucción 
del correspondiente procedimiento administrativo y solicitará, dentro de las 
cuarenta y ocho horas hábiles siguientes, las medidas cautelares necesarias 
para asegurar el derecho del Estado al cobro de la multa prevista en el 
inciso precedente. El Juez fijará el término durante el cual se mantendrán las 
medidas decretadas, el que no podrá ser mayor a seis meses y que podrá 
ser prorrogado cuando resultare insuficiente por causas no imputables a la 
Administración. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la 
autoridad competente solicitará inmediatamente la orden judicial de 
incautación, cuando existan sospechas fundadas de que los fondos o valores 
no declarados provienen de alguno de los delitos tipificados en la presente 
ley, aun cuando hayan sido cometidos en el extranjero, bajo la condición de 
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que la conducta constituye también delito en la ley uruguaya. La prueba de 
un origen diverso producida por el titular de los fondos o valores incautados 
determinará la devolución de los mismos, sin perjuicio de las medidas 
cautelares que se dispusieren para asegurar el pago de la multa prevista en 
este artículo. La resolución judicial que deniegue la devolución será apelable, 
aun en etapa presumarial”. 


Artículo 2%.- Sustitúyense los artículos 62 y 63 del Decreto-Ley N* 14,294, de 
31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el artículo 5” de la Ley 
N? 17.016, de 22 de octubre de 1998, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 62. (Medidas cautelares). 


62.1. (Universalidad de la aplicación). El tribunal penal competente adoptará 
por resolución fundada, de oficio o a solicitud de parte, en cualquier estado 
de la causa e incluso en el presumario, las medidas cautelares necesarias 
para asegurar la disponibilidad de los bienes sujetos a eventual decomiso 
como consecuencia de la comisión de cualquiera de los delitos previstos en 
la presente ley o delitos conexos con éstos. 


En el caso de que las medidas cautelares sean adoptadas durante la etapa 
presumarial, éstas caducarán de pleno derecho si, en un plazo de dos años 
contados desde que las mismas se hicieron efectivas, el Ministerio Público 
no solicita el enjuiciamiento. 


62.2. (Procedencia). Las medidas cautelares se adoptarán cuando el tribunal 
penal competente estime que son indispensables para la protección del 
derecho del Estado de disponer de estos bienes una vez decomisados y 
siempre que exista peligro de lesión o frustración del mismo por la demora 
del proceso. 


En ningún caso se exigirá contracautela pero el Estado responderá por los 
daños y perjuicios causados por las medidas cautelares adoptadas, si los 
bienes afectados no son finalmente decomisados. 

La Junta Nacional de Drogas podrá requerir al Ministerio Público que solicite 


la adopción de medidas cautelares sobre los bienes y productos del delito 
que le pudieran ser adjudicados por sentencia. 


62.3. (Facultades del tribunal). El tribunal penal competente podrá: 


a) apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer otra si la entiende 
más eficiente: 


b) establecer su alcance y término de duración; y 
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c) disponer la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar 
adoptada. 


62.4. (Recursos). Las medidas se adoptarán en forma reservada y ningún 
incidente o petición podrá detener su cumplimiento. 


Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas adoptadas en 
forma completa y concreta con motivo de su ejecución, se le notificarán una 
vez cumplidas. 


La providencia que admita, deniegue o modifique una medida cautelar será 
recurrible mediante recursos de reposición y apelación, pero la interposición 
de los mismos no suspenderá su ejecución. 


62.5. (Medidas específicas). El tribunal penal competente podrá disponer las 
medidas que estime indispensables, entre otras, la prohibición de innovar, la 
anotación preventiva de la litis, los embargos y secuestros, la designación de 
veedor o auditor, la de interventor o cualquier otra que sea idónea para el 
cumplimiento de la finalidad cautelar. 


La resolución que disponga una intervención fijará su plazo y las facultades 
del interventor debiéndose procurar, en lo posible, la continuidad de la 
explotación intervenida. El tribunal fijará la retribución del interventor la cual, 
si fuere mensual, no podrá exceder de la que percibiere en su caso un 
gerente con funciones de administrador en la empresa intervenida, la que se 
abonará por el patrimonio intervenido y se imputará a la que se fije como 
honorario final. 


62.6. (Medidas provisionales). El tribunal penal competente podrá adoptar, 
como medida provisional o anticipada, el remate de los bienes que se 
hubieran embargado o, en general, se encontraren sometidos a cualquier 
medida cautelar, que corran riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse o 
desvalorizarse oO cuya conservación irrogue perjuicios o gastos 
desproporcionados a su valor, 


En estos casos, el tribunal penal competente podrá disponer su remate y 
depositar el producto en unidades indexadas u otra unidad de medida que 
permita asegurar la preservación del valor, a la orden del tribunal y bajo el 
rubro de autos”. 


"ARTÍCULO 63. (Decomiso). 


63.1. (Concepto). El decomiso es la privación con carácter definitivo de algún 
bien, producto o instrumento, por decisión del tribunal penal competente a 
solicitud del Ministerio Público, como consecuencia jurídica accesoria de la 
actividad ilícita. La providencia ejecutoriada que lo disponga constituirá título 
de traslación del dominio y se inscribirá en los Registros Públicos 
correspondientes. 
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63.2. (Ámbito objetivo). En la sentencia definitiva de condena por alguno de 
los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos, el tribunal penal 
competente dispondrá, a solicitud del Ministerio Público, el decomiso de: 


a) los estupefacientes y sustancias psicotrópicas prohibidas que fueran 
incautadas en el proceso; 


b) los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o la actividad 
preparatoria punible; 


c) los bienes y productos que procedan del delito; 


d) los bienes y productos que procedan de la aplicación de los provenientes 
del delito, comprendiendo: los bienes y productos en los que se hayan 
transformado o convertido los provenientes del delito y los bienes y 
productos con los que se hayan mezclado los provenientes del delito 
hasta llegar al valor estimado de éstos; 


e) los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos 
provenientes del delito. 


63.3. (Decomiso por equivalente). Cuando tales bienes, productos e 
instrumentos no pudieran ser decomisados, el tribunal penal competente 
dispondrá el decomiso de cualquier otro bien del condenado por un valor 
equivalente o, de no ser ello posible, dispondrá que aquél pague una multa 
de idéntico valor. 


63.4. (Decomiso de pleno derecho). Sin perjuicio de lo expresado, el tribunal 
penal competente, en cualquier etapa del proceso en la que el indagado o 
imputado no fuera habido, librará la orden de prisión respectiva y 
transcurridos seis meses sin que haya variado la situación, caducará todo 
derecho que el mismo pueda tener sobre los bienes, productos o 
instrumentos que se hubiesen cautelarmente incautado, operando el 
decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
inmovilización de activos al amparo de lo edictado por el artículo 6* de la Ley 
N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no ofrecieran prueba 
de que los mismos tienen un origen diverso a los delitos previstos en la 
presente ley o delitos conexos en un plazo de seis meses, caducará todo 
derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, operando el 
decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
incautación de fondos o valores no declarados, al amparo de lo edictado por 
el artículo 19 de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares 
no ofrecieran prueba que los mismos tienen un origen diverso a los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos en un plazo de seis meses, 
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caducará todo derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, 
operando el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que se produjere el hallazgo de bienes o productos 
provenientes de delitos tipificados en la presente ley o delitos conexos, si en 
el plazo de seis meses no compareciere ningún interesado, operará el 
decomiso de pleno derecho. 


63.5. (Ámbito subjetivo). El decomiso puede alcanzar los bienes enumerados 
en los incisos anteriores de los que el condenado por alguno de los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos sea el beneficiario final y 
respecto de cuya ¡legítima procedencia no haya aportado una justificación 
capaz de contradecir los indicios recogidos en la acusación, siempre que el 
valor de los mencionados bienes sea desproporcionado respecto de la 
actividad lícita que desarrolle y haya declarado. Podrán ser objeto de 
decomiso el dinero, los bienes y los demás efectos adquiridos en un momento 
anterior a aquél en que se ha desarrollado la actividad delictiva del reo, 
siempre que el tribunal penal competente disponga de elementos de hecho 
aptos para justificar una conexión razonable con la misma actividad delictiva. 


Alos fines del decomiso se considerará al condenado por los delitos previstos 
en la presente ley o conexos con éstos, beneficiario final de los bienes, aun 
cuando figuren a nombre de terceros o de cualquier otro modo posea, a 
través de persona física o jurídica intermedia. 


La determinación y el alcance objetivo y subjetivo del decomiso serán 
resueltos por el tribunal penal competente". 


Artículo 3*.- En los procesos de competencia de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado, la reserva no regirá el 
plazo de un año que establece el artículo 113 del Código del Proceso Penal a 
los efectos del diligenciamiento de prueba que, por su naturaleza, deba 
producirse sin conocimiento del indagado. 


Artículo 4%.- Sustitúyense los artículos 9? a 12 de la Ley N” 17.835, de 23 
setiembre de 2004, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 9*, (Entrega vigilada). 


9.1. Con fines de investigación, a requerimiento del Ministerio Público, el Juez 
Penal competente podrá autorizar la circulación y entrega vigilada de dinero 
en efectivo, metales preciosos u otros instrumentos monetarios, sustancias 
tóxicas, estupefacientes, psicotrópicos, precursores u otra sustancia 
prohibida, o cualquier otro bien que pueda ser objeto de un delito que sea de 
competencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados 
en Crimen Organizado, por resolución fundada, bajo la más estricta reserva 
y confidencialidad. 


111-C.S. 
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9.2. Para adoptar estas medidas el Juez deberá tener en cuenta en cada 
caso concreto su necesidad a los fines de la investigación, según la 
importancia del delito, las posibilidades de vigilancia y el objetivo de mejor y 
más eficaz cooperación internacional. 


9.3. Por entrega vigilada se entiende la técnica de permitir que remesas 
ilícitas o sospechosas de los bienes o sustancias detalladas en el 
inciso primero entren, transiten o salgan del territorio nacional, con el 
conocimiento y bajo la supervisión de las autoridades competentes, con el 
propósito de identificar a las personas y organizaciones involucradas en la 
comisión de los delitos referidos o con el de prestar auxilio a autoridades 
extranjeras con ese mismo fin. 


Las remesas ilícitas cuya entrega vigilada se haya acordado, podrán ser 
interceptadas y autorizadas a proseguir intactas o habiéndose retirado o 
sustituido total o parcialmente las sustancias ilícitas que contengan". 


Artículo 5*. (Vigilancias electrónicas).- En la investigación de cualquier delito 
se podrán utilizar todos los medios tecnológicos disponibles a fin de facilitar su 
esclarecimiento. 


La ejecución de las vigilancias electrónicas será ordenada por el Juez de la 
investigación a requerimiento del Ministerio Público. El desarrollo y la colección 
de la prueba deberá verificarse bajo la supervisión del Juez competente. El Juez 
competente será el encargado de la selección del material destinado a ser 
utilizado en la causa y la del que descartará por no referirse al objeto probatorio, 


El resultado de las pruebas deberá transcribirse en actas certificadas a fin de 
que puedan ser incorporadas al proceso y el Juez está obligado a la 
conservación y custodia de los soportes electrónicos que las contienen, hasta el 
cumplimiento de la condena. 


Una vez designada la defensa del intimado, las actuaciones procesales serán 
puestas a disposición de la misma para su control y análisis, debiéndose someter 
el material al indagado para el reconocimiento de voces e imágenes. 


Quedan expresamente excluidas del objeto de estas medidas las 
comunicaciones de cualquier índole que mantenga el indagado con su defensor 
y las que versen sobre cuestiones que no tengan relación con el objeto de la 
investigación. 


La Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones podrá aplicar las 
sanciones enumeradas en el artículo 89 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero 
de 2001, a aquellos operadores de servicios de telecomunicaciones que 
dificulten o impidan la ejecución de este tipo de vigilancias, dispuestas por la 
justicia competente. 


Fuente: agragado/s por: Ley N* 19.149, de 24 de octubre de 2013, artículo 141 
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Artículo 6*. (Del colaborador).- 


6.1. El Ministerio Público, en cualquier etapa del proceso penal, podrá acordar 
con una persona que haya incurrido en delitos que sean competencia de los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado, 
la reducción de la pena a recaer hasta la mitad del mínimo y del máximo o aun 
no formular requisitoria según la circunstancia del caso, si: 


A) Revelare la identidad de autores, coautores, cómplices o encubridores de 
los hechos investigados o de otros conexos, proporcionando datos 
suficientes que permitan el procesamiento de los sindicados o la 
resolución definitiva del caso o un significativo progreso de la 
investigación. 


B) Aportare información que permita incautar materias primas, 
estupefacientes, dinero, sustancias inflamables o explosivas, armas o 
cualquier otro objeto o elemento que pueda servir para la comisión de 
delitos, planificarlos e incluso recuperar objetos o bienes procedentes de 
los mismos. 


A los fines de la exención de pena se valorará especialmente la información que 
permita desbaratar una organización, grupo o banda dedicada a la actividad 
delictiva de referencia. 


La reducción o exención de pena no procederá respecto de la pena de 
inhabilitación. 


6.2. Será condición necesaria para la aplicación de esta ley que el colaborador 
abandone la actividad delictiva o la asociación ilícita a la que pertenece. 


6.3. La declaración del colaborador deberá prestarse dentro de los 180 días en 
que manifestó su voluntad de acogerse al beneficio. En esa declaración el 
colaborador deberá revelar toda la información que posea para la reconstrucción 
de los hechos y la individualización y captura de los autores. 


Artículo 7*. (Agentes encubiertos).- 


7.1. A solicitud del Ministerio Público y con la finalidad de investigar los delitos 
que ingresan en la órbita de su competencia, los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia Especializados en Crimen Organizado podrán, mediante resolución 
fundada, autorizar a funcionarios públicos a actuar bajo identidad supuesta y a 
adquirir y transportar objetos, efectos e instrumentos de delito y diferir la 
incautación de los mismos. La identidad supuesta será otorgada por el Ministerio 
del Interior por el plazo de seis meses prorrogables por períodos de igual 
duración, quedando legítimamente habilitados para actuar en todo lo relacionado 
con la investigación concreta y a participar en el tráfico jurídico y social bajo tal 
identidad. 


114-C.S. CÁMARA DE SENADORES 1 de noviembre de 2017 


La resolución por la que se acuerde deberá consignar el nombre verdadero del 
agente y la identidad supuesta con la que actuará en el caso concreto. La 
resolución será reservada y deberá conservarse fuera de las actuaciones con la 
debida seguridad. 


La información que vaya obteniendo el agente encubierto deberá ser puesta a la 
mayor brevedad posible en conocimiento de quien autorizó la investigación. 
Asimismo, dicha información deberá aportarse al proceso en su integridad y se 
valorará por el órgano judicial competente. 


7.2. Los funcionarios públicos que hubieran actuado en una investigación con 
identidad falsa, de conformidad a lo previsto en el numeral precedente, podrán 
mantener dicha identidad cuando testifiquen en el proceso que pudiera derivarse 
de los hechos en que hubieran intervenido y siempre que se acuerde mediante 
resolución judicial motivada, siéndoles de aplicación lo previsto en los artículos 8? 
a 10 de la presente ley. Ningún funcionario público podrá ser obligado a actuar 
como agente encubierto. 


7.3. Cuando la actuación del agente encubierto pueda afectar derechos 
fundamentales como la intimidad, el domicilio o la inviolabilidad de las 
comunicaciones entre particulares, el agente encubierto deberá solicitar al 
órgano judicial competente la autorización que al respecto establezca la 
Constitución y la ley, así como cumplir con las demás previsiones legales 
aplicables. 


7.4. El agente encubierto quedará exento de responsabilidad criminal por 
aquellas actuaciones que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la 
investigación, siempre que guarden la debida proporcionalidad con la finalidad 
de la misma y no constituyan una provocación al delito. Para poder proceder 
penalmente contra el mismo por las actuaciones realizadas a los fines de la 
investigación, el Juez competente para conocer en la causa, tan pronto como 
tenga conocimiento de la actuación de algún agente encubierto en la misma, 
requerirá informe relativo a tal circunstancia de quien hubiere autorizado la 
identidad supuesta, en atención al cual, resolverá lo que a su criterio proceda. 


Artículo 8*. (Protección de víctimas, testigos y colaboradores).- 
8.1. Los testigos, las víctimas cuando actúen como tales, los peritos y los 
colaboradores en los procesos de competencia de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado podrán ser sometidos 
a medidas de protección cuando existan sospechas fundadas de que corre grave 
riesgo su vida o integridad física tanto de ellos como de sus familiares, 


8.2. Las medidas de protección serán las siguientes: 


1. La protección física de esas personas a cargo de la autoridad policial. 
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2. Utilización de mecanismos que impidan su identificación visual por parte 
de terceros ajenos al proceso cuando debe comparecer a cualquier 
diligencia de prueba. 


3. Que sea citado de manera reservada, conducido en vehículo oficial y que 
se establezca una zona de exclusión para recibir su declaración. 


4. Prohibición de toma de fotografías o registración y divulgación de su 
imagen tanto por particulares como por los medios de comunicación. 


5. Posibilidad de recibir su testimonio por medios audiovisuales u otras 
tecnologías adecuadas. 


6. La reubicación, el uso de otro nombre y el otorgamiento de nuevos 
documentos de identidad debiendo la Dirección Nacional de Identificación 
Civil adoptar todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter 
secreto de estas medidas. 


7. Prohibición total o parcial de revelar información acerca de su identidad o 
paradero. 


8. Asistencia económica en casos de reubicación la que será provista con 
cargo al artículo 454, numeral 3) de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre 
de 1987. 


8.3. Las medidas de protección descriptas en el inciso anterior serán adoptadas 
por el Juez a solicitud del Ministerio Público o a petición de la víctima, testigo, 
perito o colaborador y serán extensibles a los familiares y demás personas 
cercanas que la resolución judicial determine. 


8.4. Podrán celebrarse acuerdos con otros Estados a los efectos de la 
reubicación de víctimas, testigos o colaboradores. 


8.5. Las resoluciones que se adopten en cumplimiento de los incisos anteriores 
tendrán carácter secreto y se estamparán en expediente separado que quedará 
en custodia del Actuario del Juzgado. 


Artículo 9*.- El funcionario público que, en razón o en ocasión de su cargo, 
revele las medidas de protección de naturaleza secreta, la ubicación de las 
personas reubicadas o la identidad en aquellos casos en que se haya autorizado 
el uso de una nueva, será castigado con pena de dos a seis años de penitenciaria 
e inhabilitación absoluta de dos a diez años. 


Artículo 10.- El que utilizare violencia o intimidación con la finalidad de influir 
directa o indirectamente en quien sea denunciante, parte o imputado, abogado, 
procurador, perito, intérprete o testigo para que modifique su actuación en el 
proceso o incumpla sus obligaciones con la Justicia, será castigado con la pena 
de doce meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. Si el autor del hecho 
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alcanzara su objetivo se aplicarán las reglas de la coparticipación criminal, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 60 numeral 2” del Código Penal. 


La realización de cualquier acto atentatorio contra la vida, integridad, libertad, 
libertad sexual o bienes, como represalia de aquel que haya utilizado la violencia 
o intimidación con la finalidad de influir directa o indirectamente del modo previsto 
en el inciso primero, se considerará agravante del delito respectivo y la pena del 
mismo se aumentará en un tercio en su mínimo y su máximo. 


Artículo 11.- Sin perjuicio de lo establecido por el literal A) del artículo 32 del 
Código del Proceso Penal, procederá la extradición en los delitos establecidos 
en el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, los precedentes de los 
delitos tipificados en los artículos 54 a 57 del citado Decreto-Ley y los 
establecidos en la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004. 


Artículo 12.- Sustitúyese el literal A) del artículo 10 de la Ley N* 18.401, de 22 
de octubre de 2008, por el siguiente: 


"A) Recibir, solicitar, analizar y remitir a la Justicia competente, cuando 
corresponda, la información sobre transacciones financieras y otras 
informaciones que estime de utilidad a efectos de impedir los delitos de 
lavado de activos y financiación del terrorismo previstos por la normativa 
vigente". 


Artículo 13.- Sustitúyese el numeral 1) del inciso tercero del artículo 414 de 
la Ley N* 18,362, de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


"1) Los delitos contra la Administración Pública incluidos en el Título IV del 
Libro Il del Código Penal, con excepción de los previstos en los 
artículos 171 y 173 y los establecidos en la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1988". 


Artículo 14. (Derogaciones).- Deróganse los artículos 21 de la Ley N* 17,835, 
de 23 de setiembre de 2004, 8” de la Ley N* 17.835, en la redacción dada por el 
artículo 28 de la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006, 67 del Decreto-Ley 
N? 14,294, de 31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el artículo 68 de 
la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, los incisos cuarto y quinto del 
artículo 63 del Decreto-Ley N* 14,294, de 31 de octubre de 1974, incorporados 
por el artículo 67 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005 y 125 de 
la Ley N* 18,046, de 24 de octubre de 2006, en la redacción dada por el 
artículo 48 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008. 
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Ley N* 18.914, 


de 22 de julio de 2012 


LAVADO DE ACTIVOS 
SE DICTAN NORMAS PARA SU PREVENCIÓN Y PENALIZACIÓN 


Artículo 1*.- Incorpóranse al artículo 8% de la Ley N* 17.835, de 23 de 
setiembre de 2004, sustituido por el artículo 1? de la Ley N” 18,494, de 5 de junio 
de 2009, los siguientes incisos: 


"En los casos previstos en el presente artículo serán aplicables las 
disposiciones contenidas en los artículos 58 a 67 y 71 a 80 del Decreto Ley 
N* 14,294, de 31 de octubre de 1974, incorporados por el artículo 5* de la Ley 
N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, con las modificaciones introducidas 
posteriormente. 


Las disposiciones del presente artículo regirán aun cuando el hecho 
antecedente origen de los bienes, productos o instrumentos hubiera sido 
cometido en el extranjero, en tanto el mismo hubiera estado tipificado en las 
leyes del lugar de comisión y en las del ordenamiento jurídico uruguayo". 


Artículo 2*.- Todos los organismos del Estado, así como las personas de 
derecho público no estatal y las sociedades anónimas en las que participa el 
Estado, se encuentran obligados a brindar el asesoramiento que requieran los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal especializados en Crimen 
Organizado, en las causas de su competencia, a través del aporte de personal 
especializado. 


Artículo 3*.- Las entidades públicas, cualquiera sea su naturaleza jurídica, 
están obligadas a brindar información, asesoramiento y colaboración en los 
aspectos y de la forma en que lo requieran los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia en lo Penal especializados en Crimen Organizado por sí o a solicitud 
del Ministerio Público, a efectos de mejor instruir las causas de su competencia. 


Artículo 4% - Modificase el numeral 1) del inciso tercero del artículo 414 de 
la Ley N* 18,362, de 6 de octubre de 2008, en la redacción dada por el artículo 13 
de la Ley N” 18.494, de 5 de junio de 2009, el que quedará redactado de la 
siguiente forma: 


"1) Los delitos contra la Administración Pública incluidos en el Título IV del 
Libro Il del Código Penal y los establecidos en la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998 (delitos de corrupción pública), cuyo monto real o 
estimado sea superior a US$ 20.000 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América)". 
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Artículo 5%.- Modifícase el numeral 10) del inciso segundo del artículo 414 de 
la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, el que quedará redactado de la 
siguiente forma: 


"10) Las conductas delictivas previstas en la Ley N* 17.815, de 6 de setiembre 
de 2004, en los artículos 77 a 81 de la Ley N* 18.250, de 6 de enero de 
2008, y todas aquellas conductas ilícitas previstas en el Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la 
venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la 
pornografía o que refieran a trata, tráfico o explotación sexual de personas, 
cuando tales delitos sean cometidos por un grupo criminal organizado, 
estándose en cuanto a la definición de este a la ya establecida en la Ley 
N* 18.362, de 6 de octubre de 2008”. 


Artículo 6*.- Incorpórase a la Ley N* 17.815, de 6 de setiembre de 2004, el 
siguiente artículo: 


"Los bienes materiales utilizados para cometer los delitos enunciados en los 
artículos anteriores serán decomisados o destruidos, salvo que por su 
naturaleza sean adjudicados a instituciones de beneficencia pública o 
privada". 
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Ley N* 18.930, 
de 17 de julio de 2012 


REGULACION DE LA INFORMACION SOBRE PARTICIPACIONES 
PATRIMONIALES AL PORTADOR CON DESTINO AL BCU 


Artículo 24 (Registro de estados contables).- Las sociedades civiles, las 
sociaciones civiles, las fundaciones, las cooperativas, las sociedades y 
asociaciones agrarias, las entidades no residentes que cumplan las condiciones 
a que refiere el artículo 2” de la presente ley, y los fideicomisos y fondos de 
inversión no sometidos a regulación por el Banco Central del Uruguay, deberán 
registrar sus estados contables ante el órgano estatal de control. 


El Poder Ejecutivo establecerá los montos mínimos de activos o ingresos a 
partir de los cuales corresponderá el cumplimiento de la obligación, así como los 
plazos para la presentación de los estados contables. 


La obligación de registrar los estados contables a que refiere el inciso primero 
del presente artículo, se deberá cumplir en las mismas condiciones y bajo el 
mismo régimen sancionatorio que se dispone por el artículo 97 bis de la Ley 
N” 16.060, de 4 de setiembre de 1989, en la redacción dada por el artículo 151 
de la Ley N” 19,149, de 24 de octubre de 2013, con la misma consecuencia 
establecida en el inciso cuarto del artículo 80 del Título 1 del Texto Ordenado 
1996, en la redacción dada por el artículo 313 de la Ley N* 18.996, de 7 de 
noviembre de 2012, en caso de omisión. 


El órgano estatal de control tendrá, asimismo, respecto de los obligados a 
registrar sus estados contables, la potestad sancionatoria prevista para las 
sociedades comerciales en el artículo 412 de la Ley N” 16.060, de 4 de setiembre 
de 1989. 


A los efectos de fiscalizar el cumplimiento de la obligación de registrar sus 
estados contables, el órgano estatal de control podrá solicitar y recabar la 
información pertinente de los obligados por el presente artículo, así como de las 
sociedades comerciales. 


Fuerte: Ley N* 19,355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 215. 
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Ley N* 19.208, 
de 18 de abril de 2014 


FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS DE EMPRESAS PRIVADAS CON CAPITAL 
ACCIONARIO MAYORITARIO DEL ESTADO 


OBLIGACIÓN DE PRESENTAR LA DECLARACIÓN JURADA DE 
INGRESOS 


Artículo único.- Agrégase al artículo 11 de la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998, en la redacción dada por el artículo 299 de la Ley N* 18.362, 
de 6 de octubre de 2008, el siguiente inciso: 


"Las disposiciones de los literales F), N) y P) son aplicables a los funcionarios 
públicos o empleados que trabajan en las empresas privadas ya creadas o 
adquiridas por los organismos públicos y en las que se creen o adquieran en 
el futuro, así como en las creadas o adquiridas a su vez por las empresas 
privadas dependientes de aquéllas y sus sucesivas, con sede en el territorio 
o fuera de él, siempre que la participación del Estado sea mayoritaria”. 
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Ley N* 19.307, 
de 29 de diciembre de 2014 


SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 
REGULACIÓN DE SU PRESTACIÓN 
CAPÍTULO Il 
CONSEJO DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 


Artículo 66. (Consejo de Comunicación Audiovisual).- Créase como 
órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo, sin perjuicio de su capacidad de 
avocación, el Consejo de Comunicación Audiovisual, que será responsable de la 
aplicación, fiscalización y cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y 
su reglamentación en todo lo que no se encuentre bajo la competencia del Poder 
Ejecutivo o de la Ursec. 


CAPÍTULO Vil 
PUBLICIDAD ELECTORAL 


Artículo 142. (Del acceso gratuito a la publicidad electoral) - Declárase 
de interés nacional para el fortalecimiento del sistema democrático republicano 
el otorgamiento de publicidad gratuita en los servicios de radio y televisión 
abierta, los servicios de televisión para abonados en sus señales propias y las 
señales de televisión establecidas en Uruguay que sean difundidas o distribuidas 
por servicios para abonados con licencia para actuar en nuestro país. 


Los servicios referidos, sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley N* 17.045, de 
14 de diciembre de 1998, otorgarán espacios gratuitos en las campañas 
electorales correspondientes a las siguientes elecciones: 


A) De los miembros de ambas Cámaras del Poder Legislativo y del Presidente 
y Vicepresidente de la República, así como la de cualquier órgano para 
cuya constitución o integración las leyes establezcan el procedimiento de la 
elección por el Cuerpo Electoral previsto en el inciso primero del numeral 9 
del artículo 77 de la Constitución de la República, en adelante denominadas 
"elecciones nacionales”. 


8) De los Intendentes, de los miembros de las Juntas Departamentales y de 
las demás autoridades locales electivas previsto en el inciso tercero del 
numeral 9 del artículo 77 de la Constitución de la República, en adelante 
denominadas "elecciones departamentales y locales". 


C) De nueva elección de Senadores y Representantes luego de la disolución 


de las Cámaras, según el artículo 148 de la Constitución de la República, 


meo 
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si se realizare, en adelante denominadas "elecciones legislativas 
complementarias". 


D) En el caso de segunda elección de Presidente y Vicepresidente de la 
República según el inciso primero del artículo 151 de la Constitución de la 
República, si se  realizare, en adelante denominada "elección 
complementaria de Presidente y Vicepresidente de la República". 


E 


er 


En las elecciones internas de los partidos políticos previstas en el 
numeral 12 del artículo 77 de la Constitución de la República y en la Ley 
N* 17.063, de 24 de diciembre de 1998, en adelante denominadas 
"elecciones internas”; las elecciones internas de candidatura presidencial y 
órganos deliberativos nacionales con funciones electorales se denominan 
en adelante "elecciones internas nacionales” y las elecciones internas de 
órganos deliberativos departamentales con funciones electorales se 
denominan "elecciones internas departamentales". 


Los espacios gratuitos se otorgarán durante todo el período autorizado para 
realizar publicidad electoral, de conformidad con el artículo 1? de la Ley 
N* 17.045, de 14 de diciembre de 1998, y tendrán una duración igual al 60% 
(sesenta por ciento) del tiempo destinado a mensajes publicitarios en cada hora 
de transmisión. 


El Consejo de Comunicación Audiovisual podrá aumentar, en los períodos 
autorizados para realizar publicidad electoral, el tiempo máximo establecido en 
el artículo 139 de la presente ley hasta veinte minutos de mensajes publicitarios 
por cada hora de transmisión. 


En el caso previsto en el literal B) del presente artículo, la obligación rige 
para los servicios comprendidos en el área autorizada correspondiente a la 
respectiva circunscripción única departamental. La reglamentación del Poder 
Ejecutivo podrá extender esta obligación a otro u otros departamentos contiguos. 


Artículo 143. (Distribución entre los lemas).- En los casos de elecciones 
nacionales y elecciones legislativas complementarias, los espacios gratuitos 
serán distrivuidos entre los lemas de la siguiente manera: 


- 20% (veinte por ciento) se repartirá en partes iguales entre todos los lemas 
que se presentan a la elección; 


- 80% (ochenta por ciento) se repartirá en proporción directa a los votos 
obtenidos por cada lema en las elecciones nacionales inmediatamente 
anteriores. 


En el caso de elección complementaria de Presidente y Vicepresidente de la 
República el tiempo se distribuirá en partes iguales entre ambas fórmulas 
presidenciales. 
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En el caso de elecciones departamentales y locales, los espacios gratuitos 
serán distribuidos entre los lemas de la siguiente manera: 


- 20% (veinte por ciento) se repartirá en partes iguales entre todos los lemas 
que se presentan a la elección; 


- 80% (ochenta por ciento) se repartirá en proporción directa a los votos 
obtenidos por cada lema en las elecciones departamentales y locales 
inmediatamente anteriores. 


En el caso de elecciones internas, los espacios gratuitos serán distribuidos 
entre los lemas de la siguiente manera combinada: 


A) Una parte, destinada a las elecciones internas nacionales, correspondiente 
a 2/3 (dos tercios) del tiempo asignado a los espacios gratuitos según el 
artículo 142 de la presente ley, la que se repartirá entre los lemas según el 
mismo criterio establecido para las elecciones nacionales. 


B) Otra parte, adicional a la anterior, destinada a las elecciones internas 
departamentales, correspondiente a 1/3 (un tercio) del tiempo asignado a 
los espacios gratuitos según el artículo 142 de la presente ley, la que se 
repartirá entre los lemas según el mismo criterio establecido para las 
elecciones departamentales y locales. 


En todas las elecciones nacionales, legislativas complementarias, 
departamentales y locales, e internas, para la distribución de los espacios entre 
los lemas se aplicará el procedimiento establecido por el artículo 5* de la Ley 
N* 7.912, de 22 de octubre de 1925. 


La distribución de los espacios entre los lemas será efectuada por el Consejo 
de Comunicación Audiovisual. 


CAPÍTULO Il 
SANCIONES 
Artículo 181. (Tipos de sanciones).- La comisión de infracciones dará lugar 


a la aplicación de las sanciones que se enumeran a continuación, las cuales se 
graduarán según su gravedad y considerando la existencia o no de reincidencia: 


A) Observación. 
B) Apercibimiento. 


C) Decomiso de los elementos utilizados para cometer la infracción o de los 
bienes detectados en infracción, sanción que podrá ser aplicada en forma 
exclusiva o accesoria a las demás previstas. 


124-C.S. CÁMARA DE SENADORES 1 de noviembre de 2017 


D) Multa. 


E) Suspensión de hasta noventa días en la prestación de la actividad, en casos 
de infracciones muy graves. 


F) Revocación de la concesión, autorización, licencia o registro según lo 
establecido en el artículo 183 de la presente ley. 


Artículo 182. (Multas).- La cuantía de la sanción que se imponga se 
graduará teniendo en cuenta lo siguiente: 


A) La gravedad de las infracciones cometidas anteriormente por el sujeto al 
que se sanciona. 


B) El perjuicio económico y repercusión social que le ocasiona a los usuarios 
y consumidores las infracciones, Dicha repercusión se ponderará tanto por 
la audiencia potencial del servicio de televisión o radio como por el de la 
audiencia promedio real total de radio o televisión en el horario durante el 
cual se produjo la infracción, si este fuera de aplicación. 


C) El beneficio que haya reportado al infractor el hecho objeto de la infracción. 


El monto máximo de la multa será de 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables). 


Las resoluciones consentidas o definitivas que impongan sanciones 
pecuniarias de acuerdo a lo previsto en la presente ley, constituyen título 
ejecutivo a todos sus efectos. 


La elaboración del cuadro de graduación de la sanción de multa que tendrá 
como base los criterios previstos en la presente ley a los efectos de garantizar 
su adecuada aplicación por la Administración, será objeto de la reglamentación 
que se dicte oportunamente. 


Artículo 183. (Revocación de autorización o licencia).- La autorización o 
licencia podrá ser revocada por las siguientes causas: 


A) El incumplimiento sobrevenido de los requisitos exigidos para ser titular o, 
cuando mediando requerimiento, no se hubiesen subsanado en plazo. 


B) El falseamiento de los requisitos exigidos para obtener la autorización o 
licencia. 


C) El incumplimiento del régimen de incompatibilidades cuando la infracción la 
cometa el titular de la autorización o licencia y, en el caso de sociedades, 
los titulares que tengan el control societario de esta. 
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D) La transferencia total de la titularidad del servicio sin autorización previa del 
Poder Ejecutivo. 


E) La comisión de una infracción muy grave cuando el mismo sujeto hubiere 
sido sancionado en el plazo de un año por la comisión de una o más 
infracciones muy graves. 


F) No haber instalado o iniciado las emisiones dentro del plazo fijado al otorgar 
la autorización o licencia. 


G) Suspensión de las emisiones, sin que medien causas de fuerza mayor 
debidamente justificadas, durante treinta días en el plazo de un año. 


H) No haber constituido garantía cuando le fuese exigible o por no haberla 
repuesto en el supuesto de ejecución total o parcial. 


Il) El incumplimiento grave, continuado o reiterado de los compromisos y 
obligaciones asumidos al obtener la autorización o licencia. 


En los casos de prestación de un servicio de comunicación audiovisual sin 
estar autorizado para ello, la infracción será sancionada con multa y el cese de 
las emisiones, y se incautará el equipamiento de transmisión o difusión, utilizado 
para ello. 
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Ley N' 19.340, 
de 28 de agosto de 2015 


JUNTA DE TRANSPARENCIA Y ÉTICA PÚBLICA (JUTEP) 
CREACIÓN COMO SERVICIO DESCENTRALIZADO 
CAPÍTULO 1 
CREACIÓN Y COMETIDOS 


Artículo 1*. (Creación).- Créase la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(JUTEP) como servicio descentralizado, que se relacionará con el Poder 
Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y Cultura y tendrá independencia 
técnica en el ejercicio de sus funciones. 


El organismo que se crea sustituye a la unidad ejecutora 022 "Junta de 
Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura” 
y tendrá los cometidos, atribuciones y organización que esta ley determina. 


La JUTEP es persona jurídica y se domiciliará en Montevideo, pudiendo 
establecer dependencias en el resto del país. 


Artículo 2%. (Cometidos principales).- La Junta de Transparencia y Ética 
Pública (JUTEP) tendrá los siguientes cometidos: 


1) Asesorar a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la Ley 
N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, contra la Administración Pública 
(Título IV, excluyendo los Capítulos IV y V del Código Penal) y contra la 
economía y la hacienda pública (Título 1X del Código Penal), que se imputen 
a alguno o algunos de los funcionarios públicos enumerados en los 
artículos 10 y 11 de la Ley N* 17,060, de 23 de diciembre de 1998 y demás 
obligados. 


2) Asesorar a los órganos judiciales con competencia penal, emitiendo opinión 
dentro del marco de su materia, cuando el Poder Judicial o el Ministerio 
Público lo dispongan. La actuación de la JUTEP en el cumplimiento de su 
cometido se regulará por lo establecido en la Sección V, Capítulo 111, Título 
VI, Libro | del Código General del Proceso, en lo aplicable. 


3) Obtener y sistematizar todas las pruebas documentales que de existir 
fueran necesarias para el esclarecimiento de las denuncias hechas sobre 
comisión de delitos incluidos en el texto de la Ley N* 17,060, de 23 de 
diciembre de 1998, toda vez que el órgano judicial competente o el 
Ministerio Público así lo disponga. 
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4) 


5) 


6) 


7) 


8) 


La JUTEP dispondrá de sesenta días para el cumplimiento del cometido 
indicado, pudiendo solicitar al juez, por una sola vez, la prórroga del plazo, 
la que será concedida siempre que exista mérito bastante para ello, por un 
máximo de treinta días. Vencido el plazo o la prórroga en su caso, la JUTEP 
remitirá al órgano al que legalmente corresponda recepcionar los 
antecedentes reunidos. Estos serán acompañados por un informe 
explicativo de la correlación de los mismos con los hechos denunciados. 


Promover normativas, programas de capacitación y difusión que fortalezcan 
la transparencia de la gestión pública. 


Asimismo tendrá los cometidos previstos en los Capítulos lll y IV de la Ley 
N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, para lo cual podrá dirigirse, por 
intermedio del órgano judicial interviniente o del representante del Ministerio 
Público, a cualquier repartición pública, a fin de solicitar los documentos y 
demás elementos necesarios para el esclarecimiento por el juez de los 
hechos denunciados. 


Recibir, gestionar y conservar las declaraciones juradas de que tratan los 
artículos 10 y siguientes de la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 


Ejercer la función de órgano de control superior de conformidad con el 
artículo lil numeral 9 de la Convención Interamericana contra la Corrupción 
con el fin de prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas. 


Relacionarse con los organismos internacionales y extranjeros con 
referencia a la materia de su competencia. 


Artículo 3”. (Cometidos accesorios).- Para el cumplimiento de sus funciones 
la Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) tendrá los siguientes 
cometidos accesorios: 


1) 


2) 


3) 


4) 


Recabar, cuando lo considere conveniente, información sobre las 
condiciones de regularidad e imparcialidad con las cuales se preparan, 
formalizan y ejecutan los contratos públicos de bienes, obras y servicios. 


Determinar, a requerimiento del interesado, si este debe presentar la 
declaración jurada de bienes e ingresos a que refiere el Capítulo V de la 
Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 


Proponer las modificaciones de normas sobre las materias de su 
competencia. 


Elaborar y hacer público un informe anual que será elevado a los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 
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Artículo 4*.- La Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) contará, 
cuando así lo requiera, con el asesoramiento jurídico del Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación. 


CAPÍTULO Il 
DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN 


Í 2, (Organización y funcionamiento).- La dirección y administración 
de la Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) será ejercida por un 
Directorio integrado por tres miembros rentados: un Presidente, un 
Vicepresidente y un Vocal, que serán designados por el Presidente de la 
República, actuando con el Consejo de Ministros, con venia de la Cámara de 
Senadores otorgada siempre por tres quintos de votos del total de componentes, 
entre personas de reconocida experiencia y solvencia profesional y moral. 


El Presidente de la República, en acuerdo con el Consejo de Ministros, podrá 
destituir por resolución fundada a los miembros de la JUTEP con venia de la 
Cámara de Senadores otorgada por la misma mayoría exigida para su 
designación. Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el término de 
sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitución. 


Artículo 6*. (Atribuciones del Directorio).- Son atribuciones del Directorio: 


1) Administrar el patrimonio de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(JUTEP). 


2) Ejercer la dirección superior administrativa, técnica e inspectiva y el control 
de todos los servicios a su cargo. 


3) Fiscalizar y vigilar el cumplimiento de los cometidos y hacer cumplir las 
disposiciones relativas a ellos, así como dictar las normas y reglamentos 
que sean necesarios. 


4) Aprobar el Reglamento General de la JUTEP. 


5) Proyectar y elevar al Poder Ejecutivo a sus efectos, el Estatuto del 
Funcionario de la JUTEP. 


6) Designar, promover, trasladar y destituir a los funcionarios de su 
dependencia, pudiendo realizar las contrataciones que fueran necesarias y 
ejercer la potestad disciplinaria sobre todo el personal, todo ello de acuerdo 
con la normativa vigente. 


7) Proyectar el presupuesto de la JUTEP y elevarlo al Poder Ejecutivo, a los 
efectos del artículo 220 de la Constitución de la República. 
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8) Aprobar la memoria y el balance anual de la JUTEP. 
9) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes. 


10) Arrendar directamente los inmuebles que sean necesarios para sus 
dependencias. 


11) Concertar préstamos o empréstitos con organismos internacionales, 
instituciones o gobiernos extranjeros, con sujeción a lo dispuesto en el 
inciso cuarto del artículo 185 de la Constitución de la República. 


12) Delegar sus atribuciones, por resolución fundada, en otros órganos de la 
propia JUTEP, así como avocar los asuntos que fueron objeto de 
delegación. 


13) Designar delegados o representantes de la JUTEP ante organismos, 
congresos, reuniones o conferencias internacionales. 


14) Resolver las cuestiones que la Presidencia del Directorio o cualquiera de 
sus miembros someta a su consuita o a su decisión. 


15) En general realizar todos los actos que corresponda y efectuar las 
operaciones materiales inherentes a sus poderes generales de 
administración, con arreglo a los cometidos de la JUTEP. 


Artículo 7”. (Presidencia).- Al Presidente o al Vicepresidente, en su caso, le 
corresponde: 


1) Representar a la Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP). 
2) Convocar y presidir las sesiones del Directorio. 
3) Ejecutar y hacer ejecutar las resoluciones del Directorio. 


4) Adoptar las medidas urgentes cuando fueren necesarias, dando cuenta al 
Directorio en la primera sesión y estándose a lo que este resuelva. 


5) Firmar con el miembro del Directorio o con el funcionario que designe el 
Directorio, todos los actos y contratos en que intervenga la JUTEP. 


6) Proyectar las normas que deba aprobar el Directorio, sin perjuicio de la 
iniciativa que podrán también ejercer los demás Directores. 


7) Firmar y hacer publicar dentro de los ciento veinte días corridos siguientes 
al cierre del ejercicio y previa aprobación del Directorio, el balance anual, 
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conforme al artículo 191 de la Constitución de la República y remitirlo al 
Poder Ejecutivo. 


Artículo 8”. (Quórum del Directorio).- Para sesionar y para resolver el 
Directorio requerirá un quórum de dos miembros, salvo que el Reglamento 
General disponga la unanimidad de votos de sus integrantes para resolver. 


Artículo 9%. (Vacancia temporal).- En caso de ausencia o incapacidad del 
Presidente o si quedara vacante el cargo, sus funciones serán ejercidas 
transitoriamente por el Vicepresidente. 


Artículo 10. (Responsabilidad de los Directores).- Los miembros del 
Directorio son responsables de las resoluciones votadas en violación de 
la Constitución de la República, las leyes o los reglamentos. El Directorio remitirá 
al Ministerio de Educación y Cultura testimonio de las actas de sus 
deliberaciones y copia de sus resoluciones. 


Quedan dispensados de esta responsabilidad los Directores que: 


1) Estando presentes hubieran hecho constar en actas su disentimiento con 
la resolución adoptada y el fundamento que lo motivó. 


2) Hubieran estado ausentes de la sesión en la que se adoptó la resolución, 
siempre que hagan constar en actas su disentimiento en la primera 
oportunidad en que sea posible. 


Artículo 11. (Remuneración).- La remuneración de los Directores de la Junta 
de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) será la misma que perciben al 
momento de la aprobación de la presente ley los integrantes de la unidad 
ejecutora 022 "Junta de Transparencia y Ética Pública” del Inciso 11 "Ministerio 
de Educación y Cultura". 


Quedan incluidos en el régimen de reserva de cargo vigente. 
CAPÍTULO Ill 
PATRIMONIO Y RECURSOS 


. (Patrimonio).- El patrimonio de la Junta de Transparencia y Ética 
Pública (JUTEP) se integrará de la siguiente manera: 


1) Los activos y los pasivos de cualquier naturaleza de la unidad ejecutora 022 
"Junta de Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 "Ministerio de 
Educación y Cultura", que se transfieren de pleno derecho al servicio 
descentralizado creado por esta ley. El Poder Ejecutivo determinará por 
resolución los bienes inmuebles comprendidos en esta transferencia y los 
registros públicos procederán a su registración con la sola presentación del 
testimonio notarial de esa resolución. 
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2) Las donaciones o legados que reciba. 


3) Las transferencias de activos que a cualquier título le realice el Gobierno 
Central, los Gobiernos Departamentales y cualquier otro organismo del 
Estado, 


Artículo 13. (Recursos).- Los recursos de la Junta de Transparencia y Ética 
Pública (JUTEP) se integrarán de la siguiente manera: 


1) Las asignaciones presupuestales que establezcan las leyes. 
2) Las donaciones o legados que reciba. 


Artículo 14. (Funcionarios).- Los funcionarios pertenecientes a la unidad 
ejecutora 022 "Junta de Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 "Ministerio 
de Educación y Cultura" se incorporarán al organismo creado en el artículo 1% de 
esta ley por el mecanismo de la redistribución previsto en los artículos 15 y 
siguientes de la Ley N* 18,719, de 27 de diciembre de 2010, en lo que 
corresponda. 


Dichos funcionarios mantendrán sus derechos, deberes y obligaciones, en 
especial en lo que refiere a las normas retributivas actualmente vigentes. 


Los funcionarios que actualmente cumplen funciones por pases en comisión o 
en comisión de servicios en la unidad ejecutora 022 "Junta de Transparencia y 
Ética Pública" del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura", tendrán un plazo 
de sesenta días para optar por incorporarse al nuevo servicio siempre que el 
organismo que se crea lo requiera o volver a su oficina de origen. Quienes opten 
por incorporarse al nuevo organismo creado por esta ley, mantendrán el total de 
sus retribuciones y la antigúedad en la administración pública. 


La Contaduría General de la Nación hará efectivas las reasignaciones de 
créditos presupuestales a efectos de dar completo cumplimiento a lo establecido 
en esta ley. 


Artículo 15. (Pases en comisión).- Autorízase a la Junta de Transparencia y 
Ética Pública (JUTEP) a disponer por resolución fundada, hasta tres pases en 
comisión, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 32 de la Ley N* 15.851, de 
24 de diciembre de 1986, modificativas y concordantes. 


CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Artículo 16. (Presupuesto).- Hasta tanto no se sancione el primer 
presupuesto para el servicio descentralizado que se crea por esta ley, regirá el 


que a la fecha de su promulgación tenía la unidad ejecutora 022 "Junta de 
Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura" 
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incluyendo la totalidad de los créditos presupuestales, cualquiera sea su 
naturaleza. 


Artículo 17. (Directorio).- El primer Directorio del Servicio Descentralizado 
creado por la presente ley estará compuesto por los actuales integrantes y en 
los mismos cargos para los que fueran oportunamente nombrados en la unidad 
ejecutora 022 "Junta de Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 "Ministerio 
de Educación y Cultura". 


Los integrantes del primer Directorio de la Junta de Transparencia y Ética 
Pública (JUTEP) Servicio Descentralizado, continuarán en sus cargos hasta la 
fecha prevista en el momento de su designación para integrar la antigua JUTEP. 


Artículo 18. (Remisión). - Toda otra normativa que actualmente regula los 
cometidos, atribuciones y organización interna de la unidad ejecutora 022 "Junta 
de Transparencia y Ética Pública" del Inciso 11 "Ministerio de Educación y 
Cultura" será de aplicación al organismo creado por la presente ley en lo 
compatible con su naturaleza de servicio descentralizado. 
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Ley N' 19.536, 
de 27 de setiembre de 2017 


Artículo único.- Sustitúyese el artículo 3* de la Ley N” 17.829, de 18 de 
setiembre de 2004, en la redacción dada por el artículo 34 de la Ley N” 19.210, 
de 29 de abril de 2014, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 3”.- Ninguna persona física podrá percibir por concepto de 
retribución salarial o pasividad una cantidad en dinero inferior al 30% 
(treinta por ciento) del monto nominal, deducidos los impuestos a las rentas 
y sus correspondientes anticipos, y las contribuciones especiales de 
seguridad social. Dicho porcentaje se elevará a 35% (treinta y cinco por 
ciento) a partir de la promulgación de esta ley, a 40% (cuarenta por ciento) 
a partir del 1” de enero de 2019, a 45% (cuarenta y cinco por ciento) a partir 
del 1”? de enero de 2020 y a 50% (cincuenta por ciento) a partir del 1? de 
enero de 2021. En el caso de las retenciones previstas en el literal A) del 
artículo 1? de la presente ley y de las correspondientes a los actos 
cooperativos a los que refiere el literal G) del mismo, dicho porcentaje se 
mantendrá en 30% (treinta por ciento)". 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señora presidenta: después de 
casi un año de trabajo formal y de mucho diálogo infor- 
mal entre quienes integramos la comisión, se impone en 
primer lugar realizar algunos reconocimientos y agradeci- 
mientos. Entre ellos, a quienes estuvieron en la secretaría 
de la comisión, señoras Susana Rodríguez y María José 
Morador; a quienes hoy se desempeñan en ella, señoras 
Dinorah Amato y Alicia Hackenbruch, y a todos los taquí- 
grafos, a quienes ¡vaya si les dimos trabajo! Porque una 
comisión en la que distintos partidos traten de ponerse de 
acuerdo en aspectos fundamentales genera diálogos que 
a veces son bastante complicados de registrar. Asimis- 
mo, quiero destacar especialmente el trabajo del equipo 
que nos asesoró en forma permanente —no solo a nuestra 
bancada sino, en muchos momentos, a toda la comisión—, 
integrado por la doctora Bárbara Zapater, por Alejandra 
Moreni, y por los doctores Luis Freitas, Gustavo Benítez y 
Gustavo Rodríguez. Realmente, es un orgullo haber traba- 
jado con estos profesionales, por su nivel, su compromiso 
y su pasión. Sin que se tome como un acto de sectarismo, 
quiero destacar que hemos compartido este arduo trabajo 
con compañeros de lujo, y quiero expresarlo claramente, 
porque a veces somos muy austeros en el reconocimiento 
de quienes dan lo mejor de sí para que quienes estamos 
aquí ofrezcamos a la ciudadanía el mejor producto políti- 
co, democrático y legal posible. 


También quiero agradecer a quienes nos ayudaron en 
lo personal a iniciar y continuar esta etapa que hoy cul- 
mina, y ello lo represento en las personas de los doctores 
Florencia Ualde y Nicolás Brener, del procurador Daniel 
González y, por supuesto, de nuestro colaborador perso- 
nal, el doctor Ernesto César. 


La comisión ha podido contar con la participación de 
distintos invitados, quienes nos han dado su visión y rea- 
lizado aportes que en gran medida están contemplados 
en la propuesta que ponemos a consideración del Cuerpo. 
Por eso, queremos reconocer la participación de la Corte 
Electoral en pleno, encabezada por su presidente, el doctor 
José Arocena, y también agradecer la presencia del doc- 
tor Daniel Chasquetti, del profesor Óscar Bottinelli, de los 
doctores Juan Pablo Pío, Rafael Piñeiro y Cecilia Rossel, 
y del señor Santiago Acuña. 


Por último —aunque no menos importante—, quiero 
resaltar el clima leal, intenso, franco y respetuoso que 
imprimió cada uno de los integrantes de la comisión al 
trabajo que hemos llevado a cabo. También destaco la pre- 
disposición a encontrar, formal e informalmente, enten- 
dimientos que tienen un punto de partida en común: el 
fortalecimiento de los partidos, su transparencia y, como 
consecuencia, una democracia fortalecida. 
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La democracia es una planta delicada que requiere de 
cuidados permanentes, y si bien la responsabilidad de ese 
cuidado es de toda la sociedad, son los partidos políticos y 
el Parlamento —como expresión de la voluntad ciudadana— 
los que tienen la responsabilidad principal de su fortaleci- 
miento y mejora constante. Si los partidos y el Parlamento 
se debilitan y descienden en la consideración ciudadana, la 
democracia se debilita, y si esta se debilita, la que se pone 
en riesgo es la libertad. Todos somos conscientes de ello 
y estamos asistiendo —según algunas encuestas publicadas 
en los últimos días— a un descenso en la consideración de 
la opinión pública respecto de los partidos políticos. Esto 
no es bueno para nadie, y es malo para la libertad y para 
la democracia. Por eso la Comisión especial de partidos 
políticos, financiación y publicidad electoral se propuso 
elaborar un proyecto de ley que, sin perjuicio de las dife- 
rencias, priorizara el consenso en un área de análisis muy 
delicada como la de la relación entre la política y el dinero. 


En los últimos años, Uruguay ha avanzado mucho en 
la legislación respecto a la financiación de los partidos po- 
líticos. Es sobre esos antecedentes que nos basamos para 
dar un paso más, para avanzar en una nueva etapa en la 
generación de una democracia cuyo principal soporte y 
cimiento son los partidos políticos. El Uruguay es una 
democracia de partidos políticos; no en balde contamos 
con los dos partidos que están entre los más antiguos del 
mundo y, a su vez, el partido que hoy está en el Gobierno 
está cercano al medio siglo de existencia. Por lo tanto, hay 
una estabilidad de partidos que da al sistema un soporte 
central para edificar la construcción democrática. 


Hemos avanzado con respecto a la legislación de finan- 
ciación y un poco menos en materia de publicidad electo- 
ral. Por esa razón, nos preguntamos colectivamente si no 
era posible avanzar aún más con mejores mecanismos de 
control respecto a los dineros que se destinan a las cam- 
pañas electorales, y si debíamos limitar más los aportes 
privados y avanzar hacia una financiación predominante- 
mente o hegemónicamente estatal para que el desarrollo 
de la actividad política concebida como una actividad de 
servicio a la sociedad—- no dependa de la capacidad que 
se tenga para recibir apoyos privados o de la capacidad 
del dinero propio de que se disponga. Esto lo digo para 
quienes están avanzando en la proclamación de recortes 
de lo que se considera «beneficios de los partidos» —entre 
comillas—, pues incluso algunos desearían que los legisla- 
dores fueran honorarios, pero lo único que haría eso sería 
dar espacio a quienes tienen dinero y, por ende, quienes 
venimos del trabajo —por suerte en este Parlamento hay 
muchos que venimos de la actividad sindical, y otros, de 
ser trabajadores simplemente— no tendríamos espacio, si 
dependiéramos de nuestra capacidad económica, para po- 
der estar aquí. 


También nos preguntamos si en un país como el nues- 
tro, con la población que tiene, con distancias compara- 
tivamente cortas y con una accesibilidad relativamente 
adecuada para llegar de un punto a otro, se justifican los 
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desembolsos que todo el sistema de partidos realiza en pu- 
blicidad electoral, fundamentalmente en televisión. 


A su vez, analizamos las mejoras que tendríamos que 
realizar, de modo tal que la difusión de las ideas no se 
viera distorsionada por factores diferenciales tales como 
la capacidad de captar dinero privado o la existencia de 
tarifas diferenciadas. 


Kofi Annan, ex secretario general de las Naciones 
Unidas, en su calidad de presidente de la Comisión Glo- 
bal sobre Elecciones, Democracia y Seguridad, escribió: 
«Cada vez existen más pruebas de que la corrupción y las 
donaciones no reguladas ejercen una influencia indebida 
en la política y comprometen la integridad de las eleccio- 
nes. En algunos países, el dinero procedente del crimen 
organizado se ha infiltrado en la política y ha obtenido el 
control de los funcionarios electos y las instituciones pú- 
blicas. Estas amenazas a las políticas democráticas pueden 
explicar por qué tanta gente en el mundo está perdiendo la 
confianza en los políticos y en los procesos democráticos. 
Por ejemplo, estudios recientes han demostrado que más 
de dos tercios de los estadounidenses tienen menos con- 
fianza en el gobierno a causa de la influencia de los gran- 
des donantes». Y más adelante agrega: «Un financiamien- 
to político mal regulado puede reducir la igualdad política, 
brindar oportunidades al crimen organizado para comprar 
influencia política y afectar la confianza de la población 
en las elecciones. [...] En efecto, la falta de regulación del 
funcionamiento político amenaza con socavar la democra- 
cia y arrebatarle sus fortalezas características. Todos los 
ciudadanos del mundo desean que los partidos políticos y 
los gobiernos representen sus opiniones y respondan a sus 
necesidades. Sin embargo, con demasiada frecuencia los 
partidos representan sobre todo los intereses de los donan- 
tes que los han financiado en gran medida. Si las grandes 
empresas y las personas ricas pueden comprar una mayor 
influencia mediante grandes donaciones a la campaña, es 
posible que los ciudadanos pierdan la confianza en el pro- 
ceso político o se vean marginados con respecto a él. Esto 
se ve agravado por la falta de participación ciudadana en 
los partidos políticos, lo cual refuerza el alejamiento de la 
gente con respecto a la política. [...] El aumento explosi- 
vo de los gastos de las campañas alimenta la percepción 
de que la riqueza compra influencia política y amenaza 
la igualdad política. [...] En los últimos años hemos ob- 
servado una mayor penetración del crimen organizado 
transnacional y de los fondos ilícitos en la política. En 
América Latina, África Occidental y otros muchos luga- 
res del mundo, el financiamiento electoral opaco y la falta 
de transparencia y control ofrecen oportunidades para que 
el crimen organizado influya en los funcionarios electos 
mediante el financiamiento de sus campañas. Este hecho 
no solo quebranta la democracia, la buena gobernanza y 
el Estado de derecho, sino que tiene consecuencias ne- 
gativas en el desarrollo económico y la reducción de la 
pobreza. [...] Para ello se necesitarán una total transparen- 
cia y la divulgación de las donaciones, con la imposición 
de sanciones en caso de incumplimiento. De igual modo, 
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la supervisión y el cumplimiento de las regulaciones son 
fundamentales». 


Para el secretario general de IDEA Internacional, Ins- 
tituto Internacional para la Democracia y Asistencia Elec- 
toral, Yves Leterme, «la función del dinero en la política 
se puede considerar como la mayor amenaza actual a la 
democracia en el mundo. Esta amenaza es evidente en to- 
dos los continentes; desde las donaciones a las campañas 
por parte de grandes empresas en los Estados Unidos o la 
filtración del dinero de la droga en la política en América 
Latina, hasta los escándalos de corrupción en toda Asia y 
Europa. Las pruebas demuestran que una gran parte del 
electorado en todo el mundo tiene la percepción de que 
los políticos están más preocupados por el dinero que por 
representar los intereses de los ciudadanos». Y más ade- 
lante agrega: «Con frecuencia, el dinero en la política se 
mueve a puertas cerradas e implica prácticas oscuras. El 
importe y origen exactos de las donaciones a los candi- 
datos o a los partidos políticos a menudo se desconocen. 
Eso crea un sistema abierto a posibles abusos por parte de 
las grandes empresas o del crimen organizado, en el que 
se aporta dinero a cambio de influencia. [...] Para que una 
democracia sea saludable debe girar ante todo en torno a 
los ciudadanos; y para que sea sostenible, ha de contar con 
partidos políticos transparentes, responsables e inclusivos 
que puedan canalizar las reivindicaciones de la población 
y representarla verdaderamente». 


Sobre estos aspectos hemos debatido y las conclusio- 
nes de tal intercambio están plasmadas en el proyecto que 
ponemos a consideración del Cuerpo. 


Reconocemos que las preocupaciones planteadas por 
distintos analistas políticos del mundo fueron y son pre- 
ocupaciones del sistema político uruguayo. La legislación 
que el Parlamento ha venido aprobando hasta el momento, 
principalmente en 2009, da cuenta de tal preocupación. 
Aun así, conscientes de que era necesario dar un paso más 
en la materia, propusimos anticiparnos a los fenómenos 
globales y poner atención en ellos porque, si bien hoy pa- 
recen ajenos y lejanos, tenemos que hacer todo lo posible 
para librarnos de ellos. Me estoy refiriendo a la utilización 
de los partidos para el lavado de dinero proveniente de 
actividades ilícitas. Hemos salido de esa convicción tan 
uruguaya que afirma que acá no va a pasar y cambiamos 
ese chip para adoptar una actitud preventiva. No podemos 
asegurar que estamos a salvo, pero lo estamos intentando. 


La resolución del Senado que creó la comisión espe- 
cial le encomendó el estudio de los asuntos relacionados 
con la financiación de los partidos políticos y la publicidad 
electoral, con el cometido de analizar la legislación vigen- 
te, suministrar datos y proponer modificaciones cuando lo 
entienda pertinente. Eso supuso analizar la Ley n.” 18485, 
de 11 de mayo de 2009, en la que se consagran normas 
relativas al financiamiento público y privado, así como 
controles a las campañas electorales; la Ley n.” 7812, de 
16 de enero de 1925, artículo 176, con las modificaciones 


170-C.S. 


introducidas por la Ley n.” 16019, de 11 de abril de 1989; 
la Ley n* 17045, de 14 de diciembre de 1998; y la Ley 
n.? 17818, de 6 de setiembre de 2004, referidas a la propa- 
ganda proselitista, publicidad y veda electorales. 


Tomando en cuenta los distintos aportes, estamos dan- 
do un nuevo paso, que mejora y perfecciona la legislación 
vigente, dotándola de instrumentos de los que carecía y 
que a su vez se nutre de la experiencia internacional, lo 
que se refleja en el proyecto de ley que estamos propo- 
niendo. 


Quiero decir con satisfacción que la enorme mayoría 
de los cambios propuestos, tanto respecto del proyecto 
que estamos considerando como del texto que se adjun- 
ta en la minuta de comunicación que enviaremos poste- 
riormente al Poder Ejecutivo —aprovecho para incluir los 
dos informes, porque dicha minuta es el asunto que figura 
en segundo término del orden del día—, existen amplios 
acuerdos entre quienes participamos en la comisión en re- 
presentación de cada uno de nuestros partidos, excepto en 
algunos temas referidos a la posibilidad de que las empre- 
sas puedan realizar donaciones a las campañas electorales 
y relativos a quién debe adquirir los minutos pagos de pu- 
blicidad electoral. 


Los cambios propuestos en materia de financiación de 
partidos y publicidad electoral tendrán como consecuen- 
cia partidos políticos más transparentes, con mayores con- 
troles en materia de financiación electoral y nuevas reglas 
en materia de publicidad electoral, que redundarán en una 
democracia más fortalecida. Ellos se pueden sintetizar de 
la siguiente manera: las donaciones que reciban los parti- 
dos no podrán ser anónimas, las empresas no podrán hacer 
donaciones ni a los partidos en forma permanente ni a las 
campañas de sus candidatos y los ingresos de los parti- 
dos deben concretarse por medios de pago electrónico —de 
acuerdo con lo que dispone la ley de inclusión financiera— 
y ser depositados en cuentas bancarias. Se ponen límites 
a las donaciones de las personas, tanto a los partidos en 
forma permanente como en las campañas electorales. Los 
candidatos que antes no tenían límites para autodonarse 
fondos, ahora estarán limitados. Se establecen cambios en 
la presentación de los balances de los partidos procurando 
un mayor y mejor control de su financiación permanente. 
Se establecen sanciones para quienes incumplan con la le- 
gislación, sean estos partidos, medios de comunicación, 
personas o empresas. Se agrega la obligación de presentar 
rendiciones de cuentas a quienes hasta ahora no estaban 
obligados, es decir, a los candidatos a presidente en las 
elecciones internas de los partidos. Esto fue señalado en 
sala; incluso, hemos recogido intervenciones de senado- 
res que no pertenecen a la comisión, preocupados por este 
tema de la no rendición de cuentas de quienes se presen- 
taban como candidatos a presidente en las elecciones in- 
ternas. 


Digo, entre paréntesis —no porque suceda solamente 
en el Uruguay, sino porque pasa en todo el mundo—, que 
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a algunas actividades ilícitas les conviene financiar las 
campañas electorales de quienes ni siquiera ingresan al 
Parlamento, ya que su único propósito es legalizar fondos 
provenientes de dinero sucio. Por eso es importante que 
también controlemos lo más que podamos, en las eleccio- 
nes nacionales y en las elecciones internas, entre quienes 
compiten por ser los candidatos únicos de los partidos. 


En materia de publicidad electoral se reducen los mi- 
nutos de publicidad gratuita en televisión abierta y por 
cable, pasando de 162 a 50 minutos. Es claro que se esta- 
blece que esa publicidad gratuita se llevará a cabo entre las 
18:00 y las 23:00, siendo en ese horario la única publicidad 
electoral que podrá emitirse. 


La publicidad paga será exhibida antes de las 18:00 y 
luego de las 23:00, será adquirida por la Corte Electoral 
=según lo que se plantea en el proyecto de ley— y será dis- 
tribuida al mismo precio, en condiciones de igualdad y de 
equidad entre los diferentes partidos. 


Se reducen, para las elecciones internas, los tiempos 
de publicidad electoral a diez días y se establecen mayores 
controles y límites a la financiación de las campañas. Por 
un lado, se pretende reducir la cantidad de dinero que se 
invierte en las campañas electorales y, por otro, poner ma- 
yores obstáculos a posibles acciones ilegales de lavado de 
activos provenientes de actividades ilícitas. 


¿Qué intentamos mejorar con la iniciativa que esta- 
mos considerando? El análisis del financiamiento de las 
campañas electorales realizado por Rafael Piñeiro, Cecilia 
Rossel y Santiago Acuña, publicado en agosto de 2015, 
nos da alguna pista sobre este punto. En dicho análisis se 
señala que la regulación del financiamiento de las cam- 
pañas busca limitar el poder de quienes tienen recursos 
para aportar a los partidos a fin de influir en las políticas. 
Para regular el financiamiento es necesario articular de 
forma coherente las normas que buscan la transparencia 
y los mecanismos que pretenden disminuir la importancia 
del dinero en la política. La distancia entre la regulación 
del financiamiento político y la implementación de nor- 
mas presenta una brecha significativa. Las declaraciones 
muestran un peso sorprendentemente bajo de las donacio- 
nes privadas y numerosos problemas en su forma. Esto 
pone de relieve la debilidad o inexistencia de controles que 
verifiquen la veracidad de las declaraciones. La publici- 
dad en radio y en televisión concentra la mayor parte del 
gasto electoral declarado. El ejercicio de verificación de la 
veracidad de las declaraciones de gasto en publicidad tele- 
visiva mediante la comparación de los montos declarados 
y los datos de emisión de publicidad en televisión abierta, 
revela diferencias significativas en lo que se declara gastar 
por segundo de televisión. Las disparidades pueden res- 
ponder a diferentes estrategias de compra —en horarios 
centrales o secundarios—, a la subdeclaración de gastos, a 
un cobro diferencial de los canales o a una combinación de 
estos tres fenómenos. 
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La evidencia analizada muestra los problemas de la re- 
gulación del financiamiento de las campañas en Uruguay. 
Se destacan las debilidades asociadas al diseño de las nor- 
mas derivadas de la reglamentación insuficiente de la Ley 
n.” 18485, así como el déficit en el control. 


Las elecciones son una piedra angular de la legitimi- 
dad democrática y se basan, entre otras cosas, en la idea de 
que cada ciudadano tiene la misma posibilidad de incidir 
en los resultados. En la medida en que los recursos para 
las campañas electorales son cada vez más importantes y 
están en manos de algunos y no distribuidos equitativa- 
mente, esas personas pueden desvirtuar la lógica demo- 
crática transfiriendo a la competencia electoral su posición 
ventajosa. 


En sociedades desiguales, cuando los más ricos tienen 
facilidades para financiar campañas, el ideal democrático 
formulado por Robert Dahl en 1971, en términos de que 
un Gobierno democrático es el que asegura la continua 
correspondencia entre las preferencias de los ciudadanos 
y las acciones del Gobierno, está muy lejos de cumplirse. 
Se viola la máxima democrática de un hombre, un voto —o 
una mujer, un voto—, y quienes tienen dinero para aportar 
a las campañas o manejan recursos importantes de cam- 
paña, como los medios de comunicación masivos, son los 
que terminan contando en lugar de todos los ciudadanos. 


Cuando la política funciona de esta manera se minan 
las bases de la legitimidad democrática, dado que las elec- 
ciones pierden su sentido. Aunque existe ese riesgo, hay 
que tener claro que son escasos los estudios sistemáticos 
sobre la influencia del dinero en la política en términos 
comparados y prácticamente inexistentes en el caso uru- 
guayo. De cualquier manera, la inexistencia de regula- 
ción o su ineficacia, habilita a que la desigualdad en la 
distribución de los recursos en la sociedad se plasme en 
desigualdad de influencia sobre la política. Sin embargo, 
debe tenerse en cuenta también que diferentes formas de 
regulación tienen, necesariamente, impacto sobre la com- 
petencia política. Limitar el acceso a fondos y el tiempo 
de campaña, así como distribuir subsidios en función de 
resultados de elecciones anteriores, son medidas que tien- 
den a privilegiar a los candidatos instalados. De manera 
inversa, la distribución equitativa de subsidios o la elimi- 
nación de restricciones de tiempo de campaña suelen dar 
más oportunidades a candidatos desafiantes. Lo ideal es 
que la regulación reduzca el poder de los donantes priva- 
dos sobre los partidos, pero alterando lo menos posible la 
competencia. 


Como decía Piñeiro, intentando combinar correcta- 
mente estos factores señalados en el informe que estamos 
leyendo, es que en el proyecto de ley que estamos discu- 
tiendo se aporta una solución que intenta aproximarse al 
ideal, reduciendo las eventuales distorsiones en la compe- 
tencia. 
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En este documento de Piñeiro se analizan las distin- 
tas normas y regulaciones relativas al financiamiento de 
campañas en Uruguay y se presentan los resultados del 
procesamiento de la información proveniente de las de- 
claraciones de ingresos y de gastos de los partidos para 
la elección nacional de octubre de 2014. Sobre esa base se 
identifican los principales problemas que presenta la nor- 
mativa, tanto en términos de diseño, como de reglamenta- 
ción y aplicación. 


La regulación del financiamiento de campañas tiene 
como objetivo limitar el poder de quienes tienen recursos 
para aportar a los partidos buscando influir sobre las po- 
líticas. Para regular el financiamiento y la influencia dis- 
torsiva de quienes tienen dinero, existen dos dimensiones 
que es necesario articular de forma coherente. Una pri- 
mera dimensión está asociada a la transparencia a través 
de normas que buscan facilitar información al ciudadano 
sobre quiénes financian a los partidos y candidatos y apli- 
car los controles correspondientes. Una segunda dimen- 
sión refiere a los mecanismos que pretenden disminuir la 
importancia del dinero en la política. 


En suma, la regulación tiene como objetivo publicitar 
las finanzas de los partidos y sus donantes —dimensión 
de transparencia—, limitar las posibilidades de donar y 
reducir la dependencia de los partidos respecto al finan- 
ciamiento privado mediante subsidios públicos y la reduc- 
ción de la duración de las campañas, dimensión asociada 
al desincentivo de intercambios corruptos. 


Con respecto a la dimensión de transparencia, en Uru- 
guay, la Ley n.” 18485, que regula el funcionamiento de 
los partidos y sus finanzas, obliga a todas las listas y fór- 
mulas presidenciales que compiten en las elecciones na- 
cionales a hacer declaraciones de sus ingresos y gastos, 
estableciendo controles al financiamiento permanente y de 
campaña. Según esta normativa, los partidos y candidatos 
deben presentar, treinta días antes de la elección nacional, 
un presupuesto inicial de campaña con detalles de gastos 
e ingresos previstos y con las donaciones recibidas has- 
ta la fecha. A los noventa días de pasada la elección, los 
candidatos deben presentar las respectivas rendiciones de 
cuentas definitivas, que son de carácter público. 


En cuanto a la reducción de la dependencia del finan- 
ciamiento privado, Uruguay cuenta con diversos instru- 
mentos. Por un lado, tiene uno de los sistemas de subsidios 
públicos más viejos y generosos del mundo, tal como lo 
establece Casas en su trabajo del año 2005. Desde 1928 
hasta 2004, para cada elección, el Parlamento votaba una 
ley que fijaba el monto del subsidio a pagar por voto a los 
partidos y la forma en que se distribuiría entre las diferen- 
tes candidaturas —presidente, vicepresidente, senadores y 
diputados— en las elecciones nacionales, e intendentes y 
ediles en las departamentales. 


La Ley n.” 18485 estableció este subsidio de manera 
definitiva al fijarlo en unidades indexadas. Dicho monto 
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es conocido por todos y al respecto no hay cambios que se 
introduzcan en el proyecto que estamos considerando en 
el día de hoy. 


Por otro lado, a partir de la aprobación de la Ley 
n. 19307, se otorga a cada partido un espacio de trasmi- 
sión en cada medio: 20 % se distribuye equitativamente 
entre los partidos y 80 % proporcionalmente a los votos 
recibidos en la elección anterior, y se obliga a los canales 
de televisión abierta y de abonados y a las radios a emitir 
de manera gratuita publicidad electoral. La distribución 
del uso de los espacios dentro de cada partido queda a cri- 
terio de las autoridades del lema. 


Adicionalmente, en la Ley n.” 17818 los partidos op- 
taron por reducir los tiempos de las campañas en medios 
masivos como una forma de disminuir los estímulos a au- 
mentar su gasto comenzando las campañas cada vez más 
temprano. De esta manera lograron un acuerdo y mediante 
una ley buscaron atarse las manos para que la competencia 
no los llevara a gastar cada vez más. 


Respecto a estos dos últimos temas, el proyecto a con- 
sideración introduce cambios que, en nuestra opinión, 
mejoran la situación actual. Del análisis de la normativa 
y de los datos provenientes de las declaraciones se des- 
prenden tres tipos de problemas relacionados con la regu- 
lación: problemas asociados a diferentes normativas sobre 
financiamiento y subsidios públicos de carácter electo- 
ral; problemas relativos a la reglamentación de aspectos 
particulares para la aplicación de la Ley de Partidos Polí- 
ticos n.” 18485; y problemas de control de la aplicación de 
esta ley. En este punto también el proyecto a consideración 
introduce cambios. 


En cuanto a los problemas asociados a diferentes nor- 
mativas sobre el financiamiento y subsidios, uno de los 
temas más importantes referidos a esta normativa es la 
forma por la que se optó para regular el acceso a la pu- 
blicidad en los medios en la Ley n.” 19307. A diferencia 
de los subsidios en dinero por los votos recibidos en la 
elección, la distribución de un recurso que se utiliza en 
la misma elección solo puede tomar como referencia para 
su reparto los resultados de las elecciones anteriores. Esta 
forma de distribución de subsidios, que recientemente 
fue declarada inconstitucional por la Suprema Corte de 
Justicia, impacta fuertemente sobre la competencia políti- 
ca, favoreciendo en este caso el statu quo. Es decir, estos 
sistemas de subsidios de publicidad u otro tipo de recur- 
sos tienden al congelamiento de los sistemas políticos, ya 
que aumentan las diferencias que de por sí existen entre 
las propuestas con más adhesión —más conocidas e ins- 
taladas— y las desafiantes o desconocidas. Este fenómeno 
tiende a producirse también a la interna de los partidos 
donde la distribución de publicidad entre sectores en las 
elecciones internas, locales y nacionales también sigue 
esta lógica. Cualquier otro criterio de distribución como, 
por ejemplo, uno igualitario entre todos los partidos, tam- 
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bién distorsiona la competencia y pone en pie de igualdad 
a partidos que tienen diferente peso electoral. 


Nuestra propuesta, que es la que está en consideración, 
combina estos tres conceptos: el reparto igualitario del 
tiempo entre quienes tienen representación parlamenta- 
ria; el acceso de los nuevos, de los desafiantes, al espacio 
publicitario, y la consideración del peso electoral de los 
lemas, repartidos en proporciones que están relativamente 
equilibradas. Con esto estamos salvando, desde nuestro 
punto de vista, la inconstitucionalidad señalada por la Su- 
prema Corte de Justicia. A ello agregamos la compra de 
minutos por parte de la Corte Electoral, que adquirirán los 
partidos pagando una tarifa igualitaria para todos. 


El trabajo de Piñeiro señala que la Ley n.” 18485, que 
fija límites a las donaciones que pueden recibir las listas 
y los candidatos, habilita a los candidatos que encabezan 
las listas a contribuir sin límites a sus campañas. Esto re- 
conoce el hecho de que en Uruguay buena parte del costo 
de las campañas, sobre todo de los candidatos con menos 
recursos, es solventado principalmente con fondos de los 
propios candidatos. Sin embargo, abre la puerta a que los 
candidatos presenten como propias donaciones de perso- 
nas o empresas, lavando de esta manera donaciones que 
pueden estar por fuera de las normas. Esto lo resolvemos 
en el proyecto de ley fijando límites a la autodonación de 
los candidatos. 


Por último, señora presidenta, esta misma normativa 
que obliga a los partidos a declarar los ingresos y gastos 
de las campañas, no incluye las elecciones internas, lo que 
limita la información sobre los gastos e ingresos de las 
fracciones nacionales de los partidos, en tanto las campa- 
ñas de las listas de senadores —fracciones nacionales— y 
las de las fórmulas presidenciales comienzan de cara a las 
elecciones primarias —en las internas— y pueden represen- 
tar ingresos y gastos similares a los de otras elecciones. 
En este sentido, en el proyecto también hemos avanzado 
incluyendo, en la declaración y en la rendición de cuentas, 
a los precandidatos a presidente que compiten en las elec- 
ciones internas partidarias. 


En cuanto a los temas relativos a la reglamentación, 
uno de los mayores problemas ocasionados por la ausen- 
cia de reglamentación clara es el que deriva de la falta de 
definición sobre en qué momento se puede comenzar a re- 
caudar fondos y de qué forma los fondos recaudados antes 
del comienzo de la campaña pueden volcarse a ella. La ley 
no distingue claramente entre fondos partidarios y fondos 
de campaña, ni establece de qué manera y por qué montos 
la recaudación realizada a través de los partidos —fuera de 
los tiempos de campaña y sin las mismas restricciones— 
puede ser volcada a la campaña. En la medida en que exis- 
ten diferentes controles sobre unos y otros —donaciones 
para el partido y donaciones para las campañas—, recaudar 
a través del partido puede ser una forma de evitar restric- 
ciones que se aplican al financiamiento de las campañas. 
Hemos fijado en el proyecto un período de recaudación de 
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fondos para campañas, que va desde el 1. de enero del año 
electoral hasta el 30 de junio del año siguiente a la elección 
nacional. 


Dice Piñeiro que la ley establece que las donaciones 
anónimas no pueden superar el 15 % del ingreso anual 
declarado y se asume que es por la lista o el candidato. 
Como los candidatos solo hacen declaraciones de gastos e 
ingresos para el período de campaña, no es claro en fun- 
ción de qué total de ingresos y de qué período se hace ese 
cálculo. Adicionalmente, la ley no es clara respecto a si ese 
límite se calcula sobre el total de los ingresos —que incluye 
el subsidio público— o si solo se incluyen los ingresos de 
origen privado. En el proyecto de ley se prohíben las do- 
naciones anónimas, y con esto solucionamos el problema. 


Por último, los límites a las donaciones de origen pri- 
vado —de personas físicas, jurídicas y de candidatos— se 
fijan en unidades indexadas. Sin embargo, no se explicita 
el valor de referencia de la UI que se debe aplicar porque 
no está la fecha. Este punto no lo hemos considerado en la 
comisión, como tampoco hemos resuelto todas las obje- 
ciones que se han planteado. 


Con respecto a la ausencia de controles de cumpli- 
miento de las diferentes normas, es uno de los problemas 
más graves que enfrenta la regulación del financiamiento 
en Uruguay, lo que está asociado a la baja capacidad buro- 
crática de la institución encargada de controlar el cumpli- 
miento. El análisis de las declaraciones de gastos e ingre- 
sos de los candidatos y listas de la elección de 2014 muestra 
falencias asociadas a la falta de control. El volumen total 
de financiamiento privado declarado en el sistema es sor- 
prendentemente bajo. Se declararon $ 142:600.000 como 
ingreso de origen privado, lo que representa un 19,5%. A 
su vez, el 27 % del monto total de las donaciones proviene 
de donaciones anónimas, cuyo donante no puede identi- 
ficarse. Finalmente, aunque la porción de declaraciones 
que presenta deficiencias a la hora de declarar los ingresos 
es relativamente baja —un 3,0 %-—, los montos con proble- 
mas suman $ 34:653.957, de un total de $ 142:600.000 de 
gastos de campaña; es realmente alto, pues representa un 
24,3 % del financiamiento privado declarado. Esto mues- 
tra la inexistencia de auditorías que verifiquen la veraci- 
dad de las declaraciones de ingresos y gastos. 


Con relación a este punto, el proyecto propone mejoras 
y cambios respecto a los controles sobre la financiación 
permanente de los partidos. No introdujimos cambios res- 
pecto de las campañas porque estamos convencidos de que 
los análisis de las rendiciones de cuentas pueden realizarse 
por medio de la Corte Electoral, si esta toma medidas in- 
ternas de organización para poder hacerlo; lo hemos con- 
versado de manera informal con algunos miembros de la 
comisión. 


Además, en el proyecto que estamos considerando es- 
tablecemos sanciones para quienes incumplan la ley. Esta 
es otra novedad. Habíamos establecido una legislación 
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que no preveía sanciones fuertes para los incumplimien- 
tos. Sin embargo, acá se establece un capítulo de sanciones 
muy fuertes en caso de incumplimiento. 


Hemos tomado en cuenta este informe elaborado por 
académicos, que son reconocidos estudiosos del financia- 
miento de los partidos y sus campañas, porque creemos 
que representa una justa vara con la cual medir los cam- 
bios que aquí estamos proponiendo. 


En este sentido, podemos decir con satisfacción que las 
objeciones y recomendaciones de cambio presentadas en 
el trabajo coinciden con la iniciativa de quienes integra- 
mos la comisión y son parte del texto que estamos consi- 
derando. Aun así, es probable que puedan faltar iniciativas 
sobre algunos aspectos y que, incluso, a criterio de otros 
haya insuficiencias y carencias a resolver; es verdad, pero 
no es poco lo que hemos avanzado entre todos y lo que 
no es menor es que quienes representamos a los partidos 
en la comisión coincidimos en que la autorregulación, los 
controles y la transparencia, nos fortalecen y nos acercan 
a la ciudadanía. 


Estamos poniendo a consideración un nuevo instru- 
mento legal, un nuevo paso en la persecución de una idea 
de democracia sostenida por partidos fuertes, transparen- 
tes y democráticos. 


El proyecto de ley que estamos analizando tiene vein- 
tinueve artículos agrupados en diez capítulos. Tengo que 
destacar que veinticinco de los veintinueve artículos se 
votaron por unanimidad, lo que está marcando una coin- 
cidencia fuerte en lo que señalábamos respecto de dar un 
paso más en la generación de instrumentos legales que nos 
aporten más transparencia, más rendición de cuentas, más 
cercanía con la ciudadanía. Solo dos artículos se votaron 
por mayoría y en los otros dos hay diferencias parciales 
en algunos párrafos. ¿Dónde tuvimos diferencias? En el 
artículo 6.*, que solo admite donaciones de las personas 
físicas a los partidos y a las campañas, excluyendo a las 
empresas. Quiere decir que no hay acuerdo en que se pro- 
híba a las empresas aportar a las campañas electorales. 


A su vez, tuvimos diferencias en el artículo 9.” que 
prohíbe las donaciones por parte de empresas —como ya 
dije—, y en el literal G), que acarrea sanciones duras a los 
medios de comunicación que infrinjan la ley al beneficiar 
a un partido en detrimento de otros, violando el principio 
de igualdad. 


En el artículo 13 hubo diferencias en los incisos re- 
lativos a la compra, por parte de la Corte Electoral, del 
espacio de publicidad electoral permitido; en lo atinente a 
la prohibición a los partidos de adquirirlo directamente, y 
a su extensión a las elecciones departamentales. 


En cuanto al artículo 18, quiero señalar que solo tuvo el 
voto en contra del Partido Independiente ya que —no estoy 
hablando por él sino leyendo la versión taquigráfica— no le 
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resultan suficientes los controles sobre las rendiciones de 
cuentas y cree que hay que agregar otros instrumentos de 
control en las campañas electorales. 


Por otra parte, señora presidenta, vamos a proponer la 
modificación de un artículo respecto a la publicidad elec- 
toral que nos olvidamos de corregir y que, si no me equi- 
voco, fue un aporte realizado por el señor senador Amorín 
o por el señor senador Mieres. El artículo tiene que ver con 
el reparto de publicidad electoral de los partidos con re- 
presentación parlamentaria que hayan comparecido en la 
elección anterior. Nos olvidamos de hacer esa corrección 
para las elecciones departamentales, en las que también se 
presenta el mismo caso: tienen que repartirse los minutos 
entre los partidos que hayan comparecido en la elección 
anterior. Esto es algo menor, pero lo votaremos para tener 
coherencia entre un cambio y otro. 


El capítulo I se titula «De la facultad de los partidos 
políticos de fijar contribuciones especiales para su finan- 
ciamiento». No voy a negar que esta iniciativa, que com- 
partimos todos, proviene del Partido Nacional. Se busca 
una fuerte financiación pública y también por parte de 
quienes pertenecen a los partidos. En ese sentido, aquí es- 
tablecemos que el partido tiene la facultad de fijar una con- 
tribución de un máximo del 15 % del sueldo —descontado 
los aportes— para la financiación propia. Aquí aplicamos el 
mismo mecanismo que en la ley de donantes de órganos, 
es decir, que se es donante salvo que se manifieste lo con- 
trario. En este caso, se le descuenta por el partido, salvo 
que la persona diga que no, con las consecuencias que eso 
podrá tener sobre quien diga que no está en un organismo 
en representación del partido. 


Por su parte, los capítulos II y II refieren a los finan- 
ciamientos público y privado de los partidos políticos. El 
financiamiento privado se divide en dos: el permanente y 
el de las campañas electorales. 


El capítulo IV establece las prohibiciones. 

El capítulo V presenta una novedad importante: esta- 
blece un período de prohibición de la publicidad estatal en 
las campañas electorales, salvo las de los entes que están 
en competencia, las de vacunación o las relativas a algu- 


nos servicios de interés general. 


El capítulo VI refiere a la publicidad de los partidos 
políticos fuera y dentro de los períodos electorales. 


El capítulo VII tiene que ver con la transparencia. 


El capítulo VIII reglamenta los estados contables, las 
rendiciones de cuentas y el contralor. 


El capítulo IX establece las sanciones. 


Por su parte, el capítulo X refiere a algo no menor: el 
estatuto de los empleados de los partidos políticos. Aquí 
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resolvemos dos cuestiones que son una novedad en estos 
tiempos: los que son cargos de confianza, y por lo tanto 
son asimilables —no quiero crear ninguna polémica con 
esto— a los adscriptos de los ministros que se votaron en 
el presupuesto quinquenal pasado —y que se mantiene aho- 
ra—, que cesan cuando se va el ministro y no tienen de- 
recho a percibir horas extras ni despido. Para los cargos 
de ese tipo —secretarios de legisladores, por ejemplo— se 
establece un estatuto especial; para los demás funciona la 
norma general, pero en este caso la obligación de los apor- 
tes es clara. 


En cuanto a los repartidores de listas, a los que habi- 
tualmente se les paga un viático, se les considera traba- 
jadores zafrales. Hay que incluirlos allí a los efectos de 
evitar lo que ocurre muchas veces cuando gente —que in- 
cluso es voluntaria— a la que se le paga un viático, después 
termina demandando a los partidos por una relación de 
«dependencia laboral». 


Termino, señora presidenta, fundamentando breve- 
mente el segundo punto del orden del día, con lo cual evito 
realizar otro informe. Vamos a poner a consideración del 
Senado una minuta de comunicación con el propósito de 
solicitar al Poder Ejecutivo que nos remita un proyecto de 
ley cuyo texto —que enviamos— pretendemos sea similar 
al que estamos proponiendo y procure tres objetivos. En 
primer lugar, que unifique la legislación de partidos en un 
texto legal único, que contendrá toda la normativa vigente 
dispersa en distintas leyes, incluyendo los cambios que es- 
tamos proponiendo hoy. En segundo lugar, como novedad, 
se presenta una propuesta de financiación de las elecciones 
municipales —que no están financiadas— y los incentivos 
económicos a la participación de la mujer en las campa- 
ñas electorales y en política. Con respecto a ese segundo 
punto tenemos acuerdos parciales. Hay acuerdo unánime 
en cuanto a que hay que premiar, mediante un incentivo a 
la financiación, a las listas que sean encabezadas por mu- 
jeres. En tercer lugar, algunos creemos que, además, hay 
que premiar a quienes efectivamente hacen que las muje- 
res se integren al Poder Legislativo y establecemos una 
propuesta de premio económico —que debe ser revisado 
anualmente— a los sectores parlamentarios que efectiva- 
mente logren que haya más mujeres en el Parlamento. 


Estas dos iniciativas no las incluimos en el proyecto 
=salvo una declaración de carácter programático— porque, 
como necesitan financiación, requieren iniciativa privati- 
va del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, creemos que el año 
que viene estaremos en condiciones de analizar el texto 
único del proyecto de ley en una discusión que pensamos 
que será rápida y sobre la que ya sabemos cuáles pueden 
ser los puntos de inflexión. Asimismo, entendemos que 
eso nos permitirá, incluso, ir evaluando la marcha de esta 
iniciativa para poder hacer las correcciones necesarias. 


Una vez que el Poder Ejecutivo remita el texto solicita- 
do, iniciaremos el proceso parlamentario de discusión en 
la comisión y la discusión y aprobación en el Senado. Esto 
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no se trata de la aprobación previa de un texto, sino que es 
una sugerencia que hacemos al Poder Ejecutivo. 


Por todas las razones que hemos explicado en el infor- 
me y reiterando nuestro agradecimiento a los funciona- 
rios, a los asesores —a quienes nombré uno por uno— y a los 
integrantes de los partidos representados en la comisión, 
es que ponemos a consideración del Senado este proyecto 
de ley, esperando que se vote. Como lo hemos señalado, 
existen algunos aspectos puntuales en los que hay diferen- 
cias y no porque se trate de pocos artículos son menores; 
por el contrario, son muy importantes y creemos que tene- 
mos todo el derecho de debatirlas y fijar nuestra posición. 


Es cuanto tenía para expresar, señora presidenta. 


16) LLAMADO A SALA A LOS SEÑORES 
MINISTROS DE ECONOMÍA Y FINANZAS; 
DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA; DE 
VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
Y MEDIO AMBIENTE; DE TRANSPORTE 
Y OBRAS PÚBLICAS, Y DE TRABAJO Y 
SEGURIDAD SOCIAL 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una moción de orden 
llegada a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Los 
abajo firmantes mocionamos para que se convoque a 
sala, en régimen de comisión general, de acuerdo con los 
artículos 41 y siguientes del Reglamento del Cuerpo, a 
los señores ministros de Economía y Finanzas; Industria, 
Energía y Minería; Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente; Transporte y Obras Públicas y Trabajo y 
Seguridad Social para que informen al Senado de la repú- 
blica acerca del proyecto y las negociaciones relacionadas 
con la instalación de la nueva planta de la empresa finlan- 
desa UPM en nuestro país». (Firman los señores senado- 
res Delgado, Mieres, Amorin y Bianchi). 


SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señora presidenta: el 2 de 
mayo de este año elevamos a la Comisión de Industria, 
Energía, Comercio, Turismo y Servicios del Senado una 
solicitud para que comparecieran los ministros involucra- 
dos en este tema. Lamentablemente, por razones que des- 
conocemos formalmente —pero que podemos intuir—, los 
ministros no concurrieron. 


Paralelamente, hemos tenido varios tipos de informa- 
ción acerca de este emprendimiento y de las etapas que 
se llevarán adelante. La información emanada del mismo 
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Gobierno y partido es contradictoria. Se han producido re- 
nuncias de funcionarios, supuestamente causadas por una 
especie de contradicción en el propio seno del Gobierno. 


Nuestro partido ha tenido una posición histórica en 
estos temas. Desde el año 2003 a la fecha hemos votado 
siempre desde este lado del mostrador. Muchos senadores 
—que también lo eran en aquel momento— recordarán que 
cuando se aprobó el tratado de promoción y protección de 
inversiones con Finlandia, el partido que hoy gobierna y 
que en ese entonces era oposición, votó en contra, pero ar- 
gumentó a favor; aquel fue un momento bastante extraño. 
Estábamos en plena campaña electoral y se terminó ese 
proceso con la primera instalación de una planta, ya en la 
transición. 


Desde ese momento hasta la fecha, siempre hemos sos- 
tenido la importancia que tiene la instalación de estos em- 
prendimientos pero, obviamente, con el deber de cumplir 
con algunos requisitos, fundamentalmente el ambiental, 
que es primordial. También debemos saber qué está ne- 
gociando el Gobierno, porque no negocia en nombre del 
Frente Amplio, sino de los uruguayos. 


En realidad, esta moción debería solicitar que los mi- 
nistros informen a los uruguayos; no a los que estamos acá 
porque no es para nosotros, sino para que los ciudadanos 
sepan qué está haciendo el Gobierno en su nombre. Se ha- 
bla de la famosa cláusula de confidencialidad como si se 
tratara de una especie de bolsa de humo en la que nadie 
puede meterse para saber qué pasa. ¿Por qué eso de la con- 
fidencialidad, si no hay una licitación, una competencia de 
emprendimientos? Es UPM con el Gobierno, es UPM con 
Uruguay. 


Lamentablemente, como no hemos recibido informa- 
ción, necesitamos que los uruguayos sepan qué está ha- 
ciendo el Gobierno en su nombre, qué está entregando, qué 
está pidiendo, a qué se está comprometiendo, en cuánto se 
está endeudando, cuáles son las excepcionalidades con las 
que se va a comprometer con la empresa —que no se apli- 
can para cualquier uruguayo— y a qué velocidad se llevará 
adelante el proceso. Planteamos esto porque hoy salió un 
comunicado de prensa de la empresa, de cinco párrafos, y 
vamos a leer el último, que es sintomático porque no está 
de acuerdo con lo que informa el Gobierno. Allí se expre- 
sa: «Si estas dos etapas de preparación concluyen satisfac- 
toriamente,» —abrimos un paréntesis para decir que una 
etapa que empieza hoy dura un año y medio o dos- «UPM 
iniciará el proceso regular de análisis y preparación de una 
decisión de inversión respecto a una potencial fábrica de 
celulosa». Notoriamente, esto no habla de una inminen- 
cia, ¿verdad? Pero sí la expresa el discurso del presidente 
de la república. El presidente, un día sí y otro también, 
dice que lo relativo a UPM es inminente y que ya está en 
las últimas etapas. Entonces, ante toda esta información 
contradictoria, extraoficial y también oficial —esta última 
bastante endeble— me parece que los uruguayos necesitan 
saber qué se va a hacer con su país. 
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Es lógico que hoy el Senado vote afirmativamente la 
comparecencia de estos ministros. Como dijimos en prin- 
cipio, con esta convocatoria no se busca una responsabili- 
dad política, no se trata de censurar a nadie, sino de que se 
nos informe y por eso planteamos un régimen de comisión 
general. 


Tarde o temprano, los ministros iban a tener que venir 
a dar explicaciones. El Gobierno se la jugó a que iba a te- 
ner todo el pescado vendido y que informarían posterior- 
mente, pero no está todo el pescado vendido —ni siquiera 
está pescado, todavía es pez— y por eso nos parece un buen 
momento para que vengan sus representantes a informar 
al país, en el Senado, qué es lo que se va a comprometer y 
cómo va a continuar este trámite. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DE LEÓN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DE LEÓN.- Señora presidenta: la bancada de 
gobierno va a acompañar esta convocatoria en régimen de 
comisión general, pero queremos hacer un par de puntua- 
lizaciones. 


En primer lugar, el planteo que se hace hoy es com- 
plementario al que se hizo en determinado momento en la 
Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Ser- 
vicios. En aquella oportunidad se dieron las explicaciones 
del caso porque es real que en cualquier proceso de estas 
características existen cláusulas de confidencialidad, tal 
como sucedió en otras etapas del Uruguay con otras inver- 
siones de este tipo. El Gobierno en todo momento planteó 
que cuando estuvieran las condiciones que no afectaran el 
proceso que se venía desarrollando, con mucho gusto iban 
a venir al Parlamento a informar a los uruguayos sobre 
este proceso. Esto va a ocurrir porque, como dije al princi- 
pio, la bancada de gobierno va a acompañar este llamado 
en régimen de comisión general y —como también lo ha 
señalado el presidente de la república en varias oportuni- 
dades— cuando estén dadas las condiciones, se va a venir 
a informar no solo al Senado sino a todos los uruguayos 
sobre esta importante inversión que se va a desarrollar en 
el país en los próximos años. 


Finalmente, reitero, vamos a acompañar este llamado 
en régimen de comisión general. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: noso- 
tros también vamos a acompañar este llamado en régimen 
de comisión general. 
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Cuando se instaló por primera vez UPM —en aquel en- 
tonces Botnia— tuve el honor de integrar, desde el Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería, los equipos que ne- 
gociaron y, obviamente, no hubo confidencialidad, ni fase 
1, ni fase 2, ni fase 3, ni nada. En definitiva, creo que no 
debe haber confidencialidad en esto; hay leyes vigentes. 
Las instrucciones que nos había dado a todos los ministros 
del área el entonces presidente Jorge Batlle establecían 
que dentro de las competencias de cada uno se negociaran 
las exoneraciones previstas en la ley de inversiones y sus 
alcances. Recuerdo que el propio Ministerio de Economía 
y Finanzas quería que se cobrara un canon del doble den- 
tro de la ley, y así se hizo. Nada fue oculto como lo es 
hoy, por lo tanto, no comprendemos este secretismo, por 
eso nos parece muy atinado el pedido de la bancada del 
Partido Nacional para que se venga aquí a responder a los 
representantes de todo el pueblo, no solamente a los que 
representan a casi la mitad sino a todos, de lo que se está 
haciendo con el futuro y con el dinero de los uruguayos. 
Por eso, repito, nos parece muy acertado el pedido y va- 
mos a acompañarlo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MIERES.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MIERES.- Señora presidenta: nosotros fir- 
mamos la solicitud del llamado en régimen de comisión 
general y nos alegra que la bancada del Frente Amplio la 
acompañe, porque me parece que es una buena señal. 


Nosotros también tenemos una visión crítica de las 
demoras ocurridas con la información. Creo que es de 
orden que el conjunto del sistema político cuente con in- 
formación directa, obviamente, con los resguardos de las 
reservas; todos somos grandes y tenemos claro que en un 
proceso de negociación hay aspectos que muchas veces 
pueden ser objeto de confidencialidad. Lo que no puede 
suceder es que los partidos que no integramos el Gobierno 
carezcamos de información directa. La historia, la tradi- 
ción del país es que cuando se toman decisiones sobre as- 
pectos que tienen que ver con inversiones de magnitud, se 
actúe con una lógica de política de Estado. El propio Go- 
bierno así lo hizo cuando tenía la expectativa de encontrar 
petróleo en la plataforma continental. El presidente convo- 
có, primero a los expresidentes y después a todos los par- 
tidos e informó de primera mano. Además, permitió a los 
partidos acceder a contratos reservados para que pudieran 
consultarlos en la Torre Ejecutiva, de manera de poder es- 
tar en línea con lo que efectivamente ocurría. Ahora, en 
este caso parece que se ha actuado de manera equivocada, 
lamentablemente equivocada. Para seguir con ejemplos, lo 
mismo ocurrió cuando se instaló la primera planta de ce- 
lulosa y se generó el conflicto con la República Argentina; 
en aquel momento hubo reiteradas reuniones entre el pre- 
sidente de la república y los representantes de los partidos, 
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en las que se dio información valiosa e, incluso, reservada. 
Lo mismo sucedió cuando había posibilidades de que se 
instalara la empresa Aratirí en el territorio nacional; en 
ese entonces, el expresidente José Mujica convocó a todos 
los partidos, se trabajó en una ley general y se analiza- 
ron los impactos que podrían existir. En definitiva, esto 
ha quebrado una tradición y es una pena que así haya sido; 
de cualquier manera, este régimen de comisión general es, 
por lo menos, necesario e imprescindible y así vamos a 
acompañarlo. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 
30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa coordinará con los señores ministros su con- 
currencia. 


SEÑOR MUJICA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MUJICA.- Señora presidenta: quiero sumar 
un comentario a las opiniones que se han vertido. Las 
compañías tienen su historia, sus edades y sus circunstan- 
cias y en este caso estamos hablando de una compañía que 
cotiza en la Bolsa y tiene pavor a los trabajos de prensa, 
a las declaraciones y, más allá de nuestro Gobierno, una 
de las condiciones que han planteado es, precisamente, la 
confidencialidad estricta. Esto gustará o no, a mí no me 
gusta nada pero, desgraciadamente, este tipo de inversio- 
nes que son importantes para generar riqueza y trabajo, 
establecen un conjunto de parámetros que limitan a los 
Gobiernos —no solo al uruguayo—, que se ven con ese dra- 
ma de dar pasos en los que se hacen concesiones, que tal 
vez en el espacio interior no se harían, por estar sujetos a 
la ley de la necesidad. 


Esto está pasando en toda América Latina y en todo 
el mundo subdesarrollado; se trata de un capítulo —fuera 
de esta circunstancia— a tener en cuenta. Es una caracte- 
rística central del mundo en el que estamos viviendo hoy, 
donde tal vez la única defensa sea la de los acuerdos mul- 
tilaterales dentro del área subdesarrollada del mundo. Hay 
una disputa entre los distintos escenarios respecto de estas 
inversiones: si no lo haces tú hay otro que da mejores con- 
diciones. Eso se está utilizando en una especulación muy 
dura para con el mundo subdesarrollado. Quiere decir que 
este es un problema muy hondo —-muy hondo— que merece 
ser internalizado en discusiones y políticas de fondo, que 
van más allá de este episodio circunstancial. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señora presidenta: naturalmente, 
he votado en forma afirmativa esta moción. Me parece que 
es bien importante que el Senado y, a través de él, el Uru- 
guay todo sepa qué es lo que se está negociando. Además, 
casi todos nos vamos a enterar de lo que se está negocian- 
do, no solo los opositores. Tengo la clara sensación de que 
todos vamos a tener novedades de lo que está pasando. Me 
parece que el Uruguay tiene una tradición importante en 
la llegada de empresas multinacionales. Las empresas ven 
muchas cosas en los países, no solo la ventaja que pode- 
mos darles ni las obras multimillonarias que les tenemos 
que hacer, las empresas ven en los países la seriedad, la 
honestidad. 


UPM ya vino al Uruguay y lo eligió por muchos moti- 
vos. Eligió al Uruguay porque había árboles, porque tenía 
un río importante, grande y caudaloso donde la contami- 
nación iba a tener efectos mínimos y porque era un país 
donde la corrupción tenía niveles bajísimos. Por muchos 
motivos se elige a un país y no solamente por las venta- 
jas enormes que se puedan dar por renuncias fiscales y en 
obras de infraestructura; ¡no solo por eso! Entonces, me 
parece que es bueno que se explique. 


Acá ya vino esta empresa, ya instaló una planta formi- 
dable y llegó con ciertas condiciones, pero nada especia- 
lísimo y todo dentro de la ley. Así que me parece que va a 
ser bueno que nos informen acerca de estas cosas. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


17) PARTIDOS POLÍTICOS 


SENORA PRESIDENTE.- El Senado continúa con la 
consideración del primer punto del orden del día. 


SENOR HEBER .- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: en primera ins- 
tancia, queremos agradecer al Senado la paciencia de ha- 
ber esperado al 1. de noviembre para estudiar este proyec- 
to de ley porque nosotros participamos muy activamente 
en su análisis. Como hemos participado en la discusión 
en la comisión y en encuentros políticos entre los partidos 
para buscar una solución, nos parece que podemos trasmi- 
tir a los compañeros de nuestro partido, que van a votar, 
la historia fidedigna sobre el estudio de esta iniciativa. Así 
que agradezco que se haya esperado al 1.” de noviembre 
para discutir este proyecto de ley. 
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Lamentablemente, esta iniciativa no viene con la 
aprobación de nuestro partido en términos puntuales y 
por eso nosotros firmamos con salvedades. Por más es- 
fuerzo que hicimos en la comisión y en forma particular, 
no pudimos ponernos de acuerdo sobre algunos artículos. 
Permanentemente estuvimos informando a los compañe- 
ros de la Cámara de Representantes para que lo que se 
votaba acá también pudiera contar con el compromiso 
de esa cámara, pero no hemos podido tener esa garantía 
política a pesar del esfuerzo que hemos venido haciendo 
desde hace ya un buen tiempo. Hace más de un año que 
trabajamos en esto, que es bastante complicado porque 
el proyecto de ley presenta dificultades respecto al fun- 
cionamiento interno de los partidos, así como de distri- 
bución interna de los partidos y también complicaciones 
constitucionales. 


Nadie discute, señora presidenta, que tenemos que 
avanzar en la legislación para dar más transparencia a 
los fondos que utilizan los partidos políticos en forma 
permanente o en campañas electorales. Nadie lo discu- 
te. Creo que hace bien el señor senador Pintado cuando 
señala que hay artículos que se votaron por unanimidad 
como, por ejemplo, las disposiciones en virtud de las 
cuales no puede haber donaciones anónimas. ¡Obvia- 
mente! Incluso, eso puede generar distorsiones al mo- 
mento de hacer eventos masivos de recaudación de poco 
monto. También nos va a costar registrar el nombre y los 
documentos como para poder informar, y eso no deja de 
ser, también, una complicación. ¿Por qué? Porque en el 
día de mañana se puede hacer alguna comida o un cóctel 
de recaudación por montos que individualmente no son 
importantes pero que, por la convocatoria, pueden ser un 
modo de financiación muy legítimo, lo que hasta aho- 
ra se daba en forma anónima ya que instrumentalmente 
era bastante difícil conseguir los datos de la persona y 
porque, incluso, había gente que no quería aparecer con- 
tribuyendo a determinados partidos o porque colaboraba 
con todos o porque no contribuía con nadie. 


En función de eso, hemos eliminado la posibilidad de 
que la contribución sea anónima, lo que puede ser cuestio- 
nable desde el punto de vista de la recaudación. Lo pongo 
como ejemplo del ánimo de los partidos políticos para tra- 
tar de transparentar las finanzas, tanto permanentes como 
las de las instancias electorales. 


Señora presidenta: estos artículos y este proyecto de 
ley vienen a consideración del Parlamento cuando en la 
región existe un cúmulo de denuncias entre partidos polí- 
ticos, sobre todo acerca de financiaciones electorales, que 
han alarmado a la opinión pública de la región en que se 
han dado, tanto Brasil como Argentina y algún otro país, 
también España. Ha habido una notoria difusión sobre el 
cuestionamiento a los sistemas políticos de estos países, 
producto de las financiaciones electorales. 


Esta situación internacional, que quizás merezca un 
análisis mayor o más profundo, muchas veces se produce 
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porque hay leyes que encorsetan a los partidos, que los 
limitan. Esas prohibiciones —de alguna manera, esto se 
generó en la legislación de esos países— muchas veces han 
llevado a algo que ocurre en estos momentos —como en 
el caso de Brasil-: que políticos de todos los partidos han 
violado la legislación y hoy están sometidos a juicio, si no 
están presos. Por eso, nosotros tenemos especial cuidado 
con estas legislaciones que tratan de generar la aprobación 
de la opinión pública a partir de la severidad, el control y 
la fiscalización de los partidos políticos, porque después 
—lamentablemente, esto es lo que pasó en Brasil- todos los 
partidos las violan y terminan todos presos. 


Traigo a reflexión esta situación porque en este pro- 
yecto de ley el Partido Nacional ha hecho hincapié en la 
transparencia. Para nosotros es muy importante no sola- 
mente incluir en la ley la posibilidad de que no haya dona- 
ciones anónimas, sino que además haya debidos controles. 
Por más que pongamos los controles en un artículo de la 
iniciativa, si esto no viene de la mano de dotar a la Corte 
Electoral del presupuesto necesario para que pueda con- 
tratar personal técnico encargado de hacer las auditorías 
que habilita esta reforma, de nada sirve que lo establez- 
camos en un artículo. Sería solo un avance escrito, no un 
avance real. Se trata de cambiar lo que ocurre hoy, en que 
se hace una suerte de declaración frente a la Corte Elec- 
toral, pero esta está incapacitada para fiscalizar y auditar 
ese gasto o comprobar que realmente se efectuó y que esos 
ingresos fueron los que financiaron las campañas elec- 
torales o sirvieron como financiación permanente de los 
partidos. Por eso es muy importante que el compromiso 
de transparencia, de fiscalización y de control de gastos de 
los partidos políticos vaya de la mano de una acción que 
esperamos cuente con voluntad política en las futuras eta- 
pas presupuestales: dotar a la Corte Electoral del personal 
técnico para cumplir su función. De lo contrario, será letra 
muerta, solo un avance escrito o el país de papel del que 
muchas veces hablamos, y no el país real. 


Acá tenemos dos capítulos que son importantes: la 
financiación permanente de los partidos políticos y la fi- 
nanciación electoral. El proyecto de ley establece cuál es 
el período de recaudación de los partidos políticos con el 
fin de gastar lo recaudado en las distintas campañas pu- 
blicitarias, que empiezan treinta días antes de la elección 
nacional de octubre, treinta días antes de las elecciones 
departamentales y municipales, diez días antes de la elec- 
ción interna y quince días antes de la segunda vuelta, en 
caso de que no se alcancen mayorías absolutas. El perío- 
do empieza el 1.” de enero del año correspondiente a las 
elecciones nacionales y va hasta el 30 de junio del año si- 
guiente, a fin de contemplar la posibilidad de recaudar en 
las campañas de las elecciones departamentales, y va más 
allá para dar oportunidad a los partidos políticos —si tienen 
una situación deficitaria— de seguir recaudando para po- 
der cubrir los agujeros electorales que suelen existir, sobre 
todo, en aquellos partidos a los que no nos ha sonreído el 
triunfo electoral. En esos casos, se generan compromisos 
de orden individual y colectivo que, muchas veces, llevan 
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a que esas deudas electorales se tengan que ir pagando a lo 
largo de los cinco años siguientes, generando así un condi- 
cionamiento a los partidos, a los sectores y a las personas 
que asumieron el compromiso. 


En el caso de la financiación permanente de los parti- 
dos políticos, en la comisión coincidimos en que no puede 
haber una empresa privada que, en forma permanente, los 
financie. En realidad, eso nunca existió, pero el hecho de 
establecerlo en la ley, de alguna manera, lo ratifica. Estoy 
seguro de que ni nuestro partido, ni los demás tienen algu- 
na empresa privada como sponsor, que en forma perma- 
nente los financie. Naturalmente, no me parece correcto 
y no está de más ponerlo en el proyecto de ley porque, 
quizás, alguien puede creer que los partidos políticos se 
financian en forma permanente por empresas privadas. 
Eso no es así; la financiación de los partidos políticos para 
su funcionamiento se hace a través de los cargos políticos 
de particular confianza y del financiamiento permanente 
del Estado, que se da en función de la representación le- 
gislativa que se obtenga. Esto nos parece claro; poner en 
un artículo que no estamos de acuerdo con que se haga 
en forma permanente me parece de Perogrullo, pero bien- 
venido sea porque es lo que sucede: no hay financiación 
permanente de empresas privadas a los partidos políticos. 
Quizás eso suceda en otros países, pero no en el nuestro. 
Me parece bien que no exista esa posibilidad y creo que 
establecerlo por ley es, simplemente, reconocer la reali- 
dad. 


Cada partido presenta anualmente a la Corte Electoral 
la información. Como presidente del Directorio del Parti- 
do Nacional puedo decir que presentamos anualmente a la 
Corte Electoral —sin la posibilidad de que nos audite— un 
estado de gastos e ingresos. Allí establecemos todos los 
ingresos, tanto los de carácter público, como los de carác- 
ter privado, es decir los ingresos de personas que adhie- 
ren a nuestro partido —a veces contribuyen con modestas 
cuotas mensuales— y ayudan a financiar los eventos y las 
movilizaciones que realizamos durante los cinco años. O 
sea que acá no hay ningún misterio ni nada nuevo; sim- 
plemente, ponemos en el proyecto de ley lo que venimos 
haciendo en la actualidad. 


Las discrepancias surgen cuando hablamos de las cam- 
pañas electorales, porque allí tenemos un gasto exorbitan- 
te y no alcanza con la contribución del Estado para solven- 
tarlas. El principio que se siguió en la comisión —dicho por 
gente del partido oficialista— fue no aumentar el gasto del 
Estado en la financiación de los partidos políticos, solo se 
aumentará mínimamente en la minuta de comunicación 
que se va a solicitar al Poder Ejecutivo para los incentivos 
a la participación de la mujer y para la financiación de las 
elecciones municipales, concretamente, de las alcaldías, 
que la ley vigente no contempla porque son de creación 
posterior. Por tanto, esto no significa un mayor costo de 
la financiación electoral. El criterio del oficialismo fue: no 
aumentar el gasto, tener un control y establecer limitacio- 
nes para solventar la campaña electoral. Como dije en co- 
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misión y lo reitero ahora, dentro del Partido Nacional eso 
ha generado suspicacias porque, justamente en esta ins- 
tancia, la posición del partido oficialista busca limitar los 
ingresos de los partidos políticos. Naturalmente, no puede 
llamar la atención que esto genere suspicacias y descon- 
fianza. ¿Por qué justo ahora vamos a poner límites? En 
algunos casos esos límites nos parecen importantes y con 
respecto a ellos coincidimos. Por ejemplo, para que maña- 
na los partidos políticos no sean rehenes de quienes tienen 
poder económico y, por ende, podrían adueñase de un par- 
tido político. No me parece sano que los partidos políticos 
tengan esa fragilidad y que mañana alguien con un gran 
poderío económico, garantizando la financiación de una 
o varias campañas electorales, pueda dominar un partido 
político porque no solo puede solventar su campaña, sino 
varias. Por tanto, las limitaciones que preservan a los par- 
tidos políticos de la fragilidad que implicaría ser domina- 
do por quienes tienen poderío económico y les aseguran 
realmente una representación popular en sus estructuras, 
nos parecen sanas y las acompañamos. Sin embargo, al 
mismo tiempo que ponemos estos límites —que, reitero, 
a mi juicio son sanos— se introducen otros que creemos 
que atan y limitan a los partidos. Un ejemplo de ello es lo 
que establece el artículo 6.*, que prohíbe la contribución 
de las empresas privadas a los partidos políticos. Reitero 
lo que dije en comisión: nosotros vamos mucho más por la 
transparencia que por la limitación y la prohibición, más 
por la posibilidad de que haya auditorías y controles que 
por la prohibición, pero acá se prohíbe. No he escuchado el 
argumento por el que los empresarios sí pueden contribuir 
y las empresas no. ¿Cuál es la diferencia? ¿Acá la tesis 
seguramente en el debate de hoy se me podrá responder— 
es que no puede haber condicionamientos de las empresas 
privadas? Creo que al respecto algo dijo el señor senador 
Pintado en su exposición. ¿Se piensa que esas contribu- 
ciones económicas a las campañas pueden condicionar 
la marcha, la gestión, las decisiones del Poder Ejecutivo? 
Considero que tenemos que rechazar eso de plano. No ha 
existido nada de eso. Alguno me dirá: «Pero curémonos en 
salud». Puede ser, pero ¿los empresarios sí pueden contri- 
buir y las empresas no? Si alguien cree que una contribu- 
ción en una campaña electoral genera condicionamientos 
al partido que logra el triunfo electoral y, por lo tanto, tie- 
ne el Gobierno, ¿cuál es la diferencia entre que realice la 
contribución un empresario persona física o una persona 
jurídica? El argumento corre para los dos. Me parece que 
es la misma condición. 


Insisto en que esa desconfianza no la tenemos, no la 
aceptamos, no la admitimos, porque el planteo no nos 
parece justo. Nosotros tenemos que financiar campañas 
electorales costosas y muchas veces tenemos que generar 
la posibilidad de recibir el apoyo de personas físicas y per- 
sonas jurídicas, sobre todo porque este proyecto limita que 
los candidatos mañana puedan solventarse toda su cam- 
paña electoral. Esta limitación se establece para que los 
candidatos con plata no se hagan dueños de los partidos. 
Pero el proyecto también limita a las empresas. Solamente 
deja a los empresarios. No nos parece de recibo. 
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Se me ha dicho que es una señal que va en una direc- 
ción, porque algunos legisladores sostienen que no debe 
haber contribuciones privadas, ni de empresarios ni de 
empresas, es decir, que todo tiene que ser estatal. Si ese 
es el camino que se elige, no se puede decir que no vamos 
a aumentar el gasto del Estado y, por lo tanto, no vamos 
a restituir lo que no vamos a recibir por contribuciones 
privadas. Habría que ir aumentando el gasto del Estado 
de modo tal de ir achicando gradualmente las contribucio- 
nes de privados a las campañas electorales. Este puede ser 
un tema para discutir en el futuro, pero la discusión que 
tenemos hoy es si las empresas privadas pueden contri- 
buir o no. El proyecto dice que no, pero los empresarios, 
sí. Me parece que es una suerte de hipocresía. Aquí pare- 
ce que hay desconfianza acerca de la posibilidad de que 
mañana estemos condicionados por un aporte privado, lo 
que, vuelvo a decir, rechazamos y negamos. Hemos tenido 
aportes de empresas privadas en las campañas electorales 
y nunca se planteó la posibilidad de que eso generara para 
quien contribuye un derecho —inaceptable— de ninguna 
especie. 


En función de eso, señora presidenta, este artículo 6.” 
no es de recibo. Además, la norma también inhabilita la 
posibilidad de que haya donaciones en especie. Enton- 
ces, si mañana una empresa que fabrica plásticos dona 
a los partidos políticos cartelería en la vía pública, no 
podemos aceptarlo, o si una imprenta nos ofrece la posi- 
bilidad de imprimir una lista a un costo menor, tampoco 
podemos aceptarlo, porque la personería jurídica no es 
admisible en estas donaciones. Entonces, deberíamos ge- 
nerar una suerte de disfraz para que aparezca que cada 
uno de los empresarios dona su cuota parte. Y eso es 
lo que no hay que hacer. Hay que salvar a los partidos 
políticos para que no tengan nada que disfrazar porque 
está todo transparente, todo claro. Prefiero la claridad y 
la transparencia a las prohibiciones, porque cuando se 
dan estas situaciones, se generan suspicacias. Hay que 
transparentar el sistema con los controles que tiene que 
haber y con las donaciones, sean de empresas o de em- 
presarios, sean del pueblo o no. 


Además, los artículos que establecen las prohibiciones 
indican —esto es algo que me parece lógico— que no puede 
haber financiación externa y que los gremios y las empre- 
sas públicas no estatales no pueden realizar contribucio- 
nes indirectas o directas a los partidos políticos. Es obvio 
que tiene que ser así. 


Sobre las financiaciones externas quiero pensar que en 
los tiempos de hoy, en un mundo totalmente distinto, no 
existen. Sí existieron, tanto para las actividades perma- 
nentes como para las electorales, pero no se trata de discu- 
tir el pasado, sino el presente y, sobre todo, el futuro. Lo 
que nos interesa es buscar puntos de entendimiento. Aquí 
no tuvimos un punto de entendimiento con el Gobierno, 
por más que una y otra vez se nos ha mencionado esta 
situación. 
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También están los límites en unidades indexadas, que 
a nosotros, señora presidenta, nos va a generar un co- 
mentario artículo por artículo. En la discusión de cada 
artículo vamos a mencionar qué es lo que consideramos 
que está bien y qué es lo que nos parece que podría estar 
mucho mejor. 


Pero la famosa discusión que tenemos es en el artículo 
13 de este proyecto, que establece la forma en que se dis- 
tribuyen los espacios gratuitos. Hemos pedido opiniones a 
juristas y algunos de ellos sostienen que la nueva formula- 
ción que hemos realizado acerca del artículo 13 no salva la 
inconstitucionalidad que ha señalado la Suprema Corte de 
Justicia. Este es un tema para resolver, señora presidenta, 
porque la mayoría de votos, por más acuerdos que haya, 
no evita que mañana alguien presente un recurso y pueda 
demostrar que esta distribución es inconstitucional, aun- 
que sea acordada y mucho mejor del disparate que había 
antes. Perdonen —no quiero herir susceptibilidades—, pero 
fue así. La ley de medios establecía que el 80 % se repartía 
en proporción a los votos de la elección pasada y el 20 % 
atendiendo una realidad nueva. Además, se les expropiaba 
a los canales de televisión y a las radios 162 minutos por 
día, de manera que iban a cerrar, porque no iban a tener 
programación. Es una forma de razonar antigua —no quie- 
ro ofender—, vieja, porque hoy en día, con la cantidad de 
medios que tenemos para poder ver programas de televi- 
sión, la propaganda electoral en los canales de televisión 
cada vez va a tener menos incidencia. De manera que ge- 
nerar esta expropiación me parece un error. Diría que es 
una especie de obsesión la que ha tenido el Gobierno, so- 
bre todo la bancada oficialista, al sostener que es ahí don- 
de está el desbalance o el favoritismo, ¡que nos ha llevado 
a la oposición a perder las elecciones tres veces seguidas! 


SEÑORA PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dispone 
el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota). 

-19 en 20. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - Gracias, señores senadores y señora 
presidenta. 


No veo en los resultados electorales que esto pueda in- 
cidir. Se habla de la incidencia de los canales de televisión 
y de las radios en torcer la opinión pública, pero la fuerza 
política que propone la iniciativa ha ganado tres veces las 
elecciones en forma consecutiva. No van a ser cuatro, pero 
sí ha ganado tres veces. 


En ese sentido nos parece que, dentro de la discrepan- 
cia que tenemos con la ley de medios, es más sensato re- 
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ducir los 162 minutos por día a cincuenta minutos. La ley 
de medios topea a los canales, en esa obsesión que tiene el 
Gobierno de ir contra los que manipulan, supuestamente, 
a la opinión pública, que son los canales de televisión y las 
radios. Eso es lo que se está diciendo con esa actitud que 
se tiene contra ellos. Como la ley de medios establece un 
límite de quince minutos de tanda por hora, pedimos que 
se agreguen cinco minutos más y se llegue a veinte minu- 
tos, aspecto que fue aceptado en la comisión. 


Señora presidenta: vuelvo a decir que estoy en contra 
de la ley de medios; me parece una mala ley. Si tuviéramos 
la mayoría necesaria la derogaríamos —lo digo franca y 
directamente— y la sustituiríamos por otra norma mucho 
más adecuada a la realidad y a los nuevos tiempos que 
estamos viviendo, en los que la publicidad electoral pasa 
por otros lados mucho más que por los canales de televi- 
sión y las radios. Pero así son las cosas y así nos tenemos 
que mover. 


De esta manera, habría cinco minutos que no les esta- 
ríamos tomando de las tandas permanentes y habría otros 
cinco minutos que sí, porque, según dice la ley, son diez 
minutos de propaganda política por hora. Con respecto a 
este tiempo de cinco minutos, en la Comisión especial de 
partidos políticos, financiación y publicidad electoral he 
insistido en otorgar a los canales un crédito fiscal, pero no 
fue aceptado. En lo personal, lo considero un error, porque 
hay cinco minutos que no les tocamos del tiempo que ellos 
tienen como propaganda por hora —en la medida en que 
de quince pasamos a veinte minutos—, pero sí les estamos 
sacando cinco minutos de la tanda permanente. 


Como todos sabemos, en su momento el Partido Inde- 
pendiente presentó un recurso y lo ganó. Justamente, una 
de las razones por las cuales estamos considerando este 
proyecto de ley es que el Partido Independiente ganó en 
esa instancia con respecto a la forma en que se distribuyen 
los minutos entre los partidos. Para nosotros la aprobación 
del artículo requería dos tercios de votos, pero la Suprema 
Corte de Justicia entendió que no, que lo que está equivo- 
cado es la forma en que se distribuyen los minutos. Pero 
en ese fallo la Suprema Corte de Justicia agrega que hay 
daño económico. Quiere decir que lo gratis no es gratis; 
lo vamos a tener que pagar después en un juicio. Si no 
otorgamos a los canales de televisión y a las radios el cré- 
dito fiscal que, de alguna manera, pueda eliminar el daño 
económico, mañana van a tener el derecho de reclamar por 
ese daño económico que por este acto legislativo les haya- 
mos generado. Y eso va a llevar a que ganen un juicio y a 
que el pueblo uruguayo tenga que pagar el daño económi- 
co de esos cinco minutos por los que no se les concedió el 
crédito fiscal. 


Señora presidenta: me parece que esta situación es tan 
obvia, que nos queremos adelantar a que se genere una 
reflexión en este sentido. Todavía estamos a tiempo. Y si 
no es así, esperemos que la reflexión se dé en la Cámara 
de Representantes para evitar lo que, para nosotros, es un 
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mal artículo que insiste en un reparto que hemos acorda- 
do, pero sobre el que se sigue sosteniendo que es incons- 
titucional. En el ámbito de la comisión esta discusión ha 
llevado muchas veces a escuchar opiniones como: «Bue- 
no, si no estás de acuerdo con esta forma de distribución, 
podemos ir a la eliminación de la propaganda, que no haya 
propaganda de los partidos políticos en los canales de te- 
levisión y en las radios». No sé; no lo he discutido en mi 
partido. No sé si es mejor que no haya propaganda política 
en los canales de televisión y en las radios —como ocurre 
en muchos países— a que exista esta instrumentación, que 
puede ser recurrida y generar un daño económico. Esta- 
mos dando los elementos para que después lo que se dice 
que es gratis no lo sea, porque vamos a tener que pagarlo 
en un juicio. 


Adelanto que cuando comencemos a analizar el 
artículo 13, pediré un cuarto intermedio para volverlo a 
discutir a nivel de la bancada y definir cómo lo vamos a 
votar. En la comisión llevamos adelante acuerdos políticos 
—que podían ser satisfactorios— en cuanto a la distribución 
de espacios gratuitos en función de la elección pasada y la 
nueva realidad. Se buscó otra forma y no la que establecía 
la ley de medios. Así, se acordó que el 50 % se repartiría 
en proporción a los votos obtenidos en la elección pasada; 
el 45 %, en forma igualitaria para todos los partidos, y el 
5 %, para los nuevos partidos que concurran. Para mí era 
un acuerdo lógico frente a lo que había, pero, por parte de 
prestigiosos juristas y del señor senador Amorín, se sigue 
insistiendo en que el artículo sigue siendo inconstitucio- 
nal. Esta situación nos podría llevar a que mañana nos afi- 
liemos a la tesis de que no haya nada. Pero estamos en una 
sociedad en donde pueden querer aparecer nuevas figuras 
y en donde estamos pidiendo que exista una renovación 
a nivel de los partidos, en forma permanente. Y la forma 
en que alguien pueda aparecer en la renovación es promo- 
cionarse, para que lo conozcan y pueda mañana tener la 
atención de la ciudadanía. Si no lo ven, si no lo conocen, 
va a ser muy difícil que esto se pueda concretar. Entonces, 
me parece que esta norma no es anticonstitucional, sino 
realmente antidemocrática. Promover que aparezcan nue- 
vos partidos y que dentro de los ya existentes surjan nue- 
vas figuras es lo que debemos hacer. No podemos congelar 
el statu quo ni a los partidos. Y vuelvo a decir que estos 
argumentos surgen de la convicción de que, frente a estos 
desafíos, debemos ayudar a que los partidos políticos no 
sean presos del dinero. ¡Sí, señor! ¡Quiero que los partidos 
políticos no queden presos ni de personas, ni de dinero, 
ni de empresas —claro que sí—, pero lo quiero de la mejor 
forma, sin que esto termine congelando a sus dirigencias 
porque es lo que se conoce! Al no tener la posibilidad de 
acceder a los grandes medios de difusión, no se va a poder 
generar esa renovación, ese cambio que tanto queremos. 
Quiero creer que todos lo queremos; si no es así, natural- 
mente, tenemos la posibilidad de que esto se congele. 


Recién, acá —al costado— escuché decir: «¿Y cuando 
no había televisión?». Bueno, cuando no había televisión 
se iba a la esquina con un cajón de queroseno y ahí se 
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hablaba hasta sin micrófono. En aquella época no había 
medios, que —confesémoslo— hoy muchas veces son los 
que llevan público. ¿Quién hace actos masivos como se 
hacían en el pasado? No se hacen más actos masivos; deja- 
ron de existir. Antes llegaba el líder o el candidato a Paso 
de los Toros, a Caraguatá o a Artigas y todo el mundo iba 
a escucharlo, los adherentes y los no adherentes. Era un 
acontecimiento. 


Hoy en día, los medios de prensa, las redes sociales, la 
televisión, diariamente nos hacen rendir un examen, natu- 
ralmente, el ciudadano pierde el interés. ¿Por qué? Porque 
todos los días estamos en el living de la casa de la gente. 
Repito: todos los días nos toman examen; cambió la po- 
lítica. Y algunos pasan ese examen y otros lo reprueban 
porque también está el archivo, que muchas veces es ho- 
rrible para algunos, ya que queda registrado si dice un día 
una cosa y otro, otra. Esto está pasando en la actualidad y 
se está siendo mucho más exigente. Recuerdo que cuando 
era chico mi padre —que era diputado por Rivera— debía 
pedir licencia para ir a su departamento porque le costaba 
un mes recorrerlo en su totalidad. Hoy nos lleva veinticua- 
tro horas recorrer un departamento. La actividad política 
cambió sustancialmente; la cambió la televisión y las redes 
sociales la están cambiando. 


Ahora bien, nosotros vamos a llegar al 2020 con refle- 
jos de la década de los cuarenta. El timbrazo seguirá, pero 
también por redes. Por eso, señora presidenta, creemos 
que esta forma de articular esa expropiación que se hace 
a los medios de prensa, es vetusta, vieja, antigua, y no va 
a ser real. Es más, vamos a incentivar a que las campañas 
electorales vayan por otro andarivel que no sea el de la 
televisión y de las radios. 


Por último, señora presidenta, quiero mencionar algo 
que nos preocupa y que fue planteado por el senador 
Mieres en comisión: la famosa compra de minutos por 
parte de la Corte Electoral. En la comisión dije que me 
parecía muy difícil que la Corte Electoral tuviera la posi- 
bilidad técnica de establecer el valor de un minuto de te- 
levisión en el Canal TV 10 Rivera, en el Canal 3 TV Río 
de Paysandú o en el Canal 12 Melo. ¿Cómo va a hacerlo? 
Se me podrá decir que alguien se va a encargar, pero no 
puede ser así y creo que la solución del senador Mieres 
era muy lógica. 


La preocupación radica en que no haya beneficios para 
algunos. O sea que lo que quiere la bancada oficialista —y 
nos parece de recibo— es que los minutos de televisión val- 
gan distinto para unos y para otros. Pues bien, la factura 
que se hace a los partidos políticos tiene que ser controla- 
da por el Consejo de Comunicación Audiovisual. De al- 
guna manera, el minuto lo establecía la Corte Electoral 
en función de la realidad de cada medio. No es lo mismo 
tener minutos de propaganda en los canales nacionales —si 
así se quiere llamar a los que están en Montevideo— que 
en los canales cable, que son los que pasan propaganda 
política en el interior del país. 
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El Gobierno se ha negado a esto, por lo que nosotros 
vamos a pedir un cuarto intermedio cuando tratemos este 
artículo para dialogar nuevamente. Me parece muy sensa- 
ta la propuesta del senador Mieres porque lo que queremos 
evitar es que haya hijos y entenados. Queremos evitar que 
haya precios para unos y precios para otros. Si es el Conse- 
jo de Comunicación Audiovisual el que se ocupa de garan- 
tizar los minutos, tendrá que establecer la factura, el pago 
y el ingreso por vía bancaria —porque debe ser en dinero, 
en tanto las campañas electorales se están bancarizando-, 
pero no pongamos a la Corte Electoral a regular cuando 
está incapacitada para hacerlo. 


Creo que podemos dar a la Corte Electoral los medios 
que precisa para que pueda fiscalizar y auditar a los parti- 
dos. Considero que con un equipo de contadores se puede 
auditar en forma permanente las campañas electorales. En 
esto tengo una discrepancia con el senador Mieres porque 
él sostiene que de ello debe ocuparse el Tribunal de Cuen- 
tas y yo creo que debe ser la Corte Electoral la encargada, 
pero dándole los recursos humanos que está precisando. 
Esos recursos pueden venir del tribunal, pero deben pasar 
a ser personal permanente de la Corte Electoral para cum- 
plir una misión de auditoría. Eso es bienvenido, señora 
presidenta; no es una piedra en el zapato. A mí no me gus- 
taba cuando se hablaba de la auditoría interna, como en 
algún momento se mencionaba en el proyecto, pero quedó 
muy claro que la Auditoría Interna de la Nación no inter- 
viene, porque representa al Poder Ejecutivo y este no debe 
tener injerencia ni hacer auditorías, ya que es de un par- 
tido político y su titular es el principal jefe de ese partido 
político. Repito, no tiene derecho a auditar las finanzas de 
un partido de la oposición, pero sí puede hacerlo la Corte 
Electoral. Lo que se menciona de la Auditoría Interna de la 
Nación es, simplemente, a los efectos de tener un registro 
del balance. 


Las finanzas permanentes van al Tribunal de Cuentas 
para que sean visadas, y después a la Corte Electoral. A 
mí me parece bien que sea así y creo que es sano para los 
partidos políticos porque nos ordena. 


Digamos también —debemos confesarlo— que dentro de 
los partidos tenemos distintas realidades, pero no porque 
haya personas que cometen delitos. A veces, en las cam- 
pañas electorales hay personas que son desprolijas para 
presentar sus propias cuentas y tenemos que ir educando 
en esto. A veces, un compañero o compañera sale a la pa- 
lestra en otro confín del país sin conocer las normas esta- 
blecidas en esta nueva legislación y será muy difícil que 
presente lo que corresponde en tiempo y en forma, pero 
deberá hacerlo. Debemos hacerlo. Tendremos que expli- 
carle que es así. 


Habrá dificultades porque en el tema de las dona- 
ciones, sobre todo en el interior del país, hay gente que 
se maneja de una forma mucho menos protocolar o 
articulada. Muchas veces, los recursos se consiguen en 
función de donaciones que salen de un grupo de amigos, 
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pero eso lo tendremos que organizar. Son tareas que ten- 
dremos que hacer para educar a las listas, que muchas 
veces tienen esta costumbre de barrio, de gente muy hu- 
milde. Ahora deberán aprender que las donaciones debe- 
rán ser cuantificadas y declaradas porque es obligatorio 
por ley. Muchas veces se nos dice «si me prestó el auto» 
o «si me regaló un parlante», pero todas esas colabora- 
ciones que tenemos permanentemente —a veces desinte- 
resadas— y que son la esencia de la vida política, deberán 
ser declaradas. Es verdad que pueden existir sospechas 
de que haya personas con otros intereses, pero de esta 
manera estamos impidiendo conseguir recursos para la 
campaña electoral que son muy valiosos y muy difíci- 
les de cuantificar. Si el día de mañana alguien nos regala 
veinte pollos en una comida, vamos a tener que justifi- 
carlo. Creo que hay un límite para todo y debemos tener 
cuidado de no atarnos los pies y las manos porque los 
partidos políticos precisan recursos, ya que no los tienen 
por sí mismos. No somos partidos políticos ricos. Hay 
partidos que tienen recursos, como sucede en Alemania, 
Francia, España o Estados Unidos. En esos países los 
partidos políticos consiguen recursos permanentemente 
y pueden pagar una o dos campañas electorales. Noso- 
tros no. A veces, con una buena administración podemos 
pagar los sueldos de las personas que trabajan dentro del 
partido, pero muchas veces hemos tenido que postergar 
obras —algunos miembros del Directorio del Partido Na- 
cional lo saben—, porque no tenemos recursos suficientes 
para arreglar humedades. Esa es nuestra realidad, pero 
de ahí a que se sospeche que el narcotráfico va a lavar di- 
nero, es demasiado. Lo único que puede lavar el Partido 
Nacional es alguna pared que está bastante sucia. Nada 
más que eso. 


Lo que estamos haciendo es generar un clima de des- 
confianza y suspicacia. Fijense que en un momento, en la 
Comisión especial de partidos políticos, financiación y 
publicidad electoral solicité que se suspendiera la toma 
de la versión taquigráfica para poder hablar de manera no 
protocolar, para poder intercambiar opiniones, y salieron 
a la prensa a decir: «¿Qué están hablando? ¿Qué secreto 
tienen?». Solo lo hicimos para tener una conversación, un 
mejor diálogo, y no estar pidiendo interrupciones. Como 
dije, tuvimos una crítica muy dura en la prensa porque 
solicité que se suspendiera la versión taquigráfica para fa- 
cilitar el diálogo, que estaba un poco trancado. A veces, 
cuando el diálogo se tranca en muchos proyectos de ley 
—esto lo aclaro para la prensa, aunque los viejos periodis- 
tas parlamentarios ya lo saben—, solicitamos suspender la 
toma de la versión taquigráfica para hablar de ciertos te- 
mas de una forma más chabacana, para poder entendernos 
y lograr acercar una posición. Incluso compañeros de mi 
propio partido me han preguntado: «¿Qué están hablando? 
¿Qué están negociando ustedes, que suspendieron la toma 
de la versión taquigráfica?». Nada, simplemente tratamos 
de buscar un entendimiento porque estábamos trancados. 
¡Y seguimos trancados! Buscamos destrancar, pero este 
proyecto de ley no se votó por unanimidad en comisión. 
En dos o tres artículos nosotros vamos a marchar. Es ver- 
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dad lo que dice el señor senador Pintado en cuanto a que 
hay una cantidad de artículos en los que estamos de acuer- 
do. Son artículos que son necesarios para lograr una trans- 
parencia en el sistema. 


A nosotros todo esto nos genera una dificultad. He 
estado hablando con los diputados de mi partido y me 
preguntan cómo voy a distribuir los minutos gratis en la 
elección interna. La verdad es que no lo sé y nos va a ge- 
nerar un problema grave. Me han preguntado si los mi- 
nutos gratis en octubre van a ser solo para el presidente 
y los senadores. ¿Y los diputados? ¿Qué garantías tienen 
los diputados —que son los que tienen que bancarse sus 
campañas electorales en los departamentos— de que van 
a participar de esos minutos gratis en horario central? No 
voy a poder decirles que se puede comprar en horarios la- 
terales. Además, ¿cuál es el horario central de las radios? 
¿De 6 a 11 horas? Bueno, eso depende de la audiencia y 
del departamento. 


En definitiva, hay muchas interrogantes. El Gobierno 
ha insistido y está comprometido en votar este proyec- 
to de ley, pero nosotros no hemos logrado los acuerdos 
internos necesarios como para comprometer la posición 
del Partido Nacional. No tenemos acuerdo en el partido 
como para dar una opinión, justamente, por todas es- 
tas preguntas que se me hacen y no sé cómo responder. 
¿Cómo va a comprar la Corte Electoral los minutos en 
el interior del país? ¿Cómo se va a distribuir dentro del 
partido? Cabe señalar que hay distintas realidades; la 
realidad interna de una coalición política como el Frente 
Amplio es distinta a la de los partidos tradicionales, so- 
bre todo a la del Partido Nacional, donde estamos acos- 
tumbrados a decir que la libertad es libre, a revolear el 
poncho y a salir al descampado. No hay organicidad, no 
hay forma de alinear a muchas personas. Hay partidos 
políticos que son distintos, porque se identifican con una 
lista, con un número, que está registrado en todo el país. 
Eso es muy distinto a la arquitectura y a la organización 
de un partido político que ha hecho de la libertad electo- 
ral una forma de ser, una tradición. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Está en el ADN. 


SEÑOR HEBER.- Exactamente, está en el ADN del 
partido. Es muy difícil decir «no podés, tenés que alinear- 
te». No, ¿qué alineamiento? Y después el que no se alineó 
también pide su cuota parte. 


Además, ¿en función de qué elección se va a hacer? 
¿De la elección pasada? Puede ser que en la elección pasa- 
da no estuviera. Entonces, en la próxima elección le van a 
dar menos dinero y va a decir que el partido le está negan- 
do la posibilidad de que salga y pueda mostrar sus votos en 
una elección nacional. Y todo eso termina siendo un gran 
lío dentro del Partido Nacional y se pide la renuncia al 
directorio, que es al primero que se señala como culpable 
de todos los males. ¿Qué puedo decirles? ¿Que no estuve 
de acuerdo con el artículo y que lo votó el Frente Amplio? 
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Señora presidenta: tenemos estas realidades dentro del 
Partido Nacional. Adelanto que voy a seguir participando 
en el debate de este proyecto de ley por la vía de la inte- 
rrupción porque me preocupa. He dado mucho tiempo y 
creo en muchos de los artículos que se han votado. 


Insisto en que el Partido Nacional —en esto se me ha 
dado la derecha en el Senado y en la Cámara de Represen- 
tantes— quiere más transparencia y que no exista la posibi- 
lidad de que el día de mañana alguien con respaldo econó- 
mico pueda adueñarse de un partido. Eso nos preocupa y 
no lo queremos. Lo que sí pretendemos es que los partidos 
sean más transparentes. Naturalmente, estamos muy lejos 
de que el día de mañana alguna organización ilícita pueda 
financiar nuestras campañas electorales. En eso hay una- 
nimidad, el tema está en ver cómo lo logramos. Muchos 
artículos están bien, otros no. 


Por estos motivos, a riesgo de dificultar la votación, 
cuando lleguen los artículos polémicos voy a pedir un bre- 
ve cuarto intermedio para razonar con los compañeros y 
ver cómo vamos a votar los artículos que he mencionado, 
que nos generan reparos, aunque la intención del proyecto 
de ley pueda ser compartible. 


Muchas gracias. 
SEÑORA XAVIER - Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Señora presidenta: me alegro de 
que nuestra bancada haya propuesto, en esta legislatura, 
debatir nuevamente y reflexionar sobre las normas que nos 
rigen. Creo que es esencial este debate, que tiene que ver 
con las reglas que en la democracia tenemos todos para 
nuestro funcionamiento. 


Me alegro, además, de que la comisión haya tenido 
nivel e intensidad de trabajo y dejo constancia de las dis- 
culpas para las taquígrafas y los taquígrafos que nos su- 
frieron durante tantos meses en una discusión que siempre 
fue sumamente apasionada con relación a lo que nos debe 
guiar como criterio. 


¿Cuál es, nuevamente, el objeto de esta reflexión, que 
creo es deseable que se dé en toda legislatura? Es volver 
a pensar qué hacemos en la política cuando nos sorpren- 
demos con valoraciones que no son las que esperamos de 
la ciudadanía uruguaya y hay una brecha muy importante 
entre lo que esta expresa en algunas mediciones respecto 
a cómo valora la democracia y cómo nos valora —después 
y muy por debajo— a nosotros, a la institución partidos po- 
líticos. 


Por tanto, hay que encontrar cuáles son las claves 
de disociación que tenemos con la ciudadanía porque, 
sin duda, no nos podemos encomendar exclusivamente 
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a cuestiones como las tecnológicas, sino que tenemos que 
ver cómo está nuestro vínculo con la sociedad. Creo que, 
efectivamente, todo el predominio que la imagen tiene en 
la vida cotidiana muchas veces nos ha llevado a hacer las 
mejores campañas, a presentarnos de la mejor forma y a 
distorsionar lo que, en definitiva, el ciudadano y la ciuda- 
dana tienen que elegir, que son los mejores gobiernos, el 
mejor proyecto de país y los mejores equipos para llevarlo 
adelante. 


Las campañas electorales, con todo lo que significan 
en la vida de los países y también de los partidos, no nos 
pueden hacer perder de vista el objetivo de que nuestro 
funcionamiento sea permanente porque de él dependen 
muchas de las consecuencias que luego tenemos en ese 
vínculo con los ciudadanos. Por tanto, estamos tratando de 
ver de qué manera equilibrada y ponderada podemos fun- 
cionar y creo que eso se logró bastante. Sin embargo, hay 
que decir que, así como el señor senador preopinante ha- 
blaba de ciertas insuficiencias, nosotros también tenemos 
algunas en el producto final porque, obviamente, hubo que 
aproximarse a los mayores consensos. 


Creo que una de las cosas que importa es que veamos 
cómo otros partidos, en una región como Latinoamérica, 
han encontrado vías para mejorar estas dificultades, ya 
que si nosotros las vivimos por ese descenso de los parti- 
dos políticos y su actuación en la consideración ciudada- 
na, hay otros países que, sin duda, las tienen desde mucho 
tiempo antes y con mucho mayor profundidad. 


La democracia uruguaya tiene algunos de los partidos 
más antiguos del mundo y eso presenta enormes venta- 
jas para la solidez democrática. Claro, eso también tiene 
consecuencias de rigidez en su funcionamiento, porque se 
puede pensar, por ejemplo: «¿Para qué vas a cambiar, si 
siempre ha sido así? Entonces, sigamos así, que tan mal 
no NOS Va». 


Creo que tenemos que discutir sobre todas las cosas y 
ver en qué lugares podemos ir adaptándonos. Como de- 
cía, muchos países han estado discutiendo y reformando la 
manera en que funcionan sus partidos, pero han generado 
estructuras y burocracias muy importantes que no solu- 
cionaron los problemas sino que, por el contrario, origina- 
ron otros y muy grandes. Me refiero a exigencias a las que 
los partidos no pueden llegar —y, por tanto, quedan fuera 
de determinadas vueltas electorales— o a un andamiaje en 
el que todo se puede analizar, pero es una burocracia que 
genera, a su vez, mecanismos para mantenerse. 


Entiendo que vamos con mucha ponderación con res- 
pecto a las modificaciones que hoy tenemos aunque, en 
algunos aspectos, quisiera que hubiéramos tomado deter- 
minadas decisiones hace mucho más tiempo. 


En 2009 discutimos este tema y recuerdo intervencio- 
nes —como la del señor senador preopinante y otros en su 
colectividad política— que planteaban que si la publicidad 
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tiene el peso que efectivamente tiene, por qué no reducir 
la campaña publicitaria, no tender a eliminarla o no dar al 
canal público un rol de difusión. 


En fin, se han ensayado muchas alternativas y creo que 
en este año de trabajo hemos pasado revista a casi todas, 
pero hay un momento en que se debe concluir con algún 
tipo de avance. Pienso que lo que concretamos, desde el 
punto de vista de la publicidad, es en lo que hemos sido 
menos eficaces, pero a lo largo del debate que hoy tendre- 
mos ya veremos en detalle algunos de esos aspectos. 


La oportunidad me parece esencial; me refiero a que 
tomemos estos debates fuera del año preelectoral, porque 
a nadie le gusta saber que existen incertidumbres sobre las 
reglas que nos van a regir. Por eso es muy importante no 
diferir más el tratamiento de este tema y posibilitar que 
la Cámara de Representantes también lo considere en los 
plazos más rápidos posibles, antes de ingresar en el año 
preelectoral. 


La actitud de cada uno de nosotros tiene que ser dis- 
cutir este tema por fuera de cómo nos irá en la votación 
próxima. Cuando en el 2009 el Poder Ejecutivo envía la 
iniciativa de la ley que nos rige y que hoy estamos mo- 
dificando, ¡obviamente que nuestra fuerza política quería 
seguir siendo gobierno por un período más!, pero hicimos 
una serie de restricciones y hoy, a la luz de aquellos avan- 
ces, nos damos cuenta de que los cambios han sido tan im- 
portantes, que requerimos de muchas más modificaciones. 


Entonces, despejo cualquier suspicacia planteada en 
este debate acerca de si con estas modificaciones vamos a 
estar ganando un poquito más con relación a nuestros ad- 
versarios políticos. Aquí estamos discutiendo de democra- 
cia. Esta discusión es importante para todos: para los que 
estamos aquí, para los desafiantes —que vendrán y se pre- 
sentarán—, y para el equilibrio y regulación que debemos 
tener entre nosotros como sistema político, pero también 
respecto de las herramientas que damos a la ciudadanía 
para que nos analice. 


Es muy lindo que hablemos de transparencia y después 
hagamos un sistema de información con números de nues- 
tras finanzas, pero después ningún ciudadano puede acce- 
der a ellos y, si lo logra, no puede interpretarlos. Entonces, 
lo que estamos diciendo es que avancemos sustantivamen- 
te en la democratización, que sigamos analizándonos e 
intentemos aggiornarnos a transformaciones como la de 
la inclusión financiera. Incorporar todos los mecanismos 
de inclusión financiera a los ingresos de nuestros partidos 
hoy es esencial para hacer la trazabilidad. 


Me congratulo de que en nuestro país no existan las 
amenazas que, lamentablemente, se dan en otros países, 
pero eso no nos vacuna ni nos inmuniza; eso implica re- 
conocer que el mundo global no tiene fronteras para sus 
amenazas y que si nos curamos en salud es mucho mejor, 
insisto, dentro de un marco de ponderación. No se trata 


CÁMARA DE SENADORES 


185-C.S. 


de generar megaandamiajes en los que, después, las ins- 
tituciones se pierden o disminuyen sus posibilidades de 
dar respuestas efectivas y, entonces, entramos en una gran 
distorsión. Aquí se trata de tener mayor transparencia 
y más accesibilidad de los ciudadanos a la información 
que requieran y no de estimular la aventura electoral en 
el sentido de que haya finanzas y, entonces, se apueste a 
ser tal candidato o candidata para después ir bajando por- 
que resulta que lo que interesa es encontrar otro efecto en 
esa cascada de aspiraciones; aquí se trata de que podamos 
manejar los recursos asignados con un criterio de sensa- 
tez. Creo que la ley del año 2009 ayudó a ordenar nuestro 
funcionamiento, ¡sin lugar a dudas!, pero la necesidad de 
mejorar el financiamiento no está desligada de la exigen- 
cia de los gastos; entonces, allí se originan las discusiones 
acerca de cuánto dinero admite la política. En principio, 
nos inclinamos por decir que la política esté lo más lejos 
posible del dinero. ¡Devolvámosle a la política el debate de 
las ideas! ¡Devolvámosle a la sociedad la cercanía entre 
ciudadanos y políticos! 


Esto no nos puede llevar a pensar en imágenes iluso- 
rias porque, sin duda, tenemos que apostar a la austeridad, 
a levantar nuevamente el cajoncito aggiornado al siglo xx1 
y tener claro cuál es el norte, porque si venimos a discutir 
cómo uno consigue ventaja sobre el otro, debemos recor- 
dar que un día estamos de este lado, y otro, del lado de la 
Oposición. 


¿Hay vocación de gobierno? Por supuesto, desde el 
primer día de nuestra creación. ¿Hay dificultades? Por su- 
puesto. Nuestra coalición está integrada por más de treinta 
sectores y partidos, además de tener un componente de 
movimiento a lo largo y ancho de toda su estructura. ¿Hay 
listas? No quisiera aventurar un número porque no recuer- 
do cuántas listas debí autorizar frente a la Corte Electoral 
durante mi presidencia en la coalición. 


¡No se salva nadie! Primero, todos quieren tener todas 
las libertades en su puño; segundo, todos salimos a ganar. 
¿Quién no enfrenta las discusiones con sus compañeros 
en algún recóndito lugar del país, y dice «acá ganamos»? 
Por tanto, requiere de recursos, de apoyaturas y demás, 
pero después la realidad no colma esas expectativas. En 
un proyecto de ley de esta naturaleza ninguno de noso- 
tros va a decir: «Se colman todas nuestras expectativas». 
No; es importante que este proyecto de ley tenga el mayor 
respaldo posible porque siempre que discutimos la salud 
de los partidos políticos está en juego la salud de nuestra 
institucionalidad democrática. Cuanto más acertemos el 
norte —lo que implica dar transparencia y acercar el ciuda- 
dano a la política, y viceversa—, vamos a estar en mejores 
condiciones de avanzar como sociedad. Cuando nos vana- 
gloriamos de cómo, a lo largo de su historia, nuestra so- 
ciedad ha rescatado todos estos valores interrumpidos por 
muy pocos momentos en los que la democracia se fractura 
o la fracturan, el desafío es mayor. ¡No hagamos de este 
proyecto de ley un simple trámite parlamentario! Haga- 
mos de este proyecto de ley un verdadero momento para 


186-C.S. 


escudriñar en nuestras prácticas y mejorarlas en función 
de esos objetivos. 


Creo que es bueno suspender todas las opacidades 
que se puedan generar, y me parece que no solo es bue- 
na la concepción de lo que podamos tener, sino también 
la que podamos trasmitir al conjunto de quienes integran 
nuestras colectividades políticas, porque este proyecto de 
ley y las modificaciones propuestas para transparentar y 
mejorar los datos —o las que vengan— van a necesitar del 
concurso de todos. Esto no lo hace la burocracia de cada 
partido; si no se generan los datos a lo largo y ancho de las 
estructuras, vamos a estar carentes. Sepamos que hay paí- 
ses donde los partidos quedan fuera de combate en forma 
transitoria o definitiva porque no cumplen con las reglas 
que se vuelven más rígidas. No pueden ser reglas rígidas 
para excluir a los partidos, sino que deben tener insita la 
propuesta para que no dejen gente afuera de la política; sin 
duda, esa es la mejor forma de gestionar las diferencias en 
una sociedad. 


Por tanto, hemos tenido unos cuantos idas y vueltas en 
muchos de los temas que acá se discuten, pero quiero dejar 
meridianamente claro que para esta fuerza política sería 
mucho más democrática la no existencia de campañas pu- 
blicitarias pagas en televisión que la solución transaccio- 
nal que traemos y que, de todas formas, no concita el apo- 
yo de todas las colectividades hoy aquí representadas. No 
cabe duda de ello y no estaríamos haciendo ningún avance 
extraordinario. Existen muchos países que no hacen de la 
propaganda publicitaria paga el centro de sus campañas 
como lo hacemos nosotros, lo que nos trae ese conjunto de 
consecuencias de las que hablaban los señores senadores 
preopinantes sobre déficits en los partidos políticos, muy 
difíciles de revertir. 


Insisto en que la propuesta que hoy se trae es ponde- 
rada en función de cómo, desde el año 2009, ha venido 
dándose esta regulación que requiere aprobar la minuta, lo 
que, sin duda, es muy importante para que el Poder Ejecu- 
tivo envíe artículos con su iniciativa privativa para generar 
mejores condiciones, ya que podemos exigirnos determi- 
nado tipo de auditoría, pero si después no tenemos quién 
controle, no deja de ser un saludo a la bandera. 


Con respecto a la ley que rige hasta ahora, la identifi- 
cación de los donantes representa la necesidad de avanzar 
un paso más con relación a lo dispuesto en 2009 y, con 
relación a los montos que una persona física pueda aportar 
en una campaña en comparación con una empresa, no da 
lo mismo. No es lo mismo que un empresario aporte en la 
medida en que deba justificar esos aportes o que lo pueda 
hacer para varios partidos a la vez —como ocurre muchas 
veces—, a lo que pueda hacer una empresa. 


¿Esto significa satanizar el aporte de las empresas? No; 
¡si todos hemos recurrido a ellas! Esto no quiere decir que 
siempre vaya a haber objetivos espurios en las empresas 
cuando financian los partidos políticos; estos pueden ser 
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tan nobles como los aportes que se generan por parte de 
cada uno de los ciudadanos interesados en que ese partido 
tenga la mejor performance electoral. Pero las empresas, 
los empresarios y las autoridades partidarias debemos en- 
tender que hoy más que antes existe una presión ciuda- 
dana sobre estos temas. ¿Que siempre hay que ceder a la 
interpretación que los ciudadanos hacen sobre determina- 
das realidades? Bueno, no; no siempre. Somos integrantes 
de partidos políticos que, en general, queremos ayudar a 
conducir, a procesar, a ser síntesis de lo que las socieda- 
des se proponen. Sin embargo, es muy importante saber 
que todos los días estamos sometidos a las informaciones 
que surgen de otros países en donde esa interpretación ha 
sido una vía de distorsión y, además, de corrupción. Es 
evidente que no hay alguien que corrompe y otro que es 
corrompido sin su voluntad, pero como se necesitan dos, 
debemos dar un mensaje desde nuestros partidos políticos 
en el sentido de que estamos convencidos de que se gastan 
dineros excesivos en las campañas, de que debemos redu- 
cir la cantidad de agua que sale de esas canillas porque es 
mucha, y de que ese manejo debe ser más transparente. 
Entonces, una forma de reducir los volúmenes e identifi- 
car su procedencia es que no provengan de las empresas, 
porque si entendemos que las empresas contratantes con 
el Estado no deben ser a su vez donantes de partidos, esta 
es otra medida complementaria que no es contrapuesta, 
sino que va coadyuvando a identificar, sin satanizar, las 
situaciones en las que, lamentablemente —un día sí y otro 
también—, encontramos imágenes que no queremos vivir 
y para las que hay que prepararse en un ponderado debate 
equilibrado y respetuoso entre los actores. 


Entonces, me parece bueno que veamos todo este an- 
damiaje sin estigmas pero, además, que también veamos 
la necesidad de que lo que terminemos resolviendo hoy, 
acá, nos va a impactar a todos. Por ejemplo, me corre un 
frío por la espalda cuando el señor senador preopinante 
habla de una eventual derogación de la Ley de Servicios 
de Comunicación Audiovisual. Y ¿por qué me corre un 
frío por la espalda? Porque un día sí y otro también hay 
ponderaciones hacia la norma que votó Uruguay, y es 
cierto, fue aprobada exclusivamente con los votos de la 
coalición gobernante. Pero mire, señor senador, que la 
concentración que existe en los medios de comunicación 
—televisión, prensa escrita y radio— no es patrimonio de 
otros países, también existe en el nuestro, y la concentra- 
ción de mensajes en oligopolios —en pocas empresas o fa- 
milias— no es buena para la democracia; eso está probado 
en cualquier parte del mundo. La diversidad de mensajes 
y de quienes los emiten es algo muy bueno para la demo- 
cracia, es bueno para la colación gobernante y es bueno 
para los partidos de la oposición. No pueden mirarse estos 
temas de acuerdo con la expectativa del voto que vayamos 
a tener en la elección siguiente. ¡Esa es la manera, no hay 
forma de achicar este debate! Eso sería malo para todos; 
por eso quiero insistir en que en el 2009 nos pusimos res- 
tricciones y no fue porque pensáramos que no íbamos a 
tener vocación de seguir siendo gobierno. Por supuesto 
que sí. Acá están en juego otros valores, no está en juego 
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si vamos a tener medio minuto más, ya sea gratis, donado 
o pago. Me parece que es a ese punto del debate al que 
tenemos que volver. 


SENOR PINTADO.- ¿Me permite una interrupción, 
señora senadora? 


SEÑORA XAVIER.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR PINTADO.- Pensé que estábamos de acuerdo, 
pero ahora veo que no. La lógica con la que trabajamos es 
tratar de combatir esa idea muy uruguaya de que acá no va 
a ocurrir, de que acá eso no va a pasar. Creo que como eso 
todavía no pasa, es el momento de anticiparnos. En reali- 
dad, si miramos los fenómenos de corrupción que hemos 
estudiado, casi todos invariablemente empiezan buscando 
plata para los partidos, pero esta satanización de la que 
se habló no está en nuestro espíritu. Por ejemplo, si no 
modificamos la ley actual, una empresa que hoy no contra- 
ta con el Estado puede donar, pero al día siguiente puede 
hacerse contratante del Estado cuando en ese momento no 
lo era, y eso empieza a llenar todo de suspicacias aunque 
haya transparencia. Justamente, hoy hablaba con la señora 
senadora Tourné sobre el tema de la posverdad. Cuando se 
instala una verdad, aunque sea mentira, ¡mala suerte! Y de 
eso todos somos cómplices. Esa es la principal causa por 
la cual nos estamos dañando como lo estamos haciendo, 
pero este no es el tema de hoy. 


¿Qué es lo que queremos preservar? Recién lo dijo el 
señor senador Heber: los gastos exorbitantes no solo com- 
prometen las finanzas actuales sino que quedamos endeu- 
dados, y eso es muy malo. Incluso, quienes tienen esas 
libertades y son menos disciplinados también van a ver 
comprometida su libertad de opinión por la deuda, porque 
si una deuda depende de que el partido la pague, capaz que 
van a cuidarse un poco al momento de presentar disonan- 
cias. ¿Qué hacemos, entonces? Limitamos el ingreso y tra- 
tamos de limitar los egresos. Sabemos que la televisión en 
el año 2025 no va a ser un problema. Es más, se dice que 
es horrible la cantidad de espacio que le ocupamos. ¡Ojalá 
no tuviéramos campaña electoral en televisión! Creo que 
lo mejor es el contacto con la gente. En nuestro proyec- 
to de ley no hay lugar para las suspicacias; sí hay lugar 
para la transparencia —y es lo que compartimos—,; sí hay 
lugar para la cercanía con la gente, pero no hay lugar para 
la influencia del dinero, aunque sea mínima. Cuando la 
gente ve los gastos exorbitantes de las campañas electora- 
les —siempre les parecen exorbitantes—, se aleja y no habla 
bien de nosotros. Siempre ponemos el mismo ejemplo: la 
gente que se pregunta «¿En qué gasta tanto este diputado 
de Tranqueras? ¿Qué hay detrás?». Hay gente que se com- 
promete tanto, que no le alcanzaría con veinte años de le- 
gislador para poder pagar las deudas. Hay familias que 
se han arruinado por las campañas electorales. Entonces, 
tratemos de cuidarlos a través de la ley. Lo que más nos 
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salva en una elección es la cercanía con la gente, y más en 
un país como el nuestro. Si antes nuestros viejos caudillos 
podían recorrer todo el Uruguay, a pesar de las dificulta- 
des que había, hoy se puede ir a cada casa y en cinco años 
se puede conocer a los dos millones de votantes y estable- 
cer una relación personal. No es un país con accidentes 
geográficos o con escasas vías de comunicación. 


Quienes hacemos esta propuesta no tenemos ninguna 
otra intención que salvar las bases que sustentan la demo- 
cracia, que son los partidos. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dispone 
la oradora. 


Se va a votar. 

(Se vota). 

—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede continuar la señora senadora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- La transparencia tiene un pie en 
la identificación de los donantes para las campañas y tam- 
bién para el funcionamiento permanente de los partidos. 
Incluso, se ha dado la discusión de si hay que evitar que las 
empresas financien todo el tiempo a los partidos, pero no 
impidamos que lo hagan en la instancia electoral —debido 
a las suspicacias de algunos integrantes del Cuerpo- y que 
las empresas queden por fuera de la donación. Tenemos 
que entender que la donación indirecta no es buena. Sin 
duda, primero está la regulación de los montos pero, ade- 
más, el hecho de que podamos identificar la procedencia 
de ese dinero siempre es bueno, es curarse en salud. En- 
tonces, es importante cruzar los datos y que su análisis sea 
transparente. 


Indudablemente, hay que avanzar hacia la bancariza- 
ción. Hemos discutido mucho cómo hacer para que la gen- 
te aporte dinero de forma natural. Creo que no estamos 
haciendo otra cosa que intentar encontrar el hilo conduc- 
tor de la procedencia de esos dineros y este es un tema 
que está siendo discutido. ¡No neguemos que nos están 
pasando cosas que nos pasan! Creo que es bueno que nos 
sinceremos y encontremos soluciones que mejoren estas 
condiciones. 


¿Hay que reducir la discrecionalidad? Sí. No es po- 
sible aceptar que cada uno rinda lo que quiera. Por más 
que nos digan «Acá nosotros lo hacemos así», sabemos 
que ahí se naturalizan algunas prácticas y, eventualmente, 
también se esconden algunas que son negativas. Tenemos 
que trasladar al conjunto de las estructuras partidarias la 
necesidad de que esto sea prístino. Por tanto, al reducir la 
discrecionalidad sobre cómo rendimos nuestras cuentas, 
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tenemos que dotar de herramientas a los organismos de 
contralor. Todo esto es letra muerta si la Corte Electoral, 
el Tribunal de Cuentas y todos los organismos que pueden 
estar controlándonos no tienen mejores recursos además 
de estas competencias. 


A continuación, quiero hacer referencia a una ley para 
acceder a la información y al impacto que ha tenido ese 
conocimiento en los ciudadanos. Eso existe porque la so- 
ciedad lo demanda. Es cierto que no son los ciudadanos 
que se organizan y lo piden —aunque podrían hacerlo aun 
individualmente—; son otros resortes de la sociedad. Pero 
creo en la bondad de que los datos estén accesibles a la 
ciudadanía, y todo esto de mejorar las formas en que ha- 
cemos los controles también le va a dar idea al ciudadano 
de cómo utilizamos esa plata que le requerimos, una y otra 
vez, para el financiamiento de nuestros partidos. 


Hay otras leyes a las que hicimos referencia que se con- 
sideraron —porque forman parte de la legislación compa- 
rada reciente en la región— que, como decíamos, detallan 
muchísimo la procedencia de los dineros, pero también su 
destino. En esto no entramos, lo cual no quiere decir que 
no haya sido una preocupación. ¿Por qué? Porque en mu- 
chos casos esos dineros —en particular, fuera de los tiem- 
pos de campaña electoral- se destinan a la formación de 
líderes y lideresas; se destinan a tratar de evitar lo que 
naturalmente ocurre en nuestros partidos —esto también 
lo estudiamos con la academia y con las organizaciones 
no gubernamentales que tratan los temas de las mujeres—, 
que es la existencia de un embudo que hace que, en gene- 
ral, lleguemos con muchas dificultades, tanto las mujeres 
como los jóvenes. En cuanto a lo que se dijo sobre si nos 
cerramos y cómo abrimos, bueno, muchas veces abrimos 
asignando recursos a aquellos que, de lo contrario, no lle- 
gan. ¿Por qué? Porque es lógico. El circuito es el siguien- 
te: si el varón es el más conocido, pongamos los dineros 
en esa figura, concentremos la publicidad en él y será el 
orador en todos los lugares. Con eso invisibilizamos toda 
posibilidad de renovación y de incorporación del otro gé- 
nero, de generaciones e, incluso, de otras visiones en los 
partidos políticos. Entonces, tenemos que analizar cómo 
retroalimentamos partidos cuyos representantes no se re- 
nuevan, y todas las consecuencias que ello genera. 


Por eso, en lo personal, me costó mucho todo este 
tema, pero —en la búsqueda de consensos— no insistí en ser 
más concretos en cuanto a que la ley nos mandatara para 
que en el financiamiento permanente pudiéramos tener 
destinos que hicieran posible ayudar a destrabar esas tran- 
cas que los partidos tenemos y que generan consecuencias 
visibles. 


Hay dos aspectos que pedimos al Poder Ejecutivo que 
tomara en cuenta en su remisión porque son realidades ac- 
tuales. Una —que no existía— es la de los municipios. Sin 
duda, hay que incorporarlos en las tres instancias electo- 
rales y darles jerarquía. Es un proceso irreversible que re- 
quiere de mucho más análisis. Además, es muy diverso en 
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nuestro país, pero hay que incorporarlo a esta ley porque 
la del año 2009, obviamente, no lo contemplaba. 


La otra realidad que debe tomarse en cuenta es algo 
sobre lo que se discutió mucho en 2009 y venía contem- 
plado en el proyecto original del Poder Ejecutivo. Nos 
referimos al plus a las listas que incorporan mujeres. En 
aquella oportunidad no se hizo lugar a la propuesta del 
Poder Ejecutivo, se discutió sobre la incidencia del dinero 
en este aspecto y se veía como una forma de mercantilizar. 
En definitiva, se aducen los mismos argumentos y temores 
que se utilizaron cuando discutimos acerca de la ley de 
cuotas, porque la paridad todavía no ha tenido debate en 
este Parlamento, aunque sí se ha presentado un proyecto 
de ley. 


Estos son mecanismos de estímulo, transitorios, sin 
duda. En este caso veíamos la posibilidad de que este es- 
tímulo estuviera tanto en el encabezamiento de las listas 
como en la permanencia de quienes son electas para las 
bancas y que efectivamente lleven adelante esa participa- 
ción. ¿Cuál es el fundamento? Como sabemos, hace re- 
lativamente poco —creo que dos semanas— se votó en la 
Cámara de Representantes la ley de participación política 
—por lo tanto, es ley—, que tuvo un impacto fundamental- 
mente en el Senado, ya que nuestra ingeniería electoral 
hace que en la Cámara de Representantes el impacto sea 
nulo o muy escaso. Por lo tanto, la posibilidad de que se 
estimule a que las mujeres encabecen las listas nos estaría 
dando un impacto diferente en la integración de la Cámara 
de Representantes. Por eso creemos que es bueno que se 
incorpore esta medida, porque es afirmativa aunque, por 
supuesto, deberá tener sus mediciones. El propio proyecto 
de ley insiste en que no alcanza solo con encabezar la lista 
en la instancia electoral, sino que después hay que desem- 
peñar efectivamente esa banca y, por tanto, es ese dato el 
que se usa anualmente para hacer una verificación de la 
participación de las mujeres que son electas. 


Más allá de que habría muchos aspectos concretos a 
los cuales hacer referencia y que serán motivo de la discu- 
sión particular de este proyecto de ley, creemos que, de al- 
guna forma, las grandes modificaciones tienen que ver con 
estos avances. Insisto: no son nada revolucionarios ni ex- 
traordinarios, son solo un pasito más, bien a la uruguaya, 
en materia de publicidad, financiamiento y medidas como 
las que mencionamos para la participación de las mujeres. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
18) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 


SEÑOR DE LEÓN.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR DE LEÓN.- Formulo moción para que se pro- 
rrogue la hora de finalización de la sesión. 


SEÑORA PRESIDENTE - Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 


22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


19) PARTIDOS POLÍTICOS 


SENORA PRESIDENTE.- Continúa el tratamiento 
del tema en consideración. 


SENOR BORDABERR?Y.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: en pri- 
mer lugar, pido disculpas por el estado de mi voz, que es- 
pero que me dé para terminar la exposición. 


En segundo término, quiero señalar que acá se ha di- 
cho que el proyecto de ley se votó en comisión por unani- 
midad. Lo cierto es que cuando se votó, en representación 
de nuestro partido estaba el señor senador Amorín, que no 
era miembro, por lo cual no podía votar, y la realidad es 
que hay muchos artículos que no los habríamos votado. 


Creemos que lo mejor sería que esta iniciativa retor- 
nara a la comisión porque contiene errores muy evidentes 
que deberían ser corregidos, y espero poder señalarlos. 
Es claramente inconstitucional, ¡claramente inconstitu- 
cional!; es de una flagrancia inconstitucional tan grande, 
que alcanza con mirar la sentencia de la Suprema Corte de 
Justicia sobre la llamada ley de medios para darse cuenta 
de que va a seguir el mismo camino. 


Además de lo que acabo de señalar, esta ley va a que- 
dar obsoleta rápidamente y, encima de todo eso, antes de 
que quede obsoleta, va a beneficiar al Frente Amplio en 
la próxima elección. No puedo decir que sea la intención 
que desde el Frente Amplio estén buscando porque acá no 
pueden adjudicarse intenciones, pero sí digo que el resul- 
tado de la aplicación de esta ley es un beneficio para el 
Frente Amplio en la próxima campaña electoral; alcanza 
con hacer cuentas. 


(Ocupa la presidencia la señora Mónica Xavier). 


—Estoy seguro de que ninguno de los senadores que 
están acá querrá participar de un proyecto de ley que les 
da beneficios particulares en la próxima elección. Me ex- 
plico: ¿que el sistema actual hay que perfeccionarlo? No 
tengo dudas. Es más; este proyecto de ley recoge dos ini- 
ciativas que presentó nuestro partido al comienzo de esta 
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legislatura; no sé si las habrán tenido en cuenta, pero plan- 
tea las mismas soluciones. Estoy hablando del proyecto de 
ley por el que se prohíbe la realización de publicidad por 
parte de las empresas públicas —que acá está contenido— y 
del proyecto de ley por el que se establece la obligatorie- 
dad de rendir cuenta de los ingresos y egresos a los pre- 
candidatos que comparezcan en las elecciones internas de 
los partidos políticos. 


Así que ¡vaya si estamos dispuestos a que esto se per- 
feccione y vaya si es bueno estudiar cambios y mejoras! 
Sin embargo, creo que esto contiene algunos errores con- 
ceptuales, pero sobre todo de redacción, que no creo que 
sean los que estén buscando ni siquiera quienes proponen 
este proyecto de ley. 


El señor senador Heber ya mencionó el tema de las em- 
presas y su no aporte. Creo que prohibirlos agrega oscuridad 
y no claridad. Hoy en día, las empresas que pueden apor- 
tar son todas aquellas que no brindan servicios al Estado, 
concesiones, etcétera, pero sí pueden hacerlo sus familiares 
y sus dueños. Entonces, ¿qué es lo que va a pasar ahora? 
Prohibimos a todas las empresas. El dueño de alguna em- 
presa que, por ahí, se ha dedicado a traer gente de Argen- 
tina en las últimas elecciones, hará sus aportes en especie, 
dando descuentos, porque estos no están regulados. Enton- 
ces, algún partido político podrá tener el «voto Buquebus» 
con mayor facilidad que otro y eso va a estar permitido. Y 
¡qué coincidencia!, justo en el orden del día de hoy figura 
la enajenación de unos inmuebles de Montevideo, propiedad 
de los uruguayos, ¿a quién? Al señor del «voto Buquebus», 
a quien además estamos autorizando, en forma personal, a 
hacer descuentos especiales. ¡Regulamos los descuentos a 
los dueños de medios de comunicación por el proyecto de 
ley, pero no los descuentos que pueden dar los dueños de 
los barcos que traen a los correligionarios a votar desde 
la Argentina! ¡¿Deberíamos regular eso, sí o no, o quizás, 
dejar todo en libertad?! Ese es un error, creo que flagran- 
te y claro. Por eso considero que es mejor la cristalinidad, 
que se informe todo, que se tenga la obligación de informar 
todo, hasta los descuentos y las empresas puedan adoptar. 


No hay ninguna duda de que el sistema es perfecti- 
ble, pero el gran tema es el artículo 13. Pido al miembro 
informante que vea, en la página 22 del comparativo, el 
artículo 143. Creo que ahí hay un error. Fíjense que ahí 
se dice cómo se va a distribuir la publicidad: 45 %, 50 
% y 5%. Y cuando se dice 5 %, se establece que es para 
«los nuevos partidos». Entonces, estamos dejando fue- 
ra de esto a los partidos que ya están y no tienen repre- 
sentación parlamentaria, como por ejemplo, el Partido 
Ecologista Radical Intransigente, el Partido de los Tra- 
bajadores y algún otro que se presentó en la última elec- 
ción. ¡Esos no son «nuevos partidos»! En cambio, quizás 
estamos dando más proporción a algún otro partido —no 
está el senador que lo representa, aquí a mi derecha— 
frente al Partido de los Trabajadores, al Partido Verde 
Eto-Ecologista y a algún otro que se presentó y que en este 
momento no recuerdo. Me parece que ese es un error en 
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que se incurre, al decir «partidos nuevos», que debería ser 
corregido. Por eso creo que este proyecto debería volver a 
comisión. 


Creo, además, que se apunta a cambiar el sistema de 
financiamiento —en especial de las empresas— que debía 
ser informado, por uno imperativo que pagan los medios 
de comunicación, pero que el Frente Amplio se apropia en 
su amplia mayoría. De nuevo pido que lean ese artículo 
que figura en la página 22 del comparativo. 


Hice cálculos —los invito a hacerlos conmigo— de la 
aplicación del reparto del 45 %, 50 % y el 5 %. Resulta 
que en la próxima elección, cuando el Frente Amplio pase 
avisos publicitarios en forma gratuita, y sin que podamos 
acceder a lo mismo los que estamos en cualquier otro par- 
tido, va a tener el 34 % de la publicidad —¡el 34 % de la 
publicidad para el Frente Amplio!-; el Partido Nacional, 
24 %; el Partido Colorado, 13,5 %; el Partido Independiente, 
10,5 %; la Unión Popular, 9,7 %; y el partido de quien ahora 
no está acá y de algunos otros —cuatro o cinco—, el 1 %. 


Está claro que el que tiene el 34 % va a tener un bene- 
ficio, ¿o no? ¡Están aprobando una ley que les da amplia 
mayoría en la publicidad! Esto no solo es inconstitucional, 
sino que también viola los derechos humanos. ¡Y no lo 
digo yo! ¡Lo ha dicho la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos! ¡Y no lo digo yo! ¡Lo dice la Suprema Corte 
de Justicia! Es decir, están proponiendo una ley inconsti- 
tucional que viola los derechos humanos. Y no es que la 
Suprema Corte de Justicia lo dijo hace tiempo. ¡Lo dijo el 
año pasado! Es decir, ¡están aprobando una ley inconsti- 
tucional, según lo que dijo la Suprema Corte de Justicia el 
año pasado! ¡No sé qué vocación tiene el Frente Amplio de 
aprobar leyes inconstitucionales! Evidentemente, tienen 
una fuerte vocación de aprobar leyes inconstitucionales. 
No pueden decir que no conocen esta sentencia porque se 
le dio traslado a varias entidades, por ejemplo, al Poder 
Legislativo, ¿pero también a quién? ¡Al Frente Amplio! Si 
les parece bien, podemos repasarla juntos para que vean lo 
inconstitucional de lo que están proponiendo. 


Dice la Corte Electoral que se hará lugar a la preten- 
sión de declaración de inconstitucionalidad fundada en 
razones de fondo, porque se entiende violado el artículo 
77, numeral 11, el artículo 8.* y el artículo 72 de la Cons- 
titución en cuanto consagran el principio de igualdad y le 
otorgan la calidad de derecho humano, así como los que 
refieren a la pureza del sufragio e igualdad de las campa- 
ñas electorales y que se individualizan como artículo 77, 
numerales 5, 152, 100, 92 y 91 de la Constitución. 


¡No es que están violando uno, sino ocho artículos de 
la Constitución! ¡No sé cómo pueden seguir insistiendo 
con esto! 


¿Ustedes recuerdan la ley de medios? Traía una dispo- 
sición de distribución de publicidad que no era equitativa 
entre todos los partidos. ¡No importaba si era el 20, el 10, 
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el 40 o el 50! ¡Esto no lo arregla porque sigue cometiendo 
el mismo error! Da al que está en el poder más minutos 
que a los otros. ¡Esto es muy grave! Esto es más grave de 
lo que nos imaginamos porque no es que se le está dando 
al que está en la oposición, ¡no!; el que está en el poder, 
el partido que tiene la mayoría, hoy se está asegurando 
ventajas al momento de competir electoralmente. ¡Es gra- 
vísimo! ¡Es de una gravedad tremenda! Desde el Gobierno 
se aseguran más minutos de televisión, que no pagan ellos, 
sino todos los uruguayos. Como dije, hagan números con- 
migo. Y la corte les ha dicho que no pueden hacer eso 
porque la Constitución es, por suerte, el último obstáculo 
a vencer en una democracia. Cuando cae la Constitución, 
ya cae todo. 


Dice la corte —en algo aplicable a esta norma que se 
propone—: «La norma toma un criterio doble: a) distribu- 
ción igualitaria entre todos los lemas que se presenten a la 
elección respecto de un veinte por ciento de la publicidad 
gratuita total;» —en este proyecto de ley ni siquiera hay 
una distribución igualitaria para todos los lemas que se 
presenten, sino que para «los nuevos partidos» hay una 
porción muy pequeña— « b) reparto en proporción directa 
alos votos obtenidos en las elecciones inmediatamente an- 
teriores respecto de un ochenta por ciento de la publicidad 
gratuita total». Acá, el 50 % de la publicidad gratuita es en 
base al resultado. Sobre este último, dice la corte, es que 
se pide el pronunciamiento para analizar la constitucio- 
nalidad. Y este último —que es este 50 %-, dice la corte 
—reitero: no lo digo yo—, sobre una norma similar al inciso 
tercero del artículo 143 nuevo: «La publicidad electoral es 
un tipo de expresión o discurso especialmente protegido 
en el ámbito de la libertad de expresión». 


La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
al respecto, ha dicho: «El Tribunal considera indispensa- 
ble que se proteja y garantice el ejercicio de la libertad de 
expresión en el debate político que precede a las eleccio- 
nes de las autoridades estatales que gobernarán un Esta- 
do. [...] El debate democrático implica que se permita la 
circulación libre de ideas e información respecto de los 
candidatos y sus partidos políticos por parte de los medios 
de comunicación, de los propios candidatos y de cualquier 
persona que desee expresar su opinión o brindar infor- 
mación». Dice la corte que «la norma atacada discrimina 
entre los partidos políticos (y sus candidatos), generando 
diferencias injustificadas que terminan por afectar el prin- 
cipio de igualdad y, por vía de consecuencia, el de libertad 
de los partidos políticos consagrado en el artículo 77 nu- 
meral 11 de la Constitución». 


«En su mérito,» —dice la Suprema Corte de Justicia 
«la norma impugnada, no solo viola el principio de igual- 
dad, sino una de las bases del sistema democrático, esto 
es, la libertad de expresión de pensamiento de los partidos 
políticos». Y aclara la corte —algo que no debería ser ne- 
cesario que se aclare—: «Los partidos políticos son instru- 
mentos al servicio del soberano. La regulación del proce- 
so electoral y de todos los aspectos que le son inherentes 
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debe estar presidida por un principio rector que es el de 
que el soberano elija en las mejores condiciones posibles. 
En definitiva, es el interés de los electores y no el de los 
partidos políticos el que debe contemplarse primordial- 
mente». ¿Y qué estamos haciendo acá? ¡Contemplando el 
interés de los partidos políticos y no el del elector! ¿Y cuál 
es el interés del elector? Acceder a todas las propuestas 
y no a unas pocas; no a unas mucho, y a otras nada. ¡Es 
inconstitucional por donde se lo vea! 


«El elector» —dice la corte— «debe contar con la posi- 
bilidad real de acceder a las propuestas de todos los parti- 
dos, de manera tan equilibrada como sea posible, evitando 
la generación artificial de desigualdades que se fundan 
en resultados electorales del pasado que probablemente 
afecten a los resultados electorales futuros». ¡Miren qué 
contundencia! Igualdad de acceso, sin ir al resultado pasa- 
do, para asegurar la igualdad en el resultado posible. ¡Es 
de tal contundencia esta sentencia que no entiendo cómo 
no le han prestado atención y siguen insistiendo con estas 
normas! 


«Pero no se advierte» —dice la corte— «ninguna jus- 
tificación razonable para beneficiar a quienes más votos 
obtuvieron cinco años antes, en lugar de privilegiar la 
posibilidad de que todos los partidos políticos expongan 
sus ideas y propuestas en forma equilibrada e igualitaria, 
para el futuro, con el fin de que el ciudadano ejerza, con la 
mayor información posible, su derecho al voto». ¡Esa es la 
esencia de lo que hay que defender hoy acá! Están negando 
al ciudadano la posibilidad de decidir bien porque dan a un 
partido político —y a otro y a otro—, más oportunidades de 
hablar a ese ciudadano, que a otros que van a competir. ¡Es 
flagrantemente inconstitucional! 


Y dice la corte: «Finalmente, en ejercicio del control 
de convencionalidad, se advierte que el artículo 77 nume- 
ral 11 de la Constitución se complementa con el artículo 
13 numeral 3” de la Convención Americana (Pacto de San 
José de Costa Rica) sobre libertad de pensamiento y de 
expresión al disponer que: “No se puede restringir el de- 
recho de expresión por vías o medios indirectos...”. En tal 
sentido, la CIDH afirma que: “El ejercicio de los derechos 
políticos y la libertad de pensamiento y de expresión se 
encuentran íntimamente ligados y se fortalecen entre sí” 
[...]. Entonces, el principio debe ser que los partidos polí- 
ticos participen en condiciones de igualdad y no discrimi- 
nación, para lo cual el Estado no sólo no debe obstaculi- 
zar por vías indirectas tal ejercicio, sino actuar mediante 
medidas positivas para favorecer su más amplia libertad». 


¿Puede quedar alguna duda de que esto es inconstitu- 
cional? ¿A alguien le puede parecer que esto va a ser cons- 
titucional? Yo creo que no. La corte nos dijo: «No pueden 
repartir el 80 % de esta forma», ¿y ahora estamos diciendo 
que vamos a repartir el 50 % de esa forma? ¡No se puede! 
¡No se debe! ¡La Constitución no nos deja! Pero parece 
haber una vocación para no mirarla. 
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Reitero, además: es tan grave la redacción, que a los 
partidos políticos que no son nuevos pero no obtuvieron 
representación parlamentaria ni siquiera los dejan entrar 
en ese 5 %. ¡Porque no son nuevos! 


Por eso, cuando hoy se dijo por parte del miembro in- 
formante que este artículo era democrático, la verdad es 
que me llamó la atención. No puede ser democrático lo 
que beneficia a unos que están en el poder, entre otras co- 
sas porque, como decía Thomas Jefferson en El hombre 
de Monticello, la historia de la democracia es la historia 
de la limitación del poder, que se tiene que manifestar, 
justamente, en estos casos. 


Decía también que, además de ser inconstitucional y 
de tener errores, esto es antiguo y obsoleto, como lo es 
la ley de medios. Yo me pregunto: ¿Algunos de los que 
están aquí usan Spotify? Yo sí; algunos señores senadores 
me dicen que también la usan. Uno baja la aplicación al 
teléfono, elige la playlist y se puede seguir a otro usuario. 
Entonces, Spotify, por una aplicación —que tiene convenio 
con Antel- nos pasa publicidad. ¡Ya no escuchamos las 
radios! Hasta las radios las escuchamos por Tuneln, otra 
aplicación que también nos pasa publicidad. ¿Y nosotros 
estamos estableciendo minutos obligatorios y distribución 
de no sé cuántas cosas? Además, lo estamos haciendo de 
una forma tal que, ¿qué va a hacer la gente? Cuando los 
obligamos a poner un aviso en la radio o en la televisión, 
¡cambia de canal! Se va al HBO, al Fox. ¡Ya se mira en el 
teléfono si tenemos el Vera TV! Tenemos todo ese tipo de 
situaciones y estamos regulando algo que ya es obsoleto. 


Esto me hace acordar a cuando se trajo al Parlamen- 
to el tema del Antel Arena y preguntamos a la minis- 
tra —no hace mucho de eso, eh, porque esto va muy rá- 
pido; hace tres o cuatro años— cómo iban a financiar los 
USD 40:000.000 que ellos decían que iban a costar en aquel 
entonces —nosotros decíamos que serían USD 80:000.000 
y resulta que van a ser USD 120:000.000—, nos respon- 
dió que lo iban a financiar con los SMS, porque cuando 
se hacen eventos deportivos y conciertos en lugares como 
esos se mandan muchos mensajes de textos. Entonces, ahí 
estaba la recaudación que justificaba la inversión. ¡Fíjense 
que un plan de negocios de Antel, con una inversión de 
USD 80:000.000, se basaba en la etapa pre-WhatsApp! Ya 
nadie manda SMS hoy. 


Asi pues, la única tranquilidad que tengo, y ya se los 
anuncio es: ¡van a perder, la libertad les va a ganar siem- 
pre! ¡Les va a ganar la libertad siempre porque es imposi- 
ble regularlo! Si no, miren lo que sucede con los canales 
de cable que emiten en el país y los de televisión abierta, 
por ejemplo, cuando aparece algún político hablándole a 
la gente. No voy a ser yo quien esté en ese lugar, pero si 
fuera así, lo más seguro es que se pregunten: «¿Qué dan 
en HBO? ¿Qué dan en ESPN? ¿En Fox? ¿En Warner?». Se 
van al minuto y si es en la frontera, cambian para mirar la 
Rede Globo o el programa de Tinelli. 
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¡Esto va a ser así! ¡Se pretende regular las emisiones 
por cable en el país! ¿De qué estamos hablando? ¡Obser- 
ven el market share de los canales locales de cable com- 
parado con el de HBO, ESPN o Fox Sport! ¡O lo que pasó 
ayer de noche durante el partido de Lanús contra River 
Plate: fue visto por más gente que los programas locales! 
¡Esos canales pueden hacer lo que quieran, hasta donar 
minutos, sin problemas! 


Es imposible regular, es obsoleto. ¿Qué le vamos a de- 
cir a Spotify? ¿Qué está obligado a pasar la publicidad es- 
tatal? ¿Qué vamos a hacer con las redes sociales? 


Ya les anuncio lo que va a pasar para que no se quejen: 
regulamos la publicidad electoral y llega el noticiero. Y 
van a decir que discrimina. Los canales son más vivos que 
todos nosotros y presentan en la mitad del noticiero sus 
entrevistas en directo a políticos. Entonces, ¿de qué los 
van a acusar ahora? ¿De que llevaron a fulanito y no me 
llevaron a mí? ¿De que cubrieron tal acto y no tal otro? 
¿Ese es el paso siguiente? El paso siguiente es el que puso 
en práctica el señor Maduro, el que quiso llevar adelante la 
señora Kirchner, toda esa barra, ¿no? En definitiva, ¿qué 
vale más? ¿Estar treinta o cuarenta segundos en la tanda 
junto con otros doscientos, tratando de levantar la mano, 
pidiendo el voto, todos poniendo cara de lindos, con mu- 
siquita de jingle, tirando papelitos y diciendo lo que hay 
que hacer, o la entrevista en piso o el tráfico de imágenes? 
¿Van a regular el tráfico de imágenes cuando cubren los 
actos? Es imposible hacerlo. 


Tengo la suerte de haberme formado en la política 
con el doctor Jorge Batlle, un gran liberal, a quien cual- 
quier persona le podía decir lo que quisiera. Él peleaba 
para que fuera así y, justamente, rechazaba todo este 
tipo de regulaciones. En este ámbito, al igual que en el 
económico, sin ser ingenuo —porque no se debe ser inge- 
nuo—, me parece que no es ese el camino. Hoy me siento 
mal pues mi partido va a competir con nuevos partidos, 
a los que les estaremos sacando ventaja, ya que recibi- 
remos el 13,5 % de la torta publicitaria, mientras que un 
partido nuevo va a recibir un 1 %. ¿Está bien? No. No 
puedo votar ni por un instante una norma que me dé una 
ventaja de este tipo. ¡Está mal! ¿Cómo voy a votar una 
norma que nos da una ventaja frente a alguien que quiere 
competir con nosotros? ¡No, no! Tengo 57 años y nunca 
me aparté de la ley ni de la Constitución; nunca. No voy 
a empezar ahora. 


A esto se agrega que el miembro informante expresó 
—algo que parece sensato— que van a mandar una minuta 
al Poder Ejecutivo para que mande un proyecto de ley con 
estas normas y otras más para hacer una suerte de ley 
madre e incluir las normas sobre financiación que requiere 
iniciativa del Poder Ejecutivo. ¿No parece más lógico que 
en lugar de aprobar una ley ahora, que va a ser incluida en 
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otra que después nos van a mandar, se nos envíe todo para 
estudiarlo a fondo y solicitar las consultas del caso? Pienso 
que sí y por si eso llegara a suceder, tenemos algunas 
propuestas señora presidenta. 


En primer lugar, sin duda, se debe aumentar los con- 
troles: cuanto más control y más recursos demos a la Corte 
Electoral y a los organismos de contralor mejor, eso nos 
parece muy bueno. Hay que ir por el lado de acentuar las 
prohibiciones para todas las empresas que contratan con 
el Estado, incluyendo accionistas, familiares y directores 
de dichas empresas, porque, si no, es muy fácil de evadir. 


Hay que ir hacia una distribución de la publicidad 
igualitaria para todos los que se presenten, porque eso es 
la democracia y eso es lo constitucional. 


Hay que incluir la prohibición de la pintada de los es- 
pacios públicos. ¿O acaso nos olvidamos de que hay algún 
partido que se apropia del espacio de todos los uruguayos 
pintando paradas, muros, etcétera y que eso no es patri- 
monio de ese partido, sino de todos los uruguayos? Tuve 
la suerte de estar en Francia en la última elección: ni una 
pintada y eso que discuten en las elecciones. Lo que hacen 
es poner un cartel en la entrada de cada uno de los pueblos 
donde cada uno pega un afiche del mismo tamaño y ahí 
elige. Pero no, acá salen a apropiarse, a destruir y a ensu- 
ciar la ciudad. ¿No habría que incluir eso? ¿La apropiación 
de bienes públicos no es también parte del problema? Con- 
sidero que sí. 


También habría que incluir la obligatoriedad de los 
debates públicos, ¿o no? ¿No es bueno que el ciudadano 
pueda comparar? ¿No es bueno que pueda ver a todos los 
candidatos como hacen otros países? Las dos veces que fui 
candidato debatí con quien me lo pidió: con el candidato 
del Partido Nacional, del Partido Independiente, del Parti- 
do Verde Eto-Ecologista o del Partido de los Trabajadores, 
con el que sea. Pero no; parece que algunos le tienen mie- 
do al debate y a la confrontación de ideas. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Ha llega- 
do a la Mesa una moción en el sentido de que se prorrogue 
el tiempo de que dispone el orador. 

Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota). 

24 en 25. Afirmativa. 

20) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 


DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Léase 
una licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 1 de noviembre de 2017 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo establecido en la Ley n.” 17827 de 14 
de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que usted presi- 
de, se sirva concederme el uso de licencia para el día 1 de 
noviembre del corriente por motivos personales. 


Sin más, la saludo muy atentamente. 
Luis Lacalle Pou. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Jorge Saravia y Arman- 
do Castaingdebat han presentado notas de desistimiento, 
informando que por esta vez no aceptan la convocatoria a 
integrar el Cuerpo, por lo que queda convocada la señora 
Beatriz Argimón, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


21) PARTIDOS POLÍTICOS 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Continúa 
el tratamiento del tema en discusión. 


Puede proseguir el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Decía que también sería 
bueno que se estableciera la obligatoriedad de debatir, de 
confrontar ideas. 


Asimismo, sería conveniente que se estableciera una 
fecha clara de vigencia de esta ley, que no la tiene, por- 
que, si bien establece normas para el próximo período 
electoral, también dispone normas para la financiación de 
los partidos políticos. Si se aprobara hoy —cosa que no va 
a suceder porque pasa a la Cámara de Representantes—, 
¿cuándo regiría la obligación? ¿En este período que ter- 
mina el 31 de diciembre? ¿En el que empieza el próximo 
año? Sería bueno darle un plazo de vigencia porque, ob- 
viamente, estamos estableciendo normas registrales que 
indudablemente hasta hoy quizás algunos puedan no ha- 
berlas puesto en práctica. 


Por último, tengo un sueño, un sueño democrático, 
quizá ese es un sueño: que todos los partidos políticos que 
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se presenten a una elección, tengan 190, 180, 40,5 0 1 año 
de antigúedad, así como los que todavía no existen y en su 
momento quieran hacerlo, tengan la misma posibilidad de 
acceso a todos los medios, a todos: a la televisión, a la ra- 
dio, a los afiches, a las redes, a todo. ¡Ojalá pueda lograrse 
eso en libertad! 


Gracias. 


SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SENOR DELGADO.- La bancada del Partido Nacio- 
nal solicita un cuarto intermedio de veinte minutos. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Se va 
a votar. 


(Se vota). 

24 en 26. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por veinte minutos. 
(Así se hace. Son las 13:21). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 

(Son las 13:46). 

SEÑORA MOREIRA .-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señora presidenta: antes de 
pasar a reflexiones más sesudas, voy a compartir un sen- 
timiento, que es el de la sorpresa y la perplejidad. Hemos 
trabajado meses en este texto. Hay que reconocer al señor 
senador Pintado la iniciativa, el empuje, la perseverancia, 
la paciencia y el talante negociador que empleó en todo 
momento durante estos meses de trabajo. Se han dado to- 
dos los tiempos necesarios para introducir modificaciones 
y para propiciar el debate interno en los partidos. Además, 
en la comisión creada para estos fines estuvieron represen- 
tados todos los partidos políticos. 


De una treintena de artículos, solo tres se votaron 
por mayoría simple; quiere decir que veintisiete artículos 
=salvo algunos incisos— se votaron por unanimidad. Pen- 
sé entonces, al concurrir a esta sesión, que íbamos a tener 
una votación tranquila; que todos estábamos de acuerdo 
en reducir la discrecionalidad que el dinero impone en la 
política; que todos estábamos de acuerdo con regular la 
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publicidad electoral; y que todos estábamos de acuerdo 
con los principios de la transparencia y la rendición de 
cuentas de campañas y partidos. Pensé también —politó- 
loga yo— que cuando los partidos comprometían su po- 
sición en una comisión, lo hacían por entero, y que allí 
estaban representados, no las fracciones de los partidos, 
sino los partidos en su totalidad. Entonces, grande es mi 
sorpresa, señora presidenta, cuando se arma este cuarto 
intermedio y se pone en cuestión la votación que tuvo 
lugar en la comisión. Ya no sé muy bien a qué atenerme. 
No sé cómo vamos a salir de esto, aunque sé cómo debe- 
ríamos hacerlo. Sé cómo deberíamos salir de esto de cara 
a la opinión pública, de cara a los medios, que en este 
preciso momento no están y que están tocados directa- 
mente por este proyecto de ley. 


Creo que la opinión pública querría vernos unidos en 
la votación de un proyecto de ley que haga más autóno- 
ma la política del dinero, ya que ese es el objetivo de esta 
Iniciativa; es decir, que haya control del dinero en la po- 
lítica, transparencia, equidad política para candidatos y 
electores. Todos estos principios son encomiables y com- 
partibles. ¿No íbamos a dar una señal de unidad del sis- 
tema político para prevenir posibles apartamientos de la 
ley, como los que vimos que se producían en otros países 
de América Latina? ¿No era esta la intención? ¿Qué pasó 
desde la votación de la comisión hasta ahora? No lo sé. En 
todo caso, la bancada del Frente Amplio continuará man- 
teniendo la misma posición que sostuvo cuando presentó 
la iniciativa de crear la comisión y luego cuando se discu- 
tió el articulado. 


(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—El proyecto de ley sobre financiamiento de los parti- 
dos políticos que estamos considerando en el día de hoy 
está apuntalado en cuatro principios básicos de la demo- 
cracia. El primero de ellos es el de la igualdad política. 
Me voy a referir a esto porque se ha hablado tanto de la 
libertad que ¡pobre palabra libertad!; libertad de expre- 
sión confundida con libertad de empresa, prerrogativas 
del poder confundidas con las prerrogativas que dan los 
votos. Es una confusión conceptual muy peligrosa, así que 
me permito rescatar la teoría de la democracia para seña- 
lar que los cuatro pilares son: el de la igualdad política, 
el de la transparencia o la publicidad de la política —en 
el sentido de hacer públicas nuestras decisiones—, el de la 
autonomía de la política del dinero o principio de austeri- 
dad republicana y el del control y la fiscalización. Por lo 
tanto, la igualdad política, la transparencia, la austeridad 
republicana y la fiscalización han sido los principios sobre 
los que se ha asentado este proyecto de ley que hoy se en- 
cuentra a consideración. 


Empecemos por la igualdad política. 
El primer principio de la igualdad política refiere a que 


idealmente, en una democracia, todos deberíamos tener la 
misma oportunidad de hacer conocer nuestro pensamien- 
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to, nuestras posiciones, y de hacer valer nuestras prefe- 
rencias. Es el principio de la igual influencia. Ya sabemos 
que en el mundo hay unos que influyen más y otros que 
influyen menos, pero el ideal democrático es el principio 
de la igual influencia y la igual capacidad para expresar 
nuestras preferencias políticas. 


El segundo principio de la igualdad política es lo que 
algún autor ha llamado la comprensión ilustrada de la 
política. Queremos que la gente se informe de la política 
ilustradamente, con algún criterio, con alguna base, y no 
que escuche disparates, cosas falsas de toda falsedad o in- 
formaciones pervertidas que inducen a creer que pasaron 
cosas que no pasaron o que no pasaron cosas que pasaron. 
La comprensión ilustrada es dar a la ciudadanía elementos 
suficientes para que reaccione frente a la política como un 
ciudadano ilustrado, como alguien que sabe, y para eso 
debemos brindarle toda la información. 


El tercer principio de la igualdad política es que la 
gente controle la agenda de los políticos; es decir que los 
políticos no hagan la agenda, la deshagan y pongan las 
cosas que les importan, sino que la gente tenga lo que se 
llama «el control de agenda», que es la capacidad de decir: 
«Yo quiero discutir esto». No tengo dudas de que cuando 
hoy traemos a consideración esta ley lo hacemos porque 
la gente, de alguna manera, está requiriendo del sistema 
político un gesto, una actitud y un compromiso. 


El principio de la igualdad política descansa, sobre 
todo, en evitar una democracia delegada, donde la ciuda- 
danía delega en los políticos el control sobre sus vidas, y 
nosotros hacemos y deshacemos. Me parece que hay que 
evitar la delegación y que la gente debe estar incorporada 
en las decisiones que afectan su destino. Esto también es 
igualdad política. 


Ahora analicemos el tema de los medios de comunica- 
ción, que es el que más preocupa en esta sesión. Digamos 
la verdad. Yo preferiría que tuviéramos una discusión más 
sincera, que se nos dijera: «No queremos regular los me- 
dios de comunicación; aquel que tiene más capacidad de 
compra, que compre más». Me parece que es un principio 
políticamente deleznable, pero preferiría que se expresara 
así. Si hay gente que tiene más capacidad de comprar su 
presencia en los medios de comunicación, entiendo que la 
defienda. Pero yo no, porque estoy del lado de los que no 
pueden comprar. Es simple. Soy mujer, soy de izquierda 
—lo digo con simpatía—, y hay condiciones de la subalterni- 
dad política que hacen que algunos no podamos comprar. 
Pero, además de defender mi interés de pobre política- 
mente, el interés del que no puede comprar, defiendo un 
principio de justicia general, porque la justicia tiene que 
ponerse en el lugar de los pobres políticamente, de los que 
no tienen poder, y no en el lugar de los ricos políticamente. 
Digo esto porque, en el límite, la famosa libertad podría 
implicar que un candidato y un partido compraran toda la 
propaganda televisiva. 
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El principio de la no regulación podría llevar a la con- 
centración absoluta. Al mismo tiempo, ese principio de 
la libertad, de la no regulación, podría llevar a que algu- 
nos no llegaran jamás a la pantalla de la televisión. Se 
podrían dar distintas situaciones: uno que comprara todo 
y otro que no pudiera comprar nada. Eso no tiene nada 
que ver con la democracia. Quizás tenga que ver con el 
capitalismo, el libre mercado o la economía de mercado. 
¡No sé! Pero con la democracia no tiene nada que ver, 
y con la libertad de expresión, menos, porque si no hay 
regulación puede ocurrir que uno solo compre todo. En 
ese caso, voy a escuchar siempre el mismo mensaje del 
señor Juan, que me trasmite lo que quiero, que construye 
agenda, etcétera. 


Los medios son cuasihegemónicos en la trasmisión 
entre ciudadanía y política, como ocurre con la televi- 
sión. Y acá, por favor, que nadie se llame a engaño sobre 
las nuevas tecnologías; la televisión es lo que llega a to- 
dos lados, y especialmente a los hogares de menor edu- 
cación relativa y que disponen, en mucho menor medida, 
de la llegada de otros medios. Grosso modo, la radio y 
los diarios son usados por el 18 % o 20 % de los ilustra- 
dos políticamente, mientras que el 80 % ve la tele; no 
solamente accede al informativo —es decir, a lo que pasa 
políticamente, y lo interpreta a través de lo que ve en la 
pantalla—, sino también a buena parte de los mensajes de 
los partidos políticos por medio de las campañas televisi- 
vas. No es verdad que la gente apague la televisión cuan- 
do hay campaña política; por el contrario, la consume, 
y especialmente en el tramo de campaña porque todo el 
mundo quiere estar informado de lo que pasa, sobre todo 
porque el voto es obligatorio. El sistema que se usa para 
ello es la televisión, y eso, señora presidenta, va a ser 
así durante mucho tiempo. No es que ahora estemos ha- 
ciendo una ley obsoleta. Decir otra cosa sería no conocer 
cómo funciona la gran mayoría del público consumidor, 
acá y en el resto del planeta. 


La televisión es el canal cuasihegemónico que vincula 
a los ciudadanos con la política; por eso la regulamos. No 
estamos regulando la radio, los diarios o Internet. Regula- 
mos lo que hace la diferencia. 


Entonces, si no encontramos un mecanismo de regula- 
ción, ¿contra quién vamos? Vamos contra lo que yo llamo 
los subalternos de la política: los más pobres, la gente del 
interior, las mujeres, los jóvenes y los nuevos. Yo quiero 
defender a los nuevos de la política. No voy a usar la fala- 
cia de que los nuevos valen lo mismo que los otros. ¡Eso es 
una falacia! Para defender a los nuevos partidos se propu- 
so el artículo que incluye que tengan una participación del 
5% en la propaganda electoral gratuita. 


Voy a ser clara con respecto a esto. Por supuesto que 
hay un debate de fondo, pero no hay que esquivarlo ni bor- 
dearlo con argumentos falaces. El debate es la libertad de 
empresa contra el derecho ciudadano. Sin lugar a dudas, 
es una controversia. Son dos derechos contrapuestos. En 
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lo personal, no dudo en qué campo de derecho me sitúo: 
me ubico en el derecho de los pobres, de los ciudadanos, 
de las mujeres, de la gente del interior, de los que solo 
ven la televisión porque es lo que tienen a mano, y contra 
la libertad de empresa, la libertad de decir lo que quiero, 
porque los medios de comunicación tienen ese especial es- 
tatuto de ser públicos pero, al mismo tiempo, ser privados. 
Como son públicos, necesito regularlos. Entre la libertad 
de empresa y el derecho a informarse de los ciudadanos, 
este último está primero. 


Esto no tiene nada que ver con la libertad de expresión. 
¡Pobre libertad de expresión! La libertad de expresión es 
un derecho elemental que se creó justamente para que la 
oposición política pudiera expresarse contra los Gobiernos 
autocráticos. ¿De qué estamos hablando? Es la libertad de 
la oposición de expresarse. Esa es la noble libertad de ex- 
presión, pero no la de que cualquiera puede decir lo que 
quiera y ocupar todo el espacio. Esa es la libertad de em- 
presa de los medios. 


Por otro lado, son tan públicos los medios, que los po- 
litólogos —hay kilos de literatura escritos sobre eso— dicen 
que el Estado uruguayo traspasa a los medios de comu- 
nicación entre USD 30:000.000 y USD 40:000.000 en las 
campañas; salen del Estado y van a parar a los medios de 
comunicación. El Estado somos todos. Por vía indirecta se 
expresa: «Yo no quiero financiamiento público de la tele- 
visión». 


Los politólogos y las politólogas sacan otra conclusión 
aún más grave para la democracia uruguaya: no es solo que 
el Estado esté financiando indirectamente a los medios de 
comunicación, sino que estos últimos, en tanto empresas, 
hacen donaciones encubiertas gigantes a los partidos 
políticos. Es la forma de donación indirecta más importante 
que tiene el sistema de partidos y se llama «cuánto cobro 
por minuto de publicidad». La diferencia va de $ 176 a 
$ 600 el segundo. Esto consta en todos los estudios y lo han 
dicho todos los politólogos que concurrieron a la comisión. 
A uno le cobran $ 176 el segundo —o algo así—, y a otros, 
$ 600. ¿Qué es eso? Ya bastante donación encubierta se 
hace sin necesidad de recurrir a la campaña electoral. Me 
refiero, por ejemplo, a los minutos que un candidato pasa 
hablando. ¿A quién van a privilegiar hoy en el Senado los 
medios de comunicación? ¿A qué discurso? Eso ya es un 
recorte que funciona como donación encubierta. Ahora, la 
que se hace a través del cobro diferencial de los segundos 
de publicidad es un escándalo. El 80 % de la plata que 
tienen los partidos se gasta en publicidad electoral y no 
en organizar políticamente a la gente. En eso no gastamos 
nada. Gastamos en marketing, porque es el gran atajo. 
Si yo vendo un discurso y una imagen bonita, me ahorro 
la difícil tarea de organizar políticamente a la gente. En 
definitiva, la gente está más desorganizada y más apática, 
pero cada vez gastamos más plata. A alguien le tiene que 
llamar la atención que cada vez se gaste más plata pero la 
confianza en la política caiga todos los días. Hay algo que 
no estamos haciendo bien. 
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El 80 % de los gastos de los partidos políticos corres- 
ponde a la publicidad, y el 50 % de eso, a la televisión. 
El proyecto de ley sabe esto. Por suerte tenemos estudios 
confiables realizados con los pocos datos que hay. El 
25 % de las donaciones privadas no se sabe de dónde sa- 
len, pero los politólogos Juan Pablo Pío, Rafael Piñeiro, 
Daniel Chasquetti, por mencionar algunos, han hecho mu- 
chos estudios que muestran que esta relación entre dinero 
y política es perversa y conspira contra la democracia. 


¿Cómo reducir la importancia del poder empresarial 
de los medios en la política pública? Esa es la gran pre- 
gunta. Alguien decía —creo que el señor senador Heber—: 
«Cuando no había televisión, ¿qué había?» Había diarios y 
todo el mundo sabía que los diarios eran órganos políticos. 
Nadie se engañaba con respecto a eso. Hoy, no. Hoy son 
neutrales; aparecen como mediadores universales, neutra- 
les, desprovistos de política e ideología. Antes era mucho 
más claro. Estaban El Día, El País, y la izquierda tenía los 
propios. Todo el mundo sabía que se informaba en un dia- 
rio que tenía determinada orientación política. Hoy todo 
eso está enmascarado, pero ¿de qué se tratan la democra- 
cia y la verdad? De desenmascarar. 


¿Cómo reducir la importancia del poder empresarial 
de los medios en la política? Los autores Juan Pablo Pío, 
Chasquetti, Piñeiro hicieron muchas recomendaciones po- 
líticas, que son las que tomó el proyecto de ley; en ese 
sentido, podemos decir que se le hizo honor a la academia. 


La primera es reducir los tiempos de campaña. Un 
artículo de La Diaria que hablaba de financiamiento y de 
mitos griegos decía algo así como que el hecho de que los 
partidos se impongan a sí mismos limitaciones es como 
Ulises encadenado al mástil; Ulises se encadena para no 
oir el canto de las sirenas. Los partidos no quieren impo- 
nerse limitaciones —¡claro que no!-, y no creo que jueguen 
del todo lealmente en este terreno. No habría problemas 
si uno no se pusiera limitaciones pero todos jugáramos 
bien, pero no hay conductas cooperativas de los partidos 
porque estamos todos estimulados a una competencia fe- 
roz. Como decía la senadora Xavier, de elección a elec- 
ción el número de listas aumenta en forma astronómica. 
Cada vez hay más listas, la competencia es cada vez más 
personalizada y, además, señoras y señores, el número de 
partidos en este país está aumentando exponencialmente. 
Todo ello lleva al aumento del gasto del dinero en polí- 
tica, pero eso no redunda en una mayor adhesión de los 
ciudadanos a los partidos. Uruguay es el país de América 
Latina donde existe mayor adhesión a los partidos polí- 
ticos. ¿Cuánto es? El 25 %; solo una cuarta parte de los 
uruguayos tiene simpatía por algún partido político que 
no sabemos cuál es. Entonces, toda esa cantidad de listas, 
esa competencia entre nosotros —que también se da dentro 
de los partidos— ha creado un mercado de la política, y por 
eso hay tanto dinero allí. Hay estrategias de marketing y 
campañas costosas. Se venden candidatos como jabones: 
que sea lindo, joven y que hable de manera simple; sobre 
todo esto último, para no complicarle la cabeza a la gente. 
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Los pensamientos complejos, el debate contradictorio no 
venden. En este mercado de la política está todo muy ame- 
ricanizado, y es eso lo que hace que haya cada vez más 
dinero en política. Entonces, lloramos sobre la leche de- 
rramada y miramos con nostalgia los viejos partidos, pero 
somos nosotros mismos los que entramos en esa lógica y 
abandonamos las viejas prácticas del convencimiento, del 
afecto y —podría ser, o no— de ir casa por casa. La política 
del convencimiento político es mucho más difícil que la 
política de la seducción «marketinera». 


Lo mismo pasa con los partidos. Es más fácil tener un 
cargo rentado que un militante. Los militantes son reto- 
bados, un día están y al otro no, y te discuten todo, pero 
un burócrata político, un cargo rentado, no te discute. 
Economías; economías que hemos practicado todos todo 
el tiempo: cargo rentado mejor que militante, y campaña 
«marketinera» mejor que «casa por casa». ¡Por Dios! Sin 
embargo, eso es pan para hoy y hambre para mañana, por- 
que la maquinita del dinero pide cada vez más plata, cada 
vez más cargos rentados, cada vez campañas más masivas 
y cada vez más competencia entre nosotros. ¡¿Cómo acá 
no va a haber un sentimiento trágico respecto del reparto 
de minutos?! ¡Hay que repartirlos entre muchos! Ahora 
bien: el que tiene más, quiere más porque tuvo más votos 
y no porque tenga el poder. Entonces, ¡si quieren tener más 
minutos, consigan más votos! Eso se llama democracia; es 
simple. ¡Consigan más votos! Además, está visto que los 
votos no vienen por la cantidad de minutos. Sabemos lo 
que son las inversiones de campaña, y los votos que se ob- 
tienen no dan una correlación maravillosa. Algo importa 
la plata, pero no determina el resultado final. Si fuera así, 
el Frente Amplio no hubiera sido jamás Gobierno ni las 
izquierdas hubieran gobernado en América Latina, porque 
siempre tuvieron a los medios de comunicación en contra. 
Lo que determina son los votos, y está muy bien que sea 
así. Si en el reparto proporcional el Frente Amplio tiene 
más es porque tiene más votos, y no porque tiene el con- 
trol del Estado. ¡Nosotros mismos estamos poniéndonos 
control del Estado evitando la propaganda de las empresas 
públicas! ¡Nosotros mismos estamos siendo como Ulises 
amarrado a un mástil al introducir ese artículo! 


Ahora bien: la desesperación por la propaganda pu- 
blicitaria gratuita —hablo de desesperación porque es un 
mercado encarnizado de competencia feroz— lleva a un ra- 
zonamiento ciego, señora presidenta, porque más minutos 
no le van a dar a nadie más capacidad de seducción. No es 
así, no es tan simple, no es tan mecánico. Además, ¿por 
qué nos vamos a desesperar discutiendo sobre los minutos 
gratuitos de la televisión, cuando va a existir publicidad 
paga en horarios no centrales, en Internet, radio, diarios? 
¿Cuál es la desesperación? ¿Qué es lo que se está defen- 
diendo? ¡No entiendo! Que alguien me explique qué se 
está defendiendo cuando se ataca con tanta ferocidad los 
minutos gratuitos de televisión. Como no quiero ni puedo 
interpretar, quiero que me lo expliquen. 


(Ocupa la presidencia la señora Mónica Xavier). 
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—¿Cómo se distribuye la televisión gratuita? ¡Y dale 
con la sentencia de la Suprema Corte de Justicia! Vamos 
a entendernos. Hay dos principios de justicia que regla- 
mentan la publicidad electoral en el planeta Tierra —no en 
Uruguay—: el principio de la proporcionalidad —que es un 
principio de justicia; la justicia proporcional-— y el princi- 
pio igualitario. Nosotros incorporamos los dos principios: 
tenemos un polo igualitario, y otro, proporcional. Esto lo 
hacen todos los países del mundo, desde Noruega para 
abajo. Entonces, si la Suprema Corte de Justicia entendió 
y continúa entendiendo que el principio de atribución de 
minutos dependiendo de la proporcionalidad de los votos 
es violatorio del principio de igualdad, está muy engaña- 
da; lo está respecto de la jurisprudencia que existe en el 
mundo sobre estos temas y sobre el fondo de la cuestión. 
Personalmente, las amenazas de inconstitucionalidad no 
me impiden legislar; por favor, son amenazas. Además, 
quiero decir que no han sido los Gobiernos del Frente Am- 
plio los que han tenido las mayores cantidades de senten- 
cias de inconstitucionalidad, sino que fueron los Gobier- 
nos anteriores, y esto también está escrito. Digo esto para 
los que exageran sobre cuán inconstitucionales fueron 
los Gobiernos del Frente Amplio. No, no, no; hubo otros 
mucho más inconstitucionales. Hablo desde el punto de 
vista cuantitativo y no desde el de la importancia de las 
leyes, y dejo citado el estudio de Trujillo sobre sentencias 
de inconstitucionalidad en el Uruguay, para mantenernos 
siempre dentro de la evidencia empírica y de las cosas que 
son reales. 


De cualquier manera, cuando consideramos en co- 
misión los dos principios —el de proporcionalidad y el de 
igualdad— más el 5 % para los nuevos, los votamos todos 
porque nos pareció que eso estaba bien. ¿Y ahora nos pare- 
ce que está mal? ¿Por qué? Supongamos que alguien dice 
que por ese principio le van a tocar tres minutos y medio. 
Mi respuesta es que debería razonar un poquito más allá 
de sus intereses partidarios, porque esta es una ley para la 
ciudadanía, que tiene derecho a conocer las propuestas de 
todos y no solo aquellas que el dinero pueda comprar. Jus- 
tamente, la ciudadanía tiene que conocer a todos y a todas, 
y no solo lo que el dinero pueda comprar. Entonces, razo- 
nemos un poquito más allá del interés de lo que nos atañe 
directamente, porque legislar implica tomar en cuenta el 
interés universal y los derechos humanos. 


Por otro lado, ya hablé —pero lo repito— sobre el con- 
trol del poder discrecional de los medios en las donacio- 
nes encubiertas, que es el financiamiento no declarado de 
campaña. Acá se habla mucho de Brasil y de qué corrupto 
que es, pero hay que ver lo que son las leyes en ese país. 
Ellos tienen lo que llaman Caixa 2, que es el dinero no 
declarado de campaña, y la gente va presa por eso. Acá 
no va nadie preso por dinero no declarado de campaña. 
Entonces, no nos sintamos tan superiores al resto. Nunca 
tuvimos una legislación tan dura como la brasileña; nunca. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
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SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Se solici- 
ta que se prorrogue el tiempo de que dispone la oradora. 


Se va a votar. 

(Se vota). 

—17 en 18. Afirmativa. 

Puede continuar la señora senadora Moreira. 
SEÑORA MOREIRA - Gracias, señora presidenta. 


No me extraña. Las resistencias de hoy son las del 
2009. Vamos a entendernos. En este país hubo diez pro- 
yectos de ley para regular el financiamiento de partidos 
políticos; era peor que lo del aborto o la cuota femenina. 
Insistencia, insistencia, insistencia. Había algunas regu- 
laciones, pero todos los años se votaba la plata que se iba 
a gastar ese año. Era una cosa completamente ad hoc, sin 
sistematicidad. Para un Estado como el uruguayo, que 
en 1928 creó el financiamiento público —¡muy bien por el 
Uruguay!-—, haber tenido que llegar al 2009 para tener una 
ley de financiamiento de partidos no nos honraba. Pero era 
eso: los partidos no querían ser Ulises atados al mástil; no 
querían pagar los costos de imponerse regulaciones, aun 
sabiendo que de no tener regulaciones embromábamos a 
la ciudadanía. Los partidos no quisieron pagar ese costo, 
pero en el 2009 se sacrificaron tres cosas gigantes en la 
Cámara de Representantes, que hasta el día de hoy llo- 
ro. Una de ellas fue la publicidad electoral. Cuando me 
quise dar cuenta, voló. La segunda fue el financiamiento 
a las mujeres, señora presidenta. Manos negras sacaron 
el financiamiento a las mujeres de la ley de 2009. Mucho 
hubiéramos podido avanzar ahora, que creo tenemos una 
comprensión más ilustrada sobre estos temas. Y la tercera 
cosa que también voló de la legislación de 2009 fue todo lo 
que es control y rendición de cuentas. Entonces, tuvimos 
que esperar unos cuantos añitos más para volver a intro- 
ducir lo que ya estaba en el mensaje del Poder Ejecutivo de 
2009, porque las resistencias fueron grandes. 


El primer principio, entonces, es el de igualdad. Ya he 
hablado sobre eso. 


El segundo principio que guía esta ley es el de transpa- 
rencia y publicidad. Esto tiene una razón también simple: 
vencer la cultura del secreto. El secreto es el pilar funda- 
mental en la concentración del poder político. Dice Bobbio 
que la opacidad del poder es la negación de la democracia. 
El poder público tiene que ser transparente. Al respecto, 
Hugo Cores hablaba del razonamiento anaerobio. Decía 
que cuatro personas se pueden juntar a puertas cerradas y 
desarrollar unos argumentos que no podrían sobrevivir al 
aire, y menos aún a ser escuchados, no digo por cincuen- 
ta personas sino por veinte. Hay que evitar tener razona- 
mientos a puertas cerradas entre cuatro, que no puedan ser 
defendidos ante mil, porque la característica de la política 
es ser pública. Tenemos que ser capaces de defender pú- 
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blicamente todo lo que hacemos: nuestros bienes, nuestros 
gastos, nuestras donaciones, nuestros ingresos, nuestros 
egresos. De eso se trata el proyecto, de volverlo todo públi- 
co. Así que también este proyecto va contra la cultura del 
secreto, de la discrecionalidad, del ocultamiento. Creo que 
la ciudadanía tiene que acceder rápidamente, fácilmente, 
a esa información. Hoy puede hacerlo, pero a los politólo- 
gos les llevó meses de investigación saber lo que salían los 
segundos de publicidad. Se tiene que poder acceder rápi- 
damente y bien a los gastos de campaña, a los donantes y 
al patrimonio de todos nosotros. 


Un estudio hecho por Ideas sobre Uruguay dice que 
en este país los niveles de transparencia no son buenos 
y que los controles son muy malos, pero más o menos la 
cosa funciona porque hay una cultura del control social 
de la política, que es nuestro reservorio moral, que es al 
que queremos cuidar dándole una ley, porque los reser- 
vorios morales no duran siempre; nosotros venimos —o 
veníamos— muy confiados en ese reservorio de confianza 
y de control social de la política. Ese estudio dice que las 
proporciones del financiamiento privado son altas y están 
ocultas, que hay una proporción de un 25 % que no está 
declarada, que no se sabe el origen de los fondos y que, 
además, no andamos bien por otras razones. Es obvio —y 
acá vuelvo a los medios—-que en los medios de comuni- 
cación existe una gran tendencia a sobredimensionar los 
escándalos de la política. El factor sangre vende. Y bueno, 
todo eso tiene impactos en el sistema de partidos y, sobre 
todo, alimenta la sospecha. 


Con relación al sentimiento de sospecha que los 
ciudadanos tienen sobre los políticos —lo voy a decir 
de una manera muy simple: «los políticos solo cuidan 
su propio interés»; esto es más o menos lo que diría un 
ciudadano común muy poco politizado: «Trabajan para 
ellos mismos»—, creo que la respuesta tiene que ser —acá 
voy al tercer principio— el principio de la austeridad re- 
publicana. Pero para que este principio funcione, creo 
que los políticos tenemos que encarar decisiones que no 
nos gustan porque prima el principio de la demagogia. 
Entonces, nadie quiere defender los sueldos de los po- 
líticos. Vieron que cada vez que hablan del sueldo de 
los políticos, ni los políticos se defienden. ¿Cómo no 
vamos a defender que los políticos tengan un trabajo y 
cobren por ello? Que cobren algo normal, pero tienen 
que cobrar. La discusión sobre el subsidio es parte del 
sentimiento vergonzante de los políticos sobre el hecho 
de cobrar para hacer política. Si no se cobra para hacer 
política, solo van a hacer política los ricos; como dijo el 
senador Otheguy, solo los patrones van a hacer política. 
Entonces los ediles no cobran y tenemos innumerables 
sistemas de salarios encubiertos. Es un horror, porque 
no nos animamos a decir cosas que no gustan. Tenemos 
miedo de espantar y dejamos de hacer política por seguir 
«la opinión pública» —entre comillas—, y uno de los pro- 
blemas que tenemos con esto, señora presidenta, es que 
no nos animamos a aumentar el financiamiento público 
de campaña, que es lo que tendríamos que hacer desem- 
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bozadamente. Habría que decir: «Financiamiento públi- 
co. Se acabó el financiamiento privado». Financiamiento 
público, pero financiamiento digno al fin. Es la segunda 
discusión que no damos, además de la del sueldo de los 
políticos, de la del sueldo de los ediles y de la del finan- 
ciamiento de campaña. Nos da vergiienza. Es como el 
sexo. La plata y el sexo mueven el mundo, pero los psi- 
coanalistas dicen que hay que hablar del sexo, y hay que 
hablar del dinero. Hay que hablar de las cosas, ponerlas 
en palabras, transparentarlas. ¿Los partidos necesitan fi- 
nanciamiento? Sí. ¡Y vaya si en este proyecto de ley hay 
un artículo muy controversial sobre los cargos políticos! 
En él se dice que los partidos tienen derecho a cobrar- 
le a sus cargos políticos. Me parece muy bien, porque 
hay que transparentar que una parte del financiamiento 
público es indirecto y viene a través de los cargos de 
confianza. Y los pases en comisión. ¡Transparentemos 
la lógica de funcionamiento en la que vivimos todos los 
días! Así que me parece muy bien que se haya incluido 
eso, porque es financiamiento público. Es indirecto. Hay 
que transparentarlo y hay que defenderlo. No hay ningún 
partido, ni en el Uruguay ni en el mundo, que viva de lo 
que aportan sus afiliados. Esa es la gran mentira. Eso 
no existe. Los partidos no viven de lo que aportan sus 
afiliados. Ninguno. Viven del financiamiento público, 
del financiamiento privado, del financiamiento público 
indirecto, pero no de lo que aportan sus afiliados. No vi- 
ven del crowdfunding. Sé que Obama hizo una gran obra 
cuando peleó contra los lobbies en Estados Unidos y dijo 
que iba a hacer un financiamiento masivo en el que cada 
uno iba a poner cinco dólares o tres dólares. ¡Ja! Fue una 
cosa buena porque luchó contra los lobbies, pero eso no 
alcanza. Los partidos no viven de la plata que ponen sus 
afiliados. Además, como tienen otras fuentes genuinas 
de dinero tampoco se preocupan mucho en hacer cam- 
pañas para afiliar. Todo es parte de un sistema, pero ya 
que las cosas son así, transparentémoslas. 


Creo que hay que convencer a la población de que el fi- 
nanciamiento público es más barato. Eso me lo dijo un po- 
lítico brasileño, no voy a decir de qué partido. Me señaló 
que a la larga el financiamiento público es más barato por- 
que la plata de la corrupción es gigante, y eso es financia- 
miento privado. Entonces, prefiero dar una discusión por 
aumentar el financiamiento público. Además, el financia- 
miento público está sometido a reglas, es equilibrado, es 
más justo y es el único que de verdad podemos controlar. 


Alguien podría decirme: «Pero ¿cómo? ¿Y la liber- 
tad?». Yo digo que la libertad del que puede comprar y 
la libertad del que se vende no es la libertad. Como decía 
Rousseau, que nadie sea tan rico como para comprar a otro 
ni nadie tan pobre que se vea obligado a venderse. Ojo con 
esa libertad. La libertad del que compra y del que vende 
no tiene nada que ver con la libertad de expresión y el que 
no está en el mercado del dinero, el que no puede venderse 
porque no vale nada y el que no puede comprar porque no 
tiene dinero, están fuera de esa libertad. Esa es una liber- 
tad de poquitos. 
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La austeridad republicana implica recortar la posibi- 
lidad de gastar. Acá estamos recortando la posibilidad de 
gastar; estamos autolimitándonos en la posibilidad de gas- 
tar y poniendo topes a la campaña —esto estaba contem- 
plado en el proyecto de 2009, pero tampoco salió—, pri- 
vándonos de la economía mediática del voto. Esta es una 
expresión que acabo de inventar. ¿A qué llamo «economía 
mediática del voto»? A usar los grandes medios para ser 
conocidos, en vez de hacer la política del convencimiento 
comunitario, en vez de hacer la política del que organi- 
za, del que convence por sus ideas, del de casa por casa o 
la política que surge de los hechos. Pensamos que la eco- 
nomía mediática del voto es vendernos en la tele creando 
pura imagen y realizando un discurso demagógico; esta es 
una tentación y un atajo contra el esfuerzo de organizar 
políticamente a la ciudadanía. 


La democracia es fuerte cuando la gente está organi- 
zada y no cuando los políticos están organizados. Es la 
organización de la gente el único contrapeso al poder de 
las élites. Sin embargo, no gastamos energía en eso sino en 
seducir. De ahí que el término «enamorar» me pone de los 
pelos. Se dice: «Hay que enamorar». No, ¿cómo enamo- 
rar? Enamorar se parece demasiado a seducir y no hay que 
seducir; se debe convencer, que es otra cosa, con razón 
y con corazón; no quiere decir que el corazón no entre. 
Ahora bien, la seducción mediática es pan para hoy, ham- 
bre para mañana. Comprar con plata parece económico: 
hacemos campañas de marketing político y reemplazamos 
militantes por cuadros rentados, pero eso es pan para hoy 
y hambre para mañana. Este proceso nos va a llevar a gas- 
tar cada vez más dinero. 


El señor senador Heber señaló que está a favor de la 
transparencia pero no de la prohibición. ¡Vuelve el tema 
de la libertad! ¡Vuelve el tema de «Ulises atado»! ¿Por 
qué no queremos que las empresas donen dinero? Porque 
quienes tienen que aportar al financiamiento de los parti- 
dos son el Estado y la ciudadanía. Una empresa no es un 
ciudadano; en cambio, un empresario sí. Si el señor José 
Pérez quiere dar plata, no la va a donar como empresario, 
sino como José Pérez. Esa es la idea. No queremos que los 
empresarios le den plata a la política porque es el favor 
de hoy y el pedido de mañana. Hay toneladas de artículos 
escritos sobre este tema y mucha experiencia como para 
decir: «¡Aparta de mi ese cáliz!». ¡Por favor! Saquémonos 
ese problema de arriba y dejemos fuera el tema de las em- 
presas, no por la violación a la libertad o por prohibirnos 
algo, sino para hacer que el dinero que vaya a la política 
sea una contribución ciudadana, de las personas físicas O 
del Estado, pero no de las empresas ni de los empresarios 
como tales. 


Además, ya lo dijo el señor senador Pintado: «Ojo con 
el lavado», que también está metido en esto. Así estaría- 
mos matando dos pájaros de un tiro y nos evitamos pro- 
blemas que en el Uruguay hoy parecen no ser importantes. 
Digo «parecen» porque tampoco es que tengamos tanta 
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información; hemos tenido, sí, algunos problemitas que 
nos inducen a generar una política preventiva. 


Creo que sobre el cuarto principio, relativo al control, 
está todo el mundo de acuerdo: la Corte Electoral tiene que 
controlar mejor. ¿El problema pasa por la falta de recursos 
del organismo? Pienso que no, que el problema también 
es nuestro, que debemos repensar la Corte Electoral, pro- 
fesionalizarla y dejar de usarla como casa de los partidos 
porque, como tal, tiene todos los vicios de los partidos. 
Así que eso también es «Ulises amarrado». Se debe dar a 
la Corte Electoral la profesionalidad para que nos controle 
porque, si sigue siendo nuestra casa, somos juez y parte. Y 
eso tiene que ver con todo: con las funciones de la Corte 
Electoral y con quienes nombramos como sus integrantes. 
Si queremos que la Corte Electoral pueda estar del lado de 
afuera, que sea el afuera que nos controle, debemos dar- 
nos una discusión en serio; de lo contrario, será lo mismo: 
seremos nosotros controlándonos a nosotros mismos. ¡No 
funciona! 


Se ha dicho que se darán nuevas funciones a la Corte 
Electoral. ¡Muy bien! Pero, como decía Seregni, nada sin 
contraparte: recursos contra funciones. 


Sin fiscalización no hay nada; progresos manuscritos, 
como se dice. Hablamos de Brasil, pero nosotros no tene- 
mos la legislación de ese país. Además, Brasil no solo tuvo 
una legislación dura, sino que tuvo fiscalización, tanto de 
la buena como de la mala porque, ¡cuántas veces habrá 
habido dinero plantado en casas de políticos! ¡Ni los men- 
ciono! ¡De todos los pelos políticos! ¡Ojo con eso también! 
Reitero: tiene que existir fiscalización. 


Con respecto a este proyecto de ley en concreto y sobre 
el Uruguay creo que, por buenas y malas razones, hemos 
sido muy reacios a elaborar una ley de partidos políticos. 
Las buenas razones obedecen a que, como decía Galeano, 
somos anarquistas conservadores. No queremos que nadie 
nos ate y somos conservadores con una gigantesca aver- 
sión al cambio. Este sistema de partidos uruguayo tiene 
muchas cosas buenas, pero también cosas horribles; es un 
sistema con una aversión al cambio gigante. De ahí que 
nuestro país haya sido el último en aplicar la ley de cuo- 
ta y el único de América Latina que, como resultado de 
cálculos políticos y justificativas jurídicas, todavía no tie- 
ne el voto en el exterior. ¡Grandes rezagos de la democra- 
cia uruguaya! Ahora bien, en materia de financiamiento, 
si uno mira las tablas de América Latina, advierte que el 
Uruguay no tiene nada de nada. 


De cualquier manera, pienso que hoy estamos dando 
un gran paso para reducir el peso del dinero en política. 
Considero que se debe cambiar la práctica política y ojalá 
esta ley nos permita hacerlo, pero no lo creo. Hay que re- 
ducir desigualdades, fiscalizar y controlar. 


A continuación, quiero decir algo sobre la corrupción. 
La corrupción existe desde que ocurrió la separación en- 
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tre la política y la economía, es decir que es un fenómeno 
contemporáneo. Cuando el rey era dueño de todo no ha- 
bía corrupción porque no había separación entre Estado y 
privado. Es un fenómeno republicano y democrático. Hoy 
en día hablamos de corrupción como si fuera gigante; sin 
embargo, es mucho menos que en el pasado: hay cincuenta 
mil normas y la política se ha ido «plebeyizando», porque 
los que llegamos a la política somos trabajadores, de clase 
media; dejó de ser la política de los nobles. Antes no se le 
llamaba corrupción, pero estaba todo junto: el patrimonio, 
los políticos y el Gobierno. 


La corrupción surgió cuando tuvo lugar la separación 
entre política y economía, lo que ocurrió en épocas de de- 
mocracia. 


Según Juan Pablo Pío, la dinámica de la denuncia de 
la corrupción global vino de la mano de Estados Unidos, 
no por muy democrático —¡vaya si hay corrupción en ese 
país!—, sino porque quería controlar un poco el destino 
de los activos estadounidenses en los países periféricos. 
Fue así que, en 1961, el senador y diplomático Robert 
Hill dijo: «Un funcionario corrupto latinoamericano es 
tan peligro para nosotros como un comunista». ¿Por qué? 
¿En qué se parece un funcionario corrupto a un comunis- 
ta? Dice: «S1 vamos a traer el capital hacia el sur debe- 
mos asegurarnos de que no desaparezca por el desagúe 
de la inflación, la corrupción o la nacionalización injus- 
ta». Los que amenazaban a los capitales norteamericanos 
eran los comunistas que querían nacionalizar activos. De 
allí, entonces, que un funcionario corrupto latinoameri- 
cano sea tan peligro como un comunista; lo digo con un 
poco de sentido del humor solamente para ilustrar que lo 
que preocupaba a Estados Unidos no era la problemática 
de la corrupción democrática, sino los costos laterales 
que traía la corrupción o lo que ellos denominaban el tipo 
de barrera comercial no arancelaria. Ellos también son 
muy culpables de todas las leyes de delación premiada 
y de todas las maldades que han hecho en este sentido, 
pero ese es otro capítulo. 


Con respecto a los delitos contra la Administración pú- 
blica en Uruguay voy a citar algunas cifras: en 2003 hubo 
123; en 2004, 78; en 2006, 128. Daría la impresión de que 
hoy en el Uruguay hay menos delitos de corrupción que 
antes. No es una tendencia muy clara pero, en materia de 
transparencia, nuestro país es el que está mejor; de todas 
formas, la transparencia es un índice construido sobre la 
base de juicios y no de datos objetivos. Ahora bien, los da- 
tos objetivos no indican que en el Uruguay haya aumenta- 
do la corrupción; por el contrario, parecería que los delitos 
concretos tienden a disminuir. Creo que este proyecto de 
ley tiene un carácter preventivo. Esa es la idea: no reaccio- 
nar tarde, sino reaccionar antes. 


Quiero subrayar las últimas cosas que me parecen im- 
portantes, ahora refiriéndome a la minuta de comunica- 
ción. 
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La minuta de comunicación viene añadida a este pro- 
yecto de ley porque requiere iniciativa del Poder Ejecutivo 
para aumentar el gasto. Yo quiero hacer una defensa al 
respecto, especialmente en lo que tiene que ver con la mu- 
jer. Estamos impulsando que las mujeres que encabecen la 
lista reciban un plus muy chiquitito, de un 15 % sobre el 
voto, O Sea, unos pocos pesos; quien trabaja conmigo, Ale- 
jandra Moreni, así como las feministas que están abocadas 
a estos temas —Niki Johnson y Verónica Pérez— trabajaron 
en este aspecto. La idea es que a mecanismos de acción 
afirmativa como la cuota —que son duros— se les incorpo- 
ren incentivos positivos. Esto no cambiará, pero dará un 
incentivo. Ya sabemos que las mujeres ganan menos que 
los hombres y padecen más desempleo. Las mujeres tie- 
nen una situación económica peor que la de los hombres. 
Además, las campañas y la política les resultan más caras, 
por el tema del trabajo no remunerado. Entonces, tenemos 
estas dos cosas que vuelven la política más gravosa para 
las mujeres: sus menores ingresos con relación a los hom- 
bres y los cuidados, que les insumen una tercera jornada. 


Nosotros creemos, además, que debemos dar una señal 
muy fuerte a los partidos políticos, porque sabemos que 
con la sola aplicación de la cuota el Senado puede andar 
bien, pero la Cámara de Representantes horrible; además, 
como buena parte de los departamentos del país elige solo 
un representante por partido, si no encabezan las listas, las 
mujeres no tienen condiciones de llegar. Por lo tanto, hay 
que ir un pasito más e impulsar que los partidos tengan 
listas encabezadas por mujeres. Y, como decía el senador 
Pintado, también hay que pagar o financiar a los partidos 
o a los sectores que efectivamente incorporen mujeres. 
No voy a abundar sobre esto porque cuando tratamos el 
tema de la cuota se dieron todas las fundamentaciones, 
pero el financiamiento y la plata también son parte de las 
condiciones de igualdad política de candidatos y electores. 
También debo decir que el hecho de encabezar listas hace 
que las mujeres sean más visibles. Los números —la señora 
presidenta lo sabe mejor que quien habla— indican que la 
presencia de mujeres en política es bajísima. Los minutos 
de la mujer en televisión y la participación en diarios —ya 
está todo medido— están muy por debajo incluso de la par- 
ticipación efectiva de mujeres en política. 


Por otro lado, me interesa destacar el tema de la limi- 
tación a las donaciones de los candidatos, que entiendo 
puede resultar antipático. ¿Por qué limitar a los candidatos 
a donar dinero para sus propias campañas? El artículo 77 
de la Constitución dice que se debe estimular la demo- 
cracia interna de los partidos. Si puedo comprar mi lugar 
en la lista, ¿dónde está la democracia interna? No hay de- 
mocracia interna. Estimular la democracia interna de los 
partidos implica que no se puedan comprar los lugares en 
la lista. Lo digo de brocha gorda, pero me parece que las 
limitaciones tienen que ver con este principio de que uno 
no pueda comprar su lugar en una lista o en un partido. 


Creo que este proyecto de ley es benévolo y no tiene 
grandes sanciones. No apela a la ley penal —hay muchos 
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países donde la ley penal es dura con esto— y, por suerte, 
mantenemos la benignidad penal. Los señores senadores 
saben que soy partidaria de la benignidad penal, de que 
el derecho penal se aplique lo menos posible, pero en ese 
sentido hubo algunas recomendaciones y hay bastante 
cosa escrita sobre la ley penal. Sin embargo, como dije, 
el proyecto de ley ha sido benigno; ha sido más de «Ulises 
en el mástil», más de recortarnos privilegios a nosotros 
mismos, de imponernos limitaciones como sistema po- 
lítico, pero no de recurrir a la ley penal para sancionar 
duramente. 


Señora presidenta: creo que este es un gran proyecto 
de ley. A pesar de sus limitaciones, todo proyecto que re- 
gule el dinero en la política es un gran proyecto y entiendo 
que debería ser acompañado por todos, para hacer honor 
a lo que fue este proceso virtuoso de elegir una iniciativa 
construida en el Parlamento y no venida del Poder Ejecu- 
tivo. Decidimos construirlo nosotros y debemos acompa- 
ñarlo nosotros. 


Gracias. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BORDABERRY-- Señora presidenta: se dijo 
que hay perplejidad porque ahora se cuestiona el proyecto 
de ley. 


En realidad, siempre fuimos muy claros en cuanto a 
que el artículo 13 era inconstitucional y no íbamos a acom- 
pañarlo. Así lo expresamos. Lo mismo en cuanto a coartar 
la financiación por parte de las empresas. Por lo tanto, eso 
siempre se expresó. Llegado el momento podemos votar el 
proyecto en general o no, según cuánto influyan en nuestra 
mente y en nuestra decisión esos artículos que a nuestro 
juicio son fundamentales. ¡Es muy fuerte que se apruebe 
una iniciativa con artículos claramente inconstitucionales! 
¡Pero cumplimos! Hasta ahora, cada vez que me he com- 
prometido a algo, he cumplido. Así que no me gusta cuan- 
do se dice que hay perplejidad sobre el cumplimiento. He 
cumplido cuando lo he dicho públicamente y cuando lo he 
dicho particularmente. 


Hay otro error que se ha manifestado acá, señora pre- 
sidenta, y es decir que estamos en contra de la regulación 
de los medios de comunicación en cuanto a los espacios, 
etcétera. No. Ese no fue nuestro cuestionamiento; quizás 
no se entendió bien. ¡Nuestro cuestionamiento es cómo re- 
parten los minutos gratis a favor del Frente Amplio! Ese es 
nuestro cuestionamiento y esa es la inconstitucionalidad. 
No es inconstitucional establecer —a mi juicio— la publi- 
cidad gratuita. ¡No lo es! Podemos estar de acuerdo o no, 
pero para mí no lo es. Lo que es inconstitucional es que 
se quede con la mayoría el partido de gobierno. Eso es in- 
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constitucional; lo dice la corte. Estoy seguro de que algún 
otro señor senador hablará —supongo que así será— para 
justificar esto. 


También nos llama la atención cuando nos dicen que se 
debe pensar más allá del interés personal partidario. Está 
bueno: nos piden que pensemos más allá del interés perso- 
nal partidario mientras se votan una norma que beneficia 
su propio interés personal partidario. Es decir, piensan y 
obtienen beneficios personales partidarios, pero nos piden 
a nosotros que no pensemos en nuestra posición partida- 
ria. Aclaro que no estamos pensando en eso porque creo 
que en la sumatoria nuestro partido queda tres a uno con el 
Frente Amplio, pero diez a uno con algún otro partido. No 
quiero esa ventaja; no queremos esa ventaja frente a parti- 
dos que se están por presentar. No nos parece bien que se 
voten beneficios particulares para los partidos que están 
acá en detrimento de los demás. Sí nos preocupa, y mucho, 
cuando se dice que la libertad de prensa cede frente a los 
derechos de los ciudadanos. Lo que nos preocupa es quién 
interpreta los derechos de los ciudadanos: si la interpre- 
tación es de una senadora, que dice cuáles son los dere- 
chos de los ciudadanos que están por encima de la libertad 
de prensa, entonces me preocupa porque los derechos de 
los ciudadanos están en la Constitución y es la Suprema 
Corte de Justicia la que los interpreta, que entiende que 
con esto se violan los derechos ciudadanos consagrados 
en la Constitución. O sea que me parece un poco peligro- 
so apelar ahora a derechos ciudadanos que no están en la 
Constitución y que interpretamos acá cuando los tiene que 
interpretar la Suprema Corte de Justicia. 


Gracias, señora presidenta. 


SENORA MOREIRA - Pido la palabra para responder 
una alusión. 


SENORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SENORA MOREIRA .- Señora presidenta: quiero res- 
ponder una alusión en forma muy breve. 


Cuando se aplica la justicia proporcional, se toma en 
cuenta quienes obtuvieron más votos en la elección pasa- 
da; es el mismo principio que se aplica para el financia- 
miento de los partidos. El principio de la justicia propor- 
cional ya existe. El financiamiento a los partidos se realiza 
sobre la base de la votación anterior. Quiere decir que en- 
tonces también estaríamos incurriendo en una inconstitu- 
cionalidad flagrante con la igualdad de los partidos porque 
estamos recibiendo más dinero en razón de los votos que 
obtuvimos antes. 


En este caso, el principio de la proporcionalidad apli- 
ca, pero no para el partido de gobierno, que podría haber 
ganado con menos votos que otros y, en ese caso, le toca- 
rían menos minutos de publicidad. Da la casualidad —que 
no es casualidad sino una construcción política de largo 
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aliento— de que el partido de gobierno tiene mayoría parla- 
mentaria, pero para evitar falacias de este tipo, el principio 
de que se paga por el voto anterior ya está incrustado en 
nuestro sistema legal. 


Termino preguntando, ¿quién interpreta los derechos 
de los ciudadanos? No solamente la Suprema Corte de 
Justicia ni esta senadora, sino Naciones Unidas, que ha 
celebrado cumbres enteras para proteger el derecho a la 
información de los ciudadanos contra la libertad de em- 
presa y la concentración oligopólica de los medios de co- 
municación. 


(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—Naciones Unidas tiene varios acuerdos que el Uru- 
guay ha suscrito para proteger el derecho a la información 
de los ciudadanos contra la concentración de los medios 
de comunicación. Señora presidenta: no innovo nada. 
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22) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de un asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Los 
señores senadores Patricia Ayala, Marcos Carámbula, 
Charles Carrera, Leonardo de León, Antonio Gallicchio, 
Daniel Garín, Constanza Moreira, Marcos Otheguy, 
Ivonne Passada, Daniela Payssé, Enrique Pintado, Daisy 
Tourné y Mónica Xavier presentan, con exposición de 
motivos, un proyecto de ley por el que se modifica la Ley 
n.* 18446, de 24 de diciembre de 2008, sobre la Institución 
Nacional de Derechos Humanos. 

—A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN». 
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(Texto del proyecto presentado). 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La creación de la Institución Nacional de Derechos Humanos fue el resultado de un 
largo proceso, en el que se involucraron tanto los integrantes del sistema político como 
representantes de los organismos Internacionales y organizaciones de la sociedad 
civil No puede dejar de señalarse que el establecimiento de Instituciones Nacionales 
de Derechos Humanos autónomas y estructuradas conforme con los Principios de 
París es un requerimiento de larga data de los órganos de Naciones Unidas de los que 
el país es parte y Uruguay fue uno de los últimos países de la región en implementaria. 


El 22 de junio de 2012, a los cuarenta y cinco días de su designación (artículo 43 de la 
Ley 18.446) los cinco miembros elegidos con el voto mayoritario de los integrantes de 
la Asamblea General tomaron posesión de sus cargos. 


Es mucho lo que se ha avanzado desde esa fecha en la consolidación institucional. 
Con el concurso de los diez funcionarios en Comisión, y la colaboración de UNICEF, 
de AECID (Agencia de Cooperación Española) y de la Oficina Regional para América 
del Sur del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de Naciones Unidas, fue 
posible realizar algunas contrataciones para atender temas específicos (en particular 
la colaboración de UNICEF resultó fundamental para poder implementar el Mecanismo 
Nacional de Prevención) y se abordó desde el primer día el cumplimiento de las tareas 
que la ley le asigna. 


Luego de casi un año de funcionamiento en dos despachos del Edificio Anexo del 
Poder Legislativo, la INDDHH se mudó a una sede transitoria adecuada a sus 
necesidades. 


Asimismo, con el concurso de la Agencia Nacional de Vivienda se iniciaron las obras 
de refacción del inmueble que el Poder Ejecutivo le asignara de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 80 de la Ley N* 18.446. La Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo inauguró su nueva sede el 9 de diciembre de 2016. 
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En las normas presupuestales se crearon los cargos necesarios y luego de un largo 
proceso de concurso, que se dilató para soslayar las dificultades derivadas de algunas 
imprecisiones de la Ley N* 18.446, ingresaron en 2016 los 28 primeros funcionarios de 
la Institución. 


Para consolidar los avances en el proceso de institucionalización resulta 
imprescindible el dictado de una ley que precise la naturaleza jurídica de la INDDHH 
confirmando al Consejo Directivo como jerarca máximo del servicio y dotándolo de las 
facultades que en tanto tal le corresponden. En ese marco, se busca también 
solucionar otros problemas puntuales que en el transcurso de estos años de actuación 
se han constatado y que requieren de una disposición legal para resolverlos. 


Artículo 1: Tiene por finalidad precisar lo ya establecido en la ley, haciendo referencia 
a los recursos que proceden en cada caso, para que su determinación no quede 
librada a posibles interpretaciones. Por otro lado, contribuye a dejar establecido que el 
Consejo es el jerarca del servicio, en 

tanto sus actos no son recurribles por la vía jerárquica, tal como lo expresara el Dr. 
Juan P. Cajarville en un informe solicitado el 18 de setiembre de 2012 por la 
Presidencia de la Asamblea General: “siendo que el Consejo Directivo de la INDDHH 
no está sometido a jerarquía, ni por supuesto a tutela administrativa alguna, el único 
recurso administrativo que corresponderá contra sus actos ajenos al artículo 4* será el 
de revocación, resuelto el cual o recaída la denegatoria ficta, cabrá la acción de 
nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo...” 


Artículo 2: El literal que se sustituye autorizaba a la Institución a celebrar convenios 
con las Juntas, Departamentales, Juntas Locales o con las Intendencias 
Departamentales. Con la redacción propuesta, se amplía a todas las “Instituciones 
públicas”, con la aclaración de que estas pueden ser estatales o no estatales. Se optó 
por dicha fórmula a los efectos de abarcar tanto a los Poderes del Estado (Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial), Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
Corte Electoral, Órganos de la Educación Pública y también a las Personas Públicas 
No Estatales para el mejor cumplimiento de los cometidos asignados legalmente, y se 
precisa que dichas contrataciones podrán hacerse directamente (lo que ya está 
previsto para la contratación con dichas instituciones por el artículo 33 literal C)jnúm. 1 
del TOCAPF). 
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Artículo 3 lit j, k y l: Atendiendo a la calidad de jerarca del servicio que la Ley y las 
previsiones presupuestales le atribuyen al Consejo Directivo, este literal lo habilita a 
designar sus funcionarios, destituirlos y a dictar el estatuto que debe regirlos. 


Artículo 3 lit m: La delegación de atribuciones, que constituye un instrumento 
importante para el mejor funcionamiento institucional, exige una norma de igual 
jerarquía normativa que la que atribuye la competencia, y la ley vigente no la dispone. 
Por lo tanto, se incorpora dicha facultad. 


Artículo 4: Se modificó el nombre del artículo, en tanto se agregan otras normas, para 
que las mismas queden comprendidas. Se optó por definir por la positiva quiénes son 
los funcionarios obligados a presentar la declaración jurada, por cuanto la referencia a 
“funcionarios rentados de carácter no administrativo” que contiene la redacción actual 
del artículo, podría plantear problemas de aplicación en el futuro. En efecto, si se crea 
un escalafón de servicio, atendiendo a la redacción actual de la norma, los 
funcionarios de dicho escalafón estarían obligados a presentar la declaración jurada, lo 
que no parece lógico ni recoge la voluntad del legislador. 


Asimismo, atendiendo a la especial naturaleza y complejidad de las funciones que les 
son asignadas, se establece la inmunidad de los integrantes del Consejo Directivo de 
la INDDHH, en los mismos términos que la de los legisladores y las legisladoras. 
También se prevé la reserva de cargo en caso que los designados sean funcionarios 
públicos, con especial mención a lo dispuesto por el Art. 47 de la Lay No. 18.446 en el 
marco de lo edictado por al An. 251 de la Constitución de la República. 


Se deja constancia que la existencia de una norma que garantice la inmunidad de 
los/las integrantes del Consejo Directivo, es un requerimiento de los órganos 
internacionales de control de los tratados de derechos humanos de los que el Estado 
uruguayo es Parte. 


Se prevé, ademés, la aplicación a los funcionarios de la INDDHH de las normas 
aplicables a los funcionarios de la Cámara de Senadores, para equiparar su situación 
con la de los otros funcionarios del Poder Legislativo y, si bien no tienen dedicación 
exclusiva, se establecen algunas incompatibilidades para preservar el funcionamiento 
del servicio. 
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Artículo 5: El amplísimo régimen de incompatibilidades previsto por el término de tres 
años dejaría a los ox miembros del Consejo Directivo en una situación muy precaria on 
cuanto a las posibilidades de trabajo posterior, por lo que se eliminó “ser asesores de 
personas que hubieran estado involucradas en denuncias ante la INDDHH, como 
denunciantes o como denunciados” porque mantenerlo sería condenarios 
prácticamente a una muerte civil por ese largo período. Asimismo, se interpreta que 
dichos cargos son políticos o de particular confianza a los efectos de la percepción del 
subsidio con posterioridad al cese, atendiendo a la naturaleza y características de los 
mismos, así como al largo plazo que la ley establece para las incompatibilidades 
establecidas. 


Artículo 6: La modificación propuesta deriva de la práctica. En efecto, son los equipos 
técnicos quienes recepcionan e instruyen las denuncias bajo la dirección y supervisión 
de los miembros del Consejo Directivo, ya que ello ha demostrado ser necesario para 
una mejor y más eficiente atención de los denunciantes. 


Artículo 7: En ofecto, el artículo citado dispone que dicha declaración no podrá ser 
invocada “cuando la información solicitada se refiera a violaciones de derechos 
humanos o sea relevante para investigar, prevenir o evitar violaciones de los mismos”. 


Artículo 8 : Modifica la redacción del artículo 81, eliminando el inciso referido al 
concurso, y en particular a la exigencia establecida de que el mismo se haga entre 
funcionarios públicos, ya que resulta contradictorio con lo establecido en el literal k del 
artículo 35 que se incorpora en el artículo 3. 


Artículo 9: En tanto la creación de cargos de particular confianza requiere ley por 
expresa previsión constitucional, y el cargo de Relator Especial de los Servicios de 
Comunicación Audiovisual (literal A, artículo 86 de la Ley N* 19,307) por las 
características de las funciones que la Ley le asigna debe tener este carácter, se 
incorpora la creación del cargo para que en la próxima instancia presupuestal se 
asignen los fondos respectivos. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1 - Modificase el artículo 7 de la Ley N* 18.446 el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 7* (Impugnabilidad).- Las resoluciones de la INDDHH que 
correspondan al ámbito de las competencias establecidas en el 
artículo 4? de la Ley, deberán ser fundadas y no admitirán recurso. 
Los demás actos administrativos podrán ser impugnados mediante 
el recurso de revocación ante el Consejo Directivo, con cuya 
resolución expresa o ficta quedará agotada la vía administrativa, 
habilitando la vía contenciosa. (Artículos 317 y siguientes de la 
Constitución de la República).” 


Artículo 2 — Modificase el literal H) del artículo 35 de la Ley N* 18.446 el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


*H) Suscribir convenios, con todas las instituciones públicas 
(estatales y no estatales) y con los organismos internacionales de 
los que el Estado es parte y sus agencias, toda vez que resulte 
necesario para el mejor cumplimiento de sus funciones, sin 
necesidad de recurrir a un procedimiento competitivo para la 
selección de la contraparte”. 


Artículo 3 - Incorpórese al artículo 35 de la Ley N* 18.446 los siguientes 
literales: 


*J) Designar al personal de su dependencia, previa realización de un 
concurso abierto de oposición y /o méritos y destituirlo por ineptitud, 
omisión o delito, por cuatro votos conformes y con acuerdo de la 
Cámara de Senadores o en su receso de la Comisión Permanente. 
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*K) Reglamentar el procedimiento de concurso para el ingreso de 
sus funcionarios mencionado en el anterior literal J). 


*“L) Dictar la reglamentación necesaria para el funcionamiento de 
sus servicios y dictar el estatuto de sus funcionarios, reconociendo 
los derechos, deberes y garantías establecidos en la Constitución 
para todos los funcionarios públicos (artículos 58 a 66 de la 
Constitución) con aprobación de la Cámara de Senadores. 


*M) Delegar atribuciones en uno más de sus miembros o en uno o 
más de sus funcionarios, por resolución fundada adoptada con el 
voto conforme de cuatro de sus integrantes cuando ello resulte 
necesario para el mejor cumplimiento de las mismas y/o el 
funcionamiento eficiente de la Institución”. 


Artículo 4 — Modificase el artículo 49 de la Ley N* 18.446, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 49 (Obligaciones y derechos) — Los Miembros del Consejo Directivo, 
deberán presentar declaraciones juradas de bienes en los términos requeridos 
por la Ley N* 17.060 de 23 de diciembre de 1998. Los demás funcionarios se 
regirán por lo dispuesto por dichas normas Los miembros del Consejo 
Directivo de la INDDHH no podrán ser responsabilizados por los votos u 
opiniones que emitan en el ejercicio de las funciones legalmente 
encomendadas. 


En relación a lo dispuesto por el Art. 47 de la presente ey, conforme lo 
ordenado por el Art. 251 de la Constitución de la República, los funcionarios 
públicos que ejercen sus funciones en la Judicatura, y que sean designados 
para integrar el Consejo Directivo de la INDDHH, podrán solicitar la reserva de 
su cargo, quedando, por tanto, suspendidos en el ejercicio de las funciones 
citadas mientras dure su mandato de acuerdo a lo dispuesto en el Art. 41 de 
esta ley. 
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Los funcionarios de la INDDHH tendrán todos los beneficios que las leyes 
especiales otorgan a los funcionarios de la Cámara de Senadores, a cuyos 
efectos se habilitarán los créditos presupuestales en el próxima instancia 
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presupuestal”. 


Artículo 5 — Modificase el artículo 50 de la Ley N* 18.446, el que quedará 


redactado de la siguiente manera: 


Artículo 6 — Modificase el artículo 67 de la Ley N” 18.446, el que quedará 


"Artículo 50 — (Situación posterior al cese).- Los miembros del 
Consejo Directivo de la INDDHH no podrán, hasta transcurridos tres 
años desde la fecha del cese, ocupar cargos públicos de particular 
confianza política ni ser candidatos a cargos públicos electivos. 
Interprétase que sus cargos deben ser considerados cargos 
políticos o de particular confianza". 


redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 67 - El Consejo Directivo de la INDHH designará dos de 
los miembros titulares excluido el Presidente, quienes, 
alternadamente, en régimen de turnos mensuales y de acuerdo con 
lo que determine el Reglamento de la INDDHH, tendrán a su cargo 
la dirección y supervisión de la recepción y la instrucción de las 
denuncias por parte de los equipos técnicos, conforme con el 
procedimiento dispuesto por la ley. 

Sin perjuicio del régimen de turnos que se establece, los Miembros 
del Consejo Directivo de la INDDHH que tendrán a su cargo la 
dirección y la supervisión de la recepción y la instrucción de las 
denuncias por parte de los equipos técnicos, actuarán en forma 
coordinada o conjunta cuando las circunstancias lo requieran o lo 
establezca expresamente el Reglamento. 

Cuando, de acuerdo con lo previsto en la presente ley, se deban 
recomendar medidas provisionales de carácter urgente O 
comparecer ante el Poder Judicial para solicitar medidas cautelares, 
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deducir recursos de amparo o de hábeas corpus, y no fuere posible 
tomar resolución en sesión del Consejo Directivo de la INDDHH, 
cualquier miembro del mismo que haya participado en la recepción o 
instrucción de la denuncia estará facultado para resolver y actuar en 
nombre de la INDDHH. 

Cuando proceda de acuerdo con el inciso precedente, el miembro 
del Consejo Directivo de la INDDHH dará noticia inmediata al 
Presidente de la INDDHH. 


Artículo 7 - Modificase el artículo 72 de la Ley N” 18.446, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 72 - Todos los funcionarios de los organismos objeto de la 
competencia de la INDDHH, tienen la obligación de colaborar con la 
INDDHH. 

A los efectos previstos en el inciso anterior, todos los organismos e 
instituciones públicas harán conocer entre sus funcionarios la 
presente obligación y harán efectiva la responsabilidad disciplinaria 
para el caso de incumplimiento. Asimismo deberá comunicarse 
idéntica obligación a las empresas de servicios públicos tercerizados 
o concesionarios en el acto mismo del contrato a celebrarse, 
debiendo constar a texto expreso en los documentos que se 
suscriban. 

Los organismos públicos deberán ceñirse a lo dispuesto por el 
artículo 12 de la Ley 18,381 con respecto a la información que le 
solicite la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo" 


Artículo 8 — Modificase el artículo 81 de la Ley N* 18.446, el que quedará 


redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 81 - El Consejo Directivo de la INDDHH dispondrá de la 
facultad de solicitar en comisión hasta diez funcionarios públicos de 
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cualquier dependencia o Poder del Estado, todo de acuerdo con lo 
que establece el artículo 3 de la Ley N* 15.851de 24 de diciembre 
de 1986, en la redacción dada por el 67 de la Ley N* 17,556 de 18 
de setiembre de 2002 y normas modificativas, no rigiendo en su 
caso las excepciones establecidas por leyes especiales”. 


Artículo 9 — Incorporase el siguiente artículo a la Ley N* 18.446: 


“Artículo 84 - Créase un cargo de particular confianza de Relator 
Especial de los Servicios de Comunicación Audiovisual, previsto 
por literal A) del artículo 86 de la Ley N* 19.307”. 


Patricia Ayala, Marcos Carámbula, Charles Carrera, Leonardo de León, 


Antonio Gallicchio, Daniel Garín, Constanza Moreira, Marcos Otheguy 


Ivonne Passada, Daniela Payssé, Enrique Pintado, Daisy Tourné y Mónica Xavier 
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23) PARTIDOS POLÍTICOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado continúa con el 
tratamiento del tema en consideración. 


SEÑOR MIERES.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR MIERES.- Señora presidenta: a esta altura del 
debate me parece imprescindible volver a la esencia de lo 
que implica la consideración de este proyecto de ley, y la 
esencia es la coincidencia. Nosotros tenemos algunos pun- 
tos de discrepancia, pero el núcleo central, que tiene que 
ver con la necesidad de que los partidos políticos se regu- 
len más y mejor en su financiamiento, es un punto valioso 
y principal que no puede hacernos olvidar o desdibujar el 
hecho de que hay, sobre algunos aspectos, diferencias que 
pueden llegar a ser relevantes. Lo que estamos alcanzando 
y el objeto central del proyecto de ley es consensual. De 
hecho, habrá unos cuatro artículos en los que tendremos 
que votar con diferencias y discrepancias, porque en el 
resto estamos de acuerdo; sobre todo, estamos de acuerdo 
con la idea general. Por ese motivo se creó la comisión que 
promovió el señor senador Pintado —y que todos acom- 
pañamos—, porque había necesidad de poner al día una 
norma, del año 2009, que presentaba notorias debilidades. 


También estoy convencido de que todo el sistema poli- 
tico es consciente de que estamos en un momento en el que 
es imprescindible dar señales de mayor rigor en el control 
de la gestión pública, así como de mayor transparencia y 
de mayor exigencia y autoexigencia. Todos conocemos el 
resultado del Latinobarómetro que salió la semana pasada, 
que indica que los partidos políticos están en un nivel de 
confianza del 25 %, el más bajo desde la crisis del año 
2002. Este resultado es un gran llamador respecto de las 
cosas que hay que hacer, y esta es una de ellas. Lo bueno 
es que todos los partidos políticos piensan que hay que 
hacerlo; todos creen que la ley del año 2009 no alcanza 
y que hay que aprobar mejores soluciones, que den más 
garantías a los ciudadanos en cuanto a cómo los partidos 
se relacionan con el dinero, y de qué manera generan sus 
ingresos y gastan en las distintas instancias. Me parece 
que ese es el centro del asunto. Después podremos discutir 
aspectos en los que hay diferencias —las hay y son impor- 
tantes—, pero tienen que ver con asuntos puntuales y no 
con la idea general. La idea general es común y creo que 
eso es una gran cosa; es un mensaje que el sistema político 
da a la sociedad, a la ciudadanía, y es lo que hay que res- 
catar como primordial y principal. 


Este proyecto de ley tiene unas cuantas virtudes; por 
ejemplo, prohíbe las donaciones anónimas, lo cual es un 
elemento muy positivo porque actualmente la norma vi- 
gente deja un margen para las donaciones anónimas. El 
proyecto de ley promueve que todos los ingresos y los 
gastos de los partidos sean trazables, es decir, que estén 
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documentados por transacciones bancarias, lo que me 
parece que es muy importante. Justamente, se busca que 
haya transparencia en nuestros ingresos y en nuestros gas- 
tos. Eso es muy importante; es relevante y constituye un 
cambio con respecto a la situación actual. 


Esta iniciativa también obliga a realizar balances anua- 
les públicos. Actualmente, la única rendición de cuentas a 
la que están obligados los partidos tiene que ver con los 
dineros que se reciben de manera periódica —pero exclu- 
sivamente sobre ellos—, sobre los que se les pagan a través 
del Poder Legislativo, en función de los votos, y una ren- 
dición de cuentas de campaña electoral. Sin embargo, acá 
estamos exigiendo otra cosa; estamos exigiendo que todos 
los años haya un balance público que los partidos deben 
presentar ante el Tribunal de Cuentas, registrarlo en la Au- 
ditoría Interna de la Nación y finalmente depositarlo en la 
Corte Electoral. Es una novedad absoluta, muy positiva y 
en la que estamos todos de acuerdo. 


También estamos de acuerdo en prohibir la publicidad 
estatal durante la campaña electoral. ¡Y vaya si eso es un 
cambio! Recuerdo que en el año 2014 el entonces presiden- 
te y actual senador Mujica salió a los medios a pedir a las 
empresas públicas que aflojaran con la publicidad. No sé 
si lo recuerdan. Era una doble propaganda simultánea: el 
partido de gobierno, más el Gobierno. Estas cosas forman 
parte del proyecto de ley que estamos votando. Al igual 
que el señor senador Bordaberry, habíamos presentado un 
proyecto de ley que establecía esa prohibición. Entonces, 
bienvenido el hecho de que se haya incorporado y ahora 
forme parte del proyecto de ley. Hay que celebrar que es- 
tamos todos de acuerdo en eso también. 


Podemos mencionar la violación de la veda. ¿Qué pa- 
saba si se violaba la veda? Nada. Cuando alguien violaba 
la veda de publicidad electoral fuera de período no pasaba 
nada porque la Corte Electoral decía que no podía tener 
certeza de que fueran los únicos, y como no podía con- 
trolar los medios, no sabía si había otras violaciones y fi- 
nalmente no tomaba decisión. En este caso se incorpora 
un sistema de monitoreo, pero además se castiga a las dos 
partes, que es lo que falta en la normativa vigente: se cas- 
tiga al partido, sector o agrupación que viole la veda y al 
medio que permita emitir la publicidad que viola la veda. 


Además, se extiende el sistema de declaraciones ju- 
radas públicas de los candidatos. Eso también me parece 
muy importante. Actualmente, lo hacen los candidatos a 
presidente de cada partido, pero en este caso se agregan 
los primeros titulares de las listas. Todo esto forma parte 
central del proyecto de ley, y es consensual; creo que eso 
es lo que hay que celebrar. 


Ahora bien, diría que hay dos focos principales de dis- 
crepancia. Uno es la contribución empresarial y, el otro, 
la publicidad electoral y su distribución. Esos son los dos 
asuntos que nos separan para no tener un proyecto de ley 
votado por unanimidad. 
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Creo que sería bueno aprobar en general el proyecto 
de ley —que tiene consenso— y dejar pendientes estas dife- 
rencias para ver si en los próximos días hay alguna chance 
de generar un encuentro. Entiendo que lo bueno sería que 
estas normas que regulan los partidos y la publicidad elec- 
toral —ndependientemente de la discusión de si requieren 
o no mayoría especial, donde por supuesto también tene- 
mos distintas opiniones— fueran consensuales, porque no 
es bueno que disposiciones que regulan el funcionamiento 
de los partidos se aprueben por diferencia de un voto. No 
es bueno que las normas que, en definitiva, refieren a las 
reglas de juego del sistema político —porque la regulación 
de los partidos forma buena parte de las reglas de juego del 
sistema político—, no logren consenso. Parte de la fortaleza 
de una democracia es que en las reglas con las que se dis- 
tribuye el poder, haya niveles de mayorías sustancialmente 
amplias y, mejor aún, si es posible, unanimidad. Entonces, 
hoy tenemos que avanzar en lo que nos une y dejar pen- 
dientes las cosas que tienen que ver con diferencias que 
ojalá pudiéramos soslayar, resolver o acordar de alguna 
manera. 


Ahora voy a entrar en las diferencias porque me parece 
que está bueno poner arriba de la mesa las opiniones que, 
en particular, tenemos desde el Partido Independiente. 


Empezamos el debate en la Comisión especial de par- 
tidos políticos, financiación y publicidad electoral com- 
partiendo la idea de que era bueno prohibir las contribu- 
ciones empresariales. Sin embargo, en el transcurso del 
debate fuimos tomando nota y convenciéndonos de que, a 
veces, las excesivas prohibiciones pueden llevar a un mal 
resultado; el ejemplo que dio la señora senadora Moreira 
sobre Brasil viene a cuento, aunque lo tomo en otro senti- 
do. Estoy hablando de la prohibición de que las empresas 
aporten a las campañas electorales de manera transparen- 
te y documentada; obviamente, las empresas que brindan 
servicios al Estado o que tienen contratos de concesión 
con este deberían tener prohibido donar, pero con respecto 
al resto de las empresas es mejor que se sepa —respetan- 
do los topes que están establecidos, que son los mismos 
que para las personas físicas— a que después tengamos un 
sistema tan encerrado que aparezca una «caja 2» —como 
decía la señora senadora Moreira— y que, al final, termi- 
ne siendo una trampa mortal para el buen funcionamiento 
del financiamiento de los partidos. Esa es la razón por la 
cual, en el devenir de este debate, fuimos cambiando y, 
desde una postura que era coincidente con la del parti- 
do de gobierno en el sentido de prohibir las donaciones 
empresariales, hoy nos parece que habría que revisarla y 
ponernos en posición de admitirlas, con las limitaciones 
que acabamos de señalar. 


Con respecto a la publicidad televisiva, somos hijos 
de nuestra acción de inconstitucionalidad. El Partido In- 
dependiente presentó la acción de inconstitucionalidad 
contra la ley de medios porque, realmente, uno de los 
artículos aprobados implicaba un abuso impresionante. 
Hay una gran diferencia, señora presidenta. Aquí se ha 
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querido vincular o hacer un símil entre el pago por votos 
y la distribución de la publicidad. ¿Sabe cuál es la dife- 
rencia, señora presidenta? Que hay cinco años entre una 
cosa y la otra. Cuando se paga por votos, es por los que 
se consiguieron en el momento, y es razonable que haya 
una distribución proporcional a los votos que se obtuvie- 
ron en esa campaña electoral. Ahora, que los votos que 
se consiguieron en esa campaña electoral sean un cheque 
para, cinco años después, distribuir la publicidad electoral 
gratuita es, de verdad, un exceso, un abuso de poder. No 
hay fundamento para sostener la idea de que una diferen- 
cia que ocurrió cinco años antes se pueda convertir en una 
ventaja en la disputa y en la competencia electoral que, 
repito, tiene lugar cinco años después. Es verdad que en el 
mundo —y, en particular, en América Latina— hay distintos 
regímenes, así como que hay dos principios que conviven 
en buena parte de los sistemas políticos: el de la distribu- 
ción en proporción y el de la equidad total. También es 
cierto que hay países en América Latina que tienen el cri- 
terio de la equidad total y otros que siguen el criterio del 
fift-fifty —es decir, la mitad en función de los votos y la otra 
mitad parejo para todos—, mientras que hay algunos —-muy 
pocos— en los que el criterio va más en proporción a los 
votos, pero ninguno es de ochenta a veinte, como el que se 
aprobó en este Parlamento en el período pasado y que era 
una vergúenza. Por suerte, la Suprema Corte de Justicia 
nos dio la razón y el fallo determinó que debía conside- 
rarse inconstitucional ese tipo de distribución, que era la 
más desigual de toda América Latina, porque no hay otro 
ejemplo de ochenta a veinte. El tema es que el argumento 
por el cual se falló la inconstitucionalidad está fundado en 
el principio de igualdad, que no tiene grados. No se trata 
de que si no es ochenta a veinte, entonces puede ser sesen- 
ta a cuarenta. No; el principio de igualdad dice que debe 
ser parejo para todos y ese es el punto, señora presidenta. 


Más allá de que uno puede decir que esta distribución 
que aparece hoy en el proyecto de ley es razonable —por- 
que estamos hablando de 50 % en función de los votos an- 
teriores, 45 % de forma pareja y 5 % para los nuevos par- 
tidos que no hayan participado en la elección anterior, con 
los ajustes que se hagan—, el problema es que cualquiera de 
los partidos que interprete que esto es inconstitucional tie- 
ne el derecho a ir ante la Suprema Corte de Justicia y va a 
obtener un fallo favorable, por lo que esto va a caer. Enton- 
ces, hay que revisarlo porque estamos por dar un paso y, 
más allá de que pueda entender que es razonable —es más, 
el Partido Independiente contribuyó a discutir estas nue- 
vas proporciones, e incluso hizo cálculos, planteó algunas 
ideas y aportó al debate de esta disposición en particular—, 
el problema es que cualquier partido que sienta que está 
siendo afectado por esto —y va a haberlo— puede presen- 
tar una acción de inconstitucionalidad y la norma cae. En 
consecuencia, tenemos que evaluar seriamente de qué ma- 
nera resolvemos este problema y por eso es conveniente 
tener más tiempo para analizarlo. 


La otra parte de la publicidad televisiva, que es la paga, 
no puede estar limitada porque eso también es una viola- 
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ción a la Constitución, ya que implica un cuestionamiento 
a la libertad de contratación; no puede establecerse, por 
ejemplo, que usted no puede comprar más que tanto y en 
función, eventualmente, de los votos que obtuvo cinco 
años atrás. No sé si al final quedó plasmado en el proyecto 
de ley que está hoy a consideración del Senado, pero en su 
momento se hablaba de que iba a haber una distribución 
porque el tiempo disponible para la publicidad paga es fi- 
nito y, entonces, hay que distribuirlo. Realmente me pare- 
ce un despropósito convertir a la Corte Electoral en una 
central de compras —esa es la verdad—, primero porque no 
tiene esa competencia ¡Y estamos hablamos de asignarle 
el cometido de comprar los minutos de televisión de los 
partidos en todo el país, como se ha dicho aquí! 


Estoy de acuerdo con el criterio que preocupa a la ban- 
cada del partido de gobierno, que es cómo garantizamos 
precios iguales, que creo es lo pertinente. ¿Cómo evitamos 
o superamos la sospecha —y, en algunos casos, la afirma- 
ción— de que ha habido precios diferenciales de parte de 
los medios con respecto a los partidos? Nosotros propusi- 
mos una alternativa —quizás pueda ser mejorable, pero por 
lo menos es una opción que no afecta la libertad de con- 
tratación— y es que cada partido o agrupación compre y el 
medio de comunicación emita la factura estableciendo el 
monto y, además, la cantidad de minutaje que ha vendido. 
A su vez, debe obligatoriamente enviar copia de la factura 
al Consejo de Comunicación Audiovisual, que debe cons- 
tatar que las facturas tengan el mismo valor, es decir, que 
la cantidad comprada por los distintos partidos sea equi- 
valente en su precio. Además, en esta propuesta tendría la 
facultad —y, diría, la tarea, el cometido— de constatar que 
la emisión concreta de los minutos coincida con la factura. 
De esa manera se cierra el círculo y no afectamos la liber- 
tad de contratación. 


Creo que este sería un camino; quizás haya alguna fór- 
mula todavía mejor, pero no me parece pertinente que la 
Corte Electoral tenga que recibir la plata de los partidos 
para comprarles a los canales de televisión. Me parece que 
ahí hay un problema insuperable; piensen, por ejemplo, 
en la Corte Electoral comprando minutos en el canal de 
Cerro Chato. Me parece que tenemos necesidad, todavía, 
de tomarnos unos días para revisar estos dos obstáculos 
principales que están planteados, uno de ellos de rango 
constitucional. Yo también creo que la norma referida a 
la publicidad electoral requeriría de una mayoría de dos 
tercios. Estoy convencido de que es así. Nuestro escrito 
de acción de inconstitucionalidad planteaba esa situación. 
Es verdad que la Suprema Corte de Justicia lo rechazó. 
La Suprema Corte de Justicia entendió que no eran reque- 
ridos los dos tercios para la resolución de la publicidad 
electoral. Pero sigo pensando que —más allá, incluso, de 
si por la norma constitucional se aplica o no la mayoría 
especial- lo lógico es que este tipo de cosas, que hacen a 
las libertades de los partidos y a las reglas de juego de la 
competencia electoral, tengan consenso, tengan un amplio 
marco de acuerdos para darnos garantías a todos, porque 
tienen que ver con las reglas de juego. 
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Además, nosotros tenemos otra diferencia, pero en 
eso estamos solitarios. El Partido Independiente entiende 
que no hay razón para que el mecanismo de rendición de 
cuentas que se establece para los balances anuales de los 
partidos, que implica que sean visados por el Tribunal de 
Cuentas, depositados en la Auditoría Interna de la Nación 
y entregados a la Corte Electoral, no sea el mismo que para 
los gastos de campaña. No entendemos por qué las rendi- 
ciones de cuentas de las campañas electorales mantienen 
la misma lógica, que es que se presentan ante la Corte 
Electoral, y entonces este organismo tiene que munirse de 
un equipo nuevo de técnicos en materia de auditoría para 
analizarlas, cuando en realidad perfectamente podríamos 
aprovechar las competencias que ya tienen el Tribunal de 
Cuentas y la Auditoría Interna de la Nación para evaluar 
también los gastos de las campañas. Esa es la diferencia 
que tenemos en soledad, porque sé que los demás parti- 
dos están de acuerdo en mantenerlo así. Pero la verdad 
es que todos sabemos que las rendiciones de cuentas de 
las campañas electorales así como llegan se guardan. La 
Corte Electoral no tiene ninguna chance de decir nada al 
respecto. Quedan publicadas, el que quiere las analiza, 
las estudia, pero básicamente la Corte Electoral no puede 
hacer nada. Y crear en la Corte Electoral una repartición 
específica para analizar cada cinco años las rendiciones de 
cuentas de la campaña electoral, teniendo la posibilidad 
de que sea el Tribunal de Cuentas el que haga el trabajo, 
al igual que lo va a hacer con los balances anuales, nos 
parece mucho más razonable. Por ese motivo tenemos esta 
tercera diferencia. 

SEÑOR PINTADO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SENOR MIERES.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Con respecto a este punto, no voy 
a entrar en el debate de fondo, pero quiero decir que el 
equipo de la Corte Electoral sobre el que hablamos, por 
ejemplo, con el señor senador Heber, no se constituiría 
solo para revisar las rendiciones cada cinco años, porque 
los balances de los partidos son visados por el Tribunal de 
Cuentas y van a la Corte Electoral, que es donde se contro- 
lan. El principio que está aquí —y con esto no estoy dicien- 
do que hayamos encontrado la mejor fórmula— es que a los 
partidos los controla la Corte Electoral. De manera que no 
es un trabajo que se vaya a hacer una vez cada cinco años, 
sino que se incrementa cada cinco años. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- De todos modos, esta es una di- 
ferencia mucho menos relevante que las dos anteriores, 
pero quería dejar la constancia, porque así lo hicimos en 
la comisión. 
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Con respecto a la minuta de comunicación, que obvia- 
mente se crea por el hecho de que hay algunas normas 
que requieren la iniciativa del Poder Ejecutivo, nosotros 
compartimos la necesidad de que haya alguna disposición 
de recursos para las elecciones municipales. Esto tiene una 
razón muy lógica, que es que cuando se votó la última ley 
de financiación de partidos no existía el nivel municipal; 
no había elecciones municipales. Entonces, ahora hay que 
adecuar la norma, pero, como implica un gasto, se nece- 
sita la iniciativa del Poder Ejecutivo, lo que, por supuesto, 
compartimos. 


En cuanto a las normas de incentivo a la participación 
de la mujer, estamos de acuerdo en que existan, pero no 
con que haya dos tipos de medidas. Nos parece bien la 
incorporación de un plus, en cuanto al aporte del Estado, 
a las listas encabezadas por mujeres, pero consideramos 
que no debería incorporarse un segundo componente que 
tiene que ver con la presencia efectiva, porque, entre otras 
cosas, la lectura del texto lleva a un resultado que hay 
que ajustar. Creo que por cada mujer que resulte electa 
efectivamente y que ocupe el cargo hay un incremento de 
un 10 % en el aporte que el Estado brinda al partido, o sea 
que con diez mujeres, hay un 100 % de incremento del 
aporte. Entonces, me parece que ahí tenemos un problema 
que habría que corregir, porque se puede llegar a dar un 
resultado inesperado y no razonable. 


Termino volviendo al principio. Me parece que hay que 
ubicar el centro del tema, que es que estamos de acuerdo 
en lo principal. Y lo principal es que tenemos que estable- 
cer normas que nos controlen mejor, que sean de mayor 
transparencia, que sean más exigentes, y este proyecto de 
ley lo logra, más allá de estos asuntos que han quedado 
arriba de la mesa como problemas y que espero que ten- 
gamos unos días más para ver si nos ponemos de acuerdo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR OTHEGUY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OTHEGUY.- Voy a ser muy breve, porque 
creo que ya hemos recorrido los principales puntos del 
proyecto, tanto aquellos en los que tenemos acuerdo como 
aquellos en los que no. 


Quiero señalar que el trabajo en la comisión no tuvo el 
tono y —por momentos— la distancia, por lo menos aparen- 
te, de visiones con respecto a los contenidos de este pro- 
yecto. Se discutió de otra forma. En todo momento tuve la 
presunción de que estábamos de acuerdo en el noventa y 
nueve por ciento de los temas. Pero hoy los contenidos y 
en buena medida el tono del debate fueron otros. 


Creo que hay coincidencias, y la importancia de es- 
tar debatiendo este tema acá es que los partidos políticos 
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expresamos una visión común en cuanto a que el tema de 
fondo de este proyecto de ley —y también en la discusión de 
otros temas— tiene que ver con dos cosas esenciales para 
los partidos políticos. El primero de ellos es el valor, la 
importancia de la política, y el segundo es la importancia 
de la democracia y de la calidad de la democracia. Cuando 
los partidos nos regulamos, nos ponemos más exigentes, 
apostamos a más transparencia, esto va en la dirección de 
reivindicar el valor de la política y la importancia de la 
democracia y la calidad de la democracia. ¿Por qué? Por- 
que está en cuestión la importancia y la centralidad de la 
política y está en cuestión, en buena medida, el valor y la 
importancia de la democracia. Esto ocurre en el Uruguay, 
sí, pero también en el resto del mundo. Este es un diag- 
nóstico de época, de este momento que estamos viviendo. 
El tema es cómo nos paramos los partidos políticos y los 
actores políticos frente a esta realidad. ¿Defendiendo una 
corporación? No. ¿Defendiendo un statu quo? No. Defen- 
diendo los partidos políticos y el valor de la política. 


¿Este proyecto cambia el mundo? No, no tiene esa pre- 
tensión, que es más propia del siglo xx, de un momento 
épico en que, a partir de alguna cosa, cambiamos la rea- 
lidad. Me parece que los cambios son más incrementales. 
Quizás siempre fue así, pero en el siglo XXI, ni hablar. Se 
mueve más en lo que Foucault llamaba «microfísica», en 
un conjunto de actos cotidianos, de gestualidad, de valo- 
res; en la coherencia de ese camino al que vamos promo- 
viendo transformaciones, afirmando el valor de ciertas 
cosas hasta el cansancio, una y otra vez, cuando tenemos 
oportunidad de dar debate, y volver a discutir sobre la po- 
lítica, la democracia y los partidos políticos, por la impor- 
tancia que tienen. ¿Por qué? Porque hay temas sobre los 
que hemos logrado saldar discusiones, hay una síntesis. 


Sin duda, hoy tenemos una sociedad —estoy conven- 
cido de ello— más segura, más pacífica, más rica que en 
muchos otros momentos de la historia de la humanidad. 
Todos los datos pueden reafirmar que tenemos sociedades 
más pacíficas, más integradas, sin duda que más ricas. Y 
eso ha venido de la mano de ciertas cosas que hemos ido 
logrando alcanzar. Son más seguras y más prósperas las 
sociedades con Estado que sin Estado, en función de da- 
tos, y son más seguras y más prósperas las sociedades con 
democracia y con democracia política de calidad que las 
que no son democráticas. Esto está saldado. Lo manejába- 
mos en algunas discusiones anteriores. En 2012 murieron 
500.000 personas por muerte violenta y 800.000 se suici- 
daron. En el siglo xrx, en Europa, la tasa de mortalidad 
por muerte violenta estaba en el entorno de los setenta 
cada 100.000 habitantes; hoy es una persona cada 100.000 
habitantes en toda la Unión Europea. En las sociedades 
sin Estado el promedio de muerte —esto está estudiado 
por la historiografía, sobre todo inglesa, que es muy de 
reflexionar en base a datos— era de más de quinientas cada 
100.000 habitantes. El estado natural de relacionamiento 
entre las comunidades era la violencia, la guerra, etcétera. 
Hoy ya no es así. Y no es así porque las sociedades con 
Estado son más seguras y más prósperas, las sociedades 
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con democracia son más seguras y más prósperas. Por lo 
tanto, hay que defender esto, y lo hacemos cuando debati- 
mos estos temas. 


Hay dos cosas que le han hecho mucho mal a la po- 
lítica en estos últimos tiempos. Una de ellas es mezclar 
política y negocios. Esto le ha hecho un terrible daño 
a la política. Y la otra es confundir la política con el 
espectáculo. La política no es un espectáculo, no es una 
sonrisa importada, no son campañas de marketing como 
si estuviéramos vendiendo un producto. La política es 
otra cosa: son proyectos, son ideas, son sueños; es gente 
comprometida con esos proyectos, con esas ideas, con 
esos sueños. Los liderazgos políticos no se resuelven con 
castings. Eso es antipolítico. Eso daña profundamente la 
política y los partidos políticos. No es un espectáculo la 
política. 


Creo que esta es la oportunidad de reafirmar estas co- 
sas, porque cuando estamos diciendo «regulémonos más», 
«seamos más transparentes», «demos más garantías» y 
«generemos más controles», estamos defendiendo la polí- 
tica, los partidos políticos y, por tanto, la calidad de nues- 
tra democracia. 


Ese debería ser un compromiso explícito de todos, y 
creo que lo es. Después vamos a tener matices, pero que 
se piense que la bancada oficialista está buscando alguna 
ventaja con algún artículo, no lo aceptamos. Es más, cuan- 
do discutimos el tema del reparto proporcional en función 
de los votos y otra parte igualitaria, había un espíritu ge- 
neral en cuanto a que era justo lo que se estaba planteando. 
No sé si es inconstitucional o no, pero el espíritu era que 
había un tema de justicia en ese criterio, como también lo 
había cuando se dijo que no podía haber publicidad del Es- 
tado en momentos de campañas electorales, instrumento 
que utilizaron todos los partidos políticos en el Uruguay. 
S1 quisiéramos alguna ventaja ahora que somos gobierno, 
si estuviéramos discutiendo el tema con la calculadora, 
estaríamos diciendo que no a esta propuesta. Si estuviéra- 
mos con la calculadora, estaríamos diciendo que no vamos 
a renunciar a esto, porque nos puso la gente, el pueblo y 
gobernamos. Pero nos parece que es un mensaje en la lí- 
nea de la transparencia, de contribuir a rejerarquizar la 
política y los partidos políticos, decir que lo mejor es que 
no haya publicidad del Estado a la hora de las campañas 
electorales. 


Ese fue el espíritu del debate que dimos a nivel de la 
comisión. Y en esto sin duda avanzamos. No es épico, 
pero es un paso más, de otro conjunto de pasos que vamos 
a tener que dar para librar esta batalla, que tiene en el cen- 
tro el cuestionamiento de los partidos políticos y el valor 
y la importancia de la política en la sociedad. Este debate 
lo vamos a tener que dar en todas las oportunidades que 
tengamos en la Cámara de Senadores cuando discutamos 
acerca de los temas que vinculan a los partidos políticos y 
a su funcionamiento. 
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¿Que quedan otros temas pendientes? Sin duda, y los 
tenemos que agendar y discutir. ¿Que hay que jerarqui- 
zar las instituciones que tienen el rol de controlarnos? Sin 
duda, y vamos a tener que poner ese debate arriba de la 
mesa. Vamos a tener que mejorar el funcionamiento, en- 
tre otras cosas, del Parlamento, dando más garantía, más 
transparencia, analizando el régimen de trabajo, las retri- 
buciones del sistema político. Pero debemos hacerlo con 
este espíritu y con esta concepción: la importancia de la 
política y de los partidos políticos, porque es la única ga- 
rantía de tener una democracia de calidad. 


El día en que los partidos políticos se regulen por cas- 
tings y en que ya no sean las ideas y su debate el centro, 
se habrán terminado los partidos políticos, le estaremos 
dando un golpe muy fuerte a la democracia y estaremos 
alumbrando otra cosa, que no sé cómo se llamará pero, 
sin duda, va a ser mucho peor de lo que hemos logrado 
construir entre todos hasta ahora. 


Gracias. 
SEÑORA PRESIDENTE.- Gracias, señor senador. 


Damos la bienvenida a los alumnos de 5.” B de la es- 
cuela n.* 7 de Nueva Palmira. 


SEÑOR CARRERA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.-- Señora presidenta: este proyec- 
to, como la mayoría de las normas aprobadas, es hijo de 
su tiempo. Para nosotros, los militantes y en este caso la 
bancada de senadores del Frente Amplio, votarlo es un 
mandato ético. 


Nuestro país tiene el honor de contar con los más ba- 
jos índices de corrupción si se lo compara con el resto de 
Latinoamérica. Según los datos difundidos por la orga- 
nización no gubernamental Transparencia Internacional 
—que publica anualmente el índice de percepción de co- 
rrupción—, Uruguay es el país menos corrupto de Latinoa- 
mérica, ubicándose en el lugar veintiuno. 


Como bien señalan los datos a nivel latinoamericano, 
en nuestro país la corrupción en la política representa un 
problema marginal. Sin embargo, debemos dotar a la le- 
glslación de las mejores herramientas jurídicas para evitar 
que suceda y para combatirla. 


Somos conscientes de que a partir de la aprobación de 
este proyecto daremos cuenta una vez más de la fortaleza 
que tiene nuestro sistema democrático y nuestras institu- 
ciones. Por otro lado, no debemos ignorar que la sociedad 
ha cambiado en los últimos años y con ella ha cambiado 
la forma de hacer política. La profesionalización a la hora 
de encarar una campaña electoral ha generado la necesi- 
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dad de contar con más recursos económicos que los que 
se utilizaban anteriormente. De esta manera, no solo en 
nuestro país, sino en el resto del mundo, el dinero ha co- 
brado un rol fundamental en la realización de las cam- 
pañas electorales. Por este motivo el sistema político no 
puede ignorar obviar los problemas que la incidencia del 
dinero en la política ha generado en otros países y puede 
Megar a generar en el nuestro. A nivel mundial sobran 
ejemplos de países que han tenido serios inconvenientes 
por este motivo, y nosotros, como integrantes del sistema 
político, debemos hacernos cargo del problema y buscar 
soluciones. 


Este proyecto tiene algunos puntos muy saludables que 
voy a destacar. Quiero ir al fondo del artículo 13, pero in- 
sisto en que esta iniciativa tiene puntos muy saludables. 


El primero de ellos —algunos compañeros legisladores 
de mi bancada ya lo han mencionado— es que reconoce de 
manera transparente los aportes mensuales que los polí- 
ticos hacemos a nuestros partidos. Su regulación permi- 
te que este mecanismo de financiación se realice con los 
máximos niveles de transparencia. 


Como integrante de un sector político que considera 
fundamental el aporte económico por parte de quienes 
ejercemos cargos políticos, corresponde destacar algunos 
fundamentos éticos. 


Somos servidores públicos y nuestro salario debe estar 
acorde a la realidad, por lo tanto, tiene que ser austero y 
razonable. No estamos acá buscando réditos personales ni 
mucho menos económicos; no venimos aquí a hacer dine- 
ro, sino que buscamos construir una sociedad más justa. 


El segundo punto que queremos destacar de este pro- 
yecto de ley tiene que ver con la propuesta realizada en 
el artículo 3.*. Compartimos totalmente la idea de que se 
debe incentivar aún más la participación política de las 
mujeres. Buscando esto, el proyecto de ley toma en cuenta 
la participación de las mujeres para determinar el aporte 
que el Estado realiza a los partidos políticos. 


En otro orden, me parece fundamental el mandato de 
rendición de cuentas que establece este proyecto con res- 
pecto a los precandidatos a presidentes en las elecciones 
internas. Dicha norma incorpora un precepto que los obli- 
ga a rendir cuentas sobre los fondos públicos recibidos, así 
como otro tipo de obligaciones. Y este artículo fortalece 
aún más la necesidad de transparencia en una instancia 
fundamental y definitoria de la elección del nuevo presi- 
dente de la república, como es la elección interna. 


Otro aspecto a destacar es la limitante que consagra la 
norma propuesta en cuanto al monto de las donaciones que 
los candidatos realizan hacia sus propias campañas elec- 
torales. Esta limitante busca de manera acertada acortar 
las diferencias económicas entre los distintos candidatos. 
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Más allá de las críticas que hoy se hicieron aquí, dentro 
de los cambios propuestos, quiero destacar como algo muy 
saludable lo relativo a las donaciones que reciben los par- 
tidos políticos, sus sectores internos o listas de candidatos 
para su funcionamiento permanente. La norma propuesta 
marca que deben provenir únicamente de personas físicas 
debidamente identificadas, lo que incrementa aún más los 
niveles de transparencia en el manejo de la financiación 
partidaria. Asimismo, permite tener las cosas más claras a 
la hora en que la ciudadanía evalúe de manera transparen- 
te el origen de la financiación partidaria. 


Finalizando esta primera etapa, en otro orden de cosas, 
quiero recalcar mi más absoluta coincidencia con la norma 
proyectada, que modifica la existente en cuanto al otorga- 
miento de publicidad electoral gratuita en los diferentes 
servicios de televisión entre determinadas horas y por un 
lapso limitado. En nuestra opinión, la solución legislativa 
a que se arribó, en el sentido de que la adquisición de los 
minutos para publicitar la campaña electoral se realice en 
forma exclusiva por la Corte Electoral, es una buena medi- 
da. Ambas soluciones contribuyen a equilibrar de manera 
razonable las diferencias económicas entre los diferentes 
partidos políticos, brindando a todos la oportunidad de 
ofrecer sus propuestas a la ciudadanía. 


Además, el proyecto consagra otras disposiciones que 
garantizan la transparencia. 


Yendo al mentado artículo 13, opino que a la Consti- 
tución hay que leerla y leerla bien. El artículo 77, en su 
numeral 7.”, es el que establece las garantías del sufragio 
y la elección. Allí se expresa: «Toda nueva ley de Regis- 
tro Cívico o de Elecciones, así como toda modificación 
o interpretación de las vigentes, requerirá dos tercios de 
votos del total de componentes de cada Cámara. Esta ma- 
yoría especial regirá sólo para las garantías del sufragio y 
elección, composición, funciones y procedimientos de la 
Corte Electoral y corporaciones electorales. Para resolver 
en materia de gastos, presupuestos y de orden interno de 
las mismas, bastará la simple mayoría». 


Si nosotros pasamos revista a la norma, podemos ob- 
servar que los grandes temas abordados son el financia- 
miento público y privado de los partidos políticos, la pu- 
blicidad electoral y la transparencia en el manejo de los 
fondos de los partidos políticos. 


En lo que tiene que ver con la financiación de los par- 
tidos políticos, se establece la facultad de fijar contribu- 
ciones especiales y se regula el financiamiento público y 
privado, determinando prohibiciones al respecto. 


En lo que relativo a la publicidad, se regula la corres- 
pondiente al Estado y los partidos políticos en los períodos 
electorales. 


Con respecto a los estados contables y a la rendición 
de cuentas, se legisla sobre su elaboración, la oportunidad 
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de su presentación y el contralor al que serán pasibles, y se 
prevén sanciones para los casos de incumplimiento de las 
obligaciones en esta materia. 


En mi opinión, estas no son normas relativas a las ga- 
rantías de los sufragios y de la elección. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CARRERA.- Permítame terminar mi razona- 
miento. Además, el senador leyó sentencias y yo también 
tengo dos sentencias. 


En la sentencia 240, del 8 de agosto de 2016, estuvieron 
en discusión los artículos 142 a 145 de la ley de medios. La 
mayoría de la corte, conformada por los señores ministros 
doctores Ricardo Pérez Manrique, Felipe Hounie y Elena 
Martínez, considera que estas normas no son inconstitu- 
cionales. 


Allí se expresa: «Al respecto, los integrantes de la ma- 
yoría estiman del caso reiterar los fundamentos expuestos 
en la Sentencia N.* 79/2016, donde sostuvimos que, en re- 
lación con la vulneración del art. 77 nral. 7 de la Carta, 
coincidíamos con el Sr. Fiscal de Corte en que: “(...) Va de 
suyo que el art. 142 de la LSCA no legisla sobre “las ga- 
rantías del sufragio y elección” ni sobre la “elección, com- 
posición, funciones y procedimientos de la Corte Electoral 
y corporaciones electorales”, únicas hipótesis para las que, 
de forma excluyente, la Constitución exige la mayoría es- 
pecial de dos tercios de votos del total de componentes de 
cada cámara” (fs. 602). 


“Si de definir la “cuestión electoral” stricto sensu se tra- 
ta —agrega el Sr. Fiscal de Corte—, en puridad, la hipótesis 
de autos refiere no al acto eleccionario en sí mismo, sino a 
una etapa que necesariamente le precede (...)”». 


Más adelante dice: «En cuanto a la regularidad cons- 
titucional del art. 142, también cabe remitirse a lo expre- 
sado por la mayoría de Corte en la Sentencia No. 79/2016, 
donde se sostuvo que se trata de una norma que está desti- 
nada a hacer efectivo el principio del Estado Democrático 
de Derecho, por lo que su apego a la Constitución resulta 
indudable. 


Los partidos políticos cuentan con un estatuto consti- 
tucional en el Uruguay (art. 77 nrales. 11 y 12 de la Carta) 
y son asistidos con fondos para solventar sus campañas. 
Deben dar la máxima publicidad a sus Cartas Orgánicas 
y Programas de Principios, de forma tal que el ciudadano 
pueda conocerlos ampliamente. Por lo tanto, resulta por 
demás ajustado a la Carta que sean asistidos con publici- 
dad electoral gratuita en los medios de comunicación. 


La conveniencia u oportunidad de la extensión y los 
tiempos fijados por la ley para dicha publicidad no son, 
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de regla, cuestiones de orden constitucional y, por ende, 
exceden el objeto del presente proceso». 


Ahora le voy a conceder la interrupción al senador 
Bordaberry, porque luego voy a referirme a la sentencia 
n. 79. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero señalar una coin- 
cidencia con lo señalado por el señor senador, dado que 
muchas veces tenemos discrepancias. 


La sentencia que hemos citado dice lo mismo que esas 
sentencias, pero acá hay dos partes distintas. Está el análi- 
sis formal de si se requieren dos tercios para algún tipo de 
norma electoral o no y si esto entra dentro de las previsio- 
nes de ese artículo. Y aquí tenemos una coincidencia: no 
lo necesita. La sentencia que leímos coincide en una parte 
con lo que señala el senador Carrera. Lo que pasa es que 
esta es la parte formal. Cuando vamos al fondo del tema y 
no analizamos si se necesitan los dos tercios que requiere 
el artículo 77, sino el contenido de la norma de la ley de 
medios, vemos que la propia Suprema Corte de Justicia 
dice que es inconstitucional, no por violar el numeral ci- 
tado por el senador Carrera, sino por violar el artículo 8.*, 
el 72 y otros más. 


Entonces, así como es muy bueno que él esté citando 
sentencias de la Suprema Corte de Justicia que dicen eso, 
sería muy bueno que citara también esta otra sentencia 
que, en cuanto a lo formal, expresa lo que él dice, pero 
en cuanto al fondo del asunto establece que es inconsti- 
tucional. Me parece que no podemos citar las sentencias 
parcialmente y, en ese sentido, es contundente. Ese es 
un error que hoy he escuchado varias veces; la sentencia 
es clara. 


Otro error que escuché —y aprovecho la ocasión para 
aclararlo— es que, en realidad, si se acepta que se pague 
por voto luego de pasada la elección, por qué no acep- 
tar ahora la distribución de publicidad a futuro. La corte 
también analiza muy claramente ese tema y dice que una 
cosa es mirar cinco años para atrás y otra tener en cuenta 
la realidad inmediata y a posteriori, lo cual garantiza el 
principio de igualdad. La sentencia de la corte es contun- 
dente como pocas veces se ha visto y coincide en que no 
se necesita una mayoría especial, es decir que alcanza 
con los votos del Frente Amplio para votarlo hoy. Lo que 
sucede es que esa mayoría especial no puede vulnerar 
los otros artículos y eso es lo que la corte dice que se 
vulneró. 


En cuanto al objeto del proceso, acepto lo que dice el 
senador Carrera sobre la formalidad, en el sentido de que 
no es inconstitucional por no contar con los dos tercios, 
pero si vamos a lo otro, al fondo del asunto, es lapidario. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Carrera. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: no comparto 
los argumentos del senador, pero voy a seguir con mi ra- 
zonamiento. 


La sentencia n.* 79 del 5 de abril del 2016 dice: «La 
actora sostiene que el art. 142 contraviene su derecho a no 
participar en la publicidad política electoral en el Uruguay, 
lo cual vulnera los arts. 7, 29, 36 y 77 nral. 7 de la Carta. 


No le asiste razón. 


Se trata de una norma que está destinada a hacer efec- 
tivo el principio del Estado Democrático de Derecho, por 
lo que su apego a la Constitución resulta indudable. 


Los partidos políticos cuentan con un estatuto consti- 
tucional en el Uruguay (art. 77 nrales. 11 y 12 de la Carta) 
y son asistidos con fondos para solventar sus campañas. 
Deben dar la máxima publicidad a sus Cartas Orgánicas 
y Programas de Principios, en forma tal que el ciudadano 
pueda conocerlos ampliamente. Por lo tanto, resulta por 
demás ajustado a la Carta que sean asistidos con publi- 
cidad electoral gratuita en los medios de comunicación». 


Más adelante agrega: «En relación con la vulneración 
del art. 77 nral. 7 de la Carta, coincidimos con el Sr. Fiscal 
de Corte en que: (...) Va de suyo que el art. 142 de la LSCA 
no legisla sobre “las garantías del sufragio y elección” ni 
sobre la “elección, composición, funciones y procedimien- 
tos de la Corte Electoral y corporaciones electorales”, úni- 
cas hipótesis para las que, de forma excluyente, la Consti- 
tución exige la mayoría especial de dos tercios de votos del 
total de componentes de cada cámara (fs. 290 vto.). 


Y agrega el Sr. Fiscal de Corte: (...) si de definir la 
“cuestión electoral” stricto sensu se trata, en puridad, la 
hipótesis de autos refiere no al acto eleccionario en sí mis- 
mo, sino a una etapa que necesariamente le precede (...), 
(fs. 291)». 


En síntesis, en nuestra opinión, el artículo 13 no califi- 
ca como una nueva ley de registro cívico o de elecciones; 
no califica como una modificación o interpretación de las 
vigentes sobre la materia; no califica como una norma que 
regule la garantía del sufragio; no califica como una norma 
que regule las garantías de la elección; no califica como 
una norma que regule el procedimiento de composición y 
funciones de la Corte Electoral. En suma, el artículo 13 es 
una garantía para todos los partidos políticos, en conso- 
nancia con los numerales 11 y 12 del artículo 77, que esta- 
blece el estatuto de los partidos políticos. Es una garantía 
para los partidos políticos respecto al acceso a los medios 
de comunicación a los efectos de que puedan difundir sus 
programas, ideas y candidatos. También es una garantía 
para que en una campaña previa a las elecciones podamos 
conocer esta información y tener acceso a ella. Como dije 
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anteriormente, esto está en consonancia con los numerales 
11 y 12 del artículo 77 y allí no se requiere mayorías espe- 
ciales. Esta es la tesis sostenida por la Suprema Corte de 
Justicia en la sentencia 79 del 2016 y en la sentencia 240 
del mismo año. 


Por último, señora presidenta, no es raro que aquí haya 
partidos políticos que no quieren votar algunas normas 
a consideración de esta cámara, porque no somos todos 
iguales, no tenemos los mismos recursos, y eso tiene una 
explicación bastante sencilla: no representamos los mis- 
mos intereses. Por lo tanto, con el sistema actual, la fuen- 
te de financiamiento no permite una equidad e igualdad. 
Para esto, basta analizar la realidad a la hora de obtener 
recursos por parte de los diferentes partidos. 


Por otro lado, tampoco nos llama la atención que no se 
quiera votar el artículo 13 de este proyecto de ley, sencilla- 
mente porque el alcance que tienen los partidos políticos 
a los medios masivos de comunicación no es equitativo 
ni en lo económico ni con respecto a la facilidad de ac- 
ceso. Hay ciertos partidos políticos que quieren mantener 
la situación actual, en la que el acceso a los medios se 
determina por la capacidad económica y por los acuerdos 
particulares de cada uno. 


Como dije al principio, para los senadores del Frente 
Amplio votar este proyecto de ley es un mandato ético. 


Muchas gracias. 


SENOR BORDA BERRY.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR BORDA BERRY.- Señora presidente: me per- 
mito señalar al señor senador Carrera que la sentencia 
que citó impugnaba el artículo 142 de la ley pero, en rea- 
lidad, el que establece la distribución de la publicidad es 
el artículo 143. Quiere decir que aquello de la distribución 
del 80 % y del 20 % estaba en el artículo 143 y, por ende, 
este es el que se declaró inconstitucional. Entonces, citar 
una acción contra el artículo 142 cuando esto figura en el 
143 creo que es un error de hecho. 


Si es posible, pido al señor senador que mire la senten- 
cia 87/2016, del 11 de abril de ese año, que es contundente 
como pocas veces se vio y coincide en que el artículo 77 
y la parte formal no es violado —como se pidió—, pero sí 
es contundente en cuanto a que la distribución de la publi- 
cidad en forma no igualitaria es inconstitucional. Parece 
que no hay peor ciego que el que no quiere ver. ¿Por qué 
no hablamos de esta sentencia? ¿Por qué no hablamos de 
lo que se dice acá? 


Aclaro que no me siento aludido por aquello que se 
dijo de que hay ciertos partidos que quieren seguir en esta 
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situación. Todo lo contario, presentamos proyectos de ley 
antes de que se formara la comisión para modificarla. Por 
lo tanto, no nos duelen prendas en eso. Sin embargo, me 
parece que si hay una sentencia que regula la situación, 
no es repitiendo sentencias que analizan otras situaciones 
que vamos a encontrar la inconstitucionalidad. Esto me 
hace acordar a aquella frase que se adjudica a Cervantes 
y que no encontré en El Quijote que dice: «Niega Sancho 
y vuelve a negar, que si no tienes razón, por lo menos ten- 
drás razones», y eso parece que es lo que se está buscando: 
razones, y no razón. 


Gracias. 
SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DELGADO.- Señora presidenta: dado el tiem- 
po que llevamos de sesión, vamos a ser muy breves. Ade- 
más, el señor senador Heber, en nombre de nuestro parti- 
do, hizo una brillante y profusa exposición que representó 
sobremanera a quienes integramos la bancada. 


Simplemente, quiero hacer algunas reflexiones sobre 
el tema de fondo y respecto a dos o tres cosas puntuales. 


Creo que los demás nos ven —me refiero a la región y al 
mundo— mucho mejor de lo que nos vemos a nosotros mis- 
mos. Creo que Uruguay tiene un sistema de partidos sano 
aunque, obviamente, hay problemas y cosas para arreglar. 
Si bien puede llegar a haber desviaciones, repito, es un sis- 
tema sano, robusto, se viene autorregulando muy bien y ha 
generado la base de la fortaleza de un sistema durante mu- 
cho tiempo. Cuando Uruguay pasó por los momentos más 
complicados, no hace tanto, la red de contención de los 
partidos políticos funcionó. Para mí es importante decir 
esto porque no solo tenemos los partidos políticos más vie- 
jos del mundo sino que, además, partidos como el que hoy 
está en el Gobierno tienen décadas de existencia, se han 
venido renovando y, sin embargo, hay un afincamiento, 
un apalancamiento de los partidos políticos en la sociedad 
que, además, es muy politizada. Esto, más allá de algunas 
encuestas del Latinobarómetro de los últimos días —que 
pueden hablar, quizás, de algún deterioro del prestigio de 
los partidos políticos—, demuestra que estamos muy, pero 
muy, por encima del promedio de América Latina. La ver- 
dad es que tenemos una democracia representativa donde 
los partidos políticos canalizan las opiniones de la gen- 
te. Esto es lo primero que tenemos que rescatar porque, a 
veces, escuchamos discursos y parece que todo estuviera 
mal. Tampoco hay que ser autocomplacientes, pero hay 
que poner las cosas en su lugar: tenemos un sistema de 
partidos políticos robusto y sano. 


Por otro lado, el señor senador Pintado dijo muy bien, 
algo así como que en función de situaciones que se dan, 
algunas más lejos y otras más cerca, a veces está bueno 
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trabajar para prevenir. Me parece bien, creo que en estas 
cosas es más fácil prevenir el incendio que apagarlo. Y si 
esta discusión tiene que ver con eso, bienvenida sea, por- 
que todo lo que tenga que ver con mejor regulación, mayor 
transparencia, más cristalinidad y mayor información, nos 
hace bien a todos. Es más; hoy este proyecto de ley va 
a ser aprobado en general seguramente con el apoyo de 
todos los partidos políticos presentes. Esta es una buena 
señal, aunque después tengamos discrepancias en la dis- 
cusión en particular de algunos artículos. El señor senador 
Heber decía que tenemos diferencias en algunos artículos, 
quizás, en el enfoque. Pero no podemos ser ni soberbios ni 
obtusos y debemos pensar que cuando hay enfoques dife- 
rentes otros también pueden tener parte de la razón. Creo 
que también en esto hay algunos prejuicios instalados y 
me parece bueno aventarlos. Por lo menos nosotros, no te- 
nemos ningún prejuicio al respecto y creo que ninguno de 
los que estamos acá tiene que dar cátedra al otro de cómo 
hacer política de forma eficiente y de cómo trabajar hones- 
tamente con la gente. Ninguno de nosotros está acá por ser 
manco; ninguno está acá sin que haya gente que lo haya 
votado y le dé la legitimidad para estar en esta sala. Quería 
decir esto porque nosotros pertenecemos a un partido que 
tiene más de 180 años, que ha tenido altibajos y ha perdido 
muchas más veces de las que ganó pero, sin embargo, es 
un partido que se ha mantenido a lo largo de la historia 
renovándose, siempre con los mismos principios que va- 
mos a mantener haciendo las mismas cosas, con la misma 
transparencia y con el único objetivo de representar a la 
mayor parte de la sociedad que podamos. 


Este proyecto de ley que hoy está en discusión tiene, 
fundamentalmente, dos partes; incluso, se va a mandar 
una minuta de comunicación al Poder Ejecutivo porque 
en algunos aspectos necesita iniciativa privativa. Hay 
algunos temas en los que, obviamente, vamos a coinci- 
dir, y tienen que ver con la transparencia, con la rendi- 
ción de cuentas, con la regulación, con algunos aspectos 
vinculados a los controles, al estatuto de los empleados y 
a la transparencia. Incluso, define hasta las propias cam- 
pañas electorales dando un marco mucho más que de fi- 
nanciamiento, porque es un proyecto de ley de regulación 
de los partidos políticos. El financiamiento es una parte 
de lo que expresa el proyecto de ley, pero no es todo. Qui- 
zás, los puntos más álgidos tienen que ver, por un lado, 
con el financiamiento y, por el otro, con la publicidad. 
Acá debo ser muy honesto conmigo mismo porque tengo 
la impresión —dicho con el mayor respeto, ya que no pue- 
do atribuir intenciones a nadie porque conozco a quienes 
trabajaron y sé de la forma que lo hicieron— de que es 
un proyecto de ley visto desde el poder. Y, obviamente, 
los que no estamos en el poder, primero desconfiamos y, 
segundo, entendemos que genera algunas situaciones que 
nos presentan dificultades y que, además, entendemos 
son tremendamente injustas. Quizás, en muchos de los 
casos tienen que ver con prejuicios que después la expe- 
riencia demuestra que en la realidad no se dan. Acá se 
habla del financiamiento de los partidos políticos, de las 
donaciones, de transparentar a quienes lo hacen, de dona- 
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ciones nominativas evitando las anónimas, se permite a 
las personas físicas y se elimina a las jurídicas, que es una 
innovación porque no estaba hasta el momento. Entonces, 
cada uno tiene que aterrizar todo esto en la casuística: a 
veces es más sano que donen las empresas y no los em- 
presarios. Está bien que las donaciones sean nominativas, 
que estén topeadas, que tengan toda la transparencia y la 
información que quieran; repito que a veces es preferible 
que donen las empresas y no los empresarios. Digo esto 
porque, entre otras cosas, se dan determinadas situacio- 
nes en la vida real de quienes hacemos política, y lo hace- 
mos remando, y voy a citar dos ejemplos de ello. 


En Uruguay había una empresa —lamentablemente, no 
está funcionando más— que como contribución a la demo- 
cracia donaba a todos los partidos parte del papel —el resto 
lo comprábamos-— para la impresión de las listas. Tal como 
lo decían ellos cuando hablaban con cada uno de los parti- 
dos, se trataba de una responsabilidad social empresarial. 
Ahora bien; no lo donaba un empresario —porque parte de 
los accionistas que estaban en el grupo empresarial eran 
argentinos, si no me equivoco, la gran mayoría—, sino la 
empresa. Para que no queden dudas estoy hablando de Fa- 
napel. Repito que a todos los partidos políticos esa empre- 
sa les donaba una parte del papel de uso para las listas de 
candidatura a la presidencia, el resto se compraba. Esto 
ya no existe más, porque ninguno de por sí va a donar, 
primero, porque es muy difícil hacerlo y, segundo, porque 
es jurídicamente inviable. 


Una de las características en las que innova este pro- 
yecto de ley es en la donación por especie, que también me 
parece muy sana, porque no todas las donaciones son en 
recursos económicos; a veces, quien quiere dar una mano 
puede hacerlo también en especie, por amistad, por afec- 
to, por afinidad o por ideología. Pero muchos de los que 
pueden donar, por ejemplo una imprenta que quiera con- 
tribuir con la impresión de una parte de las listas ya no lo 
puede hacer porque el que imprime es la imprenta y no el 
empresario, que es el titular de una parte de las acciones 
de la imprenta. 


Esos son datos, es casuística; ahora podemos decir: les 
toca a todos, y si se ponen la mano en el corazón, les pasó 
a todos los que están acá. Me refiero a gente y a empre- 
sas que quieren dar una mano, y quieren hacerlo de ma- 
nera transparente y no por el costado. Repito, donaciones 
transparentes que, además, aparezcan en las rendiciones 
de cuentas, en la Corte Electoral, auditadas por ella. Sin 
embargo, nadie sabe por qué, aun nominativas y aun to- 
peadas, se elimina esta posibilidad. Claro, seguramente 
uno puede suponer que desde el poder es más fácil con- 
seguir donaciones. No lo digo por nada espurio —también 
quiero dejarlo claro—, estoy hablando, simplemente, por un 
vínculo normal de la gestión cotidiana. 


El otro tema tiene que ver con el aporte del Estado. Acá 
se constriñe el financiamiento privado, obviamente, por- 
que lo hacen solamente a personas físicas y no jurídicas 
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y, reitero, ni siquiera se da la posibilidad de que lo hagan 
en forma nominativa y topeada. Además, si uno saca la 
cuenta, el aporte que hoy hace el Estado a la democracia 
a través del financiamiento vía pago por votos, vía Banco 
República, en las cuatro instancias previstas —en la elec- 
ción interna, en la elección de candidato a presidente, en 
el balotaje y en las elecciones departamentales—, en este 
proyecto de ley es menos que el que hacía antes. Si uno 
hace la cuenta total —y saco el tema del plus vinculado a la 
posibilidad de que una mujer encabece la lista, porque es 
variable, es un intangible que no podemos medir—, de lo 
que podemos medir, hoy el aporte es menor. Quiere decir 
que constreñimos el financiamiento, aun absolutamente 
transparente, informado y rendido y, además, damos me- 
nos dinero que el que hay hoy. Para verificarlo simplemen- 
te hay que sumar las unidades indexadas que están previs- 
tas en el proyecto de ley. 


Otro aspecto tiene que ver con la publicidad. Acá en- 
tramos en un tema que, quizá, tiene que ver mucho más 
con las impresiones. Yo también soy muy respetuoso de 
todas las impresiones. La verdad es que cuando miramos 
los informativos y tenemos en cuenta los minutos me da un 
poco de rabia porque, en el ranking de minutos o segundos 
de los medios de comunicación, salen diez veces más los 
integrantes del Gobierno que de la oposición. Dirán lo que 
quieran, le pondrán los adjetivos que quieran, pero esta es 
la realidad. Me dirán que el Gobierno esto o lo otro, pero 
antes de que se le dé prensa al primero de la oposición, ya 
salieron diez del Gobierno, del Frente Amplio. Es un dato 
de la realidad. No lo mido yo sino todos los que hacen un 
seguimiento de los segundos utilizados en los medios, por 
persona, o de los temas que se tratan. Algún senador dijo 
aquí que, en estas cosas, los medios de comunicación se- 
rán discutibles, se podrá tener más o menos afinidad, pero 
son nuestros, son uruguayos y no grandes multinacionales 
impersonales. Son uruguayos. 


Considero que acá estamos tomando decisiones por 
prejuicios —repito, estamos tomando decisiones por prejui- 
cios—, entre otras cosas, porque con este sistema actual —y 
lo digo con mucho dolor y con gran frustración— el Frente 
Amplio ganó tres elecciones seguidas con mayoría parla- 
mentaria. 


Acá se hacen innovaciones vinculadas a un tema de 
publicidad gratuita, con un sistema de distribución que, 
obviamente, genera un efecto confiscatorio, una adhe- 
sión del Parlamento, válida pero confiscatoria. En este 
sentido, el señor senador Heber presentó una alternativa 
para aventar perjuicios que puedan generar consecuen- 
cias, que es la vía de crédito fiscal. Tengo mucho miedo 
de que estas cosas —porque además lo sugiere la propia 
sentencia de la Suprema Corte de Justicia, que dice que 
la vía civil está abierta, acá hay perjuicio económico— 
terminen en juicios civiles por acto legislativo, y yo quie- 
ro estar lejos de eso. La fórmula del señor senador Heber 
ayuda a generar las contraprestaciones o las compensa- 
ciones correspondientes. 
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En definitiva, este proyecto de ley —que además habla 
de la regulación de Internet y de otros medios— es como 
la ley de medios, es decir, obsoleto, antiguo, parcial, con 
retrovisor. Nadie puede regular Internet. La ley de medios 
expresamente dejó fuera a Internet, no porque no quisie- 
ran hacerlo sino porque no pueden. Es más, a veces no 
pueden hacerlo ni en China. Y, en este caso, hablan hasta 
de la regulación de cuándo inician las campañas en los 
medios televisivos y radiales que están aplicados a esta 
ley, pero también en Internet y en otros medios. Pregunto 
¿quién va a controlar las señales internacionales que vie- 
nen en esos paquetes globales donde uno no puede poner 
publicidad aquí, pero sí puede hacerlo afuera a través de 
las señales de deportes o de cualquier otro tipo que, vía 
los cables, acceden los uruguayos? O como decía el señor 
senador Bordaberry, en las nuevas tecnologías de canales 
digitales o en Internet, que es hacia dónde va la publici- 
dad. Seguramente en la próxima campaña electoral las 
inversiones publicitarias serán mitad y mitad, es decir, en 
los medios tradicionales y en Internet. Esa es la realidad. 
Hoy es el medio de mayor penetración, ya sea Facebook, 
Twitter, Instagram o todas las vías digitales posibles. 


Nosotros entendemos que en el proyecto de ley hay 
algunos artículos que son de dudosa constitucionalidad, 
creo que lo adelantó el señor senador Heber. Así lo han di- 
cho también quienes asesoran al Partido Nacional en esta 
materia. Hay artículos que, notoriamente, necesitan mayo- 
ría especial. En el informe que la comisión pidió al doctor 
Martín Risso hay una frase que es más que elocuente, ya 
que establece que la publicidad electoral es tan importan- 
te, que debe ser considerada como garantía del sufragio y 
requiere de la mayoría especial para su regulación. Refiere 
al numeral 7.* del artículo 77 de la Constitución. 


A su vez, el informe realizado por la Dirección Jurí- 
dica del Parlamento condensa las dos bibliotecas. En él se 
establece —me parece muy importante— que si se tomara el 
significado literal del artículo de la Constitución y se de- 
jara de lado la intención o el espíritu, hay varios artículos 
que requerirían la mayoría especial por establecer funcio- 
nes o procedimientos nuevos a la Corte Electoral. Es más, 
dice que este tipo de situaciones pueden influir en resul- 
tados electorales. Cuando hablamos de eso, es doblemente 
importante. ¡Vaya si estamos tratando un tema importan- 
te! Y lo es porque tiene la necesaria consecuencia posible 
de influir en resultados electorales. 


Por esa razón, en base a quienes asesoran al Partido 
Nacional, nuestra teoría es que todo lo que tiene que ver 
con normas vinculadas a lo electoral necesita una mayoría 
especial de dos tercios. Por eso, al cierre de esta discusión 
en general, después de que se vote —el Partido Nacional va 
a votar afirmativamente en general este proyecto de ley-, 
vamos a pedir el desglose de varios de los artículos que no 
compartimos y que, obviamente, no vamos a acompañar. 
Algunos necesitan mayoría especial, y no van a tenerla, 
y otros, a nuestro juicio, tienen algún vicio de inconstitu- 
cionalidad. Obviamente, no es una amenaza, es una cons- 
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tatación de nuestra impresión en base a lo que dicen los 
asesores. Quien lo determina, gracias a que tenemos un 
sistema independiente, es la Suprema Corte de Justicia, 
nos guste o no nos guste lo que ella dictamine. Tratemos 
de ver en estos casos el vaso medio lleno y no medio vacío; 
tratemos de ir aventando los prejuicios; tratemos de preve- 
nir —estoy de acuerdo— y de dar mayor transparencia, más 
información, más regulación, mayor rendición de cuentas 
y más controles. Estamos absolutamente de acuerdo con 
estas cosas; en lo demás, nos genera —y lo decimos con 
respeto— muchas dudas y suspicacia. 


SEÑOR PINTADO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR DELGADO.- Con mucho gusto concedo, en 
primer lugar, la interrupción solicitada por el señor sena- 
dor Pintado y, luego, la del señor senador Heber. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señora presidenta: primero quie- 
ro hacer una aclaración y, luego, un par de reflexiones. 


A lo largo del debate se ha insistido mucho en que casi 
dejamos a alguna gente sin listas por la imposibilidad de 
los impresores de donar las hojas de votación. En realidad, 
algún día tendríamos que discutir sobre la posibilidad de 
eliminarlas, pues actualmente vivimos hablando de lo ob- 
soleto y creo que no hay nada más obsoleto que la hoja de 
votación, que tiene un costo tan alto como el de la publici- 
dad electoral. Pero, en fin, no me voy a meter en ese tema 
porque sé que no genera consenso. 


El artículo 7.* de este proyecto de ley que estamos pro- 
poniendo, que hace referencia a las campañas electorales, 
prevé que las donaciones puedan ser en dinero o en espe- 
cie; eso sí, las limita en el sentido de que no pueden sobre- 
pasar las 300.000 unidades indexadas. Es más, hablamos 
hasta de las vaquillonas que a veces se donan para rifar; 
en verdad, el tema de la vaquillona estuvo presente en va- 
rias reuniones de la comisión. Y decíamos lo siguiente: 
«Cuando se efectúe una donación de servicios, materiales 
o de otra especie que no sea en dinero, además del nombre 
del donante, se identificará especificamente el objeto de 
la donación y se asentará en los registros contables un va- 
lor estimado de la misma mediante certificación contable. 
Para estos casos y de forma excepcional, la Corte Electo- 
ral podrá reglamentar otros mecanismos que permitan la 
individualización e identificación fehaciente de todos los 
datos relativos a la donación y al donante». Entonces, esta- 
mos haciendo referencia al empresario en tanto ciudadano 
porque, si no, tendríamos que identificar a la gente que 
dona: sindicalista, empresario, profesional. ¡No! En reali- 
dad, es una contingencia que sea el dueño de una empresa. 
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Pero el dueño de la empresa puede donar las listas. Ade- 
más, el monto es de casi USD 40.000 y estamos hablando 
de que nadie dona todas las listas nacionales; en realidad, 
le donan a alguno que es candidato a diputado. Pero no 
tengo conocimiento de que se done a los que tienen que 
imprimir un millón o dos millones de listas. Y creo que 
esto no le sucede a nadie, puesto que a esa porción de la 
venta no se renuncia tan fácilmente. Así funcionan las re- 
glas del mercado. 


Ahora bien, no nos confundamos, pues el empresario 
uruguayo es un ciudadano, al igual que aquel otro que no 
es empresario. Por suerte, la sociedad uruguaya es plu- 
ral y tiene de todo, y todos los ciudadanos pueden donar 
en igualdad de condiciones. En las empresas no es igual; 
imagínense una transnacional que paga salarios a sus em- 
pleados. En el régimen actual la empresa no puede donar; 
para hacerlo tendría que utilizar a alguno de sus funcio- 
narios, el cual debe efectuar esa donación por el sistema 
de inclusión financiera, justificando de dónde sacó el di- 
nero. Y si, como hacen esas empresas, les donan a todos 
los partidos, ¡no hay gerente que valga que justifique que 
gana tanto como para donar USD 1:200.000 a los partidos 
políticos! Por lo tanto, esto está hecho ex profeso, no con- 
tra las empresas sino para limitar los ingresos, porque lo 
que no es obsoleto y sí es —diría— insultante, es el gasto en 
campaña. La gente siente que está mal que estemos gas- 
tando el dinero que muchos de ellos no tienen. Con esto 
no me voy al otro extremo de decir que deberíamos hacer 
todo de forma honoraria, gratis, porque tampoco debe ser 
así. Hay que encontrar un equilibrio, y eso es, justamente, 
lo que este proyecto de ley está generando. Entonces, no 
son obsoletos la transparencia ni el hecho de estar cerca 
de la gente, porque esto obliga a que estemos cerca de la 
gente en un país de dos millones de personas; no somos 
Brasil, Argentina ni Estados Unidos. ¡Por favor! ¡Podemos 
saludar a cada uno de los votantes! Algunos nos querrán y 
otros no, pero no se trata de que haya poca accesibilidad. 
¡Ni montañas tenemos! 


En fin, a veces copiamos tanto que, incluso, algunos 
partidos están haciendo concursos para generar candida- 
tos. Yo estoy esperando el de presidente y de vicepresi- 
dente a ver si me postulo, porque capaz que tengo suerte. 
¡Pero eso no es la democracia! La democracia debe reco- 
ger la adhesión ciudadana. Lo otro banaliza los partidos y, 
como bien decía la senadora Moreira, cuando los partidos 
se convierten en una pieza publicitaria, los que pierden son 
la democracia y la ciudadanía. 


Muchas gracias al señor senador Delgado y a la señora 
presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE. Es necesario votar la pró- 
rroga del tiempo de que dispone el señor senador Delgado 
para su oratoria; de otro modo no podrá conceder la inte- 
rrupción que le ha sido solicitada. 


(Apoyados). 
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—Se va a votar que se prorrogue el tiempo de que dis- 
pone el orador. 


(Se vota). 
—22 en 23. Afirmativa. 


Saludamos a los niños de la escuela que nos está visi- 
tando. 


Puede interrumpir el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Gracias, señora presidenta y señor 
senador Delgado. 


En la discusión, que vengo atendiendo en forma es- 
pecial, me pareció escuchar que el señor senador Mieres 
planteó la posibilidad de desglosar los artículos que de 
alguna manera generan diferencias. Según creo, estamos 
hablando de tres artículos. Dos de ellos son los artículos 
6.2 y 9., que tienen que ver con el tema de los empresarios 
y las empresas — empresarios sí y empresas no—, en lo que 
no creo que nos pongamos de acuerdo, pues hemos discu- 
tido largamente y no hemos logrado convencernos unos a 
otros. Y el otro artículo es el 18, sobre el que el senador 
Mieres cuestiona que sea la Corte Electoral la que vaya a 
fiscalizar y controlar a los partidos políticos. Ahora bien; 
para nosotros, el artículo más polémico de este proyec- 
to de ley es el 13. Me pareció escuchar que la senadora 
Moreira preguntaba qué había cambiado en esta instan- 
cia. En realidad, no cambió nada; vamos a seguir votando 
como lo hicimos en comisión, donde votamos en contra 
los artículos 6.* y 9.* y, con salvedades, el artículo 13. Pero, 
sin perjuicio de los cuestionamientos de orden constitucio- 
nal que se han planteado en esta discusión, básicamente 
por parte del senador Bordaberry, ya que nos vamos a dar 
unos días para poder analizarlo, en el artículo 13 hay un 
tema que merece nuestra atención. Me refiero al tema de la 
compra por parte de la Corte Electoral. El citado artículo, 
luego de hacer referencia a los minutos públicos, expresa 
lo siguiente: «En el restante horario de transmisión y espa- 
cio destinado a publicidad, la adquisición de minutos para 
publicitar la campaña electoral de los partidos políticos, se 
realizará en forma exclusiva por la Corte Electoral. Esta 
podrá adquirir, del tiempo destinado a mensajes publici- 
tarios, la cantidad solicitada por cada partido político, a 
dichos efectos no podrá hacerse distinción alguna en el 
precio de contratación». Ese es el tema, es decir, que no 
haya distinción alguna en el precio de contratación, pero 
no que sea la Corte Electoral la que deba cumplir esta fun- 
ción. Reitero esto porque quizás lo podamos «masticar». 
Al final de este artículo hay una frase que, para mí, que- 
dó descolgada, pues no se entiende ya que se regula todo; 
esa frase dice: «La distribución de los espacios entre los 
lemas será efectuada por el Consejo de Comunicación Au- 
diovisual». ¿A qué distribución se refiere, si ya está todo 
distribuido? Repito: es la última frase del artículo 13. Si 
está todo distribuido esta frase no debería figurar, excepto 
que se pretenda distribuir por parte del consejo qué es lo 
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que uno puede comprar. Eso desnaturaliza lo que discuti- 
mos en comisión. Entonces, por encima de la cuestión de 
la inconstitucionalidad está el tema de la Corte Electoral. 


Luego de escuchar la discusión que se ha dado en sala 
—y con esto termino, señora presidenta, porque sé que se 
me acaba el tiempo—, hay un aspecto de este proyecto de 
ley que no me queda claro. ¿En qué sentido se limitan las 
donaciones en dinero o en especie? ¿A los partidos políti- 
cos? ¿A la lista del Senado? ¿A la lista de Diputados? No 
sé si me explico. Por ejemplo, para la donación alguien 
tiene un tope de 300.000 unidades reajustables; ¿eso está 
limitado para una persona física cuando lo hace a un can- 
didato a presidente? ¿No podría donar más a las listas al 
Senado o a la lista a Diputados? Lo digo pensando en una 
sola elección, sobre todo en la instancia de octubre. Di- 
cho de otro modo, ¿la donación está topeada en función de 
quién, del presidente, del senador o del diputado? Lo pre- 
gunto porque me asalta la idea de que quizás esa donación 
esté topeada para cada uno de ellos, o quizás para todo 
el partido. Si mañana hay una coalición de partidos —ya 
termino, señora presidenta, y le agradezco su paciencia— y 
se le dona, por ejemplo, al Partido Socialista, ¿no se puede 
donar a otro partido dentro de la coalición? No sé si el tope 
es para todo el Frente Amplio o para cada una de las listas 
al Senado. No me queda claro a partir de la lectura del 
proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Delgado. 


SEÑOR DELGADO. Gracias, señora presidenta. 


Para finalizar, señalo que acepto todos los argumen- 
tos y las justificaciones, con todo el cariño y el respeto 
que le tengo al señor senador Pintado. Ahora bien; no se 
puede justificar este proyecto de ley diciendo que con esto 
vamos a hacer política yendo a buscar a la gente, estando 
en mayor contacto con ella, dejando de ser legisladores 
virtuales. El Partido Nacional es, quizás, el que tiene los 
procesos electorales más competitivos, con mayor canti- 
dad de listas, con más elecciones de jóvenes y con más de 
180 años de contacto con la gente. Este proyecto de ley 
no nos hace más populares. Creo que lo que sí hace, con 
intención o sin ella, es tratar de asegurar desde el poder un 
mayor nivel de incidencia y, a la vez, menores posibilida- 
des a aquellos que están más lejos de él. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- No hay más señores sena- 
dores anotados. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el miem- 
bro informante, señor senador Pintado. 


CÁMARA DE SENADORES 


1 de noviembre de 2017 


SEÑOR PINTADO.- Señora presidenta: propongo que 
se vote en general el proyecto de ley; luego, suprimir la 
lectura del articulado y votar en bloque aquellos artículos 
en los que hay consenso, dejando para la próxima sesión 
la consideración de aquellos cuyo desglose sea solicitado. 


Por otro lado, tenemos una minuta de comunicación 
que podríamos votar inmediatamente después de someti- 
do a votación el proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el criterio 
propuesto por el señor senador. 


(Se vota). 
26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Señora presidenta: por la 
vía del fundamento del voto queremos dar nuestro apoyo a 
este proyecto que, en nuestra opinión, le hace mucho bien 
a la democracia y a los partidos políticos. 


Me sentí muy representado por los legisladores de 
nuestra fuerza política en todo lo que han expresado y en 
todas las razones expuestas a lo largo de este debate. Hoy, 
en este «giro de época», donde la globalización, las redes 
y ahora el ejército de troles marcan la agenda, la presencia 
de los partidos y el fortalecimiento de la democracia son 
más importantes que nunca. 


En un análisis que hizo el doctor Pío —y que citó la 
senadora Moreira—, explicaba que en el Uruguay todavía 
hay percepción de transparencia débil, de débil contralor y 
de partidos que no cooperan todo lo que pueden. También 
se habla de subsidios que cubren, en una hipótesis muy 
cautelosa hasta hoy, poco menos de la mitad de los costos 
de las campañas, sin limitación de gastos y sin regulación 
sobre ingresos. Así, el sistema de financiación de los par- 
tidos en el Uruguay podría ser percibido como una puerta 
a la corrupción. Hago acuerdo con lo que se ha dicho, pero 
afortunadamente estamos en una tarea más que nada de 
promoción y de prevención. Por eso me parece sumamente 
importante que hoy estemos votando este proyecto de ley. 


Aquí se ha hablado de la equidad, de la igualdad y de 
la representatividad de un estudio realizado por la Uni- 
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versidad Católica del Uruguay. En este sentido, sabemos 
que también en el interior del país el crecimiento es ex- 
ponencial, en función de que están las internas donde se 
juega poniendo todo sobre la mesa, fundamentalmente en 
las candidaturas en lo nacional, lo municipal y lo depar- 
tamental. Cuando consideramos el citado estudio y vemos 
las diferencias en materia de costos —no solo de minutos, 
sino de costos—, nos parece que este paso que estamos 
dando hoy es realmente sustantivo. Es por eso que que- 
ríamos fundamentar nuestro apoyo a este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señora presidenta: el Partido 
Colorado votó afirmativamente en general este proyecto 
de ley porque nos parece bien importante que haya una 
normativa que ayude a la transparencia de los partidos 
políticos, cosa que, en términos generales, se logra con 
este texto. 


Además, quiero dejar en claro que concurrí a algunas 
de las sesiones de la comisión, teniendo voz pero no voto. 
Y para que no queden dudas, con respecto al artículo 13 
dijimos que entendíamos que era inconstitucional, por lo 
que no lo íbamos a acompañar en el plenario. Obviamente, 
no vamos a dar la discusión hoy sino el martes que viene, 
pero, de todas formas nos parece importante fundamentar 
que hemos votado afirmativamente el proyecto de ley en 
general porque creemos que es bueno para el país, para 
el sistema político y para la democracia. Sin perjuicio 
de ello, naturalmente, vamos a votar en contra cualquier 
artículo —en este proyecto de ley así como en cualquier 
otro— que entendamos que no se compadece con las nor- 
mas constitucionales. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión particular. 


La Mesa consulta a los señores senadores acerca de 
cuáles serían los artículos a desglosar. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: los artículos 
cuyo desglose solicitamos son los siguientes: 6.% 7.2%, 9,, 
13 y 18. 
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SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PINTADO.- Señora presidenta: en los 
artículos 7.* y 9. hay discrepancias en relación con algu- 
nos literales. 


En realidad, lo que hay que desglosar en el artículo 7.* 
es el párrafo que habla de las donaciones en especie para 
ver dónde están las limitaciones, porque sobre todo lo de- 
más hay acuerdo. A su vez, en el artículo 9.” hay problemas 
con los literales C) y G). 


Si quieren desglosar todo, lo hacemos, pero prefiero 
economía procesal. 


SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DELGADO.- Precisamente, por economía 
procesal y antes de ponernos a discutir sobre qué literales 
van o no y si eso tiene vínculo con otro literal que vayamos 
o no a quitar, preferimos desglosar todo el artículo. 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración los 
artículos 1. a 29, salvo los artículos 6.*, 7.2, 92, 13 y 18, 
cuyo análisis quedaría para la próxima sesión. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota). 

25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR DE LEÓN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DE LEÓN.- Ese es el planteo, señora presi- 
denta. Pretendemos que se vote que los artículos recién 
desglosados se traten en la próxima sesión como primer 
punto del orden del día. 


Por otro lado, solicitamos que a continuación se pase a 
considerar el segundo punto del orden del día. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si los cinco 
artículos desglosados son incluidos como primer punto del 
orden del día de la próxima sesión. 


(Se vota). 


25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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24) PARTIDOS POLÍTICOS. MINUTA DE «Informe de la Comisión especial de partidos políticos, 
COMUNICACIÓN financiación y publicidad electoral relacionado con un 
proyecto de minuta de comunicación sobre normas que re- 

SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el gulan el funcionamiento y la financiación de los partidos 


asunto que figura en segundo término del orden del día: políticos. (Carp. n.? 919/2017 - rep. n.? 533/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 919/2017 - rep. n.* 533/17 


CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN ESPECIAL PARTIDOS POLÍTICOS 
FINANCIACIÓN Y PUBLICIDAD ELECTORAL 


INFORME 


Al Senado: 


Vuestra Comisión Especial de Partidos Políticos, Financiación y 
Publicidad Electoral aconseja al Senado la aprobación de una minuta de 
comunicación por la que se solicita al Poder Ejecutivo tome la iniciativa en el 
texto que se adjunta por el que se establecen normas que regulan el 
funcionamiento y la financiación de los partidos políticos 


Sala de la Comisión, 19 de octubre de 2017. 


ENRIQUE PINTADO 
Miembro informante 


CONSTANZA MOREIRA 
JOSÉ MUJICA 
MARCOS OTHEGUY 
JULIO SILVEIRA 


MÓNICA XAVIER 
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PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Los abajo firmantes solicitan al Senado la aprobación de una minuta de 
comunicación por la que se solicite al Poder Ejecutivo tome la iniciativa en el 
texto que se adjunta por el que se establecen normas que regulan el 
funcionamiento y la financiación de los partidos políticos 
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DE LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LOS PARTIDOS 


POLÍTICOS 
Capítulo | 
De los Partidos Políticos 
Sección 1* 
Disposiciones generales 


Articulo 1 


Declárase de interés nacional para el afianzamiento del sistema democrático 
republicano la existencia de partidos políticos y su libre funcionamiento. 


Anttculo 2 


El Estado contribuirá a solventar los gastos de los partidos políticos en su 
funcionamiento, los que pudieren demandarles la participación en las elecciones 
internas, nacionales, departamentales y municipales (numeral 9” y 12 del 
articulo 77 de la Constitución de la República), y el incentivo a la participación 
politica de las mujeres. 


Cuando correspondiere, el Estado contribuirá a cubrir los gastos en que pudieren 
incurrir los candidatos participantes en una segunda elección (inciso primero del 
articulo 151 de la Constitución de la República). 


Articulo 3 


A los efectos de esta ley, los partidos políticos son asociaciones de personas sin 
fines de lucro, que se organizan a los efectos del ejercicio colectivo de la 

i política en todas sus manifestaciones (articulo 39 de la Constitución de 
la República). 


Ningún partido politico podrá ser patrimonio de persona, familia o grupo 
económico alguno. 


Cada partido político se dará la estructura interna y modo de funcionamiento que 
decida, sin perjuicio de las disposiciones de carácter generel establecidas en la 
Constitución y leyos de la República. 

Arico 4 

Los partidos políticos deberán estar inscriptos en la Corta Electoral, de 
conformidad con el reg/amento que a esos efectos dictará dicho organismo. 


Tambión deberán inserbirse los sectores internos y sus listas electorales que, al 
amparo de la carta orgánica respectiva, oxistan dentro de cada partido político. 
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Artículo 5 

El patrimonio de los partidos políticos y el de sus sectores internos, cuando 
correspondiere, sa integrará con los bienes y recursos que autoricen su carta 
orgánica y cue no prohiba la ley. 

Los bienes adquiridos con fondos partidarios, del sector interno o a título gratuito, 
deberán inventariarse y, en su caso, escrilturarse a nombre del partido politico o 
del sector, y estarán oxonerados de todo tributo nacional siempre que se 
encontraren afectados, en forma exclusiva, a las actividades especificas del 
partido político o del sector interno. 

La adquisición, gravamen, enajenación o ejercicio del derecho de propiedad de 
todo inmueble de los partidos políticos o sus sectores internos, estarán exentos 
de todo tributo nacional. 


Articulo 6 

Los sectores internos, agrupaciones políticas o listas de carácter nacional o 
departamental podrán abrir cuentas bancarias en cualquier institución del 
sistema financiero nacional, para el cumplimiento de sus fines, estando 
exonerados de todo tributo a esos efectos. 


Sección 2* 

De la constitución de los partidos políticos 

Artículo 7 

Las personas que quieran fundar un partido politico deberán comparecer ante la 
Corte Electoral y presentar: 


1%) Acta original de fundación o copia autenticada de la misma, en la cual deberá 
constar, nocesariamente, el nombre del partido politico, estatuto y nómina de las 
autoridades partidarias provisorias. 

2”) Las firmas de por lo menos el 0,5 por mil del total de ciudadanos habilitados 
para votar en la Última elección nacional, los que manifestarán expresamente su 
edhesión al partido político proyectado y su programa de principios 


3”) Domicilio legal. 
4”) Carta de principios, 


5”) Nombramiento de dos o más delegados ante la Corte Electoral alos efectos 
de la prosecución del tramite. 


Picado E 


Presentada la solicitud de inscripción se efectuarán publicaciones durante 5 
(cinco) días hábiles en el Diario Oficial, en otro de circulación nacional y en una 
página electrónica oficial, en las que se dará cuenta del nombre del partido 
político o del lema, sus autoridades particarias provisorias y el domicilio legal en 
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el que se tendrá a disposición de los interesados el programa de principios y los 
estatutos, 


Cualquier ciudadano o persona inscripta en el Registro Civico Nacional que 
tuviere objeciones para hacer deberá efectuarlas ante la Corte Electoral dentro 
de 10 (diez) días corridos perentorios a contar desde la última publicación. 


Recibida la objeción se dará traslado a los interesados, los cuales dispondrán de 
diez dias corridos perentorios para su evacuación, a partir do la notificación 
personal a los apoderados de acuerdo con lo previsto en el articulo anterior. 


Evacuado el Iraslado o vencido el plazo, la Corte Electoral deberá resolver la 
controversia, de acuerdo con los procedimientos establecidos en el artículo 326 
de la Constitución, dentro de los 15 (quince) dias háblles perentorios siguientes. 
Si vencido el término no hubiese resolución, la o las objeciones se tendrán por 
rechazadas. 


Si la o las objeciones fuesen acogidas, se dará noticia a los interesados para 
que, en caso de ser posible, se efectúen las correcciones correspondientes o en 
su imposibilidad se rechace la inscripción, todo esto con noticia a los interesados. 


Contra la resolución de la Corte Electoral sólo cabe el recurso de reposición el 
que deberá plantearse dentro de los 5 (cinco) dias hábiles siguientes a la 
notificación y resolverse dentro de los 10 (dez) dias corridos siguientes a su 
int ició 

Resueltos los recursos o vencido el tórmino para su interposición, la Corte 
Electoral dispondrá de 15 (quince) dias hábiles perentorios para dar por 
aceptada la inscripción y así lo hará saber a los interesados. 


La inscripción aceptada del partido político le otorga a éste personería jurídica a 
los efectos de los objetivos de la presente ley. 

Articulo 9 

La solicitud de inscripción de un partido político podrá hacerse en cualquier 
momento. Para poder participar en la elección nacional siguiente deberá hacerse 
con la antelación que determine la Corte Electoral, 


Sección 3* 


Del nombre de los partidos 
políticos 
Arñiíiculo 10 


Cada partido político se identificará con el nombre que desee. No obstante, no 
podrán utilizar nombres originales o sus derivados que representen simbolos o 
denominaciones que puedan confuncirse con partidos paííticos preexistentes. 


Anñicido 11 
Únicamente el partido politico podrá usar su propio nombre como lema en 


elecciones nacionales, departamentales, municipales y en las elecciones 
internas. 
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Asimismo, podrá prescindr de éste utilizando un lema cistinto a su 
denominación. sin que elo implique renuncia alguna ni posiblidad de uso del 
nombre por terceros. Sin embargo, cada partido político deberá registrarse con 
un solo nombre y solamente éste gozará de protección legal. El mismo será 
siempre de alcance nacional y no podrá ser exclusivamente departamental o 
municipal. 

A los efectos de la presente ley se entenderá que lema es la denominación 
de un partido político en todos los actos y procedimientos electorales, 
comprendiendo al sublema como la denominación de una fracción del 
partido en todos los actos y procedimientos electorales. 


La utilización del nombre del partido político estará siempre sujeta a lo que 
decidan sus autoridades partidarias. 


Sección 4* 


De la constitución de 
fundaciones 


Articulo 12 


Los partidos políticos, sus sectores intemos o agrupaciones electorales podrán 
constituir o participar en fundaciones con la única finalidad de promover 
actividades acadómicas, culturalos, educativas y de difusión de ideas, así como 
la financiación de estudios y proyectos sobre la realidad nacional, regional e 
internacional. 


Para las situaciones no previstas en la presente sección, las fundaciones 
constituidas al amparo de lo dispuesto en el inciso anterior se regularán de 
acuerdo con el régimen establecido en la Ley N? 17.163, de 1” de setiembre de 
1999. 


Articulo 13 


Estas fundaciones, a los efectos de cumplir con los fines previstos en el artículo 
anterior, podrán recibir recursos de: 


A) El Estado uruguayo, cuando asi lo determine la ley. 

B) El propio partido político patrocinante. 

C) Las personas físicas o jurídicas debidamente individualizadas no prohibidas 
por la ley. 


Aniículo 14 


1 de noviembre de 2017 


1 de noviembre de 2017 


CÁMARA DE SENADORES 


Las fundaciones reguladas en la presente sección no podrán donar o ceder 
recursos financieros a los partidos políticos y tendrán prohibida la captación de 
recursos con fines de publicidad electoral. 

Sin perjuicio de lo establocido en el inciso segundo del artículo 12 de la presente 
ley, en caso de liquidación de la fundación, los bienes remanentes nunca podrán 
ser destinados a un partido político, 


Capítulo Il 
De las campañas electorales 
Sección 1* 
De los responsables de 
campaña 


Anículo 15 


Los candidatos presidenciales resutantes de las elecciones intemas o de las 
convenciones correspondientes deberán presentar ante la Cone Electoral, al 
menos 30 (treinta) días antes de la fecha establecida para la elección nacional, 
el programa de gobiemo o plataforma electoral con el que se presentan ante la 
ciudadania. 


Dentro de los 10 (diez) dias de recibidos los programas respectivos, la Corte 
Electoral deberá proceder a su publicación en el Diario Oficial y en una página 
electrónica oficial, 

Articulo 16 


Los candidatos referidos en el artículo precedente deberán designar, dentro del 
plazo de 15 (quince) días contados a partir de su proclamación, un comité de 
campaña integrado como mínimo por tres responsables. 


Los miembros del comité de campaña serán responsables, conjunta y 
solidariamente por la observancia de la presente ley, dentro de las competencias 
que la misma les atribuya, y cesarán en sus actividades una vez transcurridos 
120 (ciento veinte) días de haber dado cumplimiento a la presentación de la 
rendición de cuentas establecida en el artículo 36 de la presente ley. 


Articulo 17 
El comité de campaña deberá llevar registros contables específicos de la 


campaña electoral, en los que se registren todos los aportes, donaciones y 
contribuciones recibidas -cualquiera sea su origon o naturaleza, pública o 
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privada- y los gastos ofoctuados, con la documentación respectiva que respalde 
la información registrada. 


Toda cesión de derechos sobre las contribuciones del Estado deberá quedar 
registrada en la contadilidad de la campaña. 

El comité de campaña estará obligado a informar sobre todos los aportes, 
donaciones y contribuciones que se perciban, con indicación de su origen, que 
remkirá a la Corte Electoral 30 (treinta) días antes de cada elección. 


Artículo 18 

Los responsables de campaña de las listas de candidatos a Senadores. 
Diputados, Ediles y Concejales serán los dos primeros titulares de las mismas 
y deberán cumplir con las obligaciones que, para el comité de campaña, se 
establecen en el articulo 17 de la presente ley. 

Articulo 19 

Los candidatos a Intendentes Departamentales deberán cumplir con todas las 


obligaciones establecidas para los candidatos a la Presidencia de la República 
contenidas en esta sección. 


Artículo 20 


Los precandidatos a Presidente en las elecciones internas de los partidos 


políticos previas a las nacionales, deberán rendir cuentas de los fondos públicos 
recibidos, así como de las restantes obligaciones establecidas en este capitulo 
en cuanto le fueran aplicables. 


Sección 2* 

Del financiamiento 
público 

Artículo 21 

La contribución del Estado para les gastos de las ejecciones, será el equivalente 
en pesos unuyguayos al valor de: 


A) 87 Ul (ochenta y siete unidades indexadas) por cada voto válido emitido 
sa favor de las candidaturas a la Presidencia de la República; 

B) 10 Ul (diez unidades indexadas) en el caso de la segunda elección; 

C) 13 Ul (trece unidades indexadas) por cada voto válido emitido a favor de 
cada une de les candidaturas a Intendente Departamental, para las 
elecciones departamentales; 

D) 10 Ul (diez Unidades Indexadas) por cada voto válido emitido a favor de 
las candidaturas para las elecciones internas; 

E) 3 UI (tres unidades indexadas) por cada voto válido emitido a favor de 
cada una de las candidaturas a las autoridades locales en las elecciones 
municipales; 
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Los montos referidos en los literales anteriores se incrementarán en un 
15% (quince por ciento) cuando las listas de candidatos a los cargos 
comprendidos sean encabezadas por mujeres. En la información que la Corte 
Electoral remita a la Contaduría General de la Nación y al Banco de la 
República Oriental del Uruguay. se deberá especificar los casos en que se 
cumplieron las condiciones establecidas precedentemente y los montos 
resultantes serán entregados a las personas indicadas en los articulos 22 al 
26 de la presente loy, sagún correspondiere. 


Artículo 22 


La suma total que corresponda a cada candidatura a la Presidencia de la 
República será distribuida en la forma y en los porcentajes siguientes: 

A) El 20% (veinte por ciento) será entregado al candidato a la Presidencia de la 
República. 

B) El 40% (cuarenta por ciento) será distribuido entre todas las listas de 
candidatos a Senadoros del loma, entregándose el importe correspondiente al 
primer titular de cada una de ellas. La distribución se hará en forma proporcional 
alos votos obtenidos por cada lista al Senado. 


C) El 40% (cuarenta por ciento) será distribuido entre todas las listas de 
candidatos a la Cámara de Representantes del lema, entregándose el importe 
correspondiente al primer títular de cada una de ellas. La distribución se hará en 
forma proporcional a los votos obtenidos por cada lista a la Cámara de 
Representantes. 


Artículo 23 


La suma total que corresponda a cada candidalura en la segunda elección será 
entregada, en forma proporcional a los votos obtenidos, a ceda uno de los 
candidatos. 


Artículo 24 

La suma total que corresponda a las candidaturas a la Intendencia 
Departamental de cada lema será distribuida en la forma y los porcentajes 
squientes: 

A) El 60 % (sesenta por ciento) será entregado a los candidatos a Intendente 
Departamental dol loma, en forma proporcional a los votos recibidos. 

8) El 40 % (cuarenta por ciento) será distribuido entre todas las listas de 
candidatos a las Jurtas Departamentales del lema, entregándose el importe 
correspondiente al primer titular de cada una de ellas. La distribución se hará en 
forma proporcional a los votos obtenidos por cada lista. 


Artículo 25 


235-C.S. 


236-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


La suma total que corresponda a las candidaturas a Concejal Municipal de cada 
lema sorá distribuida en forma proporcional a los votos obtenidos por cada lista 
y entregada al primer titular de cada una de elas 


Artículo 26 


La suma total que corresponda a cada candidatura en la elección intema será 
distribuida en la forma y on los porcentajos siguientos: 

A) El 40% (cuarenta por ciento) será entregado al postulante a candidato a 
Presidente en la ista. 

B) El 40% (cuarenta por ciento) será distribuido entre todas las listas de 
candidatos al órgano nacional que apoyaron esa precandidatura, entregándose 
el importe correspondiente al primer titular de cada una de ellas. La distribución 
se hará en forma proporcional a los votos obtenidos por cada lista. 

C) El 20% (veinte por ciento) será distribuido entre todas las listas de candidatos 
al órgano departamental que apoyaron esa precandidatura, — entregándose el 
importe correspondiente al primer btular de cada una de ellas, La cistribución se 
hará en forma proporcional a los votos obtenidos por cada lista. 


Artículo 27 


La contrbución del Estado cispuesta en el artículo 21 de la presente ley 
será depositada en el Banco de la República Orienta! del Uruguay en una cuenta 
especial. 


El Banco de la República Oriental del Uruguay depositará en las cuentas 
especiales abiertas por cada lema, las cantidades correspondientes a las 
personas indicadas en los articulos 22 a 26 de la presente ley, según 
correspondiere, mediando información de la Corte Electoral sobre los resultados 
de las elecciones. 


Dichas personas podrán hacerse representar ante el Banco de la 
República Oriental del Uruguay a los efectos de la percepción de las sumas 
mencionadas, mediante carta poder con la firma certificada noterialmente. 


Artículo 28 
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La entrega del 80% (ochanta por ciento) de las cantidades que establecen los 
anículos 22 a 26 de la presente ley se efectuará dentro de los 15 (quince) dias 
siguientes a la realización de la elección, 


El complemento del 20% (veinte por ciento) se entregará dentro de los 30 
(treinta) dias siguientes a la proclamación por la Corte Electoral de los resultados 
del acto eleccionario, quedando pendiente el pago hasta tanto se cumplan los 
requisitos establecidos en la Sección 4* del Capitulo II de la presente ley. 


Artículo 29 


Las personas indicadas en los artículos 22 a 26 de la presente ley podrán ceder 
total o parcialmente sus dorechos a la porcopción do las cantidades que les 
correspondan a favor del Banco de la República Oriental del Uruguay o de 
instituciones o empresas privadas o personas fisicas. 


Las cesiones de derechos deberán ser notificadas por los cesionarios al Banco 
de la República Oriental del Uruguay en la forma que éste determine, 


Articulo 30 


Dentro de los 60 (sesenta) días que preceden a la elección, el Banco de la 
República Oriental del Uruguay podrá adelantar a los candidatos mencionados 
en el artículo 21 de la presente ley, hasta un 50% (cincuenta por ciento) de las 
sumas que presumiblemente deberán recibir, de acuerdo con lo dispuesto en los 
articulos 22 a 26 de la presente ley, según correspondiere. 


Para la determinación del monto de aquel porcentaje el Banco de la República 
Oriental del Uruguay tendrá en cuenta, en primera instancia, el número de votos 
obtenidos en la elección anterior, nacional, departamental o municipal. según 
correspondiere, por dichos partidos políticos o sectores internos o listas de 
candidatos. 


En segundo término, cuando asi corrospondiero o le fuere más favorable al 
beneficiario, el porcentaje de votos obtenidos en la elección intema. 


Los amicipos dispuestos en el inciso primero del presente articulo no devengarán 
intereses. 

El Banco de la República Oriental del Uruguay comunicará a la Corte Electoral a 
sus efectos, el detalle y el monto de los anticipos que efectúe. 


El citado banco, por resolución fundada, podrá no efectuar anticipos cuando 
entenda que los elementos de juicio de que dispone no son suficientas para 
establecer el cálculo presuntivo a que refiera el inciso primero del presente 
artículo. 
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Artículo 31 
Las sumas que adelantare el Banco de la República Oriental del Uruguay en 


función de lo dispuesto en al artículo anterior se descontarán del monto total de 
la contribución a parcibir por los beneficiarios. 


Articulo 32 

En caso que las sumas definitivas a percibir por concepto de la contribución 
establecida en la presente ley no fueran suficientes para cubrir los importes 
adelantados, el Banco de la República Oriental del Uruguay. para cobrar el saldo, 
ejercerá las acciones que por derecho correspondan. 


Sección 3* 
Del financiamiento privado para las campañas oloctoralos, 


Articulo 33 


Las personas físicas que realicen donaciones que reciban los partidos políticos 
osectores internos o listas de candidatos a efectos de sus campañas electorales 
internas, nacionales, departamentales y municipales, sean en dinero o en 
especie, no podrán exceder para cada uno de ellos y por cada donante, el 
equivalente en pesos uruguayos a la cantidad de 300.000 Ul (trescientas mi 
unidades indexadas). las que deberán ser siempre nominafivas. 


Se entenderá por donación nominativa aquella en donde quede registrada con 
toda precisión el nombre y demás datos que identifiquen al donante, todo ello 
sujeto a la protección de datos persorales conforme a lo dispuesto por la Ley 
No. 18.331, de 11 de agosto de 2008. 


Cuando los aportes sean realizados por los candidatos a cargos electivos, sea 
en dinero o en especie, los límites serán: 


a) Para candidatos a la Presidencia y Vice Presidencia de la República hasta 
el equivalente en pesos de 400.000 Ul (cuatrociemas mil unidades indexadas); 


b) Para candidatos a cargos de Senadores, Diputados o Intendontos 
Departamentales hasta el equivalente en pesos de 300.000 Ul (trescientas mil 
unidades indexadas); 


c) Para candidatos a cargos legislativos departamentales hasta el 
equivalente en pesos de 209.000 Ul (doscientas mil unidades indexadas): 
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d) Para candidatos a los Municipios hasta el equivalente en pesos de 
100.000 UI (cien mil unidades indexadas). 


Todas las donaciones en dinero deberán ser realizadas por medio de pago 
electrónico conforme lo dispuesto en artículo 1* de ley 19.210, de 29 de abri de 
2014. 


Cuando se efectúe una donación de servicios, materiales o de otra especie que 
no sea en dinero, además del nombre del donante, se identificará 
especificamente el objeto de la donación y se asentará en los Registros 
Contables un valor estimado de la misma mediante certificación contable, Para 
estos casos y de forma excepcional, la Corte Electoral podrá reglamentar otros 
mecanismos que permitan la individualización e identificación fehaciente de 
todos los datos relativos a la donación y al donante. 


En ningún caso tales donaciones podrán deducirse a efectos fiscales, 


La loy roputa como periodo para la recaudación de fondos para las campañas 
electorales el comprendido entre el dia 1? de enero del año correspondiente a 
las elecciones nacionales y el dia 30 de junio del año siguiente. 


Articulo 34 


Todo aporte o contribución para la financiación de la campaña electoral de las 
preceptuadas en la presente ley, debe ser depositado en una cuenta bancaria 
abierta especialmente ante un banco del sistema financiero nacional. 

Dichos aportes o contribuciones deberán ser realizados por medio de pago 
electrónico conforme lo dispuesto el artículo 1 de Ley n* 19.210, de 29 de abril 
de 2014. 


Sección 4* 


De los controles en la campaña 
electoral 


Artículo 35 


El comité de campaña estará obligado a presentar a la Corte Electoral, 30 
(treinta) días antes de celebrarse la elección nacional, un presupuesto inicial de 
campaña en donde se detallarán los gastos e ingresos previstos en términos 
generales asi como los detalles de las donaciones recibidas hasta la fecha, 
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Artículo 36 


Dentro de los 90 (noventa) dias posteriores a la celebración del acto eleccionario. 
el comité de campaña deberá presentar a la Corte Electoral una rendición de 
cuentas definitiva en la que se especificarán los ingresos y egresos de la 
campaña, así como el origen de los fondos utilizados. 


Los candidatos que participen de la segunda elección harán un complemento de 
esa rendción de cuentas teniendo 30 (treinta) dias adicionales del plazo 
preceptuado. 


Articulo 37 


Las mismas obligaciones deberán ser cumplidas por los responsables de 
campaña de las listas a la Cámara dc Senadores, a la Cámara de 
Representantes, a las Juntas Departamentales y a los Municipios. 


Artículo 38 


Las rendiciones de cuentas presentadas ante la Corte Electoral tendrán carácter 
público y podrán ser consultadas por cualquier persona, sin limitación alguna. 
Asimismo se publicará un resumen de la rendición de cuentas en el Diario Oficial 
y en una página electrónica oficial. 


Artículo 39 


Sólo se autorizarán los pagos de saldos de contribuciones del Estado, de 
acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 28 inciso 2” de la 
presente ley, a los partidos politicos que hayan presentado su rendición de 
cuentas, 


Articulo 40 


Los responsables de campaña que incumplan la obligación de rendir cuentas 
dentro de los plazos establecidos por esta ley, serán sancionados con una multa 
equivalente en pesos uruguayos a 5.000 Ul (cinco mil unidades indexadas) por 
cada dia de atraso, hasta que se verfique el cumplimiento definitivo, En caso 
que la misma no se hiciese efectiva, se faculta a la Corte Electoral a descontar 
dicho monto del crédito que tuviere a percibir del Estado, el primer titular por los 
votos obtenidos en la elección respectiva, o del financiamiento permanente. 
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Capítulo Il 
De los costos de funcionamiento 
Sección 1* 
Del financiamiento público permanente 


Artículo 41 


El Estado aportará a los partidos políticos con representación parlamentaria una 
partida anual equivalente al valor de 4 Ul (cuatro unidades indexadas) por cada 
voto obtenido en la última elección nacional. La misma se hará efectiva a través 
del Poder Legislativo en doce cuotas mensuales, iguales y consecutivas, 
estimadas en unidades indexadas. 


La autoridad partidaria distribuirá mensualmente las partidas recibidas entre los 
sectores y kstas de candidatos (ambos con representación parlamentaria), 
dejando para el funcionamiento del partido político un monto que nunca podrá 
ser inferior al 20% (veinte por ciento). 

Esta partida se incrementará: 


a) En un 20 % (veinte por ciento) por cada voto obtenido, en el caso de los 
sectores y listas nacionales y departamentales, encabezados por mujeres que 
hayan sido proclamadas por la Corte Electoral y ocupen efectivamente sus 
bancas; y 

b) en un 10% (diez por ciento) por cada voto obtenido, por ceda mujer titular 
electa y proclamada por la Corte Electoral, que no encabece el sector o lista, 
nacional o departamental y que efectivamente ocupe su banca. 


Los incrementos de los literales a) y b) se destinarán a los sectores pariidarios 
respectivos, y en caso de corresponder, ambos se aplicarán acumulatvamente. 


El Poder Legislativo controlara anualmente la verificación de lo dispuesto en los 
litoralos a) y b) para la asignación de los incrementos, e informará a la Corto 
Electoral de los cambios definitivos que se produzcan en la titularidad de las 
bancas.- 


Articulo 42 


Los gastos previstos en los artículos 21 y 41 de la presente ley serán financiados 
con cargo a Rentas Generales. 


Sección 2* 
Dol financiamiento privado 
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Artículo 43 


Las donaciones de las personas físicas a los partidos políticos, sectores internos 
olistas de candidatos, para su funcionamiento permanente, se realizarán en las 
condiciones y con las excepciones que se establecen en esta ley. 


Las donaciones deberán quedar registradas en la contabilidad de los partidos 
políticos, sectores internos o listas de candidatos y en ningún caso podrán 
deducirse a ofoctos fiscales. 


Cuando se registre una donación de servicios o materiales, deberá aplicarse lo 
dispuesto en el artículo 33 de la presente ley. 


Artículo 44 


Las autoridados nacionalos de los partidos políticos podrán establecer una 
contribución especial para su financiamiento, a cargo de las personas que 
ocupen cargos electivos, ag a e > ll pr 
partido, o que hayan sido propuestas por el partido. 


La contribución no podrá superar el 15 % (quince por ciento) de la retribución 
líquida (nominal menos descuentos legales) que perciba la persona en el cargo 
en que fue designada. Ejercida la facultad prevista en el inciso anterior, será 
obligatoria la contribución y se hará efectiva la retención de la retribución 
mensual que perciba el funcionario, salvo manifestación expresa y por escrito en 
contrario, 


Una vez dispuesta la contribución, las autoridades nacionales de los partidos 
politicos deberán comunicaria a los Órganos u organismos que correspondan, a 
efectos de que procedan a la retención respectiva y al depósito en la cuenta 
bancaria identificada por el partido polífico. 


El incremento de la alícuota fijada precedentemente, requerirá, en todo caso, el 
consentimiento expreso del funcionario a quien se le deba retener. 


Las retenciones de haberes no podrán afectar el mínimo intangible previsto por 
el an, 3 de la ley No. 17,829 de 18 de setiembre de 2004, en la redacción dada 
por el art, 34 de la Ley No, 19.210, de 29 de abril de 2014 y por el artículo 1? de 
la Ley No, 19.536, de 27 de setiembre de 2017, 


Alos efectos de esta ley se consideran cargos electivos, políticos y de particular 
confianza, los declarados tales por las leyes nacionales y que pertenezcan al 
Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados, Gobiernos Departamentales, Municipios y Personas de 
Derecho Público no Estatal, con exclusión de los cargos que revistan en la Corte 
Electoral, Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Poder 
Judicial, y Fiscalia General de la Nación. 
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Anículo 45 


Las donaciones que reciban los partidos polílicos, sus sectores intemos o listas 
de candidatos para su funcionamiento permanente, sea en dinero o en especie, 
deberán provenir únicamente de personas fisicas debidamente identificadas. 
Estas no podrán exceder la cantidad equivalente en pesos uruguayos de 100.000 
Ul (cien mi unidades indexadas) por cada donante en el año civil y deberán ser 
siempre nominativas. Todo elo sujeto a la protección de datos personales, 
conforme a lo dispuesto por la ley 18.331, de 11 de agosto de 2008. 


Cuando el donante fuere integrante de un órgano nacional o departamental del 
partido político, o tuvere la calidad de Senador, Diputado, Intendente, Edil, 
Concejal o Ministro, podrá triplicar el monto establecido en el inciso anterior, sin 
perjuicio de la contribución dispuesta en el artículo 44 de esta Ley. 


Los fondos de los partidos políticos deberán depositarse en un banco a nombre 
del partido político, del sector interno o de la lista de candidatos y a la orden de 
las autoridades que se determinen en su carta orgánica o en sus bases 
constitutivas. 


Artículo 46 


Los partidos políticos, sectores internos y las listas de candidatos solo podrán 
recibir aportes, donaciones y contribuciones, sea en dinero o en especie, de 
personas fisicas debidamente identificadas. 


Capítulo IV 
ESTADOS CONTABLES, RENDICIÓN DE CUENTAS Y CONTRALOR. 


Artículo 47 


Sin perjuicio de la obligación de llevar los registros que determine la carta 
orgánica, los partidos políticos deberán elaborar estados contables unificados, 
comprensivo del lema y los sublemas, identificando los ingresos y sus fuentes, 
así como sus egresos. 


Los estados contables se llevarán de acuerdo a las normas contables que emita 
especificamente la Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas, 
creada por el Poder Ejecutivo en el marco del articulo 91 de la Ley N” 16.060, 
del 4 de septiembre de 1989, la cual deberá funcionar para estos casos con un 
representante de cada lema partidario registrado ante la misma. 
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Articulo 48 


Los partidos políticos deberán presentar sus estados contables al 1* de marzo 
de cada año ante el Tribunal de Cuentas. Este deberá visar los estados contables 
de los partidos políticos al 1” de junio de cada año. Ambos términos son 
Iimprorrogables. 

Una vez visados, y dentro de los 30 dias siguientes. los partidos políticos 
deberán presentar los estados contables ante la Corte Electoral, la cual podrá 
realizar auditorias a partir de lo que surja de dicha documentación. 


Artículo 49 


Los partidos politicos deberán registrar sus estados contablos visados en el 
Registro de Estados Contables a cargo del órgano estatal de control (en el plazo 
que determine la reglamentación. 


Articulo 50. 


El 1* de agosto siguiente a la elección departamental y municipal, los partidos 
padlíticos deberán presentar ante la Corte Electoral, una rendición de cuentas 
detallada de los ingresos recibidos y agresos recibidos en el periodo establecido 
por el artículo 33 inciso final de esta Ley. 


La Corte Electoral podrá realizar auditorias a partir de estas rendiciones de 
cuentas. 

Esta obligación es adicional y sin perjuicio de las que se establecen en los 
anículos precedentes de este Capítulo. 


Articulo 51 


La Corte Electoral dispondrá, luego de recibida la rendición de cuentas, su 
publicación por el término de un día, en el Diario Oficial y en una página 
electrónica oficial, 


Artículo 52 

En el caso de que un partido político no envie su rendición de cuentas dentro del 
plazo previsto en el artículo 50 de la presente ley, la Corte Electoral suspenderá 
el pago establecido en el articulo 41 de la presente ley hasta que se cumpla con 
lo dispuesto en cicho artículo. 


1 de noviembre de 2017 


1 de noviembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 245-C.S. 


Capítulo Y 
Prohibiciones y sanciones 
Sección 1* 
Prohibiciones 
Artículo 53. 


Los partidos políticos o sus sectores internos o listas de candidatos no podrán 
aceptar directa o indirectamente, contribuciones, aportes o donaciones de 
cua'quier tipo cuando provengan de: 


A) Personas anónimas. 
B) Organizaciones delictivas o asociaciones ilícitas, 


C) Personas jurídicas, de consorcios o de cualquier otra entidad, asociación u 
organización, aun cuando carezca de personería jurídica, sea que tenga objeto 
Givil, comercial, profesional, politico, religioso, gremial, sindical u otro do 
cualquier tipo, tenga o no fin de lucro, sean nacionales o extranjeras. 


D) Estados, gobiernos y gobernantes extranjeros. 

E) Personas en situación de subordinación administrativa o relación de 
dependencia, cuando éstas se realicen por imposición o abuso de la superioridad 
jerárquica. 


F) Personas publicas estatales, no estatales y personas jurídicas de derecho 
privado cuyo capital social esté constituido en su totalidad o parcialmente por 
participaciones, cuotas sociales o acciones nominativas propiedad del Estado, o 
de personas públicas no estatales. 

G) Personas fisicas y jurídicas que presten servicios de comunicación 
audiovisual conforme a lo dispuesto en la Ley No. 19.307, de 29 de diciembre de 
2014. La remisión de deuda actual o futura, total o parctal, por la prestación de 
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servicios de comunicación en forma desigual entre los partidos políticos, 
configurará una donación encubierta prohibida por la ley y constituirá falta grave. 


Sección 2* 


Sanciones 


Artículo 54 


A la Corte Electoral compete el control del cumplimiento de las obligaciones a 
cargo de los partidos polílicos que se establecen en la presente Ley, con 
excepción de lo dispuesto en ol articulo 56, y el ejercicio de la potestad 
sancionatoria a su respecto, 


Las violaciones a las obligaciones referidas en el inciso anterior, serán 
consideradas infracciones. La Corte Electoral podrá calificarias como muy 
graves, graves O leves, en función de los principios de gradualidad, 
proporcionalidad, y de la gravedad del acto u omisión ilícitos. 


Artículo 55 
La Corte Electoral podrá aplicar a los partidos políticos las siguientes multas: 


2) Por la comisión de infracciones muy graves: de hasta el equivalente 
en pesos de 300.000 Ul (unidades indexadas) o de hasta seis veces el valor del 
aporte, donación o contribución Wicitamente aceptados o del gasto no registrado. 


b) Por la comisión de infracciones graves: de hasta el equivalente en 
pesos de 200.000 Ul (unidades indexadas) o de hasta tres veces el valor del 
aporte, donación o contribución ¡licitamente aceptados o del gasto no registrado. 


€) Por la comisión de infracciones leves: de hasta el equivalente en 
pesos de 100.000 Ul (unidades indexadas) o de hasta el valor del aporte, 
donación o contribución ilicitamente aceptados o del gasto no registrado. 


Articulo 56 


Compete al Consejo de Comunicación Audiovisual creado por el artículo 66 de 
la Ley N* 19.307, de 29 de diciembre ce 2014, el contro! del cumplimiento de las 
obligaciones que se establecen en los artículos 65 a 73 de la presente la ley, por 
parte de los partidos politicos, los sectores intemos, las stas de candidatos y los 
candidatos a cualquier cargo electivo. 

Cuando el Consejo de Comunicación Audiovisual constate una violación de las 
obligaciones referidas deberá comunicaria la dentro de las 24 horas siguientes a 
la Corte Electoral. 
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Las violaciones a las obligaciones referidas, en los incisos 1? y 2* de este artículo, 
seran consideradas infracciones. La Corte Electoral pocrá caificartas como muy 
graves, graves o leves, en función de los principios de gradualidad, 
proporcionalidad y a la gravedad del acto u omisión. 


La Corte Electoral podrá aplicar a los partidos políticos multas por: 


a) La comisión de infracciones muy graves: de hasta el equivalente en 
pesos de 300.000 UI (trecientas mil unidades indexadas). 

b) La comisión de infracciones graves: de hasta el equivalente en pesos 
de 200.000 Ul (doscientas mil unidades indexadas). 

c) Por la comisión de infracciones leves: de hasta el equivalente en pesos 
de 100.000 Ul (cien mi unidades indexadas). 


Artículo 57 


El valor de las multas podrá ser deducido de las contribuciones del Estado a las 
que tengan derecho los partidos políticos para el financiamiento de los gastos de 
las elecciones y su actividad permanente, así como de cualquier otro fondo que 
por ley pudieren acceder. 


Ante cl incumplimiento reñcrado por parte de algún partido político, sectores 
internos o listas de candidatos de las disposiciones establecidas en la presente 
lay, la Corte Electoral podrá disponer la suspensión, hasta por un año, de la 
entrega de las partidas establecidas en el artículo 41 de la presente ley. 


Artículo 58 


El Consojo de Comunicación Audiovisual podrá aplicar las sanciones previstas 
en los artículos 181 a 183 la Loy N* 19.307, de 29 de diciembre de 2014, al 
prestador de servicios de radio, televisión y de otros servicios de comunicación, 
que hubiese concurrido con el partido político, el sector interno, la lista de 
candidatos o el candidato a cualquier cargo electivo en la comisión de la 
infracción a las obligaciones que se indican en el artículo 56 de la presente Ley. 


Artículo 59 


Corresponde al órgano estatal de control la fiscalización del cumplimiento de la 
obligación de los partidos políticos de registrar los estados contables visados, 
establecida por el Articulo 49 de la presente Ley. 


El incumplimiento de la obbgación establecida por el Artículo 49 de la Ley, será 
considorada una infracción. 


El órgano estatal de control tendrá respecto de los partidos políticos, la misma 
potestad sancionatoria prevista respecto de los obligados a registrar los estados 
contables en el artículo 24 de la ley N” 18,930 de 17 de julio de 2012, en la 
redacción dada por el articulo 215 de la ley N” 19,355 de 19 de diciembre de 
2015. 
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Artículo 60 


Los multas que apliquen la Corte Electoral, el Consejo de Comunicación 
Audiovisual y el órgano estatal de control constituirán título ejecutivo. 


Articulo 61 


Créase el Fondo para el Fortalecimiento Democrático de los Partidos Políticos, 
que será administrado por la Conte Electoral. Se imegrará con la totalidad de lo 
recaudado por concepto de multas aplicadas por la Corte Electoral y por el 
Consejo de Comunicación Audov:sual, en ejercicio de la potestad sancionatoria 
que se prevé en la presente Ley. 


Lo recaudado contribuirá a solventar los aportes del Estaco para financiar los 
gastos de las elecciones descriptas en el artículo 21 de la presemte ley. 


El monto de lo recaudado por las multas que aplique el órgano estatal de control 
se destinará a financiar o! Registro de Estados Contables a su cargo. 


Artículos 62 


La persona física o jurídica, o la organización u entidad sin personeria juridica 
que realice una donación, aporte o contribución en dinero o en espec, violando 
lo dispuesto por esta Ley, podrá ser sancionada con una multa de hasta diez 
veces el valor de lo ilícitamente donado, aportado o contribuido, 


La multa será aplicada por la Corte Electoral, en función de los principios de 
gradualidad, proporcionalidad, y de la gravedad de la licitud. 


La Corto Electoral procecorá de oficio o por denuncia fundada de parte y podrá 
disponer las diligencias indagatorias y probatorias que estime convenientes. 


A dichos efectos, la Corte Electoral podrá solicitar al Juez Letrado competente el 
levantamiento del secreto bancario previsto en el articulo 25 del Decreto-Ley No. 
15.322, de 17 de setiembre de 1982, complementarias y concordantes, para los 
involucrados en la denuncia. Una vez relevado el secreto bancario por el Juez 
competente, deberán las instituciones financieras brindar todas las 
informaciones que le sean requendas por la Corte Electoral, relacionadas con 
las cuentas bancarias de los pertidos políticos, sectores Internos, bstas de 
candidatos, de sus dirigentes y de los particulares y donanles. 


Concluida la instrucción y provio al cictado de resolución so dará vista a todos 
los interesados por el lérmino de 10 (diez) días hábiles, los que podrán realizar 
los descargos y proponer las pruebas adm:sibles que sean pertinentes. 


Si finalizado el procedimiento se entendiere que existe mérilo para ello, los 
antecedentes se remitirán de oficio a la Justicia penal. 
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Artículo 63 


La persona fisica o jurídica, o la organización o entidad sin personería juridica 
que incurra en las conductas ilícitas referidas en el artículo anterior quedará 
inhibida de integrar el Registro Único de Proveedores del Estado y de ser 
concesionaria, acjudicataria y contratada por el Estado, por las personas 
públicas no estatales y las personas jurídicas de derecho privado cuyo capital 
social esté consttuido total o parcialmente por participaciones, cuotas sociales o 
acciones de propiedad del Estado o de personas públicas no estatales, por un 
periodo de cinco años. 

La Administración correspondieme podrá resolver la continuidad de las 
adjudicaciones y contratos vigentes al momento de cometerse el ilícito, 
atendiendo a razones de interés general, En el caso de las concesiones vigenles, 
la Administración concedente podrá declararlas precarias o extinguidas siempre 
y cuando ello no perjudique el interés público o general. 


CAPITULO VI 


PUBLICIDAD DE LOS PARTIDOS POLITICOS 
Artículo 64. 


Declárase de interés general para el fortalecimiento del sistema democrático 
republicano, el otorgamiento de publicidad gratuta en los servicios de televisión 
abierta, los servicios de televisión para abonados en sus señales propias y las 
señales de televisión establecidas en Uruguay que sean difundidas o distribuidas 
por servcios para abonados con licencia para actuar en nuestro país. 


Articulo 65 


Los partidos políticos podrán iniciar su publicidad electoral en los medios de 
radiodifusión, televisión abierta, televisión para abonados, prensa escrita, en 
internet y en cualquier medio de comunicación, sólo a partir de: 


1) Diez días para las elecciones internas. 

2) Treinta dias para las elecciones nacionales. 

3) Quince dias en caso de realizarse segunda vuelta. 

4) Treinta días para las elecciones departamentales y municipales. 
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Artículo 66 


Entiéndase por publicidad electoral aquella que se realiza a través de piezas 
olaboradas especializadamento, con criterios profesionales y comerciales. 


Se autoriza la publicidad en formatos ciferentes a los de la publicidad electoral, 
fuera de los periodos de campañas electorales, en el horario de 18 a 23 horas, 
con la finalidad de convocatorias a congresos, celebraciones, homenajes, 
eventos, actos y otras actividades partidarias puntuales. 


Articulo 67 


El Canal de televisión adierto del Estado y el Sistema Nacional de Televisión 
(SODRE), los canales que retransmiten su señal y las radioemisoras 
pertenecientes al Sistema Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos 
(SODRE) otorgarán, en forma gratuita a cada candidato presidencial de los 
partidos politicos con representación parlamentaria, un espacio en horario de 18 
a 23 horas de cinco minutos al inicio de la campaña electoral de la colección 
nacional y quince minutos al final de la misma, para hacer llegar su mensaje a le 
población. 


El mensaje será emitido, para todos los candidatos, a la misma hora, en dias 
hábiles, utilizando para el mensaje ¡inicial los primeros dias hábiles habilitados 
para la publicidad electoral y para el mensaje final, los dias permitidos para la 
actividad política más cercanos a la elección. 


En ambos casos los espacios se asignarán por sorteo entre los candidatos. 


Artículo 68 


Todos los candidatos presidenciales de los partidos políticos con representación 
parlamentaria, así como aquellos partidos que en las elecciones internas hayan 
alcanzado un porcentaje igual al 3 % (tros por ciento) de los habilitados para 
votar, dispondrán para la elección nacional de octubro de dos minutos diarios de 
publicidad en horario de 18 a 23 horas, en los medios indicados en el articulo 
anterior, durante el tiempo habilitado para la publicidad politica establecido en el 
artículo 65 de la presente ley. 


Artículo 69 
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En caso de producirse una segunda elección, los medios indicados en la 
presente ley deberán otorgar un espacio de quinca minutos a cada una de las 
candidaturas que participen en ela, con iguales condiciones a las establecidas 
para las elecciones nacionales del mes de octubre, a fin de brindar a la población 
su mensaje. 


Este espacio también podrá ser utilizado por el candidato presidencial para que 
otros lemas, partidos o sectores expresen sus apoyos en la segunda vuelta 
electoral. 


Artículo 70 


Las consultas o ancuestas de votos realizadas el día del acto comicial sólo 
podrán ser difundidas una vaz culminado el horario de votación dispuesto por la 
Corte Electoral . 


Lo preceptuado en el inciso anterior será de aplicación en las elecciones internas 
de los partidos políticos dispuestas en el numeral 12) del artículo 77 de la 
Constitución de la República, en las elecciones nacionales, departamentales y 
municipales, en los plebiscitos y referéndum. 


Artículo 71 


Durante el poricdo electoral queda prohibida la realización de publicidad por 
parte del Estado, a través de cualquiera de sus órganos u organismos y de todas 
las personas públicas estatoles. 


Exceptúase: 
a)  lapublicidad que refiera a campañas de información a la ciudadanía sobre 
temas o situaciones puntuales y de interés general; 


b) la publicidad de estricto carácter comercial, únicamente para el caso de 
los personas públicas estatales y los organismos que actúen en régimen de 
competencia con privados. 


Articulo 72 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 67 al 69 de la presente ley, los 


servicios referidos en el articulo 64 otorgarán espacios gratuitos en las campañas 
electorales corresponcientes a las elecciones de: 
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A) los miembros de ambas Cámaras del Poder Legislativo y del Presidente 
y Vicepresidente de la República, así como la de cualquier órgano para cuya 
constitución o integración las leyes establezcan el procedimiento de la elección 
por el Cuerpo Electoral previsto en el inciso primero del numeral 9 del artículo 77 
de la Constitución de la República; 


B) los Intendentes, de los miembros de las Juntas Departamentales y de las 
demás autoridades locales electivas previsto en el inciso tercero del numeral 9 
del articulo 77 de la Constitución de la República; 


C) Senadores y Representantes luego de la disolución de las Cámaras, según el 
artículo 148 de la Constitución de la República; 


D) Presidente y Vicepresidente de la República, en caso de la segunda elección 
prevista en el inciso primero del artículo 151 de la Constitución de la República; 


E) carácter interno de los partidos políticos previstas en el numeral 12 dol 
articulo 77 de la Constitución de la República y en la Loy N* 17,063, de 24 co 
diciombro de 1998; las elecciones internas de candidatura presidencial y órganos 
deliberativos nacionales con funciones electorales, y las elecciones internas de 
órganos deliberativos departamentales con funciones electorales; 


Durante el periodo electoral definido por el articulo 65 de la presente ley, el 
bempo y espacio destinado a mensajes publictarios, referido en el artículo 139 
de la ley No. 19.307, se extenderá a veinte minutos. En dicho periodo, los 
espacios gratuitos para roalizar publicidad electoral tendrán una duración igual a 
diez minutos del espacio dostinado a mensajes publictarios, por cada hora de 
transmisión que se realice en el horario de 18 a 23 hores. 


En el restante horario de transmisión y espacio destinado a publicidad, la 
adquisición de minutos para publicitar la campaña electoral de los partidos 
políticos, la realizará en forma exclusiva la Corte Electoral a solicitud de cada 
partido político. A estos efectos no podrá hacerse distinción alguna on el precio 
de contratación, el cual deberá ser acordado previamente entre los medios de 
comunicación y la Corte Electoral. 


Se prohibe a los partidos políticos la adquisición, en forma directa o indirecta, y 
a cualquier título, de publicidad o propaganda electoral en televisión abierta o por 
cable. 


En el caso previsto en el literal 8) del presente artículo, la obligación rige para 
los servicios comprendidos en el área autorizada correspondiente a la respectiva 
circunscripción única departamental. La reglamentación del Poder Ejecutivo 
podrá extender esta obligación a otro u otros departamentos contiguos. 
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Antículo 73 


En los casos de elecciones nacionales referida en el art. 151 de la Constitución 
de la República, los espacios gratuitos serán distribuidos entre los lemas de la 
siguiente manera: 

- 45% (cuarenta y cinco por ciento) en forma igualitaria entre los lemas, que 
hayan participado en la elección inmediata anterior obteniendo representación 
pariamentaria. 


- 50% (cincuenta por ciento) en proporción directa a los votos obtenidos por 
cada lema en las elecciones nacionales inmediatas anteriores. 


- 5% (cinco por ciento) para los nuevos partidos, con un tope máximo para 
cada uno de ellos, igual al partido con menor representación parlamentaria. 


En el caso de segunda elección de Presidente y Vicepresidente de la 
República, el tiempo se distribuirá en partes iguales entre ambas fórmules 


presidenciales, 


En el caso de elecciones departamentales y municipales, los espacios 
gratuitos serán distribuidos entre los lemas de ¡a siguiente manera: 


- 45% (cuarenta y cinco por ciento) en forma igualitaria entre los lemas con 
representación departamental, 


- 50% (cincuenta y cinco por ciento) en proporción directa a los votos obtenidos 
por cada lema en las elecciones departamentales inmediatamente anteriores, 


- 5% (cinco por ciento) para los nuevos partidos, con un tope máximo para 
cada uno de ellos, igual al partido con menor representación departamental. 


Para el caso de las elecciones internas, los espacios gratuitos serán d'stribuidos 
entre los lemas de idéntica forma a la establecida precedentemente. 


La distribución de los espacios entre los lemas será efectuada por el Consejo de 
Comunicación Audiovisual. 


Artículo 74 


La distribución dentro de cada lema será realizada por las autoridades del 
lema. 
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CAPÍTULO VII 
TRANSPARENCIA 
Articulo 75 


Incorpórese al artículo 10* de la Ley No 17.060, de 23 de diciembre de 1998, un 
segundo inciso: 


“Los precandidatos a Presidente de la República en las elecciones 
internas, los candidatos a Presidente de la República y Vicepresidente en las 
elecciones nacionales, los candidatos a Intendente Departamental y sus 
suplentes, asi como los primeros tras candidatos al Senado y los dos primeros 
candidatos a diputados, ediles y concejales, deberán formular declaración jurada 
de bienes e ingresos a cualquier titulo con una anticipación no menor a sesenta 
dias de la elección interna, nacional, departamental o municipal, según 
corresponda” 


CAPÍTULO VIII 
ESTATUTO DE LOS EMPLEADOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 
Artículo 76. 


Las personas que se desempeñen en relación laboral subordinada, en 
forma habitual y al servicio de los partidos politicos y sectores intemos, estarán 
amparadas en la normativa laboral y de previsión social. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las personas que se 
desempeñen realizando tareas de confianza politica para los partidos políticos y 
sectores internos, no se encontrarán comprendidos en el régimen de limitación 
del horario de trabajo. Éstos lo harán por el término que determine el partido 
político o sector interno, y no más allá de sus respectivos mandatos, no 
generando derecho a percibir ningún tipo de indemnización por su cese. 


Articulo 77. 


Las personas que realicen tareas zafrales para los partidos políticos, sub 
lemas, sectores partidarios o candidalos a algún cargo electivo, serán 
consideradas trabajadores jornaleros, rigiéndose por las disposiciones de la ley 
n* 12,597, de 30 de diciembre de 1958. 


CAPITULO IX 
DISPOSICION COMPLEMENTARIA 
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Articulo 78 


Sustitúyose el literal B del Artículo 1? de la Ley No. 17.829, de 18 de setiembre 
de 2004, en la redacción dada por el art. 32 do la loy No. 19,210, de 29 de abril 
de 2014, por el siguiente 


*B) Cuota Sindical y Contribución especial para el financiamiento de los partidos 
políticos de las personas que revistan en cargos electivos, politicos y de 
particular confianza.” 


Capitulo X 
DEROGACIONES 
Articulo 79 


Derogase las Leyes Nos. 17.045 del 14 de diciembre de 1998, 17.818 del 6 de 
setiembre de 2004 y 18,485, de 11 de mayo de 2009, los artículos 142 a 145 de 
la Ley 19,307, de 29 de diciembre de 2014, así como toda otra norma que se 
oponga con lo dispuesto por la presente Ley.- 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión. 


El miembro informante es el mismo que en el caso an- 
terior y ya argumentó a este respecto. 


SEÑOR HEBER - Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR HEBER.- Tomando como válido el informe 
que hizo el miembro informante con respecto al proyecto 
de ley sobre la financiación de los partidos políticos, todos 
sabemos en qué consiste la minuta de comunicación. De 
todas formas, he notado que se optó por la repetición de 
todo el proyecto de ley; debo decir que esperaba otro tipo 
de formato. 


Quiero dejar constancia de que mencioné en la minuta 
de comunicación, en el seno de la comisión —y lo volví a 
reiterar—, el tema del daño económico y la necesidad de 
incluir el crédito fiscal, aspecto que no se votó en ese ám- 
bito. No voy a insistir porque es obvio que no hay con- 
senso. Sin embargo, me gustaría agregar —a riesgo de que 
esto suponga una crítica por parte de la opinión pública, 
pero creo que hay que plantearlo frontalmente— que, en 
lo personal, creo que los partidos políticos no deberíamos 
estar gravados con IVA. No somos empresas y no tenemos 
posibilidad de descontar este impuesto; es el IVA a la de- 
mocracia, y encarece el gasto. 


Se trata de un tema que he planteado en forma indivi- 
dual y se me ha dicho que se iba a hacer una gestión con 
el Poder Ejecutivo. A mi juicio, contradice lo que estamos 
procurando, que es abaratar los costos de las campañas 
electorales. Entiendo que es un error que se ponga este 
impuesto, no me parece justo y asumo las consecuencias y 
las críticas que esto pueda ocasionar en la opinión pública, 
pero creo que los gastos de campaña electoral —no los per- 
manentes— no deberían estar gravados por IVA. 


Reitero —aunque no está en la minuta de comunica- 
ción— que a mi juicio esto debería incluirse como un an- 
helo —por lo menos, de uno de los partidos—, porque el 
tema del IVA aumenta el costo electoral, y si queremos 
abaratarlo, no lo vamos a lograr por esa vía. Lo quiero 
hacer frontalmente, diciendo que esa es mi opinión y lo 
reitero aquí, en sala. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PINTADO.- Dado que la minuta de comuni- 
cación nos refleja a todos en tanto minuta, pero no exac- 
tamente en cuanto al contenido del proyecto de ley que 
estamos enviando en su totalidad, propongo que, de apro- 
barse la moción correspondiente, se adjunte la versión 
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taquigráfica de la discusión del proyecto que estuvimos 
considerando, a fin de que el Poder Ejecutivo tenga todos 
los elementos sobre la mesa respecto a las opiniones que 
hemos brindado. No me refiero solo a la intervención del 
señor senador Heber, para lo cual estamos haciendo las 
gestiones pertinentes —aunque está bien que deje cons- 
tancia de ello en la versión taquigráfica—, sino también a 
otras constancias que quedaron planteadas en la discusión 
anterior. 


Me parece que sería bueno que el Poder Ejecutivo dis- 
pusiera de toda la información acerca del debate que he- 
mos dado en el día de hoy. 


SEÑOR MIERES.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MIER ES.- Simplemente quiero dejar constan- 
cia de que vamos a votar esta minuta de comunicación, 
aunque nos parece que hubiera sido mucho más sencillo 
incluir solamente los artículos que era necesario desglosar 
y no transferir en ella todo el proyecto de ley, porque eso 
acarreará problemas de armonización de tiempos de apro- 
bación de una cosa y de otra. 


Como dijimos en la intervención anterior, acompaña- 
mos las modificaciones propuestas en la minuta de comu- 
nicación, con la reserva sobre uno de los procedimientos 
de incentivo a la participación de la mujer, que es el que 
tiene que ver no con el incremento del pago a las listas 
encabezadas por mujeres sino con el otro. Nos parece que 
habría que revisar ese texto porque tiene algunos proble- 
mas de redacción. 


SEÑORA PRESIDENTE.- En definitiva, en primer lu- 
gar se va a votar la minuta de comunicación y, en segundo 
término, el envío al Poder Ejecutivo de la versión taqui- 
gráfica de lo debatido en esta sesión, junto con la minuta 
de comunicación, para que la devolución contemple la dis- 
cusión que aquí hemos dado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la minuta 
de comunicación. 


(Se vota). 
26 en 27. Afirmativa. 
Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el envío de 
la versión taquigráfica al Poder Ejecutivo. 


(Se vota). 


25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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25) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 
SEÑOR DE LEÓN.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 


senador. 
SEÑOR DE LEÓN.- Solicito que se levante la sesión. 


SEÑORA PRESIDENTE .- Se va a votar la moción for- 


mulada. 
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(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 16:33, presidiendo la señora Lucía 
Topolansky y estando presentes los señores senadores 
Amorín, Argimón, Asiaín, Ayala, Besozzi, Bordaberry, 
Carámbula, Carrera, De León, Delgado, Gallicchio, 
Garín, Heber, Martínez Huelmo, Mieres, Moreira, Mujica, 
Otheguy, Passada, Payssé, Pintado, Tourné y Xavier). 
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